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PREAMBULO 

C on el Estatuto de la provincia se ha 
completado la obra de la reorganiza¬ 
ción local. Muy cerca del medio siglo lle¬ 
vaban rigiendo las Leyes Provincial y Mu¬ 
nicipal, y una larga e ininterrumpida serie 
de intromisiones gubernativas las habían 
desvirtuado, frustrando el propósito, sin 
duda elevado, de sus redactores, y las es¬ 
casas posibilidades de eficacia que podía 
ofrecer el arcaico espíritu uniformista que 
las inspiraba. 

Mantener las viejas ordenaciones lega¬ 
les habría vuelto ilusorio el intento de re¬ 
novación de la vida pública. En materia 
municipal, ya los más opuestos sectores de 
la política habían coincidido, con rara una-' 
nimidad, en la urgencia de orientar la or¬ 
ganización de los Ayuntamientos siguien¬ 
do un sentido francamente autonomista, 
descentralizado!' y democrático. 
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PEE A ; HÜLO 

Pero el problema provincial había atraí¬ 
do menos a la opinión. A. pesar de la en¬ 
conada y trituradora, pero también fecun¬ 
da discusión que durante dos años sufrió 
el proyecto presentado a las Cortes en 
1907, no se había creado todavía alrede¬ 
dor de la provincia, de sus necesidades y 
de sus anhelos, el estado de conciencia 
nacional que logró pronto la reforma de 
los Ayuntamientos. Esas fueron las difi¬ 
cultades que [tara la redacción del segun¬ 
do Estatuto hubo que vencer, y esos tam¬ 
bién los obstáculos que a su implantación 
y arraigo han de oponerse. 

Sin embargo, cualquiera que fuere el 
juicio que ambos Estatutos merezcan, ha 
de reconocerse que, en lo sucesivo, todas, 
absolutamente todas las modalidades de la 
vida local encontrarán cauce adecuado. 
Desde la forma primaria de la Entidad 
menor hasta la suprema expansión regio 
nal, los Estatutos ofrecen ancho camino y 
fóimuías que permitirán a las energías lo¬ 
cales obrar, desenvolverse y constituirse 
en organismos con existencia indepen- 
diente, medios económicos propios y au- 
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toridad privativa: es decir, en sujetos de 
derecho público. 

Ninguna obra humana puede alcanzar 
la perfección; menos que ninguna otra la 
que va encaminada a ordenar materias de 
tan formidable complejidad y trascenden ¬ 
cia. La práctica irá descubriendo los de¬ 
fectos, las lagunas y también los errores, 
porque no hay magisterio superior al del 
tiempo. Pero la semilla está echada, y fruc¬ 
tificará si los ciudadanos la vivifican con 
esfuerzo levantado y espíritu patriótico. 


José CALVO SOTELO 




Presidencia del Directorio militar. 


EXPOSICIÓN 

Señor: El Municipio y el Estado son dos enti¬ 
dades territoriales político-administrativas que se 
encuentran en el inicio y en la meta de toda orga¬ 
nización nacional. Son el punto de partida y el 
punto final de la línea que une entre sí las diver¬ 
sas actividades públicas de una Sociedad política 
estatal. En el tipo de Ciudad-Estado, que ya no 
existe, era innecesario pensar en círculos inter¬ 
medios de vida pública. En el tipo de Estado na¬ 
cional que hoy impera, no cabe prescindir de en¬ 
tidades territoriales intermedias entre el mismo 
Estado—todo y cumbre—, y los Municipios—cé¬ 
lula y base. 

Nuestro país cuenta, ha ya casi un siglo, con 
una sola Entidad territorial intermedia de carácter 
administrativo: la Provincia. La palabra es mucho 
más antigua; la usaron ya los romanos. La Entidad 
así calificada es también muy anterior a la época 
constitucional, pues refiere Canga Arguelles que 
a fines del siglo xvm había en España 34 pro¬ 
vincias; unas marítimas, otras interiores, y de 
muy desiguales dimensiones; toda Cataluña era 
una sola provincia, y Toro e Ibiza formaban por 
sí solos dos provincias. Pero en realidad, la Pro¬ 
vincia, con su actual carácter, surge de lleno en 
las Cortes de Cádiz que con ella creyeron haber 
asegurado «el justo equilibrio que debe haber 
entre la autoridad del Gobierno, como respon- 
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sable del orden público y de f á '‘ r '’ dad gg 
Estado y la libertad de que no puede privarse a 
los súbditos de una Nación de promover por si 
mismos el aumento y mejora de sus biene V P 
piedades». N¡> la establecieron de hecho, sin em 
»ar<io, aquellos legisladores, ni tampoco los de 
Igoó pues el Decreto de este año creando 5.- ca¬ 
reció de vigor efectivo. Y se liega así al de 30 de 
Noviembre de 1833, que divide a España en 49 
provincias; del jugo y substancia de esta soberana 

disposición vivimos todavía. 

No se perderá el tiempo recordando el concepto 
nativo de la Provincia. En los famosos torneos 
oratorios de las Constituyentes de 1812, quedó 
precisado con caracteres indelebles. La Provincia 
era, ante todo, una división territorial que el Es¬ 
tado utilizaba en pro de sus servicios y fines; una 
circunscripción que el Estado creaba para llegar 
fácilmente, con su acción y tutela, a todos los 
ámbitos y a todos los ciudadanos Pero la Pro¬ 
vincia aparecía también como entidad dotada de 
fines propios que debía promover «la educación 
de la juventud» y los intereses materiales, y en 
relación, fundamentalmente, con los Ayuntamien¬ 
tos, de los cuales había de ser una especie de 
tutor, fiscal, superior jerárquico y hasta consilia- 
ria espiritual. Para ello tendría cada provincia su 
Diputación, presidida por el Jefe político de en- 
tonces, hoy Gobernador civil; y también para ello, 
la Diputación podría distribuir las contribuciones 
entre los pueblos, examinar sus presupuestos 

censurar sus cuentas, fiscalizar sus elecciones, etc. 
lodo esto se desenvuelve con pormenor en la 

CuernnT.r, d ( ? ' 812 '. Y '° ^ este ¡"mortal 
Uierpo legislativo sentara, no se desdibuja en el 

decurso del tiempo. Pueden leerse y releerse las 

diversas Leyes Orgánicas de nuestra Adminis 

!i%° v ?n7T ,al P romul áadas en la pasada cen- 
tur.a, y en todas se tropezará con la silueta de 










Diputación que acabamos de esbozar. La Ley 
de 1882, hoy vigente, que es en esencia la de 1870 
no deja la ruta; considera que las Diputaciones 
tienen por fin el fomento de los intereses morales 
y materiales de las provincias y al propio tiempo 
les confiere prerrogativa de superior autoridad 
sobre los Ayuntamientos. El proceso legislativo, 
por tanto, evoluciona muy poco desde 1812 hasta 
1882, en cuanto a la substancia vital propia de la 
Provincia. Otra cosa sucede respecto a su es¬ 
tructuración, pero ello no es de este instante. 

Fácil es advertir, por lo expuesto, el origen le¬ 
gal, puramente legal, que las Provincias tienen 
en nuestro Derecho constituido. Fruto del legis¬ 
lador, nacieron con detrimento de una cuasi mile¬ 
naria división en Reinos que vivificó una gran 
parte de la historia de España Sin duda por esto, 
no les faltaron detractores desde los primeros 
- tiempos. Ya en 1857, Donoso Cortés las calificó 
de «funestísimas para España», abogando porque 
las Cortes las silenciasen en la ley fundamental 
de la Nación. Y bien pronto hubieron de unirse 
a las diatribas sugeridas por su origen, las inspi¬ 
radas en la labor de sus órganos rectores. Las 


Diputaciones, en efecto, salvo honrosas excep¬ 
ciones, forzadas a vivir en penuria económica la¬ 
mentable, sólo abordaron con amplitud la tarea 
política, esclavos de ella, trocáronse de tutores 
en verdugos de la vida municipal, y sirvieron de 
refugio a desaforadas pasiones oligárquicas y di¬ 
seminaron la gangrena del caciquismo en los más 
apartados rincones y lugares del país. No es de 
extrañar, por tanto, que en torno a las Diputacio¬ 


nes se haya tejido en muchas provincias una at- 
móstera mefítica, vigorosamente pasional y hostil. 
Sin embargo, gran parte de la reforma que urgía 
se halla ya en marcha. Merced al Estatuto munici¬ 
pal, en efecto, los Ayuntamientos se han eman¬ 
cipado totalmente de las Diputaciones provincia» 
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estatuto fe o VIB ^ 1 VAj 

les, en el orden Político y 

pues, no podra retonar la Der n e tra- 

extralimitaciones en la «ida ^ |as 

Diputaciones y, sobre todo, las Comisiones pro- 
vinciales. Este es un 

ei sendero de muchos de sus obstacu os. 

De otro lado, la consideración de la Provincia 
como división territorial para los fines propios 
del Estado, ni es de trascedencia suprema, ni con¬ 
serva todo su primitivo valer. El Estado ha ido 
dejándola de mano siempre que le convino, y por 
ello, muchos de sus servicios se acomodan a otras 
circunscripciones más amplias: tales, el militar, el 
universitario, algunos de Fomento, etc. Además 
lo que ahora atrae primordialmente la atención, 
del Gobierno es la mejora de los servicios de ín¬ 
dole local, atribuidos a las Diputaciones, y que 
tanto se resienten de diversas dolencias: mala ad¬ 
ministración, la primera: excasez de recursos eco¬ 
nómicos, la segunda. Lo otro, esto es, la proyec¬ 
ción de las funciones del mismo Estado a través 
de las provincias, o a través de otras circunscrip¬ 
ciones mayores o menores, no se estancó jamás 
en la quietud pétrea de la Ley de 1882; el progre¬ 
so hizo su obra y Gobiernos y Parlamentos fue¬ 
ron modificando, depurando, renovando, en una 
palabra. Conviene, pues, precisar estas diferen¬ 
tes zonas de preocupación ministerial, porque a 
la primera ha de referirse casi exclusivamente la 
presente obra legislativa, toda vez que la segun¬ 
da ha sido objeto y seguirá siéndolo de la aten¬ 
ción especializada de los distintos Ministerios. 

Pero procediendo así por verdadera elimina¬ 
ción queda en la provincia un aspecto que real¬ 
mente destaca sobre todos ios demás: el de ci . 
cunscripción territorial llamada a cumplir deter 

resa p°o S r t n fl nL de CaráC ‘ er l0CaU Ya no nos Inte" 
resa, por tanto, como c.rcunscripción por y para 
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el Estado, sino como circunscripción por y para sí 
misma. En este aspecto, han de definirla y carac¬ 
terizarla sus fines esenciales. Y estos fines debe¬ 
rán ser todos aquellos de índole local que, reba¬ 
sando ¡as posibilidades de la acción municipal, 
escapen a la jurisdicción de cada Ayuntamiento. 
No serán, pues, fines específicamente distintos 
de los que constituyen la exclusiva competencia 
municipal; pero sí superiores - en extensión, en 
entidad y en coste -a estos últimos. Serán, en de¬ 
finitiva, fines y servicios de enlace intermunici¬ 
pal, para el complemento y perfección de los pro¬ 
pios organizados por cada Corporación comunal. 

Ahora bien; la precedente premisa arrastra a 
la conclusión de que la Provincia, en cuanto es 
circunscripción de vida local, tiene su raíz y ci¬ 
mientos en los Municipios, por lo que ha de reco¬ 
nocerse a éstos el derecho de intervenir primaria¬ 
mente en la administración provincial. Es lógico 
pues, que el Municipio, órgano político, pueda 
determinar la contextura de la Provincia, circuns¬ 
cripción administrativa; que el Municipio, crea 
ción de la Naturaleza, pueda trazar la silueta or¬ 
gánica de la Provincia, creación del legislador. 
Por ello, si hasta ahora los Ayuntamientos eran 
como menores de edad tutelados por la Diputa¬ 
ción -órgano representativo de la Provincia —, 
en adelante será fuerza prima y alma mater y la 
Diputación institución contingente, no inexcusa¬ 
ble, destinada a complementar y estimular las 
energías municipales. Que todo cuanto se califica 
como de la competencia provincial, a saber: Bene¬ 
ficencia, Sanidad, Comunicaciones, Cultura, es 
también atribución propia de los Ayuntamientos; 
la diferencia está en el grado, en la órbita. Tales 
servicios son de índole local, tanto al prestarlos 


un Ayuntamiento, como al regirlos una Diputa¬ 
ción; y ésta, en realidad, se limita a organizarlos 


cuando por su radio territorial o 
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sobrepasan las posibilidades jurisdiccionales o 
pecuniarias de las Corporaciones municipales. 

He anuí la explicación de lo que en el Estatuto 
se llama régimen de Carla intermunicipal. No se 
ocultan al Gobierno los aspectos discutibles de 
esta innovación, falta en absoluto de precedente 
en ios intentos de reforma que conoce, pues no 
guarda paridad con las famosas regiones comar¬ 
cales que en 1884 proyectaba Romero Robledo. 
Mas no vacila en adoptarla, tanto porque es se¬ 
cuela obligada del concepto de la Provincia que 
se acaba de dibujar, cuanto porque prácticamen¬ 
te puede ser manantial fecundo de positivas mejo¬ 
ras. La rigidez del anterior sistema había engen¬ 
drado muchos daños. Era incompatible, a veces, 
con la Geografía, y por eso rompió bien pronto 
en Canarias, provincia interinsular que no podía 
acomodar su característica de fraccionamiento 


territorial a la unidad absorbente de una Diputa¬ 
ción. Era, por otro lado, propensa a hegemonías 
inevitables, que, aunque sin quererlo nadie, deri¬ 
vaban en abandono de servicios y olvido de pue¬ 
blos o comarcas excéntricos. En fin, era invita¬ 
ción perenne al quietismo, a la negligencia, a la 
desidia. La Diputación, cumpliese mal o bien, no 
podía desaparecer ni sufrir jamás conato de 
competencias emulatorias. ¡Bien hacía, por tanto, 
en sestear con musulmana inacción! ’ 

El régimen de Carta intermunicipal permitirá 
a los Municipios de una provincia alterar la orga¬ 
nización de la misma, suprimiendo su Diputación 
modificando, cuando menos, su estructura orgá¬ 
nica, administrativa o económica, o desglosando 
de ella, a favor de un grupo de Ayuntamientos 
parte grande o ínfima de sus servicios peculiares! 
Como puede advertirse, constituye un trasplan¬ 
te al orden provincial, de la similar facultad va 
concedida a os Municipios. Se apoya la reforma 
por tanto, en los mismos principios de libertad y 
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autonomía que entonces presidieron la obra del 
Gobierno. Y éste confía en su eficacia, porque, 
sin duda, servirá para fomentar estímulos de su¬ 
peración, que siempre han sido supremo resorte 
en la vida de los pueblos. Así, allí donde contar* 
cas grandes resulten incomunicadas con la capi¬ 
tal de la provincia, se organizarán con indepen¬ 
dencia de ésta, y sin mayor gravamen tributario, 
los servicios que ella no pueda atender; allí don¬ 
de la Diputación cabecee indolente bajo el peso 
de la rutina o la indiferencia, Municipios más 
emprendedores o avisados, sabrán reemplazarla 
dándole la muerte a que es acreedor el orga¬ 
nismo que sólo sabe cultivar la inercia; allí, en 
fin, donde quiera el país restaurar sistemas se¬ 
culares, podrá lograrlo haciendo de la Diputa¬ 
ción un eco, una prolongación, un reflejo recti¬ 
líneo de los pueblos. Claro es que todo esto va 


envuelto en mil garantías, para que la iniciativa 
sea de los más y no de insignificante u ofuscada 
minoría; para que los pueblos humildes no queden 


al margen de la 


provincial; para que los ser 


Vicios 


básicos de ella no resulten 



desatendidos; para que en ningún caso suponga 
la reforma sacrificio estéril o burocratismo inne¬ 
cesario. Pero indudablemente, esas trabas son 
indispensables para asegurar el éxito del empeño, 
pues una precipitación temeraria en abordarlo, 
seguramente comprometería su vitalidad y fa¬ 
cundia. 

En definitiva, nuestra concepción se edifica 
sobre uno de los dogmas que sirven de base al 


admirable sistem 
y ejemplo, como es s 
En él, y esto no 
recientes, las tu 
circunscripciones 
—territorio-— se 
funciones públtcí 




;e sirven de Dase ai 
■ativo inglés, modelo 
e sano auteriomismo. 


.o rectifican las reformas mas 
icíones predominan sobre las 


ÍUC10 


íes. asco es, ;as 


itorio— se auaprun 


ubi leas 


“oc¡ v »d‘<- 


urcunscri pelones 
uts exigencias uc ¡as 
v no viceversa. 
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Y nadie podrá impugnar con solidez esta orien¬ 
tación, que el mismo Estado español sigue, según 
antes hemos indicado, al prescindir de la provin¬ 
cia -circunscripción -, para organizar ciertos 
servicios —funciones. Ya no era incólume, por 
tanto, la unidad territorial de la provincia. Ahora 
no se trata de asestarla nuevo golpe; pero sí de 
puntualizar su índole secundaria, para que nunca 
pueda ser causante de deficiencias o insuficien¬ 
cias funcionales. 


Nuestra organización administrativa provincial 
tiene notoria ascendencia: se calcó en la francesa, 
cuya raigambre es de neto y profundo centralis¬ 
mo. En honor a la verdad, debe reconocerse, sin 
embargo, que la Ley española de 1882 otorga a 
las Diputaciones una relativa libertad de movi¬ 
mientos insospechada en la ley del vecino país. 
Ello puede apreciarse comparando, verbigracia 
las facultades del Prefecto de Departamento con 

las del Gobernador civil: aquél prepara los pre 

supuestos departamentales, representa en juicio 
al Conseje) General, nombra funcionarios, suscri- 

ú undo* t FVm ’a Gt f 'a nada de esto incum bía al se¬ 
gundo. Pero de todas.suertes, cabe asegurar aue 

el sistema orgánico de nuestras Diputaciones está 
infundido por el espíritu centralista 

mA ° S P ro ^ ec ^ os de reforma últimamente elabn 

i » 3 

yectoria y procura afirmartn^ 6 con j- lni ^ a es a tra- 
no han tenido niTombra^^íf 8 las , Di P uta ciones 

dos eran frecuentemente^ Sus acuer¬ 

dad gubernativa qi? e tamh ^ ab ^ por la Auto- 

8 ' 0S D, ' PUtad0s > ^terminadas'Vesoíucbones 






exposcoión 


13 

gían previo placet de dichas autoridades; el Go¬ 
bernador presidia la Diputación con voz v voto 
en sus tareas deliberantes; ejecutaba en todo casó 
sus acuerdos, y podía por mil motivos suspender¬ 
los indefinidamente. En una palabra, no era fac* 
tibie cpie las Diputaciones diesen un solo paso ni 
pergeñasen decisión alguna, sin la mediación 
anterior o posterior del Poder ejecutivo. Pues 
bien; la nueva ley restringe considerablemente 
esa incesante mediatización, y al efecto, declara 
que la Diputación, en pleno o en comisión, será 
presida por un Diputado; que el Gobernador no 
tendrá Voto en sus sesiones; que sólo los Tribu¬ 
nales podrá suspender y destituir a los Diputados 
y revocar los acuerdos provinciales; que el Pre¬ 
sidente será siempre ejecutor de'estos últimos, y 
que al Gobernador sólo le estará permitido sus¬ 
penderlos, y no indefinidamente, en un único y 
excepcional caso, a saber: el de infracción mani¬ 
fiesta de las leyes con perturbación grave del or¬ 
den público. En los restantes, o sea cuando haya 
delincuencia o incompetencia, o perjuicio para 
los intereses generales, la suspensión sólo se po¬ 
drá acordar por el Presidente de la misma Cor¬ 
poración, o por el Tribunal contencioso-adminis- 
trativo, a requerimiento del Gobernador. No hay 
necesidad de decir que, ordinariamente, podrá de¬ 
cretarla siempre cualquier organismo judicial, a 
petición de parte que ante él haya promovido re¬ 
clamación o contienda. En resumen; la ingerencia 
gubernativa resulta confinada en el mínimo rin 
cón de un caso de necesidad aguda, extremada e 
taperiosa. Y, en consecuencia! la sustitución del 
recurso gubernativo por el judicial, piedra de 
toque de la reforma administrativa ya implantada 
en el orden municipal, se consagra nuevamente 
en el provincial, completando asi el ciclo iniciado 
por el Decreto-ley de 8 de Marzo de 1J24. Los 
Tribunales, pues, serán los llamados a entender 
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| OÍ Jo ríase de reclamaciones contra los acuer¬ 
dos provinciales, Y los recursos serán los mismos 
que se admiten en el Estatuto municipal, salvo el 
de'reposición y los de índole penal, que tratán¬ 
dose de Diputaciones son innecesarios por va¬ 
riados motivos no dignos de mención. E idéntica 
será la tramitación de aquéllos, y especialmente 
del contencioso, oue subsiste con la gratmdad y 
sencillez de que íe .rodean tanto dicho. Estatuto 
cuanto su Reglamento; la única salvedad es la 
de la publicidad de acción, que siendo vital en la 
esfera municipal, por consideraciones democrá¬ 
ticas y para garantía del ciudadano, no lo parece 
en la esfera provincial, que no se halla en con¬ 
tacto directo ni con todos, ni siquiera con la ma¬ 
yoría de esos mismos ciudadanos. Una vez más, 
pues, proclama el Gobierno su fe en los princi¬ 
pios de autonomía, cuya única salvaguardia en los 
países de «selfgovernment», estriba en subordi¬ 
nar los organismos locales a los Tribunales de 
Justicia. 

Pero además, el Estatuto provincial descentra¬ 
liza y ofrece ancha perspectiva para futuras des¬ 
centralizaciones. En primer término, transfiere a 
las Diputaciones la construcción y conservación 
de caminos vecinales, y con ella recursos no in¬ 
feriores, por de pronto, a la suma que en dicho 
servicio invertía el Estado; la reforma ahorrará 
trámites prolijos e inacabables, poniendo término 
al absurdo centralismo que concentraba los con¬ 
cursos, los repartos, la declaración de utilidad 
publica de los caminos, etc., etc. en el Ministerio 
de Fomento. Habra pues, más facilidades, más 
iniciativas mas rapidez. Y el traspaso, lo repeti¬ 
mos sera doble: del servicio y de la Hacienda 
precisa para dotarlo. Hacienda 

El Estatuto prevé también otras descentraliza, 
ciones. Ciertas obras (pantanos, puertos, carre¬ 
teras, encauzamientos, etc.), y ciertos servicios 
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que, aparte de su interés nacional un tanto difu¬ 
so, ofrezcan predominante carácter provincial, 
podrán ser encomendados a las Diputaciones, 
previa fijación por el Estado de un coeficiente de 
auxilio que les permita soportar la nueva carga. 
Esta descentralización no es inmediata, es mera¬ 
mente potencial. Pero como hipótesis para el fu¬ 
turo está lleno de gratas insinuaciones, y exenta, 
en cambio, de los riesgos que aparejaría una de¬ 
legación brusca y uniforme de servicios, por fuer¬ 
za agobiante para la mayoría de las Corporacio¬ 
nes provinciales secularmente exhausta de medios 
y energías. Administrada por los Gobiernos con 
cautela, esta posibilidad de delegar servirá se¬ 
guramente para vigorizar las energías de muchas 
provincias y premiar a las más emprendedoras. 

Digno colofón de estas tendencias es el amplí¬ 
simo margen otorgado a la competencia provin¬ 
cial. Las Diputaciones serán órganos pletóricos 
de vida, capacitados para la realización de todos 
los fines humanos en el orden local. Y en vez del 


enunciado de genérica ambigüedad que querien¬ 
do abarcar mucho comprendía poco, las atribu¬ 
ciones de índole provincial son enumeradas en 
relación detallista y completa. Desde la construc¬ 
ción de ferrocarriles, al tendido de líneas telegrá¬ 
ficas, desde la Beneficencia a la Sanidad, sin 
omitir la Cultura ni olvidar los deberes sociales, 
las Diputaciones podrán fomentar cuanto signifi¬ 
que interés moral o material de las provincias. A 
este fin se las dota también de plena personali¬ 
dad jurídica, derogando rotundamente en cuanto 
a ellas y a sus establecimientos, las leyes des¬ 
amor tizador as. La creación de Hacienda provin¬ 
cial que más adelante se estudiara^ es inexcusa 
ble complemento de este criterio aiirmat¡vo. 
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F 1 Gobierno ha meditado detenidamente sobre 
la organización que convendría dar a las Diputa- 
ciones. No se atrevería a decir que el tipo adop 
tado sea perfecto, pero sí piensa que en su abono 

pueden aducirse poderosísimas razones. 

En primer lugar, reduce el número de Diputa - 
dos. Llegaban éstos hoy, en alguna provincia, 
a 44. En lo sucesivo habrá cuando más 18, y cuan¬ 
do menos 10. La merma será muy útil, porque la 
misión asignada a las Corporaciones provinciales 
requiere pocos, pero celosos administradores. La 
determinación del número de individuos de cada 
Diputación, ofrecía también serias dificultades. 
Hasta ahora guardaba proporción con el de par 
tidos judiciales. Se pensó en relacionarlo con el 
de habitantes o con el de Ayuntamientos, pero 
bien pronto se advirtió la imposibilidad de adop¬ 
tar ninguna de esas bases: la de habitantes, so 
pena de forzar extremadamente el mínimo y el 
máximo de Diputados que acabamos de indicar, 
no remediaba la desigualdad; la de Ayuntamien¬ 
tos daba lugar a que ciertas provincias de tercer 
orden tuviesen más Diputados que otras de pri¬ 
mero, y, por tanto, adolecía de igual defecto. De 
ahí que se haya decidido tomar como base el nú¬ 
mero actual, haciendo sobre él una resta equiva¬ 
lente casi a su división por dos. 

Otra cuestión importante es la del sistema de 
designación de los Diputados. Sin vacilar, se 
sienta el principio de que los Diputados que for¬ 
men la Comisión provincial, y que se llaman di¬ 
rectos, sean elegidos por sufragio universal. Pe- 

n?mu )U f ,C u° del Gobierno > en la Diputación no 
puede faltar una representación corporativa má- 

munlcloarnp flh' Ha i berIa estab,ecido en la esfera 
municipal. De ahí la que regula este 

que difiere, sin embargo, de la admit da en el m,?' 

rnc,pal, porque los Diputados corporativos se X 
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designados, no por Asociaciones, sino por los 
Ayuntamientos. 

En realidad, el por quéde esta innovación fué 
ya esbozado al definir lo que entendemos por 
provincia. Quizá podría decirse, y no faltará 
quien así lo piense, que si los Municipios son de¬ 
positarios de la soberanía provincial, las Diputa¬ 
ciones deberían componerse únicamente de man¬ 
datarios de los Ayuntamientos. Pero esto sería 
ir demasiado lejos, aunque no haya porqué re 
chazar la hipótesis, perfectamente realizable en 
régimen de Carta intermunicipal. Es evidente, en 
efecto, que Municipio y Ayuntamiento son cosas 
distintas, y pue.de entenderse que el primero irá 
a la Diputación por medio de los Diputados di¬ 
rectos, ya que el Municipio es suma de ciudada¬ 
nos, y que el segundo en cambio irá por medio 
de los corporativos, que serán individuos salidos 
de su seno. Y como quiera que los Ayuntamien¬ 
tos, pese a la trascendental reforma tributaria 
abordada en este Estatuto, han de seguir siendo 
el primordial pilar económico de la provincia, para 
cuyo sostén aportarán crecido contingente, es 
obvia la necesidad de dar a sus mandatarios fun 
ciones tasadas y específicas: de fiscalización 
ante todo; de gestión financiera, después. Y he 
aquí cómo surge lógicamente el nuevo sistema es¬ 
tatutario. Todos los Diputados, reunidos, forma¬ 
rán el pleno de la Diputación, que sólo ha de 
celebrar dos períodos anuales de sesiones, para 
objetos y acuerdos taxativamente determinados, 
y fundamentalmente para censurar las cuentas 
y aprobar los presupuestos. Los directos forma¬ 
rán la Comisión provincial, verdadero órgano 
rector de la provincia: tendrán mandato dura¬ 
dero por seis años, renovándose totalmente, y 
elegirán de su seno al Presidente y ai Vicepre¬ 
sidente de la Corporación. Los_ corporativos 
tendrán mandato bienal, y cesaran antes, si d» 
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i^rpn de ser Concejales. La representación cor- 
omtiva, en fin, ni persigue designio an .de¬ 
mocrático ni surge de clases sociales o intere 
ses privados, sino de otras Cor P or a clones v 
índole local democráticamente engendradas. Y 
las funciones de la Comisión se determinan por 
exclusión, lo que quiere decir que serán amplísi¬ 
mas; serán todas las no encomendadas al pleno 
de un modo preceptivo. Los Diputados corpora¬ 
tivos, por tanto, como genuinos mandatarios de 
los Ayuntamientos, que a su vez son perenne 
condensación de las ansias y necesidades que 
debe atender cada Diputación, pondrán en la vida 
de ésta una nota de incesante exaltación al traba¬ 
jo, de celosa fiscalización y de cordial hermandad 
entre unas y otras Corporaciones, todas repre¬ 
sentativas de intereses locales similares. 

Ya queda apuntado que los Diputados directos 
se elegirán por sufragio universal, que se acomo¬ 
da a las normas trazadas en el Estatuto munici¬ 
pal. Esto quiere decir que la mujer será electora 
y elegible, y que se aplicará el sistema de repre¬ 
sentación proporcional. Pero hay una novedad de 
algún interés: se suprimen los distritos, formados 
hoy por uno o dos partidos judiciales, y se con¬ 
vierte a la provincia en circunscripción única. 
Esto significa que, a juicio del Gobierno, los dis¬ 
tritos, a! desintegrar la representación, si no de 
derecho, sí al menos de hecho, ofrecían mullido 
cauce a la oligarquía, tan impotente ante las gran¬ 
des circunscripciones, como poderosa ante los 
modestos partidos rurales; por lo que es de espe¬ 
rar que generalizada la lucha en amplia base te¬ 
rritorial, se producirá notable alza de los cali 
bres ,deológicos y culturales más refinados En 
fin, una vez más exterioriza el Gobierno la con 
fianza que le merece el Poder iudicial COn " 

dando a las Audiencias terrUoíiatYé’n“tenate 
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revisión de los escrutinios 
Diputados provinciales. 


en las elecciones para 


Ante el problema planteado en Canarias, no 
cabe opción. La Ley de 1912 no puso término a 
ciertas añejas rivalidades interinsulares. Por eso, 
al anunciarse la reforma provincial, retoñaron 
con su cortejo de acritudes y violencias. Frente a 
ellas, el Gobierno sólo tenía un camino: el de la 
descentralización, musa que inspira todo el arti¬ 
culado de este Estatizo. Los servicios del Estado 
en Canarias, mantenida la unidad provincial, se¬ 
guirán como están, pues no se trata ahora de re¬ 
gularlos Los servicios de índole local o provin¬ 
cial, seguirán también casi como están, aunque 
desaparece la Diputación, porque la Diputación 
era en Canarias un organismo sin vida ni funcio¬ 
namiento. 

Se fortifica la personalidad de los Cabildos, se 
autorizan las Mancomunidades voluntarias entre 
ellos, para que las islas menores reciban amparo 
de parte de las mayores, y se crea una Manco¬ 
munidad interinsular obligatoria que sólo tendrá 
oor objeto ostentar la representación unitaria de 
a provincia, de acuerdo con lo que dispone la 
Constitución; realizar los servicios que la traspa¬ 
sen los Cabildos, y encargarse de aquellos otros 
que los Cabildos atiendan deficientemente. En 
realidad, este es un caso de Carta intermunicipal. 
La estructura de esta Mancomunidad difiere de 
la que tenía la Diputación, y atendida la índole de 
sus facultades y la forma de ejercitarlas, es de 
esperar que con ella acaben de amansarse las en¬ 
crespadas pasiones locales. Las fórmulas de auto¬ 
nomía deben agradar a los pueblos que con ellas 
se benefician, y los que, en su consecuencia, 
pierdan alguna hegemonía, a la postre tampoco 
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la repudien, porcino ol amor que se tiene a la pro 
pia libertad, hace respetable la ajena. 


l’ara construir una Hacienda provincial relati 
vamente densa, ha sido necesario vencer senas 
dificultades. La primera, de todas, una casi total 
carencia de precedentes articulados: los proyec¬ 
tos, aunque aborten, sirven a la postei idnd, no 
solo como documentos de la literatura parlamen¬ 
taria, sino también porque gracias a ellos se fo¬ 
tuta el erial, se desbroza el camino y se preparan 
los espíritus. Las numerosas reformas de la Ha¬ 
cienda municipal acometidas desde 1905, abrieron 
ante el legislador un dilatado horizonte de expe¬ 
rimentación, tacilifaiulo en <41 ado sumo la transfor¬ 
mación realizada hace un ano. En cambio, las Ha¬ 
ciendas provinciales vegetan tal cual fueron crea¬ 
das hace medio siolo Son, por tanto, simples Ha¬ 
ciendas de secundo arado, carentes de elastici¬ 
dad, exiguas en sus recursos, embotadas en su 
estructura Los proyectos de Maura, 1907, y Ca¬ 
nalejas, 1910, no aspiraban a transformarlas sus¬ 
tantivamente'; en ambos, el único recurso de mon¬ 
ta era el contingente. El proyecto de 1900, Cam¬ 
bó toma ruta muy distinta y trata de suprimir el 
contingente aunque no la aportación municipal, 
porque los Ayuntamientos habían de perder oran 
parte de los recursos cedidos por el Estado en 
aquel intento, las Diputaciones eran liberadas de 
todas las careas que sobre ellas echa el listado 
por razón de sus servicios, v recibían, aparte las 
Mamadas contribuciones especiales, una partid- 
¡>m-um 011 los unírnoslos sol.ro ol patrimonio y so¬ 
lí. las voiilas opio no lloraron a naoor y on ol 
¡lo aiitoiuovilos, ilnvrsos rooaroos orilinoH.w V 

¡I’iV. imlus , tH. Í iV U v Í ‘7f OS - t0,H L‘^ (rústica' y „ r ba- 

} de comételo, minas, derechos 
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reales y cédulas personales, recargos extraordi¬ 
narios sobre esos mismos tributos y cesión par¬ 
cial de ciertos arbitrios municipales. Y esto es 
todo. Se encuentra, pues, el Gobierno en un cam. 
po apenas espigado por la Política, lo que acre¬ 
cienta la magnitud del empeño. 

Si se suman los presupuestos de las cuarenta y 
cinco Diputaciones de régimen común y de la 
Mancomunidad de Cataluña, prescindiendo, claro 
es, de la crecida cifra que en el de esta última 
suponen los ingresos provinientes de empréstitos, 
obtendremos, poco más o menos, el centenar de 
millones de pesetas, como expresión del esfuerzo 
financiero realizado en el corriente ejercicio eco¬ 
nómico por aquellas Corporaciones. Descompo¬ 
niendo ese total, resulta que sólo el contingente 
provincial importa unos 70 a 71 millones de pese 
tas; el resto está integrado por varios conceptos 
entre los que predomina el de rentas propias y 
tasas por servicios de los establecimientos pro¬ 
vinciales, sin que los arbitrios, propiamente di¬ 
chos, pasen de los seis millones, aproximadamen¬ 
te. Pero como entre el contingente repartido y el 
recaudado hay apreciable distincia (algunas pro¬ 
vincias, como Madrid, Teruel, Santander, etcéte¬ 
ra, han recaudado en 1925 24, más del 95 por 100 
del contingente, pero bastantes no han llegado 
al 70 por 100, como sucede en Cádiz, Huelva, 
Huesca, Murcia y Valencia, y algunas ni siquiera 
al 60 por 100, véase Alicante, Logroño, etc.; da¬ 
tos tanto más elocuentes cuanto que afectan a un 
ejercicio excepcional por el rigor con que se lle¬ 
varon cobranzas y apremios), aquel centenar de 
millones se reduce en un 10 por 100, como míni¬ 
mo, por morosidades y fallidos. Quedan, por tan- 
to,90 millones de pesetas como ingresos norma¬ 
les v ordinarios de 45 Diputaciones provinciales. 


les y ordinarios de 45 Diputaciones pro 

He aquí, ahora, los términos en que 
técnicamente la cuestión. Fjft < ontrn gente- 
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ingreso, insuficiente y pernicios 0 - ^ Porque toma 
en cuenta bases distintas y heterogéneas, b) Por 
nue gmva a ios pueblos en forma ruidosamente 
desigual, c) Porque crece a medida que aumenta ^ 
tributación a! Estado, resultando asi que el ínteres 
económico de éste y el de los Ayuntamientos se 
hacen antagónicos, d) Porque la recaudación ori¬ 
gina contactos inevitables entre Ayuntamientos 
v Diputaciones, abriendo portillo al favor y la 
captación política, e) Porque, en fin, se ha lleca- 
do al máximo tipo impositivo (salvo alguna pro¬ 
vincia excepcionalmente dotada, como Austurias), 
y no cabe esperar ya de él mayores rendimientos. 
De otro lado, sin embargo, sería un absurdo pre¬ 
tender que los Ayantamientos queden liberados 
de toda aportación pecuniaria a la vida provincial. 
Ningún proyecto, ni aun el de 1922, intentaba esta 
desgravación, que costaría al Estado o al contri¬ 
buyente—siempre en definitiva, a éste —60 millo¬ 
nes anuales de pesetas. Además, concebida la 
provincia, como el Gobierno la concibe, y siendo 
órgano de enlace y complemento entre los Muni¬ 
cipios, es hasta lógico que éstos contribuyan a 
sostenerla. La primera partida de la Hacienda 
provincial ha de ser por lo expuesto la aportación 
municipal. 

Pero el Estatuto varía radicalmente la forma 
de satisfacerla. En primer término señala un lí- 
mite máximo permanente, que equivaldrá al 90, al 
85 o al 80 por 100, según los casos, de lo que im¬ 
porte el contingente en este último año: con ello 
os Ayuntamientos que hayan sido fieles pagado* 
res logran una parcial rebaja de cuota, y tanto 
estos como los demás, tendrán un tope para la 
voracidad creciente de las Diputaciones P for 7 a 

das al aumento ineesante del repartimiento por 
ineludibles derivaciones de fenómenos económi¬ 
cos que son mundiales. Y desoué^ a w+o ? non ? 

de la aportación municipal forzosa todas^a^ce- 
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siones y recargos sobre contribuciones del Esta¬ 
do que tienen carácter municipal, y que la Ha* 
cienda pública recauda y satisface; por este pro¬ 
cedimiento se evitará, en la mayoría de los casos 
la relación directa entre Diputaciones y Ayunta¬ 
mientos, y las primeras cobrarán gran parte de 
las aportaciones municipales, del mismo Estado 
de una sola vez y sin necesidad alguna de meca¬ 
nismo recaudadorio. 

Pero esto no basta. La Hacienda provincal ne¬ 
cesita más. Los 60 millones a que pueden ascen¬ 
der las .aportaciones municipales, y ios 20 o 24 
que rinden sus otras fuentes ordinarias de ingre¬ 
sos-todas subsistentes en el nuevo Estatuto—, 
son poco, teniendo presente los grandes deberes 
que el Estado impone a las Diputaciones Hay que 
dar a éstas otros medios, y el Estado acepta el sa¬ 
crificio, cediéndolas íntegramente, lo que todavía 
percibe del impuesto de Cédulas personales, y 
un 5 por 100 de la contribución territorial rús¬ 
tica. Si estas cesiones, en unión de los restantes 
medios económicos concedidos a las Diputacio¬ 
nes, se examinan en su conjunto, desde un punto 
de Vista exclusivamente científico, la obra del 
Gobierno parecerá desde luego defectuosa. Mas 
bueno será decir que esta construcción fué pre¬ 
sidida exclusivamente por una consideración em¬ 
pírica del problema, porque otra cosa no podía 
ser tratándose de allegar recursos propios a unas 
Corporaciones que no los tienen, sin gravar des 
mesuradamente la riqueza privada, y sin descon¬ 
certar tampoco la Hacienda del Estado, harto ne¬ 
cesitada de fortalecimiento. Aun así, el presu 
puesto nacional se desprende de unos 15 millones 
de pesetas, que son pequeña cifra si se mira des 
de la cima pero renglón enorme si se aspira, como 
es lóa™, a suplir el vacío. Y la razón, más bien, 
las razones de que se hayan escogido esos dos 
impuestos, son de diverso orden. En cuanto a la 
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contribución rústica, el hecho de que la urbana 
está ya en parte traspasada a los Ayuntamientos, 
lo que no aconseja aminorar más su efectivo ren 
dimiento al Estado; y la circunstancia, además, 
de oue las Diputaciones provinciales proyectan 
su vida y obras, más que sobre la urbe, sobre el 
agro, mediando así entre ellas y esta contribución 
una relación tan estrecha como la que une la ac¬ 
ción civilizadora de los Municipios con su riqueza 
urbana. Y respecto al impuesto do Cédulas perso 
nales, la consideración de que el Estado, después 
de traspasarlo a las capitales de provincia y 
poblaciones asimiladas, no ha sabido o no ha po¬ 
dido perfeccionarlo en el resto del país, quizá 
por carencia de órgano recaudatorio propio, 
siendo ésta la causa de que en los presupuestos 
generales se cifre con ostensible modestia, extra¬ 
ña en medio del ininterrumpido crecimiento de 
rendimientos que distingue a todos los restantes 
medios tributarios estatales; y la convicción, por 
último, de que este impuesto, encerrado todavía 
en sus mismos moldes nativos de fines del si¬ 
glo xix, sin que desde 1900 apenas se hayan remo¬ 
zado sus escalas, ni transformado sus tarifas,a im¬ 
pulsos de la restructuración económica del país, 
es uno de los que mejor consienten amplia refor¬ 
ma orgánica, con la seguridad casi plena de que 

no se provocará convulsión alguna de las econo¬ 
mías privadas. 

Las innovaciones introducidas en el impuesto 
de Cédulas personales son muy prudentes No se 
atreve el Gobierno a convertirlo en verdadero 
impuesto sobre la renta, como se pretendió en 
diversos proyectos, entre ellos los de 1910 iqiq 
y 1922. Ello es casi imposible en nuestra caótica 
organización tributaria, pugnaría, además con 
algún otro importante impuesto, y sobretodo 
impediría el traspaso a las Diputaciones porqué 
sólo el Estado puede y debe percibir las imposi- 
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dones directas sobre ln renta. Reconoce el Go¬ 
bierno que el impuesto de Cédulas personales 
para ser absolutamente justo, requiere una orga¬ 
nización que permita establecer proporción casi 
matemática entre la renta total del contribuyente 
y la cédula que éste pague; pero para esto hay 
que tener conocimiento formal de todos los in¬ 
gresos - de cualquier clase que sean de cada in¬ 
dividuo, y esto exige que antes se determine la 
renta imputable en función de la cuota que se 
oaga según la clase de riqueza, y esto sólo se 
ogra mediante la multiplicación de dichas cuotas 
por coeficientes que parecen rigurosamente exac¬ 
tos en algunas contribuciones, y completamente 
aleatorios y caprichosos en otras... y todo ello, 
en fin, es algo superior a las posibilidades técni¬ 
cas de una Diputación provincial. Lo repetimos: 
el Gobierno se ha colocado en la realidad, y al 
reformar el impuesto de Cédulas personales as¬ 
pira únicamente a corregir algunas de sus injus¬ 
ticias, ^ensanchar sus bases e incrementar sus ren 
dimientos, proclamando, de antemano, la defi¬ 
ciencia doctrinal de su obra. 

La tarifa vigente es sustituida por tres distin¬ 
tas, aplicables, respectivamente, a rentas de tra¬ 
bajo, contribuciones directas y alquileres. En to¬ 
das se aumenta el número de clases y el importe 


de las mismas; la más elevada costará 1.000 pese¬ 
tas, la más modesta 1,50, si bien se establece 
una cédula especial de peseta, y además se admi¬ 
te la reducción de aquélla a 0,75. Las rentas de 


trabajo no. superiores a 15.000 pesetas no su¬ 
fren, en general, aumento, o lo tienen insignifi¬ 
cante; pero los contribuyentes incluidos en las 
otras tarifas. lo tendrán, para equipararlos a los 
de la primera y evitar la injusticia sangrante de 
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que los empleados públicos, en. ptcbunia pandad 
ce casos, satisficiesen cedidas más alias que los 


ciud adanos. 
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„ lldp se reduce al quinto de la del marido, y se 
suDrime cuando la madre tenga en su compañía a 

a cuTro o más hilos legítimos. Los varones sol- 

a cuat ,i Q tntipiñrn arios V ios Viudos sin 

teros de mas de veinticinco anos, y ; « v 

hijos, pagarán un recargo que oscila entre el 20 
V el 60 por 100 de sus respectivas cédulas. La 
base liquidable, en la tarifa primera, se formara 
con todas las rentas de trabajo comprendidas en 
igual tarifa de la contribución de utilidades; y en 
la tarifa segunda, sumando las cuotas de contri¬ 
bución territorial, industrial y minera. La recau¬ 
dación será municipal, pero podrá tomarla a su 
cargo la Diputación, y cuando esto no haga, fis¬ 
calizarla directamente. 

También integrarán la Hacienda provincial re¬ 
cargos sobre otros impuestos. Recargos, prime¬ 
ramente, sobre los impuestos municipales que 
gravan los solares sin edificar y los terrenos in¬ 
cultos; esto es, la riqueza infecunda, así en lo 
urbano como en lo rústico. Recargos, después, 
sobre dos impuestos del Estado: el de Derechos 
reales y el del Timbre. Indirectos ambos desde el 
punto de vista doctrinal, su exacción no afecta 
a priori y de modo personal a nadie, aunque a 
todos puede alcanzar, y ello hará menos sensible 
la novedad. En el impuesto de Derechos reales 
se toman en cuenta, únicamente, los actos inter¬ 
vivos que se refieren a bienes inmuebles; queda 
excluida, por tanto, del recargo, toda transmi¬ 
sión a título lucrativo. El recargo será del 20 
oor 100, pero convienen rigiendo^ salvo uno de 
los conceptos, desde la Ley de 1800, sin el au- 
mentó que otros tuvieron. En el de Timbre se ex¬ 
cluyen del recargo los derechos de matrículas 

t!s dfi p3rt- en< i' a P ° stal y tele 2ráfica, los billel 

ceptos que suf ya notork^gravarnen ó° q He°sé 

siempre, desde luego, los que devengan Sos 


EXPOSICIÓN 


27 


de una peseta de timbre. El recargo es sólo del 
10 por 100. Con el importe de estos dos recar 
gos—Timbre y Derechos reales—se formará una 
Caja administrada por répresentantes del Estado 
y las Diputaciones, para distribuir la recauda- 
dación entre estas últimas. Las razones determi¬ 
nantes de esta innovación son bien claras: no es 
posible localizar la percepción del impuesto del 
Timbre (los sellos pueden adquirirse indistinta¬ 
mente en cualquier parte), y en cuanto a Dere¬ 
chos reales, si lo localizamos, lo convertiremos 
en ingreso exclusivo de unas cuantas provincias, 
cuyas capitales absorben el movimiento contrac¬ 
tual de otras muchas. Por este sistema se evita¬ 
rán tales diferencias indebidas, e incluso se po- 
drán nivelar los presupuestos provinciales, aten¬ 
diendo a las verdaderas necesidades de cada Cor¬ 
poración, Trátase, pues, de algo que, sin compro¬ 
meter en un ápice la autonomía local, servirá para 
robustecer las Haciendas decrépitas o humi des, 
merced a una acción orgánica y de conjunto en¬ 
tre todas las de régimen común. 

Finalmente, la Haciejida provincial se nutrirá 
también con contribuciones especiales por obras 
y servicios, con derechos y tasas que las Diputa 
ciones podrán imponer y percibir ajustándose a 
normas detalladamente previstas en el Estatuto, 
y con los arbitrios que establezca sobre la rique¬ 
za radicante en su provincia; el Estatuto supri¬ 
me el requisito que exigía el art. 119 de la Ley 
de 1882, y da a las Corporaciones provinciales 
una potestad genérica de imposición que, debida¬ 
mente controlada, les permitirá crear patrimonio 
fiscal propio, base de su futura prosperidad. 

Para terminar, diremos ya tan sólo que, ade¬ 
más, se autorizan diversos recursos extraordina¬ 
rios, como base de empréstitos exclusivamente 
destinados a gastos igualmente extraordinarios, 
y que lo que podríamos llamar parte forma! de la 
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’.ienua provincial, se inspira constantemente 
en el criterio orgánico desenvuelto ya P or ~ 

tatuto municipal. La única diferencia e - 

el órgano llamado a ejercer la acción tutelar de 
Estado en materia económica, cuya existencia no 
supone contra fuero, sino tan sólo inexcusable 
contrapeso de la autonomía, en pro y seguridad 
de los mismos ciudadanos. En el orden municipal, 
esa garantía la presta el Ministerio de Hacienda, 
en el provincial, seguirá prestándola el de la 
Gobernación: primero, porque en aquél, ya so¬ 
brecargado excesivamente con las Haciendas mu¬ 
nicipales, falta, después de su reciente reforma, 
órgano exclusivamente destinado a esta suprema 
función, y segundo, porque la vida económica 
provincial tendrá siempre profundos matices po¬ 
líticos -de alta política, en roce a veces con el 
mismo Estado y su fuero de soberanía - , siendo 
aconsejable por ello que su inspección corra a 
cargo del órgano político por excelencia que tie¬ 
ne el Poder ejecutivo. 


Hasta ahora sólo hemos hablado de la provin¬ 
cia. Pero, ¿y la región? ¿Existe? ¿No existe? 
¿Debe existir? No faltan pensadores que, con sen¬ 
tido arqueológico, todavía desconocen el Decreto 
de 185o y sueñan en restaurar los antiguos Rei¬ 
nos, corno si desde que desaparecieron no hubiese 
transcurrido un siglo. No faltan tampoco realistas 
acérrimos que, viendo lo que hay y no lo míe 
hubo, ni siquiera lo que puede haber, no admiten 

rnh- CUnS ? 1 pC Ón intermedla que la provincia 
ext?emó ern ° qUG equidistar entre uno y otro 

Negar que la provincia está arraigada va nrn 
funda e indeleblemente, en la vida esoañolá 
na una insensatez. La doctrina at m ’u e ' 

consumados goza de general asenMm'ento^pe^o 
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sus mismos detractores la respetan cuando el he¬ 
cho consumado cuenta con más de noventa años 
de existencia Y este es el caso de la provincia, 
creada en 1812, aunque realmente no naciese has¬ 
ta 1855. Las Memorias redactadas hace un año 
por las actuales Diputaciones, declaran unánime¬ 
mente el amor, el afecto hacia las respectivas 
provincia. Es más; algunas se precian de consti¬ 
tuir por sí mismas verdaderas regiones; tai su¬ 
cede con Santander, cuyos hijos Ya llaman «La 
Montaña», y con Logroño, sede de «La Rioja», y 
con Oviedo, que regionalmente considerada, se 
llama Asturias y es Principado. 

Así, pues, cualquier intento de suprimir las 
provincias provocaría justificada repulsa, bien 
entendido que retocar no es suprimir, y que el 
retoque, esto es, la rectificación geográfica de 
límites se impone, porque no en balde pasan los 
años y progresan los pueblos. Con ello proclama 
el Gobierno su rotunda oposición a una recons¬ 


trucción de regiones, por el estilo de las que se 
proyectaron en 1847 por Escosura, que proponía 
íubiese once; en 1884, por Moret, que dividía 


España en 15, y en 1891, por Silvela y Sánchez 
de Toca, que establecían 15. Esto sería un artifi¬ 
cio y una violencia. Aquí se recogerían ecos del 
pasado, faltos de continuidad histórica; allá, fic¬ 
ticias afinidades, exentas de cordialidad humana 
y de gestación milenaria. En una palabra, podría 
impugnarse esa reforma con el. mismo fuste y por 
idént.cos motivos que ío ftié el famoso Kem ue¬ 


ste y pos 
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creto de 1855, 

Pero de esto no se colige que debamos pres¬ 
cindir de lo. posibilidad regional, tfuc ya tue adnu- 
tida en el Estatuto ni u o i c i p ai» be e ^ o u y tr a o a ¡ 1 
dose de servicio 5 * dpi es nnn reandad ya 
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se trate de servicios c. 
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hipotética coyuntura, y ai abocetarlo se in .P 

en el proyecto de 19Í9, aunque con mayor gene 

rosidad que la de aquel legislador Para e 1 
bierno, lo esencial, lo indispensable, es que e 
ambiente propicio a la región exista realmente, y 
no sea mera obsesión o pasajero desvario de senti¬ 
mientos respetables y sanos. Por eso quiere que 
la región surja, cuando ello sea posible, abajo, 
esto es, en las mismas entrañas del país; de los 
Municipios, en fin. Las Diputaciones, si lo de¬ 
sean, podrán mancomunarse, como Corporacio¬ 
nes administrativas, para realizar fines adminis¬ 
trativos, y creando mera personalidad administra¬ 
tiva; pero nunca podrán organizarse en Regio¬ 
nes, porque ésta no es suma de Diputaciones, 
sino de Municipios. 

Antes se ha dicho que en los de cada provincia 
reside en cierto modo la soberanía para organi¬ 
zaría con vista a la más perfecta realización de 
los fine, locales que le son privativos. Pues pue¬ 
de agregarse que en los de varias provincias sin 
fraccionarlas ni mermarlas, radica también la so¬ 
beranía para agruparlas con aquel mismo objeto, 
que como es lógico se agrandara al dilatarse su 
base territorial. Para el Gobierno, por tanto, la 
región no es únicamente, ni siquiera principal¬ 
mente, el pasado. Es, en cambio, fundamental¬ 
mente, una posibilidad futura de máxima descen¬ 
tralización y autonomía, que podrá coincidir o no 
con el pasado, y que sólo tendrá derecho a vivir 
cuando surja por apremiante exigencia de actua¬ 
les y comunes intereses morales y materiales. El 

n U frL 0 ^ Ca a 0 . lo Pr e , sta . rá la Geografía, interpretada 
a través de la Historia; pero el cimiento sólo pue¬ 
de ofrecerlo una absoluta identidad espiritual 
una estrecha trabazón económica y una plena 
unidad de problemas. Sin esto, será factible 

pufante^ Un Gnte postizo ’ nunca un ser vital y 


BEAL DECRETO 


31 


Quedan expuestas, Señor, las líneas funda¬ 
mentales del Estatuto llamado a regir la vida pro¬ 
vincial española. Si se quisiera condensar en po¬ 
cas palabras su esencia, podríamos decir que 
todo él es una inmensa, una vibrante exaltación 
del espíritu local, mejor quizá, del espíritu muni- 
cipalista. Por eso, con este Estatuto se continúa 
y completa la obra realizada en el municipal. Al 
someterla a la aprobación de V. M., el Gobierno, 
repitiendo palabras que empleara ha un año, tie¬ 
ne que decir a los ciudadanos que les incumbe 
realizar la segunda parte, acogiendo efusivamen¬ 
te la reforma, «que fructificará si ellos saben 
ampararla contra la picardía, aplicarla sin des¬ 
mayo y defenderla de los ultrajes que directa o 
encubiertamente traten de inferirla los intereses 
creados». 

Por las razones expuestas, el Presidente in¬ 
terino que suscribe, de acuerdo con el Directorio 
Militar, tiene el honor de someter a la aprobación 
de V. M. el siguiente proyecto de Decreto. 

Madrid, 20 de Marzo de 1925. Señor: A L. R. P. 
de V. M., Antonio Magaz y Pers. 


real decreto 


A propuesta del Jefe de! Gobierno, Presiden¬ 
te interino del Directorio Militar, y de acuerdo 
con éste, 


er¡ 






U 


o, 2ine 

*— i 

on a a 


probado el adjunto 


Estati 


pro V i n c i ci 


Dado en Palacio a veinte de Marzo de mil no¬ 
vecientos veinticinco. - Alfonso -El Presidente 
interino del Directorio Al hitar, Antonio -b cigciz y 

Pers. 


LIBRO PRIMERO 

De la organización provincial (1) 


titulo primero 

De la Provincia. 

CAPITULO PRIMERO 

DEL TERRITORIO DE LAS PROVINCIAS 

Articulo 1 0 Parala administración y régi¬ 
men de los fines del Estado, y en su caso de los 
de carácter local que no sean municipales, el te¬ 
rritorio de la nación española se divide en pro¬ 
vincias, cada una de las cuales constituye una 
circunscripción territorial administrativa de ca- 


(i) El régimen vigente es de franca descentralización ad¬ 
ministrativa; derivación de la doctrina que desenvuelve el 
Estatuto municipal. Considera a la Diputación como organis¬ 
mo complementario del Ayuntamiento, con más amplia esfe¬ 
ra de acción que los Municipios. Otorga asi bien autonomía 
mediante la cual aleja la ingerencia del Poder central en sus 
funciones administrativas, y puede mejor recoger y llevar a 
la realidad las modernas aspiraciones de la vida ciudadana 
local. . 

Un buen propósito inspira la honda y trascendental refor¬ 
ma; tal vez no satisfaga en un todo ios anhelos de medidas 
radicales esperadas, para que las Diputaciones pudieran ad¬ 
ministrarse libremente, mediante concierto económico con el 
Estado. 

De todas formas, «en la regeneración política, los hombres 
valen más que las leyes». 
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rácter intermedio entre el Estado y los Munici- 

p IOS# 

Todas las provincias tendrán igual categoría 
legal, subsistiendo sin modificación su número 
denominación y capitalidad actuales. 


Precedentes: 

Siempre se reconoció el organismo local intermedio entre 
el Municipio y el Estado, y así bien todos convienen en la 
necesidad de que se adapte a las actuales condiciones de la 
vida social. 

El territorio español en la Península e islas adyacentes, 
continúa dividido en cuarenta y nueve provincias, con el nom¬ 
bre de sus capitales respectivas, excepto las de Navarra, Ala¬ 
va, Guipúzcoa y Vizcaya, que conservan sus actuales deno¬ 
minaciones. (Real decreto 30 Noviembre 1833, art. i.°) 

La Real orden de 26 de Enero de 1850, mandaba observar 
la instrucción para el. fomento de los intereses morales, in¬ 
telectuales y materiales de la provincia (por la importancia 
que encierra esta disposición lega!; a ella remitimos al lector). 

Esta división la mantuvo la Ley de 29 de Agosto de 1882, 
y por la de 11 de Julio de 1912, se crearon los Cabildos in¬ 
sulares, en cada una de las islas Canarias, dividiendo por is¬ 
las el territorio, cuyo Reglamento se dictó por Real decreto 
del 13 de Octubre del mismo año. 

Por la Ley de 27 de Marzo de 1900, se dispuso que se pro¬ 
cediera en cada provincia al amojonamiento de las líneas de 
límites de sus términos municipales. 

El Decreto de 18 de Diciembre de 1913, referente a las 
Mancomunidades, restablecía las antiguas regiones, en cuan¬ 
to a ciertos servicios, sustituyendo a las Diputaciones aso¬ 
ciadas. 


__ _.o En el plazo de dos años, a contar 

desde la publicación de esta Ley, e! Gobierno 
podrá rectificar la división territorial provincial 
vigente, a fin de acomodar los límites de las pro¬ 
vincias a las necesidades y medios de comunica¬ 
ción actuales. 

Salvo lo dispuesto en el párrafo anterior, y sin 
perjuicio de lo que previenen los arts. 18 y 19 del 
Estatuto municipal vigente, la alteración úe ;'>> 


Es'r. FR 


í V 


lAXi 





BSTATÜTO PROVINCIAL 


34 

¡imites y capitalidad de las provincias sólo podra 
hacerse por ley. 


Estatuto municipal.— «Art. 18. Podrán fundirse los Muni¬ 
cipios limítrofes que pertenezcan a distintas provincias o re¬ 
giones cuando, además de las condiciones indicadas en el ar¬ 
tículo anterior, se obtenga la conformidad de las Diputaciones 
interesadas, por mayoría de las dos terceras partes de sus 
miembros. En este caso, el nuevo Municipio pertenecerá a la 
provincia o región que libremente hayan determinado los fu¬ 
sionados. 

Nunca se podrá incorporar por este medio a una provincia 
que tenga régimen foral en el orden económico-administrati¬ 
va, un Municipio de derecho común». 

«Art. 19. Para alterar términos municipales limítrofes, 
por agregación o segregación parcial, será menester que lo 
pida la mayoría de los vecinos de la porción que se intenta 
transferir, o que en el expediente que en todo caso se abrirá 
quede probada la realidad de la vida común de las familias, 
la colindancia de las casas o el disfrute compartido de servicios 
municipales. Estos acuerdos serán adoptados, según los casos, 
por los Ayuntamientos, o por éstos y las Diputaciones inte¬ 
resadas, en la forma establecida en los arts. 17 y 18.» 

Precedentes: No ha debido suscitarse la cuestión de límites 
jurisdiccionales entre las dos provincias, porque el art. 3. 0 de 
la Ley Provincial prohíbe que se haga alteración en los límites 
de las provincias, no siendo por expresa determinación de una 
ley. (Real orden 21 Junio 1906.) 

JURISPRUDENCIA—Es improcedente la excepción de in 
competencia limitándose como se limita la demanda de la Di¬ 
putación a pedir que la división interprovincial se haga por 
medio de una ley. 

No es posible dudar de la importancia de las cuestiones que 
la división suscita, porque afecta a los más esenciales atribu¬ 
tos del poder público en su más amplia acepción, como lo de¬ 
muestra el hecho de que sólo por medio de una ley pueden 
producirse estas alteraciones en los límites de las provincias, 
salvo el caso de que la nueva división se haga de común acuer¬ 
do entre las respectivas Diputaciones y pueblos interesados. 
(Sentencia 31 Diciembre 1904.) 
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CAPITULO II 

DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN 

PROVINCIAL 


Sección primera. 

De los Gobernadores civiles y Diputaciones 

provinciales 


Arta 3«° Incumbe al Estado organizar los ser¬ 
vicios propios de la Administración central en el 
territorio de cada provincia. 

Los Gobernadores civiles representan en las 
provincias al Gobierno, del cual son delegados, 
con todos los honores, preeminencias y faculta¬ 
des inherentes al cargo. 

Arta 4.° Corresponde a las Diputaciones 
provinciales o a los organismos similares que 
constituyen los Municipios con arreglo a lo pre¬ 
venido en esta Ley, organizar los servicios pro¬ 
pios de la Administración local que no sean de la 
exclusiva competencia municipal, así corno los que 
el Estado delegue o traspase a las mencionadas 
entidades. 

Art. 5.° Tanto las Diputaciones provinciales 


u organismos similares, como los Establecimien¬ 
tos dependientes de unas ti otros, tendrán carác 
ter de personas jurídicas, con capacidad plena, 
conforme a esta Ley, para adquirir, reivindicar, 
conservar o enajenar bienes de todas clases, ce¬ 
lebrar contratos, establecer y explotar obras y 
servicios públicos, obligarse y ejercitar acciones 
civiles, criminales, administrativas o coníencioso- 


administrativas. 
Quedan dero*. 



as las leves c 


iesdsnoríízadoras 
en lo que respecta al paíf i n so si i o un p» ** ei#R.Ju> 

s establecimientos. 



Sección segunda. 


Del Régimen de Carta mtermamcipai . 


Art. 6 0 Los Ayuntamientos de una misma 
provincia podrán acordar ia modificación del re¬ 
dimen provincial que establece esta Ley, bien sus¬ 
tituyendo la Diputación por otro u otros organis¬ 
mos., bien alterando su estructura orgánica, ad¬ 
ministrativa y económica. 

Para que sea válido el acuerdo de Carta ínter- 
municipal autorizado por este artículo, deberán 
cumplirse ¡os siguientes requisitos: 

A) Que cuando se suprima alguna Diputación, 
los Ayuntamientos respectivos constituyan las 
mancomunidades, asociaciones u organismos si ■ 
milares que hayan de rea izar los fines de carác¬ 
ter local que son obligatorios, conforme a lo dis¬ 
puesto en el capítulo III, título IV, libro I de esta 
Ley. 

B) Q ue cuando se trate de simple alteración 
en el régimen orgánico, administrativo o econó¬ 
mico de la Diputación, quede garantizado el cum¬ 
plimiento de los fines a que se refiere el apartado 
anterior. 


C) Que se obtenga la conformidad de Ayun¬ 
tamientos que representen, como mínimo, dos ter¬ 
ceras partes del total de electores inscriptos en 
los censos de la provincia, y que constituyan 
cuando menos, una tercera parte de las Corpora¬ 
ciones municipales que haya en ella. 

D) Que cada uno de los Ayuntamientos con¬ 
formes hayan adoptado el acuerdo favorable en 
sesión extraordinaria convocada con ese único 

no^P U «ní° a bje 5 0, C ? n d ' ez días de antelación, y 

I?/A de . dos terceras partes del número 
legal de Concejales que lo formen. 

t) Que este acuerdo se haga público on +r>no 
SU integridad durante treinta día S P pám 
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habitantes en el término puedan formular reparos 
y reclamaciones; y que, una vez transcurrido 
dicho plazo se celebre nueva sesión extraordina- 
ria para discutir las reclamaciones y protestas 
formuladas y acordar en definitiva, exigiéndose 
el mismo «quorum» indicado en el apartado an¬ 
terior. 

F) Que, en su caso, no queden fuera del or¬ 
ganismo u organismos provinciales Ayuntamien¬ 
tos que, por su situación geográfica o escasez de 
recursos, carezcan de medios para realizar por 
sí mismos los fines de carácter local regulados 
en esta Ley. 


Es ciertamente una nueva función la que define y establece 
este artículo, en armonía con el principio fundamental de que 
los Ayuntamientos son, por decirlo así, soberanos dentro del 
nuevo régimen, y por ende, las Diputaciones, necesariamen¬ 
te, han de ser su fiel reflejo. El régimen de Carta puede ser¬ 
vir de gran acicate para el más estricto cumplimiento de los 
amplios fines que el actual derecho encomienda a las Diputa- 
ciones. 

Es plausible reforma la que entraña este artículo; tal vez 
recogiendo anhelos y aspiraciones de los Municipios, que de¬ 
mandaban en muchos casos la limitación de la función admi¬ 
nistrativa intermedia entre ellos y el Estado. 

De hoy en adelante las provincias pueden prescindir del 
organismo de la Diputación provincial, no dándola vida, ha¬ 
ciéndola desaparecer, cuando desatienda sus servicios, susti¬ 
tuyéndola por otro más económico, más práctico y más en 
armonía con la realidad presente. 

Los Ayuntamientos, celosos de su soberanía, de su inde¬ 
pendencia, procurarán merecer la autonomía, que se les otor¬ 
ga mediante ese cambio radical de régimen, llegado el caso. 
Lás fórmulas democráticas, que para eilo establece el Estatuto 
serán la expresión sincera de la mayoría. 


° Cuando un grupo de Ayuntamientos 
limítrofes de una misma provincia, cuyos Munici¬ 
pios no representen el «quorum» de electores y 
Ayuntamientos exigido por el apartado 


m J ( 


le! ar- 



estatuto provincial 

tirulo anterior, desee organizar independiente¬ 
mente alalinos de los servicios de carácter local, 
obligatorios y facultativos, a que se refiere esta 
Ley? habrán de cumplirse los siguientes requi- 

hlt q; Que se obtenga la conformidad expresa de 
¡a mayoría absoluta de los electores inscritos en 
los censos de los Municipios interesados, por los 
trámites que para el «referendum» señala el capí¬ 
tulo V, título V, libro I del Estatuto municipal. 

B) Que se pruebe la insuficiencia o deficien¬ 
cia notorias con que la Diputación presta dichos 
servicios a los Municipios de que se trate, o bien 
que, por razones geográficas, vías de comunica¬ 
ción, condiciones de riqueza, naturaleza peculiar 
de los servicios u otras circunstancias de análoga 
entidad, podrán realizarse con mayor perfección 
al organizarlos independientemente los Ayunta¬ 
mientos interesados. 

C> Que los restantes Ayuntamientos de la 
provincia no queden imposibilitados, por su si¬ 
tuación geográfica o escasez de recursos, para el 
cumplimiento normal de los fines de carácter 
local regulados en esta Ley a que afecte el des¬ 
glose. 

D) Que los Ayuntamientos que se acojan a 
esta modalidad de Carta intermunicipal, consti¬ 
tuyan, cuando menos, la cuarta parte de los aue 
tenga la provincia. 

Art. 8 o La Carta intermunicipal que se re¬ 
dacte con arreglo a los arts. 6.° y 7.°, deberá ser 
aprobada por el Gobierno, previa audiencia del 

onsejo de Estado en pleno. La resolución mi¬ 
nisterial se adoptará por medio de Real decreto 

nada^ 8 ^ lcarse en Gaceta, y será razo- 

El Gobierno no aprobará la Carta intermu- 
mcipal: Iennu 

A) Cuando altere las relaciones tributarias 
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de la provincia con otras circunscripciones terri¬ 
toriales o con el Estado. 

B) Cuando desconozca o invada las atribucio¬ 
nes que son de la exclusiva competencia muni¬ 
cipal. 

C) Cuando haya de producir merma de la 
solvencia de la provincia con daño de sus acree¬ 
dores. 


D) Cuando fundadamente pueda presumirse 
que el régimen de Carta aminorará la perfección 
técnica de los servicios que hayan de traspasar¬ 
se, en su caso, a los nuevos organismos que se 
constituyan, o que la Carta producirá incremento 
considerable en las prestaciones tributarias, sin 
mejora proporcional de los servicios provinciales. 

Árt. 9.° En los casos de Carta intermunici¬ 
pal a que se refieren los arts. 6.° y 7.°, salvo 
cuando sólo se trate de alterar la estructura de 
la Diputación, deberá especificar el proyecto: 

A) Los servicios que ha de conservar y los 
que ha de perder la Diputación provincial. 

B) La proporción en que han de transferirse 
a los nuevos organismos constituidos por los 
Ayuntamientos interesados, los recursos e ingre¬ 
sos propios de la Diputación provincial. 

C) La proporción en que el organismo u or¬ 
ganismos sustitutivos de la Diputación deban 
contribuir al levantamiento de las cargas del Es¬ 


tado que, con arreglo a esta Ley, han de recaer 
sobre las Diputaciones. 

D) Los pactos a que ha de ajustarse el uso 
por dichos organismos de ios Dienes privativos 
de la provincia. 

E) La forma y cuantía en que tales organis¬ 
mos han de responder de las obligaciones y com¬ 
promisos de carácter económico, contraídos an¬ 
teriormente por la Diputación. 

Urt. SO. Siempre que se constituyan. varios 

organismos intermunicipales nara la reab¡o n 
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rl • lodos o algunos de los fines obligatorios de 
carácter locar que regula esta Ley, deberán tor 
mar con personas de su seno, otro representati¬ 
vo de la provincia, que la personifique en sus re 
laciones con la Administración central, y realice 
ias funciones comunes a los expresados organis¬ 
mos intermunicipales. Cuando expresamente no 
se convinieren sus características y contextura, 


lo establecerá el Gobierno. „ . , 

Art. II. Cuando, a virtud del régimen de 

Carta intermunicipal, una vez implantado, des¬ 
aparezca una Diputación o . se disgreguen los 
Ayuntamientos sometidos a ésta, los habitantes y 
Municipios a que afecte la Carta, ejercitarán los 
derechos políticos que en cuanto a la Administra¬ 
ción provincial confiere esta Ley, únicamente con 
relación a los organismos de que en cada caso 
formen parte. 

Art. 12. El Gobierno podrá dejar sin efecto 
la Carta intermunicipal cuando no Se garantice el 
normal cumplimiento de los fines obligatorios de 
carácter local regulados en esta Ley, o por cual¬ 
quier causa se interrumpa o resulte deficiente. 
El acuerdo se adoptará, previa audiencia del Con¬ 


sejo de Estado en pleno por Real decreto apro¬ 
bado en Consejo de Ministros, y las Diputaciones 
a que afecte no podrán acogerse al régimen de 
Carta mientras no transcurran seis años desde la 
fecha de la resolución ministerial. 

Art. 13. La Carta intermunicipal, cualesquie- 
ra que sean sus reglas, no afectará nunca a la ca¬ 
pitalidad de la provincia, ni a los servicios pro- 
piosdeia Administración central. Una y otros 
subsistirán sin alteración alguna. y 

Art. 14. La carta intermunicipal a que se re- 
lere el art. 6.° deberá someterse a ratificación 
expresa por todos los electores do la nf . r 

cuando así lo pidan, bien uno o Varios Avuíta 
mientes representativos de Municipios que sumen 
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una decuna parte del total de habitantes de aqué¬ 
lla, bien un número de electores no inferior al 5 
por 100 de los que estén inscritos en el Censo 
Por este mismo trámite, aunque falte la condición 
que establece el apartado C) del art. 6.°, podrá 
proponerse y aprobarse la Carta intermunicipal 
a reserva de la sanción superior que exige el 8.° 

Art. 15. El Gobierno, cuando reciba la pro¬ 
propuesta de Carta intermunicipal elaborada con¬ 
forme a los arts. 6.° y 7.° de esta Ley, abrirá un 
período de información por plazo de uno a tres 
meses, publicando al efecto en la Gaceta , y or¬ 
denando que se inserte en el Boletín Oficial de la 
provincia respectiva, el proyecto de Carta. 

Será preceptivo, en todo caso, el informe de la 
Diputación provincial. Podrán emitirlo los Ayun¬ 
tamientos y Corporaciones oficiales de la provin¬ 
cia que lo deseen. El Gobierno, por su parte, re¬ 
cabará los asesoramientos que estime conve¬ 
nientes. 

Art. IS. Terminado el período de informa¬ 
ción, el Gobierno resolverá sobre la propuesta de 
Carta intermunicipal en el plazo máximo de seis 
meses, transcurrido el cual sin acuerdo, se enten¬ 
derá aprobada definitivamente. Cuando exista al¬ 
gún defecto de procedimiento, si previamente se 
subsana, podrá elevarse de nuevo la misma pro¬ 
puesta a la aprobación del Gobierno. Contra el 
acuerdo ministerial no se dará ningún recurso 

Art. i7. El personal de plantilla que sirva en 
propiedad destinos de una Diputación provincial, 
habiéndose obtenido por oposición, o contando en 
otro caso con más de cinco años de servicios, 
será respetado en sus derechos adquiridos, cual¬ 
quiera que sea el régimen de Carta ¡ n terina nici- 
pal que se establezca; pero quedará _ obligado a 
desempeñar sus cargos en la forma y lugar qu<- la 
Carta determine. 



42 


EJTATtU'O PROVINCIAL 


Sección toreen». 

¡)e las Mancomunidades para obras y servicios 

interprovinciales (1). 

Art. 18. Las Diputaciones provinciales po- . 
drán agruparse en Mancomunidades de carácter 
administrativo para la ejecución de obras o la 
prestación de servicios de su competencia que 
tengan carácter interprovincial. 

Árt. 19. Las Diputaciones que deseen con¬ 
certar la ejecución de una obra o plan de obras, o 
la prestación de servicios en forma mancomuna¬ 
da, deberán adoptar el acuerdo en sesión ex¬ 
traordinaria del Pleno convocada a este mismo 
objeto, requiriéndose el voto favorable de tres 
cuartas partes de los Diputados que formen cada 
Corporación. El acuerdo deberá especificar la 
índole de la obra o servicios mancomunados, el 
presupuesto de gastos, la cantidad o los recursos 
con que haya de contribuir cada Corporación y 
el tiempo y la forma en que se deba satisfacer 
esta suma. 

Igualmente se hará constar el carácter indefi- 


(i) Constituyen la asociación, dos o más provincias para 
realizar fines determinados; habida cuenta de diversos ele¬ 
mentos para ponderar con precisión la importancia y necesi¬ 
dad de la asociación. Su fundamento estriba en el derecho 
fecundo y muy acentuado en nuestros días, de la personalidad 
para asociarse, y porque asi lo exigen servicios que demandan 
una organización supraprovincial. 

La provincia era considerada por muchos como un organis¬ 
mo fict.c.o, como un grado de la jerarquía administrativa. 

Las Leyes de 1870 y 1876, permitían la asociación de pro- 
vmcas para sus fines, constituyendo Juntas de Comisiones 
En 1907, adquiere fuerza el régimen mancomunitario que 
se robustece el 12 de Mayo de 1912, dictándose el 18 de Di¬ 
ciembre de 1913 el Real decreto, que autorizaba y reguló 1 
man comunidades de provincias. y o UIIJ “ 


s 
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nido o temporal de la Mancomunidad, precisán¬ 
dose en el segundo caso su duración. 

Art. 20. Una vez aprobado por todas las 
Diputaciones interesadas el proyecto de Manco¬ 
munidad, se elevará al Ministerio de la Goberna¬ 
ción, el cual dictará acuerdo, -autorizando o de¬ 
rogando la constitución de la Mancomunidad o 
formulando al proyecto aquellos reparos que sean 
susceptibles de subsanación por las Diputacio¬ 
nes. Si transcurriesen tres meses sin acuerdo, 
quedará definitivamente sancionado el proyecto. 
Dicho acuerdo se adoptará por medio de Real 
decreto. 


Art. 21. Aprobada la constitución de la Man¬ 
comunidad, las Diputaciones provinciales intere¬ 
sadas procederán al nombramiento de una Comi¬ 
sión gestora de las obras y servicios a que afecte 
dicha Mancomunidad. Esta Comisión se compon¬ 
drá ordinariamente de un Vocal titular y de otro 
suplente por cada Corporación interesada, y 
podrá ser una sola para todos los servicios u 
obras mancomunados. 

Los Vocales estarán sujetos a la renovación 
periódica de las Diputaciones y perderán el cargo 
a! cesar en el de Diputados o por acuerdo de la 
respectiva Corporación, adoptado con el voto fa¬ 
vorable de la mayoría absoluta de sus miembros. 

La Comisión será presidida por el Vocal que 
sus miembros designen. 

El Presidente cesará por acuerdo de sus com¬ 
pañeros de Comisión o por cualquiera de las cau¬ 
sas que le hagan perder su condición de Vocal de 

la misma 

Art. 22 La Comisión gestora de la Manco¬ 
munidad de servicios u obras interprovinciales 


redactará el Reglamento a que haya de ajustarse 
la ejecución y prestación de unos y otras, y su 
oropio funcionamiento, y lo someterá a la apro¬ 
bación de las respectivas Diputaciones. Estas 


Estas 
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r»-!rán introducir en el prgwtolM 
nos oportunas, <|iie caso d- n j „ ,«#>1,,. 


¡mr la Comisión yestora se soine^ran a ■ 
cióli definitiva e inapelable de las D 'P ut *j “ 
interesadas, en sesión extraordinaria y conjunta 
de todas ellas, que se celebrará bajo la presiden¬ 
cia del Gobernador civil de ¡a provincia que ten- 
qa mayor número de habitantes y en la capital en 

que éste resida. . ., 

El Reglamento aprobado por la Comisión ges¬ 
tora, y en su caso por la Asamblea plena de to¬ 
das ias Corporaciones provinciales interesadas, 
deberá comunicarse al Ministerio de la Goberna¬ 
ción para su definitiva sanción. 

Art» 28* La Comisión gestora de servicios u 
obras interprovinciales mancomunadas desempe¬ 
ñará su ncsión con completa autonomía, dentro 
siempre de lo dispuesto por el Reglamento y de 
los créditos y recursos que otorguen las Diputa¬ 
ciones. La intervención de éstas se limitará al 
ejercicio de una alta inspección sobre la gestión 
de sus representantes. Sin embargo, cuando la 
gestión de los servicios mancomúnales requiera 
delegaciones de la Comisión gestora, habrán de 
conferirse precisamente a las Diputaciones o a 
individuos que legalmente formen parte de ellas. 

Art. 24. Los presupuestos de la Mancomu¬ 
nidad de obras o servicios interprovinciales serán 
presentados separadamente a la aprobación de 
todas las Diputaciones provinciales interesadas 
y elaborados por la Comisión gestora. Si no pres¬ 
taren su conformidad todas las Diputaciones se 
someterá el proyecto de presupuesto al examen 
y aprobación de una Asamblea plenaria y conjun¬ 
ta de las mismas, que ha de ajustarse a lo aue 

dispone el art. 22. que 

Serán aplicables a las Mancomunidades 

obras y servicios interprovinciales Zartículos 
de esta Ley relativos a la Hacienda provincial, sin 







MANCOMUNIDADES 


45 


\ 


perjuicio de lo que dispone el artículo siguiente. 

j " **• Los presupuestos de Mancomuni 
dades provinciales serán remitidos al Ministerio 
de la Gobernación, al solo efecto de que por el 
mismo se corrijan las infracciones legales que 
puedan haberse cometido. El Ministerio deberá 
resolver en el plazo de dos meses desde que ten¬ 
ga entrada en su registro cada presupuesto. E! 
transcurso de este plazo sin decisión ministerial, 
equivale a la aprobación tácita del presupuesto. 

Art. 26- La Comisión gestora de la Manco¬ 
munidad rendirá cuenta justificada de su presu¬ 
puesto a cada una de las Diputaciones provincia 
les interesadas. 


Tanto las cuentas como, en su caso, los repa 
ros que formulen las Diputaciones, serán some¬ 
tidos al Tribunal Supremo de Hacienda pública, 
para su censura definitiva. 

Arta 27. Cuando las Mancomunidades pro¬ 
vinciales se constituyan para una obra o plan de 
obras concreto o por un período limitado de tiem¬ 
po, las Diputaciones no podrán separarse hasta 
que haya terminado la obra o plan de obras o 
transcurrido el plazo señalado, a no ser que todas, 
unánimemente, acordasen disolver la Mancomu- 


lidad. 

Cuando ésta se constituya por plazo indefinido 
:ualquiera Diputación podrá separarse de ella, 
siempre que así lo acuerden las tres cuartas par- 
;es de sus Diputados; que lo comunique a las res¬ 
antes Diputaciones integrantes de la Mancorna- 
lidad con un año de anticipación, y que respondan 
fe los débitos y obligaciones contraídos en ia de¬ 


bida proporción. , ,. 

ürt. 28. Caso de disolución de la Mancomu¬ 
nidad practicará la liquidación de la misma la Co¬ 
misión gestora, salvo que las Diputaciones acuer- 
Aan rnnstihiir otra Comisión que renga ese es pe¬ 


den constituir otra 
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As*t. 29. Contra los actos y acuerdos de la 
Comisión gestora, se darán los mismos recursos 
que esta Ley concede respecto a los adoptados 
por las Diputaciones provinciales, si bien la ta- 
cuitad de suspenderlos corresponderá al Prest- 
dente de la misma Comisión y al Ministro de la 
Gobernación por los motivos indicados en los 
arts. 160 y 161 de esta Ley. Los recursos econó¬ 
mico administrativos y contencioso administrati- 
vos se interpondrán ante los respectivos Tribu¬ 
nales de la capital de la provincia en que actúe 
dicha Comisión. 

A los efectos de este artículo, los acuerdos de 
la Comisión gestora deberán ser comunicados al 
Gobernador civil de la provincia en que actúe, 
para que esta Autoridad proponga la suspensión, 
cuando proceda, al Ministro de la Gobernación. 

Art. 30* El Gobierno, por Real decreto, 
aprobado en Consejo de Ministros, a propuesta 
del de la Gobernación, podrá acordar la disolu¬ 
ción de las Mancomunidades, siempre que en sus 
acuerdos y propuestas resulte infringida alguna 
ley del Reino, o cuando de aquéllos pueda infe¬ 
rirse peligro grave para el orden público o los 
altos intereses de la Nación. En estos casos el 
Gobierno estará obligado a dar cuenta a las Cor¬ 
tes de su resolución y de los fundamentos en que 
la apoye. 

TITULO II 

De los Gobernadores civiles. 


CAPITULO PRIMERO 

DEL NOMBRAMIENTO CONDICIONES Y SUELDO 
DE LOS GOBERNADORES CIV 1 LFS 

Art.. 81. El nombramiento de los Gobernada 
es civiles y su separación se hará por Real decreto 
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acordado en Consejo de Ministros y refrendado 
por el Presidente. 


Precedentes: 

El cargo de Gobernador lleva anejo el carácter de Jefe de 
Administración y con derecho, por tanto, a los honores co- 
rrespodientes. El tratamiento es el de Excelencia, mientras 
desempeñen el cargo. (Real decreto-ley 17 Diciembre icm 
Gaceta del 18.) y 

Según el Real decreto de 12 de Abril de 1879, el uniforme 
de los Jefes de Administración es el correspondiente a Oficia¬ 
les de las Secretarías de despacho que eran al propio tiempo 
Secretarios con el ejercicio de decretos; casaca de paño azul 
turquí, pantalón del mismo paño, y para gala, de casimir 
blanco con franja de oro en las costuras exteriores, faja verde 
obscuro con borlas y pasadores de oro, espada de cruz con 
guarnición de oro pendiente de un tahalí, bastón de caña de 
indias con puño de oro y borlas verdes. El bastón y la faja 
son los distintivos del mando y su uso está prohibido a los 
cesantes del cargo. Tampoco pueden ser usados fuera de la 
provincia respectiva. La Real orden de 16 de Octubre de 1848 
ordena que los Gobernadores usen constantemente bastón y 
también la faja con uniforme o sin él. 

—En los actos públicos, funciones y procesiones donde 
presida el Gobernador civil de la provincia, corresponde el 
lugar de preferencia, después de la presidencia, a la Autoridad 
militar superior de aquélla. (Real orden 16 Julio 1889.) 

—En los actos públicos de una capital de provincia que no 


lo sea a la vez del distrito militar, en los cuales no correspon¬ 
da taxativamente la presidencia a la Autoridad civil, ni a la 
militar, y concurran ambas, tome el puesto preferente, des¬ 
pués de la presidencia, la Autoridad que ejerza mayor juris¬ 
dicción, y siendo ésta la misma, la más antigua en la provin¬ 
cia. (Real orden 6 Diciembre 1892.) 

—A los Comandantes en Jefe de Cuerpo de Ejército, Capi¬ 
tanes generales de región, corresponde recibir en Corte en el 
punto donde residan o se hallen con este carácter, y en las 
capitales de provincia en que no se encuentre dicha Autoridad 
militar, lo ejecutarán siempre los Gobernadores civiles, vomo 
representantes del Gobierno, en la forma establecida por e! 
art. 5. 0 del Real decreto de 17 de Mayo de 1856. (Real orden 

27 Noviembre 1893.) 
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edad de treinta años y reunir alguna de las condi- 

C, °Pr e imera Uie Haber sido Ministro de la Corona, 
Consejero de Estado, Subsecretario o Director 
general de cualquier Departamento ministerial. 

Segunda. Pertenecer a la Carrera^ Judíela , 
habiendo desempeñado durante seis anos cargo 

de Juez de primera instancia e instrucción, Ma¬ 
gistrado, Fiscal, Teniente o Abogado Fiscal en 

propiedad. ., . , 

Tercera. Pertenecer al Ejercito o la Armada 

con empleo efectivo de Jefe. ^ 

Cuarta. Ser o haber sido, por oposición y 
durante seis años, Oficial Letrado del Consejo 
de Estado, del Congreso de los Diputados o del 
Senado, Abogado de! Estado, Registrador de la 
Propiedad, Notario, individuos de las Carreras 
Diplomática y Consular o Catedrático de la Fa¬ 
cultad de Derecho de cualquier Universidad del 
Reino. 

Quinta. Haber desempeñado, sin limitación 
de tiempo, cualquier cargo con categoría de Jefe 
superior de Administración, o más dedos años 
empleo con la de Jefe de Administración de pri¬ 
mera, o más de tres con la de Jefe de Administra¬ 
ción de segunda, o más de cuatro con la de Jefe 
de Administración de tercera, o más de seis con 
la de Jefe de Negociado, o más de quince de servi¬ 
cios efectivos al Estado cuando se trate de Jefes 
de Negociado con cualquier tiemoo en esta catetfo- 

. . ", ^ ^ v ^ será preciso que los 

servicios se hayan prestado en cargos de la Ad- 

mimstraaon activa del Estado, retribuidos con 
defmismo 1Sl54nad ° Gn ° S presu P uestos generales 

as 
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terminaba, asimilándose cada uno de ellos, en su 
caso, a las anteriormente mencionadas, con arre¬ 
glo al sueldo que perciban. 

Sexta. Ser o haber sido más de ocho años 
Secretario de Gobierno civil o por igual tiempo 
Secretario por oposición de Diputaciones pro¬ 
vinciales o de Ayuntamientos de población de 
más de 30.000 almas. 

Séptima. Ser o haber sido Diputado a Cortes 
o Senador del Reino durante una legislatura com¬ 
pleta. 

Octava. Ser o haber sido Presidente de Dipu¬ 
tación o Alcalde de Municipio mayor de 30.000 
habitantes durante cuatro años. 

Novena. Haber ejercido el cargo de Goberna¬ 
dor civil con arreglo a la legislación anterior. 

Hi*t. 3 $. El cargo de Gobernador civil es 
incompatible con el ejercicio de cualquier otro 
cargo público civil, militar o eclesiástico, y con 
el de toda clase de profesiones e industrias den¬ 
tro de la provincia de su mando. 


Según el art. 413 del Código penal, los funcionarios guber¬ 
nativos, con excepción de los Alcaldes, que durante el ejer¬ 
cicio de sus cargos se mezclaren directa o indirectamente en 
operaciones de agio, tráfico o granjeria, dentro de los limites 
de su jurisdicción o mando, sobre objetos que no íueren pro¬ 
ducto de sus bienes propios, serán castigados con las penas 


de suspensión y multa de 250 a 2.500 pesetas. 

Esta disposición no es aplicable a los que impusieren sus 
fondos en acciones de Banco o de cualquiera Empresa o Com¬ 
pañía, con tal que no ejerzan en ella cargo 01 intervención di¬ 
recta o económica. 

La Real orden de 9 de Lebrero de 1927 (Gaceta det í 0 . 1 , dis¬ 
pone que la interpretación que se de a! aít. tumo II, 

capítulo I del Estatuto, ha de ser compatible con lo dispues- 

de 1924 , y, 


to en el art. 2 . 
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presentación añero, al mta» y 

ímo, en el ejercicio de cuyas funciones serán remieg 
cesar en el Oobierno civil. 

34. El Gobierno nombrará la persona 
qtiP haya de sustituir al Gobernador en ausencias 
y enfermedades, debiendo recaer la designación, 
en cada caso, en funcionarios o autoridades de 
Real nombramiento que tengan residencia en la 
capital. No obstante, cuando circunstancias ex¬ 
traordinarias de orden público lo aconsejen, a 
juicio del Gobierno, podrá recaer el mando interi¬ 
no en persona de libre elección, dando cuenta 
razonada a las Cortes. 

Si el Gobernador se ausentase de la capital, 
mas no de la provincia, continuará desempeñando 
el cargo desde el punto en que se halle, sin per¬ 
juicio de que el Secretario del Gobierno civil pue¬ 
da despachar los asuntos de mera tramitación y 
aquellos otros que el Gobernador designe expre¬ 
samente, así como entenderse directamente con 
el Ministerio de la Gobernación cuando medien 
circunstancias de notoria urgencia o gravedad. 

En tales circunstancias, y cuando lo justifiquen 
necesidades de orden público u otras análogas, 
podrá confiar al Delegado a que se refiere el ar¬ 
tículo 278 del Estatuto municipal, además de las 
funciones que expresamente determina el capítu¬ 
lo III, título VI del libro primero de dicho cuerpo 
legal, aquellas otras que, correspondiendo nor¬ 
malmente al Gobernador civil de la provincia 
convenga delegar transitoriamente. 

*■¡¡¡£¿£ 5 *’ del Em,0, ° —«H < 1 . nuestra .B¡- 

maten f <¡e Delegados especiales, se dictaron varias dis 

pospones, de as que insertamos algunas a cominuadAn 
guisa de precedente. S continuación, a 

Los Delegados especiales tienen en lo relativa i 
^ orden público Us propi a S facultadES 
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de provincia, con la obligación de comunicar a éstos los hechos 
y medidas que adopten y de obedecer las instrucciones que de 
ellos reciban. Respecto de los demás asuntos las tienen tan so¬ 
lamente en lo que concierna a los servicios que motivaron el 
nombramiento de la delegación especial que reciban. (Real 
orden 29 Diciembre 1883.) 

—Los Delegados especiales tendrán autoridad gubernativa, 
o sea, que tendrán en la población en que residan las mismas 
facultades que los Gobernadores en las provincias a cuyo 
frente se hallaren. 

Los Delegados son subordinados de los Gobernadores a 
quienes darán conocimiento de las medidas que adopten y se 
someterán a lo que resuelvan. (Real orden 31 Julio 1895.) 

Art» 35. Los Gobernadores civiles tendrán 
la categoría de Jefes de Administración civil de 
primera clase (1), con el sueldo de 15.000 pesetas 
anuales. Devengarán además, en concepto de 
gastos de representación, los de Madrid, Barce¬ 
lona y Canarias, 20.00'J pesetas cada uno; los de 
Baleares, Cádiz, Coruña, Granada, Guipúzcoa, 
Málaga, Murcia, Oviedo, Santander, Sevilla, Va¬ 
lencia y Zaragoza, 15.000 pesetas. Los restantes, 
7.500 pesetas 

Precedentes: Por Ley de Presupuestos de 28 de Diciembre 
de 1908, se fijaron los sueldos de los Gobernadores civiles, y 
por la Real orden de i.° de Marzo de 1909 se establecieron 
los gastos de representación. 

Gastos de representación. — Real decre'.o de 14 de Noviem¬ 
bre de 1927 (Gaceta del 13). 

Artículo i.° Sin modificar el concepto de igualdad legal 
de las categorías de las provincias que establece el párrafo se¬ 
gundo del art. i.° del Estatuto provincial, aprobado por Mi 
decreto de 20 de Marzo de 1925, y continuando en vigor la 
categoría y sueldo de los Gobernadores civiles que señala el 
art. 35 del mismo Estatuto, quedan modificados en la forma 

siguiente: , .. , . . 

a) Los Gobernadores civiles de las provincias de Madrid. 


(i) Véase la nota inserta a! art 


^ ir 

-i . 
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.arcelona devengarán en concepto de gastos de representa* 

°% 2t í'^os < de > las l pró vi acias de Bateares, Cádu.Go roña Cór¬ 
doba, Granada, Guipúzcoa, Las Palmas, Malaga, Murcia, 
Oviedo, Santa Cruz de Tenerife, Santander, Sevilla, Valen¬ 
cia, Vizcaya, Valladolid y Zaragoza, 15.000 pesetas. 
o Las restantes provincias, 7.500 pesetas. , 

Art. 2. 0 Por los Ministerios de Hacienda y de la Gober¬ 
nación se dictarán las disposiciones necesarias para el cumpli¬ 
miento y ejecución de este decreto habilitando el crédito pre¬ 
ciso hasta fin del ejercicio actual para la dotación del aumen¬ 
to de gastos que supone la modificación establecida. 


Ar¿. 36. Los Gobernadores nombrados en 
ejecución de esta Ley tendrán derecho a que se 
les compute el tiempo de su mando como servi¬ 
cio activo al Estado y a que su sueldo sirva de 
regulador para la declaración de haberes pasi¬ 
vos, cuando proceda, con arreglo a la legislación 
especial en la materia. 


Precedentes: 

El Real decreto de 12 de Abril de 1879, declaraba que el 
cargo de Gobernador no produce derechos sino después de 
desempeñarlo dos años. Los que lo sirvan por más de ocho 
años sin nota desfavorable, tendrán derecho a obtener los 
honores de Jefes Superiores de Administración, libres de 
gastos. 

—Los funcionarios que con diez años efectivos deservi¬ 
cios y mas de dos en la categoría de Jefes de Administra¬ 
ción de primera clase figuran en el escalafón de Gobernado¬ 
res civiles, y los que, con arreglo a la ley, vayan obteniendo 
estas condiciones, tendrán derecho a ocupar en su respectivo 
escalaron, en el turno de cesantes, una de cada dos vacantes 
de Jefes de Administración que ocurran en los Ministerios de 
Gracia y Justicia, Hacienda, Gobernación, Instrucción públi- 
y. e ^ as A rtes > Agricultura, Industria, Comercio y Obras 
publicas y Presidencia del Consejo de Ministros, respetando 
los turnos de antigüedad, libre elección y cesantes, y pudien- 
do figurar dichos funcionarios en el escalafón por que opten 

en el plazo de tres meses, a contar desde la fecha de la publi¬ 
cación de este Decreto. ^ 

Los ex Gobernadores que no cuenten diez años efectivos 
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de servicios, pero que lleven dos de antigüedad en la catego¬ 
ría y que figuren en el escalafón de Gobernadores, tendrán 
opción a ser nombrados por cualquiera de los citados Centros 
en el turno de cesantes para destinos de Jefes de Administra- 
ción. (Real decreto 15 Julio 1901.) 

— Los Gobernadores y ex Gobernadores que reúnan las 
condiciones determinadas en el expresado Real decreto po¬ 
drán desempeñar destinos de Jefes de Administración y des¬ 
tinos de menor categoría. (Real orden 25 Agosto 1902.) 

—Los Gobernadores adquirirán, si no tuvieran igual o su¬ 
perior categoría, la de Jefes de Administración civil de pri¬ 
mera clase. 

Al percibir los sueldos consignados en el presupuesto del 
Ministerio de la Gobernación, tendrán derecho a que se les 
compute el tiempo de su mando como de servicio activo al 
Estado; pero no a que el aumento de sueldo sobre el que 
actualmente perciben sirva en caso alguno de regulador para 
la declaración de haberes pasivos. (Ley de Presupuestos de 28 
de Diciembre de 1908, art. 19.) 

—La asignación para gastos de representación de los Go¬ 
bernadores la percibirán en ausencia o enfermedad de los 
titulares, y en las vacantes, los funcionarios que les sustitu¬ 
yan en el desempeño del cargo, o quienes interinamente 
ejerzan el mando, acreditándoles este haber por el tiempo 
que lo ejerzan. (Real orden i.° Marzo 1909.) 


Condiciones de funcionarios .—Real decreto de 9 de Abril 
de 1927 (Gaceta del 10). 

Artículo i.° Los funcionarios de Carreras o Cuerpos téc¬ 
nicos del.Estado que sean nombrados Gobernadores civiles 
seguirán, mientras ejerzan tales cargos, figurando en el Esca¬ 
lafón del personal respectivo y corriendo en él los números 
que les corresponda adelantar, computándoseles para todos los 
efectos, como de servicio efectivo en su Carrerra, todo el 
tiempo desde su nombramiento hasta que, por haber cesado 
en el Gobierno civil, se reintegren al ejercicio de las funcio¬ 
nes propias de aquélla, salvo el caso de que voluntariamente 
retrasen tal reintegración. 

Art. 2. 0 Cuando un funcionario de cualquier Carrera o 
Cuerpo técnico del Estado sea noiiir- 
será declarado excedente en su Carrea o 
rá percibiendo los haberes < 
ejerciese en la misma 


robernador civil 
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«regó,i» que en » Carrera o Cuerpo limera *' ser 
Cobernadór o ei de la que haya alcanzado en los mismos 

cuando haya sido ascendido. r o Cuerno 

Art. 3.° Si, mientras un funcionario de Carrera o Cuerpo 

del Estado desempeña el cargo de Gobernador civil, le cor ^f‘ 

ponde ascender por antigüedad, sera ascendido a la catego 

correspondiente, considerándosele posesiona o e a nueva 

tegoría en el día de k fecha de la disposición expresiva de 


su ascenso. . . , , 

Art. 4. 0 Se reservará al funcionario que sea nombrado 

Gobernador civil el destino de su Carrera o Cuerpo que desem¬ 
peñase al serlo, el cual volverá cuando cese en el cargo de Go¬ 
bernador civil. No obstante, los cargos de la Carrera Judicial, 
de la Fiscal o de cualquier otra en que, por sus circunstancias, 
sea ineludible su provisión, que queden vacantes por ser de¬ 
signado quien ejerza alguno de ellos para el de Gobernador 
civil, serán provistos como corresponda; y cuando el nombra¬ 
do Gobernador civil deje de serlo, será destinado a ocupar la 
primera vacante de su categoría que se produzcan en la Ca¬ 
rrera respectiva después de aquel cese o su resulta; pero ten¬ 
drá derecho preferente para volver al cargo que ejerciera al 
ser nombrado Gobernador civil, cuando se produzca la vacan¬ 
te, o a ser nombrado para otro cargo de la misma categoría y 
en la misma población si vacase, a cuyo efecto bastará solici¬ 
tarlo del Ministro de cuyo Departamento dependa la Carrera a 


que pertenezca. 

Art. 5. 0 Lo preceptuado en los artículos anteriores será 
aplicable a los funcionarios de las Carreras o Cuerpos técnicos 

de Estado que sean nombrados Directores generales o Minis¬ 
tros de la Corona. 

Art. 6.® El presente Decreto regirá desde el mismo día 
de su publicación en la Gacela de Madrid, pero sus beneficios 
serán aplicados con efecto retroactivo a los funcionarios de 
Carreras o Cuerpos técnicos del Estado que actualmente ejer- 
cen cargos de Gobernador civil o de los comprendidos en el 


JURISP.-Los Gobernadores civiles, aunque havan des 
empeñado mas de dos años eí cargo no rienen 7 u ~ 
figurar sino en su escalafón especifl/pero no en í erecho * 
de funcionarios del Ministerio de la Gobernación ^ enera 
que tuvieren diez años de servicios, conforme a la LevT” 08 
de Julio de 1876. (S. 3 Marzo 1903.) ^ e 21 
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CAPITULO II 

DE LAS ATRIBUCIONES Y DEBERES DE LOS 

GOBERNADORES 

A«*t. 37 . Los Gobernadores civiles tendrán 
a sn cargo el Gobierno de las provincias y ejer¬ 
cerán las facultades que en ellos delegue el Go¬ 
bierno y las que les correspondan por la Consti¬ 
tución y las leyes como representantes superiores 
de aquél en el respectivo territorio. 

JURISP. —El y rimero de los requisitos que son indispen¬ 
sables para que una Autoridad pueda entender en determina¬ 
do asunto, es el de que el hecho objeto deí mismo, caiga bajo 
su jurisdicción, la cual es incuestionable que resulta determi¬ 
nada por el territorio. Por esto cuando aparece que radican 
en territorio de otra provincia los terrenos en cuestión, obra 
sin competencia el Gobernador al dictar providencia. (S. 5 
Febrero 1900.) 


Art. 33. El Gobernador cuidará de publicar 
circular, ejecutar y hacer que se ejecuten en la 
provincia de su mando las leyes, decretos, órde- 
nes y disposiciones que al efecto le comunique 
el Gobierno y las de observancia general que se 
inserten en la Gaceta de Madrid. 


Precedentes: 

Los Gobernadores comunicarán a los pueblos las leyes, 
órdenes y demás disposiciones del Gobierno, por medio del 
Boletín Oficial de la provincia respectiva, periódico cuyo es¬ 
tablecimiento y creación en cada capital de provincia, ordenó 

la Real orden de 20 de Abril de 1833 y en el que no ha de 

usarse más escudo que el de las armas nacionales. (Rea. orden 

o Octubre 1838.) , 

_je cada mes deben los Gobernadores remitir al 

¡VTnisterio déla Gobernación, la colección dei Boletín Oficial 

de su provincia (Real orden 21 Enero 1849.} 


--Los 

Boletines 
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¡>or su iutur.i!ez.a deba así hacerse, y expedirán desde luego 
las órdenes convenientes para su más pronto y exacto cura 

ni i miento. , •- 

La inserción se verificará, no por orden cronológico, si 

por el de su importancia, dándose preferencia a las disposi¬ 
ciones que más inmediatamente afecten a los pueblos y par- 
tículares. Lis que por su Índole deban considerarse urgentes, 
se insertarán en el primer número que se publique después 
de recibida la Gacela en el Gobierno de la provincia, a no ser 
que la urgencia sea tal que haga necesaria la publicación 
de un número extraordinario. Las disposiciones que afecten 
a los pueblos o particulares, se insertarán dentro de los ocho 
días siguientes; todas las iestantes no podrán demorarse más 
de un mes. Si para ello hubiese necesidad de publicar suple¬ 
mentos, los Gobernadores dispondrán que así se verifique. 
(Real orden 10 Agosto 1857 y Real decreto 9 Marzo 1851.) 

— Y por ser el principal objeto del Boletín dar la mayor y 
más conveniente publicidad a las leyes y demás disposiciones 
generales, los Alcaldes deben dejar en las Casas Consistoriales 
todos los días y durante las horas de despacho los Boletines 
Oficiales cosidos o encuadernados, a fin de que el público 
pueda enterarse y tomar las noticias que le conviniere de 
todas las inserciones que contenga. (Real orden 4 Abril 
de 1871.) 

— La impresión del Boletín en la imprenta del Hospicio 
provincial tiene un fin a la vez que económico, moral, pues 
contribuye a perfeccionar en la en#eñanza a los acogidos en 
dicho establecimiento. (R^al orden iq julio 1871.) 

La publicación del Boletín Oficial es gasto obligatorio 

de pago inmediato e inexcusable. (Real decreto 23 Diciembre 
1902, arts. 2. 0 y j.°) 


Art. 39. Corresponde al Gobernador man¬ 
tener el orden público y proteger las personas y 
las propiedades en el término de la provincia, a 
cuyo tm las autoridades militares le prestarán su 
auxilio cuando lo reclame. u 

Los agentes, guardias y demás dependientes 
armados (jije no tengan fuero militar estarán a las 
ordenes del Gobernador, aunque sean retribuidos 
con fondos de la provincia, así en cuanto a su ré¬ 
gimen orgánico y disciplina como para la prestq- 
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ción de sus servicios. Los reglamentos y demás 
disposiciones por cjue hnycin de regirse necesitn- 

rán la aprobación del Gobernador si no tuvieren 
la del Gobierno 

También tendrán los Gobernadores las faculta 
des que les atribuyen el capítulo tercero del Re¬ 
glamento de 2 de Agosto de 1852 y sus disposi¬ 
ciones complementarias. 


Precedentes: 

El Reglamento de 2 de Agosto de 1852, dispone: 

... Art. 10. Lo: Gobernadores de provincia disponen el 
servicio de la Guardia civil destinada a la suya respectiva, pe¬ 
ro nunca se mezclarán en lo tocante al personal, disciplina y 
material de movimientos militares para la ejecución del servi¬ 
cio, lo que corresponde exclusivamente a los Jefes y Oficiales 
del Cuerpo. 

Art. 11. Los Gobernadores podrán reunir, cuando cir¬ 
cunstancias graves lo requieran, la Guardia civil asignada a su 
provincia, en todo o parte y en el paraje que crean más con¬ 
veniente. 


... Art. 54. La Guardia civil no podrá distraerse del obje¬ 
to de su instituto y la autoridad que lo hiciere será responsa¬ 
ble de este abuso. 

Art. 55. La Guardia civil no podrá emplearse en la con¬ 
ducción de pliegos sino cuando alguna circunstancia extraor- 
naria lo hiciese absolutamente indispensable, dando cuenta 
del motivo que lo cause 

Art. 56. La Guardia civil no se empleará en guardias de 
honor. En cada Gobierno de provincia habrá un ordenanza 
de esta fuerza para comunicar las órdenes referentes al servi¬ 
cio del Cuerpo únicamente. Por título ni pretexto alguno se 
empleará al guardia que desempeñe este cargo de ordenanza 
en asuntos ni ocupación alguna que pudiera rebajar el lustre v 


decoro del Cuerpo. 

Art. 57. La Autoridad civil no podrá mezclarse en las in¬ 
terioridades del Cuerpo en su parte material y personal, y 
deberá sólo concretar sus órdenes al servicio que han ue pres¬ 
tar íos individuos con sujeción a este Reglamento. 

... Art. 60. Sólo los Gobernadores de us provincias o ios 
pe los sustituyan en e! mando podrán hamar a su '-"asa 31 
Comandante de la Guardia civri de , • ; o 
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, rt 6 l i os Gobernadores de las provincias cuidarán 
de'quVse' de a lo¡ respectivos Comandantes de la Guartl.ac,- 
% un e ; em piar del Boletín Oficial de las mismas para que 
p edL S enterados de todas las Reales órdenes y d.spos - 
dones vigentes, y les trasladarán as que sean de m eres para 
el servicio del Cuerpo y no se hallen insertas en d c 
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Art. 65. Los Gobernadores cuidarán también de proveer 
a todos los guardias que presten el servicio en su provincia de 
la correspondiente credencial. 

—La Real orden circular de 9 de Mayo de 1903 significa 
como reglas de conducta para mantener el orden público: 
una vigilancia incesante para prevenir; un cuidado extremo 
en poner siempre la razón del lado de la autoridad; la flexi¬ 
ble condescendencia que cabe hasta el límite del deber, y 
firmeza inquebrantable para cumplirlo; completa observancia 
de los preceptos vigentes cuando el disturbio o la rebeldía 
hagan inexcusable la represión, y no resignar el mando 
mientras haya términos hábiles para sostenerlo con el apoyo 
de la Autoridad militar. 


— Para conservar el orden público y reprimir sus alteracio¬ 
nes cuentan los Gobernadores con el personal de vigilancia y 
en algunas provincias con el de Seguridad, cuyos Cuerpos 
han sido reorganizados por Ley de 27 de Febrero de 1908. 

—El Real decreto de 24 de Febrero de dicho año dicta re¬ 
glas encaminadas a que la guardia municipal armada, serenos, 
guardas de campo, etc., presten su cooperación a los servi¬ 
cios de orden público, prevención y represión de delitos o 
faltas. 


La Guardia civil ea el principal brazo de los Gobernado¬ 
res. Concéntrela V.S. cuando lo exijan graves consideraciones 
de orden público, y cuando no, distribuyala V. S. por la pro- 
vinca para que vuelva a ser la salvaguardia de la propiedad v 

la seguridad de los caminos y de los campos. Y en ninguna 
circunstancia olvide V. S. queV. S. es su inmediato y ex- 
elusivo Jefe. (Orden 18 Junio 1873.) * 

1 “L Sp "? r T eel J a, l XÍ1Íoque P i ^ anlos Recaudadores para 
la conducción de caudales y ordena que se preste el servido 

cuando lo reclame la Recaudación y de la manara mtc u ° 

posible. (Real orden de 6 Julio 1875 ) 3 maS breve 

-Sobre el servicio de vigilancia y protección en i-« , - 

férreas, estableciendo escoltas en los trenes d* viaU J US 
la Real orden 6 Mayo 1886. jeros, véase 

-s, bien la Guardia civil forma parte de la Policía judicial, 
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* i i í « . • . la misma, y sobre todo las Leyes Provin¬ 

cial y Municipal, la colocan bajo la dependencia del Ministro 
ue ia Gobernación y de los Gobernadores y Alcaldes, en 
cuanto son representantes de aquél en sus respectivas esferas, 
dando cierta preferencia al servicio que pudiera llamarse gu¬ 
bernativo sobre el judicial, cuya preferencia es evidente cuan¬ 
do se trata de la conservación del orden público, primordial 
deber a que ha de atenderse por las Autoridades de todos los 
órdenes. (Real orden 6 Agosto 1901.) 

JURISP. Considerando que el objeto de la causa que ins¬ 
truye el Juzgado es averiguar si la fuerza de la Guardia civil 
cometió el delito al dejar de cumplir las órdenes del Alcalde, 
y que siendo los Gobernadores las Autoridades que disponen 
el servicio de la Guardia civil en sus respectivas provincias, 
esta fuerza debe cumplir las órdenes de los Alcaldes cuando 
no se opongan a las recibidas por los Gobernadores, ante los 
cuales en su c¿so pueden recurrir en queja, se declara que ín¬ 
terin no resuelva la citada Autoridad administrativa si la 
Guardia civil obró o no en cumplimiento de las órdenes re¬ 
cibidas, no pueden los Tribunales determinar si se cometió o 
no delito, cuya existencia dependerá de la resolución de esta 
cuestión previa. (Real decreto 9 Julio 1888.) 


Arft 40. Los Gobernadores propondrán al 
Ministro de la Gobernación las recompensas o 
correcciones disciplinarias, separación, traslado 
o suspensión que a su juicio mereciesen los _em¬ 
pleados de los Cuerpos de Seguridad y Vigilan¬ 
cia, sin perjuicio de disponer por sí la formación 
de expediente y la suspensión de empleo, o la de 
sueldo y empleo cuando lo estimaren oportuno, 
;>or plazo que no exceda de un mes, a reserva de 
a resolución del Ministro. 


Por Real orden de 25 de Mayo de 1925 (Gacela de s de 
junio), se dispone que los asuntos a que se refiere el art. 40 
"dei Estatuto provincial de 20 de Marzo del comente ano, 
sean resueltos con el carácter de Rea! orden pot V • en 

virtud de la delegación que le fué conferida por aquena sobe¬ 
rana disposición, salvo aq'u w. ■', 'n ,> - • * 
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virtud, v a fin de evitar trámites innecesarios, Ganado¬ 
res civiles elevarán directamente a ese Gentro dtrecti 
propuestas a que se refiere el mencionado art. 40 del Esta 

provincia!, acompañando los respectivos expedientes o justi¬ 
ficantes necesarios para la resolución (1).* 

Art. 41. También deberán reprimir los actos 
contrarios a la moral o a la decencia pública, las 
faltas de obediencia o de respeto a su autoridad, 
y las que en el ejercicio de sus cargos comentan 
los funcionarios y organismos dependientes de la 
misma, pudiendo imponer con este motivo multas 
que no excedan de 1.000 pesetas, a no estar au¬ 
torizados para mayor suma por leyes especiales. 

En defecto de pago de las multas pueden impo¬ 
ner el arresto supletorio hasta el máximo de quin¬ 
ce días Contra la imposición de las multas po 
drán los interesados recurrir en alzada al Minis¬ 
terio de la Gobernación, previa consignación del 
importe de la multa, en término de diez días. 

Interpuesto este recurso, el Gobernador remi¬ 
tirá los antecedentes al Ministerio dentro de ter¬ 
cero día, y el Ministro deberá resolver en el 
término de tres meses, transcurrido el cual, si no 
hubiere acuerdo, se entenderán confirmadas. 

Estas multas no serán aplicables a los Alcaldes, 
Concejales y Diputados provinciales por faltas 
cometidas en el ejercicio de sus cargos. 

JURISP. —La sanción de este articulo tiene por principal 
objeto procurar al representante de Gobierno medios coerciti¬ 
vos de hacerse obedecer en determinadas circunstancias v fa- 

.. * . ... de sus atribuciones 

propias, asi como también reprimir los actos que sin tener 

establecida penalidad en el Código o en leyes especiales, afec- 
ten de algún modo al concepto de la moral, implicando su fal¬ 
ta de corrección inmediata, desprestigio o pérdida de fuerza 
moral para U Autoridad gubernativa. Las faltas y los delitos 


(1) Véase la Real or Jen de 11 de Octubre de X$23 


ATBIBV) CxOjS ES DE jlOS GOBERNADORES 61 


que se cometen por medio de la imprenta, tiene su sanción 
penal en las leyes ordinarias y su conocimiento corresponde 
por tanto, a los Tribunales; por esta razón no es aplicable di¬ 
cho artículo a los delitos y faltas cometidos por medio de la 
imprenta. (Real orden 29 Diciembre 1885.) 

—Si bien los Gobernadores pueden corregir con multas los 
actos contrarios a la moral y a la decencia cuando no pueden 
ser constitutivos de delito, del hecho de haber sido sorprendí 
dos dos individuos en el momento de estar cometiendo actos 
inmorales corresponde conocer a los Tribunales de Justicia. 
(Real decreto 19 Octubre 1890.) 

—Promovida competencia en el juicio celebrado contra un 
guardia municipal por haber proferido una blasfemia, se re¬ 
suelve a favor de la Administración estimando que el hecho 
de que se trata constituye una de las faltas cuyo conocimiento 
y castigo corresponde a la Autoridad gubernativa, por hallar¬ 
se facultados los Gobernadores para reprimir los actos contra¬ 
rios a la moral y a la decencia pública, así como las faltas que 
en el ejercicio de su cargo cometan los funcionarios de Cor¬ 
poraciones dependientes de su Autoridad. (Real decreto 15 
Noviembre 1895.) 

— En caso de insolvencia corresponde al Juzgado señalar la 
responsabilidad personal subsidiaria cuando el precepto legal 
que autoriza la imposición de la multa o la providencia guber¬ 
nativa imponiéndola no lo determina expresamente. A los 
Gobernadores civiles, como Jefes natos de las Comisiones 
provinciales, y ejecutores de sus acuerdos, corresponde la fa¬ 
cultad de aplicar o no, según los casos, dicha responsabilidad 
subsidiaria. (Real decreto 30 Noviembre 1896.) 

—En la contienda jurisdiccional promovida con motivo del 
procesamiento decretado contra un individuo que, riñendo 
con otro, al que no Te produjo lesión alguna, se resistió a ser 
detenido por los agentes de la Autoridad, a uno de los cuales 
infirió una ligera herida ai desasirse de él, se sienta la siguien¬ 


te doctrina: 

A los funcionarios administrativos corresponde corregir las 
faltas o delitos cuya represión les está encomendada por las 
leves, y en el caso presente el Gobernador, haciendo uso de 
las facultades que a su cargo le están atribuidas, castigó la re¬ 
sistencia a sus agentes imponiendo al autor una multa, y sub¬ 
sidiariamente quince días de cárcel que cumpoó en la del par¬ 


tido. 

Penado el hecho por ta Autor 
reservada a su conocimiento f u 
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da- ro cabe ser nuevamente castigado por ia jurisdicción or¬ 
dinaria como delito de atentado, cuyo carácter g “°¿ * 
no concurrir en ¿1 ¡a resistencia grave que exige para se r e 
lificado de tal atentado, el art. 263, num. 2 Codigo^e ^ 

ni como falta de lesiones definida en el art. 604 de 

C °E 1 Gobernador de la provincia no dio parte de lo ocurrido 
al Juzgado, estimando el hecho como una simple resistencia 
a sus agentes cuyo castigo le estaba reservado, requiriendo 
su inhibición al Juez cuando tuvo conocimiento de que se 
instruía un proceso; por tanto, se esta en uno e os os 
casos en que, por excepción, pueden los Gobernadores civiles 
proponer la competencia a los Tribunales ordinarios. (Rea! 
decreto 24 Abril 1902.) 

—Las Reales órdenes de n y 18 de Diciembre de 1883, 
declaran que pueden ser multados los Alcaldes, con arreglo al 
art. 22; pero ulteriores disposiciones modifican esta doctrina, 
entre otras, la Real orden circular de 22 de Enero de 1903. 

— Ei determinar si el Alcalde y Concejales han desobede¬ 
cido al Gobernador en lo que se refiere a la reposición del 
Secretario de la Corporación, e imponerles, en su caso, la co¬ 
rrección en que por su desobediencia hubieran incurrido, es 
función propia de las Autoridades administrativas, y sólo en 
el caso de que al examinar dichas Autoridades la conducta de 
los denunciados juzguen que su desobediencia excedía de una 
falta administrativa y pasasen los antecedentes a los Tribuna¬ 
les de Justicia, serían éstos competentes para entender en el 
asunto. (Real decreto 16 Octubre 1907.) 

— Por Real orden de 28 de Octubre de 1922 ( Gaceta 
del 29), se dispone lo siguiente: 

i.° Las Autoridades gubernativas del Reino y las que por 

su delegación ejercen funciones de esta índole con carácter 

permanente y límites jurisdiccionales fijos, aplicarán el art. 22 

de la Ley Provincial de 29 de Agosto de 1882, ateniéndose a 
su contenido estricto. 

trd Sí ¡ 10 Se "“Prenderán en dicho artículo los actos cen¬ 
arlos a la moral o a la decencia pública y las faltas de 
obediencia o de respeto a dichas Autoridades, cuando se hayan 
real y efectivamente perpetrado, sin que en ningún caso quena 
iducirlos de la anterior conducta o antecedentes ^ ^ 

°b¡e.o d« multa „¡ artejo S u ¡o™ "'“f» '=«° 

entregados al Tribunal especial para niños^í Sera , n 
locahdad, en cumplimie„to P del ai. 2 .« de la Ley ITlgoslo 
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de 1918 y J. ü del Real decreto de 25 de Noviembre del mismo 
ano. Si no se hubieran aun constituido esos Tribunales en el 
lugar en que la Autoridad ejerce sus funciones, pero existieran 

establecimientos en que puedan ser acogidos, se les remitirá a 
ellos desde luego. 

Caso de no existir establecimiento de corrección, será en- 
tregado el menor de quince años a su familia, con encargo de 
vigilarlo y educarlo. La reincidencia se estimará como falta 
de la persona que se encargue de su vigilancia y educación y 
se procederá en la forma que señala el párrafo 3. 0 del caso 
del art. 8.° del Código penal. 

4. 0 Los mayores de quince años, pero menores de diez y 
ocho, si su habitualidad de delincuente no está comprobada de 
una manera indudable, podrán ser objeto de multa hasta 330 
pesetas y de arresto sustitutorio hasta diez días. 

$.° A los mayores de quince años, menores de diez y 
ocho, delincuentes habituales, y a los mayores de diez y ocho, 
en cualquier caso, podrá imponérseles multa y arresto sustitu¬ 
torio en toda la extensión que el art. 22 de la Ley Provincial 
consiente. 

6.° En ningún caso, y bajo ningún pretexto, el que esté 
sufriendo o acabe de sufrir arresto gubernativo podrá ser 
puesto a disposición de otra Autoridad del mismo carácter, o 
ser objeto de nuevo correctivo, a no haber incurrido por se¬ 
gunda vez en un acto contra la moral o decencia pública o en 
una falta de obediencia o respeto concretos y definidos, debi¬ 
damente comprobados ante la Autoridad superior de la pro¬ 
vincia. Impuesta una segunda quincena antes de haber trans¬ 
currido dos meses de haber cumplido la anterior, vendrá 
obligada la Autoridad que la impusiera a ponerlo en conoci¬ 
miento del Ministerio de la Gobernación. 

7. 0 Las providencias de las Autoridades gubernativas que 
lleven aparejada orden de ingreso en la cárcel se consignarán 
siempre por escrito, y contendrán una expresión sintética de 
hecho que lo motiva. 


„ 42. El Gobernador velará muy especial¬ 
mente por el exacto cumplimiento de las leyes 
sanitarias e higiénicas, adoptando en casos nece¬ 
sarios, bajo su responsabilidad y con toda pre¬ 
mura las medidas que estime convenientes para 
preservar la salud pública de epidemias, enferme¬ 
dades contagiosas, focos de infección v otro. 




(i4 


BSTAl'UTO PBOVJÑOIA, 


átomos, dando cuenta inmediatamente 


riesgos an 

al Gobierno. 

I os C Gobernadores extremnáu, dentro de lo posible, la vi¬ 
gilancia sobre la forma en que los Ayuntamientos cumplen 
ios deberes que les corresponden, respecto a la protección de 
las fuentes públicas, de arroyos y manantiales, para impedir 
la contaminación de sus aguas, para asegurar la desinfección 
previo el lavado de las ropas procedentes de casas donde exis¬ 
tan enfermos infecciosos, y para que en los lavaderos pübli- 
eos se tomen todas las medidas que se crean necesarias con 
dichas ropas, sea cualquiera su procedencia, para que garan¬ 
ticen la salud pública contra la difusión de gérmenes infec¬ 
ciosos. (Real orden 27 Abril 1909.) 

—Véase la Instrucción de Sanidad exterior de 14 de Ene¬ 
ro de 1909, Real orden de 10 de Octubre de 1894, Real or¬ 
den de 23 de Noviembre de 1906 y Real orden de 3 de Mayo 
de 1909, Real orden de 21 de Julio de 1909, Real orden de 
28 de Septiembre de 1910 y Real decreto de 29 de Enero 
de 1909. 

JURISP.—No incurre en extralimitación el Gobernador al 
incautarse de un establecimiento balneario para evitar pertur¬ 
baciones en el orden público, asegurando a los bañistas el uso 
de las aguas, ordenando el inventario de lo incautado y que 
se reservasen los productos para quien en justicia apareciese 
con derecho a ellos o a la ropiedad de dicho balneario, pues 
)a incautacicm verificada sólo tiene el carácter de una medida 
gubernativa adoptada conforme a las disposiciones vigentes, 
sin que menoscabe la eficacia de las decisiones que en el or¬ 
den judicial se hayan adoptado o puedan adoptarse en lo su¬ 
cesivo referente a la propiedad o posesión definitiva del bal¬ 
neario. (Real decreto 5 Diciembre 1901.) 

Piumoviaa competencia en la causa instruida contra un 
droguero por el hecho de expender al por menor, y sin cum¬ 
plimiento de formalidades de ningún género, drogas y pro¬ 
ductos exclusivamente medicinales y substancias venenosas, 

se resuelve a favor de la Autoridad judicial estableciendo la 
siguiente doctrina: u 

nifiítamen^ . dd SUm / río no están comprendidos ma¬ 
netamente en la disposición contenida en el art. 74 de las 

en el Código penal. g P or ^ner sanción expresa 
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Atendidas la naturaleza y circuntancias de los hechos de¬ 
nunciados, pudieran éstos hallarse comprendidos en la san 
ción establecida en el art. 352 del Código penal vigente. 

El Tribunal Supremo, en diversas sentencias, tiene decla¬ 
rado que las Ordenanzas de Farmacia no tienen carácter de 
ley ptnal especial, pues la infracción de sus disposiciones sólo 
puede ser corregida gubernativamente como falta cuando ésta 
no se halle comprendida en el Código penal, o cuando no 
implica la comisión de un delito de que deban conocer los 
Tribunales de justicia. (Real decreto 22 Mayo 1907.) 


Art. 43. El Gobernador instruirá por sí mis¬ 
mo o por sus delegados las primeras diligencias 
con ocasión de delitos o faltas cuyo descubri¬ 
miento se deba a sus disposiciones o agentes, en¬ 
tregando los detenidos al Tribunal competente, 
con las diligencias que hubiere practicado, dentro 
de las veinticuatro horas siguientes al acto de la 
detención. 

Una vez entregados a los Tribunales los dete 
nidos como delincuentes, con las diligencias, se 
entenderá reconocida por el Gobernador la juris¬ 
dicción del Juzgado o Tribunal, y no podrá pro 
mover competencia en la misma causa. 

Art. 44. Corresponde al Gobernador dar o 
negar permiso para las funciones públicas que 
hayan de celebrarse en el lugar de su residencia, 
y presidir estos actos cuando lo estime conve- 

Cuando se tratare de espectáculos públicos al 
aire libre en puntos en que no resida el Goberna¬ 
dor y que puedan comprometer el orden público, 
los Alcaldes deberán solicitar, con la posible anti¬ 
cipación, el permiso de aquella autoridad, que po¬ 
drá concederlo o negarlo y también presidir los 
espectáculos citados si los juzga conveniente. 


Sobre reuniones pública, policía de imprenta, espectácu¬ 
los etc., véanse las disposiciones vigentes insertas en ei vo¬ 
lumen de esta Biblioteca titulado (jwshlua m / <■--- 
Monarquía. 


f! t¡¡ 
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88TATJTO IKO VIACIAL 


1 URISP —El funcionamiento de unos aparatos automáticos 
autorizados por el Gobernador no constituye función publica 
a los efectos P de este artículo, ni esta autorización es obstáculo 
para que los Tribunales interpongan su acción para averiguar 
«i en él se cometen transgresiones penales. (Real decreto 5 


Agosto 1904.) . , 

_Suscitada cuestión de competencia con motivo de causa 

seguida por supuesto delito de desobediencia grave al Alcalde 
al impedir éste por evitar la repetición de hechos tumultuosos, 
que se llevase a efecto cierta fiesta, tratándose de la prohibi¬ 
ción de un espectáculo al aire libre en punto en que no residía 
el Gobernador, y que podía comprometer el orden público, las 
facultades prohibitivas del mismo, por lo que al Alcalde atañe, 
se encontraban limitadas por la autorización que pudiera dar 
aquella Autoridad gubernativa. Al haber obrado sin esta auto¬ 
rización pudo excederse el Alcalde de las atribuciones que el 
art. 25 le confiere, y en su virtud, existe por resolver una 
cuestión previa. (Real decreto 18 Mayo 1907.) 


Art. 45. Corresponde a !os Gobernadores 
civiles promover cuestiones de competencia a los 
Tribunales y Juzgados de todos los órdenes en la 
forma establecida por el Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, con excepción de los casos 
previstos en el capítulo VIII del Reglamento de 
procedimiento económico administrativo aproba¬ 
do por Real decreto de 29 de Julio de 1924, y en 
el título X del Reglamento de procedimiento en 
materia municipal, aprobado por Real decreto de 
23 de Agosto de 1924. 


El Real decret j de 8 de Septiembre de 1887, que dicta re¬ 
glas para dirimir los conflictos de jurisdicción que ocurran 
entre las Autoridades administrativas y las judiciales, véase en 
la Gaceta del 12 de dicho mes. 

Los Reglamentos de procedimiento que en este articulo se 

ílmwLlTK de “ U “ ,r * " Bibli0, " :a 

reau J eHr S fí~x eC il arad | 0 por el Goberní »dor no haber lugar a 
í!i q nr ! Tnbunales sobre el conocimiento de un asunto 
tal providencia no puede ser revocada por el mismo Gober! 

na or, sino por la superioridad. (Real decreto 17 Marzo 1891.) 
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DE fiOS GOBERNADORES CIVILES 


Art. 46. Corresponde también al Gober- 
nador: 

1 • r f i IOS servicios de Go¬ 

bernación, Instrucción pública, Fomento, Traba¬ 
jo, Comercio e Industria, y demás a cargo del 
Estado, la autoridad y atribuciones que se le con¬ 
fieran por ésta o por cualesquiera otras leyes 
decretos, órdenes y disposiciones del Gobierno! 

2 0 Suspender los acuerdos de la Diputación 
o de la Comisión provincial cuando proceda, se¬ 
gún las disposiciones de esta Ley, dando cuenta 
razonada al Gobierno dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes a la suspensión y ponién¬ 
dola también en conocimiento de la Corporación. 

5.° Desempeñar las funciones disciplinarias 
que respecto a los Alcaldes y Concejales estable¬ 
ce el art. 274 del Estatuto municipal, iniciar los 
expedientes de exoneración de Alcaldes con arre¬ 
glo a lo prevenido en el art. 277, ysejercerlas 
demás atribuciones que le confiere dicho Cuerpo 
legal. 

4.° Ejercer, en nombre del Gobierno, la más 
alta inspección sobre ¡os actos y servicios de la 
Administraccipn provincia!, comprobando el esta¬ 
do de sus Cajas, archivos y cuentas, y cuiciando 
de que se cumplan las leyes y disposiciones gene¬ 
rales y los acuerdos de la Diputación y de la Co¬ 


misión provincial, 

5.° Elevar a la Presidencia del Consejo de 
Ministros, cada año, una Memoria descriptiva del 
estado de la provincia y de la administración, 
proponiendo cuanto pueda contribuir al adelanto 
y desarrollo intelectual y moral del país y a to 
mentó de sus intereses materiales. ... 

Los Gobernadores civiles no podran ¡nocuticar 

*.. declara- 


o revocar sus resoluciones enanco sean m 


torias de clerecía 


)8 O 


1 8 y; > n ser v i ¡i o de ba se a sen 


tencias judiciales. 


;h 


p 


l . ./•'</ >'< / (» uH* ¡ f l C1 jall - 

u^dm incurrir en respon 
extra 


pencia 

o 
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Art. 274. Los Alcaldes y Concejales 
jnsabilidad administrativa por negli- 
limiiaciót/o desobediencia, en su caso, en e 
cumplimiento de las obligaciones que tienen como plegados 
del v jobierno. Los Gobernadores podran corregir a 
des o a quienes hagan sus veces por los actos u omisiones que 
realicen en el cumplimiento de las expresadas funciones, con 
multas de 25 a 50o pesetas, según la siguiente escala:.... 

Art. 277. Li procedimiento para acordar la exoneración 
será el siguiente: i.° Los Gobernadores civiles, previa audien¬ 
cia del interesado, elevarán la propuesta razonada al Ministerio 
de la Gobernación, que la tramitará y someterá a la resolución 
del Consejo de Ministros. 2. 0 El acuerdo del Consejo de Mi¬ 
nistros, caso de ser aprobada la propuesta del Gobernador 
civil, habrá de dictarse en forma de Real orden publicada en 
la Gaceta . 3. 0 Sin esta publicidad no podrá cesrr en las fun¬ 
ciones a que afecte la exoneración el Alcalde de que se trate, 
ni posesionarse quien en ellas haya de sustituirle». 

Precedentes: 

No obstante el silencio de la Ley, se comprende fácilmente 
que el Gobierno ha de dictar, aun en los casos que no haya 
reclamación de parte, la resolución oportuna; porque si no 
fuese para este fin, no tendría objeto que el Gobernador le 
manifestase haber suspendido algún acuerdo; porque sólo el 
Gobierno tiene facultades para revocar los acuerdos de las Cor¬ 
poraciones provinciales que no se conforman con las leyes, y 
porque si no fuese así, había de suceder una de estas dos 
cosas igualmente inadmisible: que una providencia de suspen¬ 
sión (y por tanto interina) se convirtiese en definitiva, o que 
por el hecho de transcurrir cierto tiempo prevaleciese un 
acuerdo ilegal. (Real orden 19 Abril 1884.) 

La facultad que se concede al Gobernador se refiere al 
caso de las sesiones que la Diputación celebra una vez cons- 
muida definitivamente, puesto que sólo en estas sesiones pue¬ 
den tratarse asuntos relacionados con la Administración pro¬ 
vincial, de que es Jefe el Gobernador, y por lo cual la lev le 
faculta para presidir con voto esas sesiones y promover en 
el as cuanto sea uti al bien de la provincia. Dicha facultad no 
es aplicable a aquellas sesiones que celebra la Diputación des¬ 
de la constitución interina hasta la definitiva, p ues en és-as 
todos los acuerdos versan sobre materia extrañí a la bestión 
directa e inmediata de los asuntos de la provincia, y por eso 
a ley ha quendo reservarlos a la exclusiva intervención L u! 
íputados electos alejando la personalidad del representante 
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del Gobierno, de controversias electorales en que desgraciada 

mente tercia la pasión política. (Real orden 14 Noviera 
bre 1892.) 

JURISP.—Los Gobernadores pueden revocar o modificar 
sus providencias cuando constituyen simples medidas de poli- 
cía. (S. 6 Noviembre de 1891.) v 

—No procede el requerimiento de inhibición hecho por un 
Gobernador, cuando aparece que anteriormente había dictado 
otra providencia que, por no haberse interpuesto contra ella 
el recurso de .apelación, quedó firme, en la cual resolvió que 
no procedía requerir de inhibición al Juzgado. (Real decreto 
de 3t Agosto de 1898.) 

—Se prohíbe a los Gabernadores reformar sus propias pro¬ 
videncias, entre otros casos, cuando hayan sido declaratorias 
de derechos. (S. 15 Julio y 12 Diciembre 1901 y 28 Junio 
de 1907.) 

—Teniendo la alzada por objeto remediar las demasías en 
que los Gobernadores pueden caer, en pocos casos habrá sido 
mayor la extralimitación de poder que en el presente, en que 
el Gobernador, con violación expresa y terminante del art. 29, 
anuló lo resuelto meses antes, por el propio Gobernador civil. 
(S. 4 Noviembre 1901.) 


AH. 47. Será exigible ante la Sala segunda 
del Tribunal Supremo la responsabilidad en que 
incurran los Gobernadores civiles por delitos co¬ 
metidos en el ejercicio de su cargo. 


La Ley Orgánica del Poder judicial, de fecha 15 de Sep¬ 
tiembre de 1870, en su art. 281, dispuso que la Sala tercera, 
hoy la segunda, del Tribunal Supremo d|oe conocer de ias 
causas contras los Consejeros de Estado, Ministros del i rabanal 
de Cuentas, Subsecretarios, Directores, jefes de las Oficinas 
generales del Estado, Gobernadores de provnma, icmbija- 
dores, Ministros plenipotenciarios y encargados de negocios, 
siempre que estuvieren en servicio activo. 

_Véase la L®y de 5 de Abril de 1904 y Reglamente de 22 

de Septiembre del mismo año. 

Art. 48. Lo dipuesto en este capítulo no será 
óbice para que la Dirección general de Segundad 
ejerza las facultades que le conceden las cuspo- 
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estatuto pbovincial 
bíicoenla capital déla nación. 

TITULO III 

De las Diputaciones provinciales (1). 

CAPITULO PRIMERO 
elección de los diputados provinciales 


Sección primera. 

Disposiciones comunes a todos los Diputados 

provinciales. 


Art. 49. En toda Diputación habrá Diputa¬ 
dos directos y corporativos, titulares y suplentes, 
elegidos en la forma que determina esta Ley. 

Cada Diputado titular tendrá un suplente per¬ 
sonal que ha de sustituirle en su ausencia, cual¬ 
quiera que sea la causa de ésta, dando previo 
aviso al Presidente de la Diputación. 

Si faltaren en el titular y el suplente, la sustitu¬ 
ción se hará por el Presidente en la siguiente 
forma: cuando se trate de Diputados provinciales 
directos, llamando a los demás suplentes de la 
misma lista a que pertenezca el titular, por el 
orden de mayor a menor votación, y caso de em- 


(i) Se reduce el número de Diputados, clasificándolos en 
corporativos, o representantes de los Ayuntamientos, y direc¬ 
tos, con representación proporcional y circunscripción pro¬ 
vincial única; en igual número unos y otros, desde cinco a 
nueve en cada clase. Por esta honda transformación, es de 

i . — i . . , ^ ^ intereses genera- 

les de la provincia, se desenvuelva sin la rémora política de 
que se acusaba a estas Corporaciones V ’ 
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¿ate por el de colocación en la lista, y si en ella 
altaren suplentes, se acudirá a los de otras con 
el mismo criterio de votación entre listas, primero 
y entre electos, después, y en su defecto de co¬ 
locación en la lista; y cuando se trate de Diputa¬ 
dos provinciales corporativos, por el orden de 
Votación entre los respetivos suplentes, y caso de 
empate, por el de mayor a menor edad. 

Art» 50. Habrá elección parcial para cubrir 
vacantes en el tiempo intermedio hasta la próxima 
elección ordinaria: l.° Cuando al constituírsela 
Corporación, cada seis años, resulte incompleta, 
en cualquier número, aun llamando a los Diputa¬ 
dos suplentes. 2.° Cuando después de constituir 
se la Diputación deje de haber Diputados, titu¬ 
lares y suplentes, admitidos a ejercer los cargos, 
en número bastante para completar dos terceras 
partes de la Diputación, o la Comisión, faltando 
más de un año para la renovación. Esta fracción 
se computará por separado con relación a cada 
clase de Diputados, o sea, directos y corporati¬ 
vos. En ningún caso podrá haber más Diputados 
corporativos que directos, ni viceversa, por razón 
de vacantes. Para evitar esto, y además, siem¬ 
pre que por cualquier circunstancia sea preciso 
proveer interinamente, y tan sólo hasta que en 
su caso se celebre la elección, todos o parte 
de los cargos de Diputado provincial, se tendrá 
en cuenta lo prevenido’ en el art. 91 del Estatuto 
municipal, que será de rigurosa aplicac ón, bien 
entendido que los ex Diputados han de ser llama 
dos con separación de clases, conforme a lo pre¬ 
venido en el párrafo último del artículo anterior. 


Estatuto nmnicipitl. — ^hxi- 9 1 * ^ suspensión o destitu 
:ión afectasen a más de tma tercera parte de ios concejales, 

titulares o suplentes, actuaran hasta cjue se ver*, que a e ec 
:ión a que se refiere éi artíanterior, en el numero preciso. 


os C rt 


jileen ai'rs í í 


lluras v 


suplentes del anterior tnerno. 


v 
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i , ? n ,, n /jit-rno v antepenúltimos, que 
estos no oastareu, .os de. pt _ - e^mismo Juez instrocior 

T OT -TrSSu.«* y •»«*• 

con prc lerenda d- los u _ ^ ^ g hubiesen 

clase, de los mas recientes, y *■ ’ t tuviesen mavor 

obtenido mayor votación, o, caso de empate, tuviesen may 

edad». 


ArJ. 51. Para ser proclamado candidato por 
la Junta del Censo, será preciso reunir linaje 
las siguientes condiciones: 1. a Haber desempeña 
do el cargo de Concejal, el de Diputado provin¬ 
cial o regional, el de Diputado a Cortes o el de 
Senador por elección dentro de la misma provin 
cia. 2 a Ser propuesto como tal candidato por 
dos Diputados o ex Diputados provinciales o re¬ 
gionales, dos Diputados o ex Diputados a Cortes, 
o dos Senadores o ex Senadores de la misma pro¬ 
vincia. 3. a Ser propuesto por la centésima parte 
del número total de electores inscriptos en el Cen¬ 
so electoral de la provincia, en la forma ordenada 
por el art. 25 de la Ley Electoral, o en la autori¬ 
zada por el 54 del Estatuto municipal, y en las 
Secciones que el aspirante designe. 4. a Ser pro¬ 
puesto por Ayuntamientos cuyo número de Con¬ 
cejales sea al menos una vigésima parte del total 
de éstos existentes en la provincia. Para este 
cómputo se tomará en cuenta el número legal de 
Concejales que formen las Corporaciones que 
adopten el acuerdo, aunque éste no haya sido 
unánime. Este medio de proclamación sólo será 
aplicable a los Diputados corporativos; el terce¬ 
ro, únicamente a los directos, y los dos primeros 
a una y otra clase de Diputados provinciales. 


Texto del art. 2 y de la Ley de 8 de Agosto de iqu 7 - 

«Q.uien aspire a ser proclamado, en virtud de propuesta de 

iebe I'r S> C ° nf0rme alC3S0 ÚltimodeI articuloTnteHor 
deberá requerir, coa tres días de anticmacirV, a l p““ • / ’ 

de la Junta municipal del Censo para que o deúe a 

y Ad¡ unt o s de Seccio/es 
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constituyan las Mesas correspondientes el jueves que preceda 
al domingo señalado para proclamar candidatos. 

De tal requerimiento deberá darle recibo el Presidente de 
la Junta municipal. 

Acto continuo, el Presidente expedirá las órdenes para que 
en dicho día se constituyan las Mesas a las ocho en punto de 
la mañana, en los lOwales que, según el art. 22, tuviesen se¬ 
ñalados las Juntas municipales. Constituidas las Mesas, for¬ 
maran tantas listas cuantas sean las personas que al Presiden¬ 
te de la Junta municipal del Censo hayan hecho el requeri¬ 
miento, anotando en la de cada peticionario los nombres y 
apellidos de sus proponentes. La propuesta será oral, y cada 
elector no podrá proponer más que un candidato; pero cuando 
la elección fuese de más de un Diputado o Concejal, hasta 
cuatro, podrá d signar uno menos del número de los que 
hayan de ser elegidos, dos menos si se eligiesen más de cua¬ 
tro, tres menos si se eligiesen más de ocho, y cuatro menos 
si se eligen más de 10. 

El Presidente tendrá una lista de electores de la Sección, 
y cuidará de smalar en ella a los proponientes, para evitar 
que un mismo elector proponga dos veces. 

Las dudas que surgieren acerca de la identidad personal de 
los electores, serán tratadas y resueltas de igual modo que 
cuando se susciten en la votación electoral. 

Los Adjuntos llevarán las listas délos randidatos y de sus 
proponentes. A las cuatro de la tarde terminará el acto, expi¬ 
diendo la Misa un certificado a cada cual de los candidatos 
designados, para hacer constar el número y los nombres de 

los electores que le han propuesto. 

Firmarán este certificado los tres individuos de la Mesa, y 
se entregará al interésalo, o se tendrá a su disposición, para 
cuando fuese reclamado por el o por Apoderado en forma* 
Otro certificado igual se remitirá por el correo inmediato a la 
Junta provincial o a la municipal donde haya de hacerse, se¬ 
gún los casos, la proclamación de candidatos. 

Cuando dicha Junta resida en el término municipal 


se han hecho las 

enviarse ñor ei correo. 


i ues tas. 


las certificaciones, en 
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vez de 


se entregaran a 


la mano al Presidente 


de ella, baio recibo 


\uio municipal 
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•«!to en ¡a ley viente sobre propuesta de candidatos No 
obsuor:, la Dropuesta por los electores podra hacera., 0 
por medio de la antevotactón, que regala el art. 5 ¿ 

1%, o bien por medio de escrito en que consten palizadas 

notarialmente las firmas de ios proponei“. Rectores con 
ipual, cuando menos, a una vigésima parte de electores, con 

expresa indicación, certificada por la Junta municipal del 
Censo, de la profesión y número de orden que aquellos tie¬ 
nen en las listas del Censo. 

Las propuestas de listas, una vez formuladas, serán irrevo¬ 
cables, salvo en cuanto a los candidatos cuya aceptación pre¬ 
via no hubiese obtenido el proponente. La Junta municipal 
del Censo podrá exigir que se justifique esa aceptación, ya 
con manifestación verbal, ya con manifestación escrita del 


propuesto. 

La Junta municipal numerará las listas por el orden de su 
presentación, y expedirá, a solicitud de los interesados, reci¬ 
bo expresivo del número, denominación oficial de la lista, y 
nombre de los candidatos que la integren. 

Dentro di los tres días siguientes a su priseutación, se 
harán púb’icas las listas por medio de un número extraordina¬ 
rio del Boletín Oficial. Las Juntas municipales del Censo, 
además de enviarlas al Presidente de la Junta provincial, las 
publicarán del modo acostumbrado en el tablón de anuncios 
del Ayuntamiento.» 


Ai-t. 52. No se computarán a los Diputados 
electos los votos que hubieren obtenido en las 
localidades en que ejercieren autoridad al verifi¬ 
carse las elecciones, o la hubieran ejercido un 
año antes, aunque esta autoridad corresponda a 

unciones municipales o a cargos desempeñados 
en comisión. 

Se exceptúan de esta disposición el Presidente 
y los Diputados provinciales, que podrán ser 

reelegidos por una vez, y en todo caso, los Di- 

cargo Je Conceja! 68 corp0ratiVos - e " cuanto a su 

ar,!^á”íío g a C »í> r de a U Ó |"y dLgádT.’si bien“'í''" 
coa ampliación del plazo de un año en' War H* * V1 gente 
q»= aquélla fijaba, recayb la 
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JURISP.—Las Diputaciones provinciales no pueden ex¬ 
cluir de su seno a un Diputado por haber ejercido autoridad 
en los seis meses anteriores a la elección y sin anuncilr la 
vacante proclamar Diputado al que obtuvo mayoría de votos 
después de aquél, porque la resolución de que al electo se le 
aplique o no el art. 42, sólo compete a la Diputación en pri- 
ra instancia y a la Audiencia en segunda, puesto que se trata 
de invalidar o convalidar la elección; y por ello al admitir 
como Diputado a uno que carece de acta y al no anunciar la 

vacante, la Diputación infringe la ley. (Real orden 16 Enero 
de 1895.) 


Sección segunda. 

De los Diputados provinciales directos. 


■v 

Art. 53. La elección de Diputados provin¬ 
ciales directos tendrá lugar en la segunda quin¬ 
cena del décimo mes del año económico, cada 
seis, mediante convocatoria del Ministro de la 
Gobernación publicada en la Gaceta y el Boletín 
Oficial de cada provincia. En dicha convocatoria 
se fijarán las fechas de proclamación de candida¬ 
tos, Votación, escrutinio general y revisión del 
mismo por la Audiencia territorial. 

Entre el escrutinio y su revisión por la Audien¬ 
cia territorial en pleno, cuando proceda, deberán 
mediar a lo menos veinte días. En todo caso, la 
revisión ha de haberse practicado antes del día 
1.” del último mes del año económico. 

Cualquiera que sea la fecha de la primera con¬ 
vocatoria, las siguientes han de verificarse en el 

año a que no correspondan 
les, para lo cual el Gobierno podra reducir a _ _ 
co la duración del mandato de los primeros 1 
putados directos que se elijan conforme a este 


E ArfcM. Para la elección de los Diputados 
provinciales directos, así los titulares como os 
suplentes, formará .ada provincia una sola cir- 
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JU1 Al* 


cSos C que se V hayan C fiiádo paralas elecciones 

municipales. _ . _ o*-ó a\kúa\Aí\ 


^Nootefante, Baleares se considerara dividida 
en tres circunscripciones: Mallorca, con cuatro 

Diputados directos; Menorca, con dos, e Ibiza 

El procedimiento electoral será el de represen¬ 
tación proporcional. 

Art. 55* No obstante lo dispuesto en el ar¬ 
tículo anterior, en aquellas provincias cuya capi¬ 
tal tenga un Censo de electores igual o superior 
al de todos los demás Municipios reunidos, el 
Gobierno podrá formar dos circunscripciones: 
una, constituida por la capital, y *la otra por el 
resto de la provincia. A cada una de dichas cir¬ 
cunscripciones se le asignará por la Junta pro¬ 
vincial del Censo el número de Diputados provin¬ 
ciales que proporcionalmente proceda, según el 
de electores que respectivamente tengan. 

Art. 56. En todo lo relativo a régimen elec¬ 
toral de Diputados provinciales directos, titulares 
y suplentes, regirá lo dispuesto por los arts. 44, 
48, 50, 51, 52, párrafo l.°, 53, 62 y 65 a 69 del 

Estatuto municipal con las siguientes modifica¬ 
ciones: 

A) Las funciones atribuidas a las Juntas mu- 

fosTo^o^o 0 ^ 80 '® 11 los arts. 53, 54, párra- 
• . ’a v ^ 8.'.\ y 61 del Estatuto tnuni- 

ípa , serán desempeñadas por las provinciales. 

cien c ?n l e T es de obtenerse el segundo co- 
Estetuto r Í \Z maqüe establece el art. 62 del 

didatos se nmelífm e ^r?- te entre dos o más can 
edad. ’ ^ mara Diputado al que tenga más 

cantL L en Dobl«p 3 ii > „ r °'' Ínc!ales del Cens0 radi ' 

rritorial serán nrcaílfn'' 116 ten:dan Audiencia te 
’ rM P resid Uas por su Vicepresidente 
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en las sesiones relativas a elecciones tic Diputa¬ 
dos provinciales. 

D) Los documentos electorales <|iie en elec¬ 
ciones de Diputados a Cortes deban ser remiti¬ 
dos a la Junta central del Censo, según los ar¬ 
tículos 45, 47 y 55 de la Ley electoral, serán 
enviados con iguales formalidades al Presidente 
de la Audiencia territorial a cuya demarcación 
corresponda la provincia, en las elecciones de 
Diputados provinciales. 

Los certificados que menciona el último párrafo 
del art. 51 de la citada ley, serán presentados por 
los candidatos en la Secretaría de Gobierno de 
la Audiencia territoria. 

E) Contra la declaración de vacantes hecha 
por la Comisión provincial, procederá el recurso 
de nulidad por infracción de ley ante la Sala de 
los civil de la Audiencia territorial, que habrá de 
resolverlo en plazo de un mes. 

F) En todo lo no previsto por los preceptos 
del Estatuto municipal enumerados en este ar¬ 
tículo, será de aplicación lo dispuesto por la Ley 
de 8 de Agosto de 1907. 

Véase nuestra edición del Estatuto municipal, debidamente 
anotada y con disposiciones complementarias. 

Estatuto municipal. «Art. 62. El total de los residuos de 
votos que contuviesen las listas, se dividirá por el número de 
puestos que quedase sin proveer, más uno, y este nuevo co¬ 
ciente determinará quiénes han de ser elegidos pata ocuparlos. 
Si quedase un puesto vacante, se adjudicará a la lista que ten- 
gan mayor residuo; si quedaren dos o más, a los ru., ; vre¬ 
siduos siguientes.» 


Le y Electoral de S de .ic,¡"do <»; 

«Art. 45. Termina lo el escruiino en cada cuicg'■ se 
blicará inmediatamente por certificación que --cí-c 
otero de votos obtenidos por cada ce Cr > na* 
sin demora alguna en la paite te ó* d - :. • . ■ - V" - 

cío en que se haya verifica'!-» ó ' 
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Eu el acto se expedirán las certificaciones de «ao'úno j« 
soliciten los candidatos, sus Interventores o representan 

aUt «Art! d 4°7- Dos co P ias literales de laS aCt3 . S d f COnSt 'MPma 

d* la Mesa y de la elección verificada, autorizada esta ultim 
por todos los individuos de aquélla, serán entregadas inme- 
diatamente en la Administración o Estafeta mas próxima, en 
pliegos cerrados, en cuya cubierta certificarán de su contenido 

los expresados individuos de la Mesa. ., . . 

El Administrador del Correo dará recibo, con expresión dei 
día y hora en que le fueron entregados, de los pliegos y del 
contenido total del sobre, y, certificados.... 

La entrega de estos pliegos en la Administración de Correos 
deberá hacerla el Presidente de la Mesa con los Interventores 
nombrados por los candidatos, o los adjuntos en su defecto, 
siendo uno y otros responsables de la omisión o retraso que 
no estén plenamente justificados en el cumplimiento de esta 
obligación. 

Cuando los pliegos hayan de remitirse a Presidentes de la 
Junta que residan en la misma población que las Mesas elec¬ 
torales, se entregarán personalmente en las respectivas Secre¬ 
tarias, bajo recibo. 

«Art. 51 .... A ambos candidatos se les dará en tal caso 
por el Presidente de la Junta, en vez de la credencial, un cer¬ 
tificado del número de votos escrutados a cada cual, y expre¬ 
sivo de las circunstancias de no haberse escrutado los de una 
o más secciones (las que fuesen) por haber actas dobles que 
afectan al resultado de la elección. Estos certificados serán 
presentados por los candidatos en las Secretarías del Congreso 
de los Diputados o del Ayuntamiento, en sus respectivos casos, 
para la resolución que en su dia proceda.» 

Los sellos que han de reconocerse y adverarse son los que 
las oficinas de Correos hayan estampado en los pliegos cerra¬ 
dos para dar más garantía al certificado de la misma. (Acuer¬ 
do J. L. 2 Junio 1909). 

El art. 53, que de dicha Ley Electoral, cita este precepto 

' r '«' tE P0 ' d “'" ¡cado I* J»»ta es?ru- 

tadora, y a las protestas y reclamaciones que se formulen. 

el íúrnenfrip rw cad ^ Diputación provincial habrá 
num ero de Dip Utados provinciales directos ti¬ 
tulares que a continuación se detalla: 






DIPUTADOS I) RECTOS 




Alava. 

Albacete. 

Alicante. 

Almería. 

Avila. 

Badajoz. 

Baleares. 

Barcelona. 

Burgos. 

Cáceres. 

Cádiz. 

Castellón. 

Ciudad Real. 

Córdoba. 

Coruña. 

Cuenca. 

Gerona.... 

Granada. 

Guadalajara. 

Guipúzcoa..... 

Huelva. 

Huesca. 

Jaén. 

León.*. 

Lérida. 

Logroño. 

Lugo.... 

/viudrid. 

Málaga... 

Murcia.. • • • • 

O vied o. 

Palencia. 

Pontevedra. 

Salamanca.. 

Santander 

Segovia.. • • 

Sevilla. . 

Soria......... $ • * • • 
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Tarragona 

Teruel.... 
Toledo.. • 
Valencia.. 
Vailadolid. 
Vizcaya... 
Zamora... 
Zaragoza. 



Sección tercera. 

De los Diputados provinciales corporativos. 

Art. 58. En cada Diputación habrá un nú¬ 
mero de Diputados provinciales corporativos igual 
al de los directos, cuya designación será hecha 
por los Ayuntamientos de la provincia, consti¬ 
tuidos a este efecto en Colegios electorales. 
Sólo podrán ser Diputados corporativos los Con¬ 
cejales de Ayuntamientos de la provincia, sean 
directos o corporativos, titulares o suplentes. 

Art. 59. Baleares se dividirá, para la elec¬ 
ción de Diputados corporativos, en las mismas 
circunscripciones establecidas para la de Diputa¬ 
dos provinciales directos. 

En las provincias cuya capital tenga un Censo 
de electores igual o superior al de todos los 
demás Municipios reunidos, será aplicable lo dis¬ 
puesto en el art. 55. 

Art 60. El mandato de los Diputados pro 
viudales corporativos será bienal. No obstante, 
cesarán en sus cargos, aunque no haya trans 
currido el bienio, cuando por. cualquier motivo 
sean destituidos o suspendidos en el de Concejal 
o legalmente dejen de pertenecer a la Corpora¬ 
ción municipal. Si la suspensión quedare sin efec¬ 
to, recobrarán el cargo de Diputado, salvo cuan¬ 
do hubiese transcurrido ya el expresado bienio 

Art. 61. Las elecciones de Diputados pro- 
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Vinciales corporativos se ventarán los años en 
que haya correspondido renovación de Diputados 
directos, el domingo siguiente al de la elección 
de éstos; y los demás años, en la primera quince 
na del undécimo mes del ejercicio económico. Al 
efecto, el Gobernador civil publicará en el Bole 
tia Oficial la oportuna convocatoria, señalando 
el domingo en que han de reunirse todos los 
Ayuntamientos de la provincia, a las diez de la 
mañana, para llevar a cabo esta elección, y las 
fechas de proclamación de candidatos, escrutinio 
y revisión del mismo por la Audiencia territorial. 

&í‘t. 32. La proclamación de candidatos ten¬ 
drá lugar ante ia Junta provincial del Censo, el 
mismo día en que se verifique la de los candida¬ 
tos a Diputados directos, en su caso; y si no pre¬ 
cediese esta elección, el domingo anterior al que 
se señale para la de los corporativos, conforme a 
lo prevenido en el art. 51 de esta Ley, y el 2i de 
la de 8 de Agosto de 1907. Las propuestas serán 
unipersonales. El candidato podrá ejercitar los 
derechos que reconocen los arts. 29 y 31, párra 
fo l.° de la citada Ley Electoral. 


JURISP.—No debe confundirse la documentación necesa¬ 
ria que exige el art. 24 de la Ley Electoral para la propuesta 
a fin de ser declarados candidatos, con los poderes que el ar¬ 
tículo 31 de la misma Ley determina y que ha de otorgar el 
ya proclamado como tal candidato para designar en forma a 
los individuos que le representen en sus reclamaciones en los 
colegios electorales y en las sesiones de escrutinio general. 
La documentación primera ha de estar limitada a la propues¬ 
ta para la declaración de candidatos y tiene que ser formulada 
y autorizada con las firmas de las entidades que dicho art. 24 
específica en sus condiciones i» a y 2. a , las cuales entidades 
deberán atenerse a la redacción de ese artículo» a hn de que 
las propuestas no puedan ser rechazadas por las Juntas provin¬ 
ciales, por no reunir las condiciones que la Ley exige. (Real 
orden 28 Abril 1910.) 

(Jo Diputado en ejercicio por una circunscripción puede 
ser proclamado candidato por la misma, hacendó ía propuesta 
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„.„„»•» Je otro» Dipia.aJos o ex l>ip.»J os I»r I» pro- 

vmcia pues siendo nropueslos con arreglo a la condic • 

je e« arríenlo, para que al Diputado en ejercicio se le pro¬ 
clame candidato, es preciso que lo haya solicitado para si con 
otro, a tenor de la regla 2. a , por no serle aplicable la prim 
ra del articulo que anotamos. (Resolución Presidente Jun a 

La Real orden de 22 de Enero de 1891, estableció que r,o 
es necesaria la legalización notarial en las certificaciones que, 
pira acreditar las cualidades de ex Diputado o ex Senador, se 
expidan por las Secretadas de los respectivos Cuerpos Gole- 
gisladores, comprendiéndose en esta declaración las que tam¬ 
bién para fines electorales se refieran a Senadores o Diputa¬ 
dos en ejercicio. (Real o den 19 Febrero 1914.) 


Ley electoral que este articulo cita. —Art. 24. Serán pro¬ 
clamados candidatos por las Juntas provinciales o municipa-' 
les del Censo, según que se trate de elegir Diputados a Cor¬ 
tes o Conct jales, los que lo soliciten el domingo anterior al 
señalado para la elección, y reúnan alguna de las siguientes 
condiciones. 


Primera. Haber desempeñado el cargo de Diputado a Cor¬ 
tes, por elección del distrito, en elecciones generales o par¬ 
ciales; y para Concejal, haber sido elegido por el mismo tér¬ 
mino municipal. 

Segunda. En elecciones de Diputados a Cortes, ser pro¬ 
puesto como tal candidato por dos Senadores o ex Senadores, 
por dos Diputados o ex Diputados a Cortes por la misma 
provincia, o por tres Diputados o ex Diputados provinciales, 
siempre que todo o parte del territorio en que hayan sido 
elegidos esté comprendido en el distrito electoral. 

En las de Concejales, ser propuesto por dos Concejales o 
ex Concejales del mismo término municipal. 

Tercera. Haber sido propuesto como candidato por la vi¬ 
gésima parte del número total de electores del distrito ante 
las Mesas formadas por el Presidente y los dos adjuntos. 

Los candidatos a Concejales pedirán y obtendrán su pro¬ 
clamación como tales por un distrito determindo del Muni¬ 
cipio. 


Art. 29 En los distritos donde no resultaren proclama¬ 
dos candidatos en mayor número de los llamados a ser eleei- 

fe 0 s S ’rdev r a 0 d C l a r aC,ÓD • a ?" dÍdat0S e q ui ™le a su elección y 
les releva de la necesidad de someterse a ella. y 

1 precepto de este art. 29 autoriza, una vez constituidas 

J “"'“ P rov '" cUI « y municipales, para la designación dé 
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candidatos a Diputados a Cortes y Concejales, a considerar la 

proclamación equivalente a la elección, cuando no resulten 

proclamados en mayor i umero de los llamados a ser elegidos 

por el distrito, relevándoles de la necesidad de someterse 
a ella. 

Art. 31. Todo candidato puede dar poder en forma a los 
individuos que tenga por conveniente, con objeto de que le 
representen en sus reclamaciones en los colegios electorales, 
y no podrá negárseles la entrada en ellos a pretexto de no ser 
electores o vecinos, bastando solamente con que el apoderado 
exhiba la escritura notarial de mandato a su favor. 


- 63. Cada Ayuntamiento constituirá un 

Colegio electoral, en el que tendrán calidad de 
electores los Concejales en ejercicio, sean direc¬ 
tos o corporativos, titulares o suplentes. Se ex¬ 
ceptúan los Municipios que se rijan por el siste¬ 
ma de Concejo abierto, en los cuales serán elec¬ 
tores únicamente el Alcalde e individuos que for¬ 
men la Comisión permanente. 

La sesión municipal del domingo señalado para 
la elección de los Diputados corporativos tendrá 
carácter extraordinario y no podrá servir para 
adoptar otros acuerdos que los relacionados con 
el acto electoral. 

Art. 64. En cada Ayuntamiento constituirán 
la Mesa el Alcalde, como Presidente, y dos Con¬ 
cejales escrutadores designados por elección en 
que cada uno de los Concejales sólo podrá votar 
un nombre. El Secretario actuará como tal, exten¬ 
diendo la documentación correspondiente. 

Las papeletas de votación, depositadas por los 
Concejales en la urna y escrutadas por el Presi¬ 
dente a presencia de la Corporación, serán mar¬ 
cadas'con las firmas de! Alcaide y de los Conce¬ 
jales escrutadores, y con el sello del Ayuntamien¬ 
to cada una inmediatamente después de leída > 
antes de extraer otra, y todas otilarán unidas a. 
borrador del acta de la sesión sin perime**. «.*. 
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insertar normalmente esta acta en el libro de Jas 
dei Ayuntamiento, debiendo firmar dicho 
dor todos los Concejales que hayan asís tide» a Ja 
sesión electoral y que formen parte de la tom 
sión permanente, y los individuos de la Mesa 

El Alcalde y el Secretario serán personalmente 
responsables de la custodia, durante los dos anos 
subsiguientes, del borrador con las papeletas es 
cridadas. 

Art. 65. Una certificación del acta inserta 
en el libro, autorizada y visada en forma, será 
remitida el mismo día, bajo pliego certificado, en 
la estafeta más próxima, al Presidente de la 
Audiencia provincial a cuya demarcación corres 
ponda el Municipio. 

El acta del Ayuntamiento de la capital donde 
resida la Audiencia, también bajo pliego cerrado 
y sellado, será entregada directamente en la Se¬ 
cretaría de gobierno de la Audiencia, recogiendo 
recibo. 

Los Alcaldes expedirán, una vez hecho el es¬ 
crutinio de estas elecciones, certificados de su 
resultado, a los candidatos o apoderados suyos 
que los reclamasen; y le darán inmediata publici¬ 
dad en el tablón de edictos de la Casa Consis¬ 
torial. 

66- Los votos que resulten emitidos por 
los Concejales en elecciones de Diputados pro¬ 
vinciales corporativos tendrán para éstas valor 

proporcionado al número de electores del Muni 

cipio respectivo inscriptos en el Censo Al efecto 
la totalidad de los electores de cada Munido o 
inscriptos en el Censo será dividida por el núme¬ 
ro de Concejales directos titulares que corres¬ 
pondan al respectivo Ayuntamiento estando com¬ 
pleto, y el cociente de tal división expresará l] 
valor de voto de cada Concejal en los eS cr„M 
"'OS de las elecciones de Diputados provinciales' 

En los Municipios de régimen de Concejo 
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abierto, la división se hará entre el total de elec¬ 
tores que cada uno tenga y el de individuos que 
compongan la Comisión municipal permanente. 

Las Juntas provinciales del Censo, con la nece* 
saria anticipación, señalarán, según la regla enun¬ 
ciada en el párrafo anterior, los valores de los 
votos de los Concejales en todos los Ayuntamien¬ 
tos de la provincia, expresando los guarismos 
elementales junto al resultado de cada operación 
aritmética. Copias que podrán estar impresas, 
pero siempre revisadas, selladas y certificadas, 
deberán obrar en poder del Presidente de la 
Audiencia territorial, sin perjuicio de publicar 
dichos cómputos en el Boletín Oficial respec¬ 
tivo. 

Art 67. Cada elector en las elecciones de 
Diputados provinciales corporativos, si hubieran 
de ser nombrados dos de éstos, sólo podrá votar 
uno eficazmente; dos, si hubieren de ser nombra¬ 
dos tres; tres, si hubieren de ser nombrados cua¬ 
tro o cinco; cuatro, si hubieren de ser nombrados 
seis o siete; cinco, si hubieren de ser nombra¬ 
dos ocho, y seis, para nueve. 

Igual p-oporción se aplicará a los Diputados 

provinciales corporativos suplentes. 

Art. 68. En lo no previsto por los artículos 
anteriores, serán aplicables las reglas concer¬ 
nientes a la elección de Diputados provinciales 
directos. 


Sección cuarta. 

Del escrutinio y su revisión en las elecciones de 

Diputados provinciales. 

A«*t. 69 El escrutinio genera! se verificará, 
para toda clase de Diputados, ante la Junta pro¬ 
vincial del Censo, el jm-ves •••'órnenle al domingo 
en que haya tenido lugar : • e;.jcu->n re-, p- <» 


I 



m bbtatoto provincial 

i -.„d« aplicables al acto en lo no previsto en esta 

?íd1^"Ué>nol^rogae. S 

Art. 70. Cuando en el acto de la proclama 
ción de los electos, y dentro del termino legal no 
se hubieren formulado redamaciones ni protestas 
contra la validez de la elección ni sobre la aptitud 
íeaal de los electos, se estimara definitivo el es¬ 
crutinio verificado en la Junta provincial del 
Q enS o. 

Cuando hubiere reclamaciones o protestas, el 
escrutinio, sea de Diputados directos o de Dipu 
tados corporativos, será revisado por la Audien¬ 
cia territorial en pleno. 

Art. 71. Cualquier candidato o electo! ins¬ 
crito en los Censos municipales de la provincia, 
podrá reclamar contra la validez de las operacio¬ 
nes electorales y sobre la aptitud legal de los 
electos, sean directos o corporativos. 

Las relamaciones han de ser escritas y firma¬ 
das, debiendo presentarse, en su caso, con los 
comprobantes, dentro de los ocho días siguientes 
a ia terminación del escrutinio, ante el Presiden¬ 
te de la Audiencia territorial. 

Las reclamaciones y protestas estarán de ma¬ 
nifiesto en las Secretarías de Gobierno de las 
Audiencias durante cuatro días, a la disposición 
de los candidatos, de sus apoderados y de los 
electores, todos los cuales podrán presentar por 
escrito, durante los expresados cuatro días y 
cuarenta y ocho horas más, las alegaciones y 
pruebas que estimen oportunas. 

7í Ü' , ^ ldla señalado al efecto en la con 
vocatoriade la elección, se constituirá la Alidien- 

Madi^a° na en , pleno ' con e * c epción de los 

DrSei t 08 s “Pl en ^s, para verificar, cuando 

las rpr?á»i reVlslot l del escrutinio y examen de 
Ds reclamaciones formuladas. Los candidatos o 
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sus apoderados que lo deseen, serán oídos ver¬ 
balmente durante media hora, que el Tribunal 
podrá prorrogar cuando lo estime oportuno. 

La vista será pública, pudiendo reemplazar al 
interesado, para el informe, la persona que desig¬ 
ne previamente por escrito. El o los candidatos 
a quienes afecte la reclamación formulada, podrán 
hacer uso de la palabra, por sí mismos o por me¬ 
dio de tercera persona, durante el mismo tiempo 
concedido al informante. 

Los candidatos que pertenezcan a una misma 
lista podrán ser obligados a informar con una sola 
representación. 

Los candidatos serán autorizados, si lo solici 
taren, para servirse de taquígrafos, a f n de este¬ 
nografiar las alegaciones orales. 

El Tribunal, constituido en pleno, decidirá sin 
ulterior recurso, salvo el de responsabilidad, bien 
las proclamaciones sobre las cuales existiere re¬ 
paro, protesta o reclamación, o bien las anulacio¬ 
nes e incapacidades o incompatibilidades de los 
electos. 

También mandará sacar los tantos de culpa a 
que hubiere lugar para esclarecer y hacer efecti 
vas las responsabilidades que aparecieren indi¬ 
cadas. 

La nueva elección, cuando proceda, habrá de 
ser inmediatamente convocada por el Goberna¬ 
dor, una vez conocido el acuerdo del Tribunal, 
sin más demora que la indispensable para anun¬ 


ciarla 

Art. 73. Los acuerdos definitivos del Tribu¬ 
nal a que se refiere el artículo precedente habran 
de ser adoptados en el curso de la sesión respec¬ 
tiva, según lo que resulte de ella, de las actas de 
votación y de las comprobaciones aducidas con 
anterioridad, sin aplazarlos en caso alguno, ni 
siquiera con motivo de pesquisas, ¡ntormacione? 
o probanzas ulteriores 
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A-«. 74. En todo caso, la Audiencia lia de 
resolver con la antelación precisa para que, noti- 
ficado el acuerdo a los respectivos Gobernadores 
civiles, puedan constituirse las Dip "Aciones?' 
nrimer día del año económico. La Audiencia, sin 
perjuicio de los escritos y pruebas que presenten 
as partes, podrá reclamar con antelación a la 
vista, de todas las dependencias del hstado y 
Juntas del Censo, cuantos datos o documentos 
considere necesarios o útiles para el desempeño 
de su cometido, así como practicar informaciones 
valiéndose de las Autoridades judiciales de todo 
orden. 

Sus actuaciones se extenderán en papel de 
oficio, y ningún funcionario ni auxiliar de la Ad¬ 
ministración de justicia devengará en ellas dere¬ 
cho alguno. 

Art. 75. La Audiencia territorial, al revisar 
el acta del escrutinio general, deberá acordar 
una de las siguientes declaraciones: 

1° Validez de la elección y aptitud y capaci¬ 
dad de todos los candidatos proclamados. 

2. c Nulidad total o parcial de la elección veri¬ 
ficada y necesidad de hacer una nueva convoca¬ 
toria, total o parcial. 

.5-° Validez de la elección, nulidad total o par- 
cial de la proclamación hecha por la Junta Pro¬ 
vincial del Censo y consiguiente proclamación de 
todos o parte de los candidatos que aparecían 

parcial ° 8; se ^ n due a< 3 ue lla nulidad sea total o 

dad °dp V nn^ eZ a & ! a elección V aptitud y capaci- 

incaDacidaH^a^i ° S candidatos proclamados e 

eteión^iní °VS 8 !? nte8 ; ° validez de la 
proclamados. pac,dad de todos ,os candidatos 

casbdo I Hpi ldad Í a tal ° parcial de la elección y 

c í e e^ipedusnte ^.C 08 5 < "' e afecte 

expedente se desprendan indicios 
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suficientes de haber mediado venta de votos en 
forma y número de cierta importancia. 

El castigo, sin perjuicio de las demás sanciones 
penales que proceda, consistirá en inhabilitación 
para desempeñar cargos de elección popular du¬ 
rante un plazo máximo de seis años. 

Cuando se trate de Diputados corporativos, la 
Audiencia computará los votos emitidos por los 
Concejales, con arreglo a los coeficientes seña¬ 
lados por las Juntas provinciales, salvo el caso 
de haberse padecido en la estimación error arit¬ 
mético, que deberá corregir siempre que lo ad¬ 
vierta, expresando la enmienda en el acto del 
escrutinio. 


Para la declaración a que se refiere el núm. 5.°, 
será preciso reunir el voto favorable de las cuatro 
quintas partes de los Magistrados que formen el 
pleno de la Audiencia territorial. 

La Audiencia, para formular cualquiera de las 
declaraciones comprendidas en este artículo, po 
drá hacer descuentos parciales de votos, sin que 
por motivos que determinen la nulidad de una o 
varias Secciones y no de todas y que sean impu 
tables a uno o varios candidatos, pero no a todos, 
deba acordarse la nulidad tota! de una elección, 
a no ser que los votos anulados puedan en su 
cómputo alternativo decidir el resultado defi¬ 
nitivo. 

La capacidad y aptitud legal de los Diputados 
ha de referirse al momento de constituirse la 


Corporación. No obstante, la Audiencia territo¬ 
rial podrá formular declaración en esta materia, 
condicionándola el hecho de que cuando tenga 
lugar la constitución, haya desaparecido o sub¬ 


sista la circunstancia que ¡egalnn 
de incapacidad o incompatibilidad. 
Contra el acuerdo adapta Su p 


-■ea causa 


r la Audiencia 


terrib 
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Art 76- Verificada la revisión del escrutinio, 

lo, ac uerdos adoptados por la AudteKK> ten to- 

rial se comunicarán inmediatamente al Goberna 

dor civil, quien el mismo día acusara recibo 
ellos. 


CAPITULO II 

Uli LAS CONDICIONES DEL CARGO DE DIPU¬ 
TADO PROVINCIAL 

Arta 77. El cargo de Diputado provincial es 
gratuito, honorífico y no renunciable, salvo por 
justa causa, una vez aceptado. No obstante, los 
Diputados provinciales podrán percibir dietas 
por su asistencia a las sesiones cuando no tengan 
su residencia habitual en la capital de la provin¬ 
cia y sí en cualquier otro Municipio de ésta. 

Ar*. 78. Pueden ser Diputados provinciales 
quienes tengan aptitud para ser Concejales y 
sean naturales de la provincia o lleven dos años 
consecutivos de vecindad dentro de ella. 

Art. 79. Los cargos de Diputado provincial, 
titular o suplente, son incompatibles: 

1° Con el de Notario, Registrador de la Pro¬ 
piedad, Secretario judicial o cualquier otro de 
justicia municipal. 

-#> 

JURISP.— El cargo de Escribano de actuaciones es incom¬ 
patible con el de Diputado provincial, pues si bien np decla- 
** incompatibilidad ¡a Ley Provincial, lo hace la Ley Orgá¬ 
nica en el art. 474 relación con el ni, sin que arguya en 
contra de esta doctrina el que aquel cargo no sea incompati¬ 
ble con el de Diputado a Cortes, porque esta incompatibilidad 
no la establece la Ley Orgánica. (Sentencia 16 Marzo 1804 ) 

-Es incompatible el cargo de Escribano con el de Diputa¬ 
do provincial, debiendo declarar la incompatibilidad en uri- 
mera instancia la Diputación. (Sentencia jo Junio 1896.) 

2.° Con el desempeño de fundones públicas 
en cualquier forma retribuidas, aunque se hubiese 
renunciado o renunciase a la retribución. 


CONDIOrONKS DEL DIPUTADO r, ] 

Se exceptúa el Profesorado oficial del lisiado, 
Región o Municipio, en todos sus grados y espe¬ 
cialidades, cuando tengan su residencia en la min¬ 
ina capital de la provincia. 

5.° Con el de Alcalde, Teniente de Alcalde y 
Concejal jurado en todo caso, y con el de Conce 
jal, cuando se trate de Diputados directos Sin 
embargo, ninguna persona podrá ostentar simul¬ 
táneamente representación parlamentaria, pro¬ 
vincial o municipal. Si quien estuviese investido 
de dos cualesquiera, obtuviese la tercera, se en¬ 
tenderá nula la proclamación en cuanto a la últi¬ 
ma, salvo que antes de verificarse, el interesado 
hubiera renunciado a una de las otras dos. 

4.° Con el desempeño de cargos de Gerente, 
Director, Consejero, Administrador, Abogado o 
técnico de entidades o particulares que tengan 
concertado con la Diputación o sus establecimien 
tos suministros, obras o servicios de cualquier 
género. 

El Diputado provincial, titular o suplente elec¬ 
to, que ocho días después de la aprobación de su 
acta o de haberse declarado su incompatibilidad, 
no justificare ante la Secretaría de la Diputación 
haber renunciado el cargo que le haga incompati¬ 
ble, se entenderá que renuncia el de Diputado, el 
cual resultará, desde luego, vacante. 


JURISP.—-El plazo de ochenta días que la ley concede al 
Diputado para renunciar el cargo que le haga incompatible, 
no debe empezar a contarse hasta el día siguiente a! de ia te¬ 
cha de la declaración de incompatibilidad, y ia Diputación que 
anuncia la vacante sin esperar a que transcurra dicho termino 
comete una infracción de ley e impide a! electo el ejercicio 
legítimo de su derecho, (^rteaí orden 3 Enero 1893*) 

T_No puede considerarse incapacitado para desempeñar el 
cargo ele Diputado provincia! al Diputado electo que gratuita¬ 
mente había desempeñado el cargo de consultor facultativo 
corno nuestro de obras del Ayuntamiento cabeza de partido 
por donde lj.abía sido elegido, cuando aparece que renuncio 
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dicho c¿rg 
de 1899.) 


R8TATÜTO provincial 

O dentro del termino legal. (Rea! orden 24 Mayo 


Art. 80 En ningún caso pueden ser Diputa¬ 
dos provinciales ni suplentes. 

1. ' Los que hayan recibido órdenes sagradas, 

estén o no en funciones propias de su ministerio, 

así como los religiosos profesos. 

2. ° Los que estén interesados en contratas o 
suministros dentro de la provincia, po*" cuenta de 
Municipios o Mancomunidades municipales de la 
misma, de la Diputación, de la región o del Es¬ 


tado.- 

Si el interés consistiese en ser miembro o accio 
nista de Sociedad directamente ligada con la 
contrata o el suministro, la incapacidad se en 
tenderá circunscrita a quienes tengan cargo de 
gerencia o administración y a los partícipes en 
equivalencia de un 20 por 100 o más del capital 
social. 

3. ° Los deudores directa o subsidiariamente 
responsables a fondos municipales, provinciales, 
de la región o del Estado, contra quienes se hu¬ 
biera expedido mandamiento de apremio. 

4. ° Los que tengan entablada contienda judi¬ 
cial o administrativa con la Diputación o con es¬ 
tablecimientos sujetos a la dependencia y admi¬ 
nistración de ésta. 


5® Los recaudadores de contribuciones den¬ 
tro de su provincia, y sus fiadores. 

* * *o» S ’ n * ia k'ht a dos por sentencia judicial. 
Art. 8!. Las incapacidades podrán llegar a 
conocimiento oficial de la Diputación: 

nes’ afecte decIaración de los Di P a tados a quie* 

1 ^ Por manifestación o interrogación oue 
ta|a en ses.ón pública otro Diputado ' 

Vo p 0r < r 0mun '. caci(5n ^el Gobernador civil. 
Por ^"uncia de cualquier elector de la 
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provincia, dirigida al Presidente déla Uiputarión. 

Estas incapacidades surtirán sus electos en 
cualquier tiempo en que se produzcan o demues¬ 
tren, aunque se haya admitido y ejerza el cargo 
de Diputado la persona a quien afecten. 

La Diputación en pleno examinará y resolverá, 
bajo su responsabilidad, todos los casos de inca¬ 
pacidad, incompatibilidad o excusa en la primera 
de la sesiones que se celebre, inmediatamente 
después de haber llegado a su conocimiento di 
'chas circunstancias, salvo cuando hayan sido ob¬ 
jeto de fallo que la Audiencia dicte al revisar el 
escrutinio, conforme al art. 75. 

Contra el acuerdo que la Diputación adopte 
sobre la capacidad de cualquiera de sus miem 
bros, se dará el recurso de nulidad por infracción 
de ley ante la Sala de lo civil de la Audiencia te¬ 
rritorial, que regulan los arts. 89, 252 y concor¬ 
dantes del Estatuto municipal y los correlativos 
del Reglamento de procedimiento en materia 
municipal. El fallo que dicte la Sala de lo civil no 
será recurrible. 


JURISP.—La incapacidad del núm. 4. 0 no puede aplicarse 
al Diputado electo cuyo nombre aparece entre los que suscri¬ 
ben un pagaré a favor de la Junta provincial de Beneficencia 
que ha entablado demanda judicial para que se le satisfaga, 
porque la Junta es una Corporación completamente distinta e 
independiente de la Diputación, y porque la obligación es de 
índole privada. (Real orden 8 Mayo 1889.) 

—El ser un Diputado provincial Médico de la Beneficencia 
municipal y de la cárcel de su partido judicial, no es cansa de 
incapacidad sino de incompatibilidad, pues ese cargo no esta 
expresa ni implícitamente comprendido en la letra ni eu el 
espíritu de ninguno de los números del art, 38, sino en el 
del art. 36. (Real orden 3 Enero 1895.) 

—El Diputado que tiene celebrados con vanos Ayunta¬ 
mientos contratos que pudieran suscitar contiendas con os 
mismos, está incapacitado para desempeñar el cargo, Kea 1 

orden 5 Febrero 1898.) 

—Un Agente ejecutivo de la recaudación d 
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rsell ¿unas del territorio de una provine 
tado para ser imputado provmciaf de la nu. 


está incapaci- 
. í'Real orden 


de lS b » r 2 n°do coniatisu el Diputado electo no está com¬ 
prendido en la incapacidad, que se refiere a los contratistas y 
sus fiadores de las obras, suministros y servicios que se pa 
guen con fondos provinciales o municipales y los adminis¬ 
tradores de dichas obras y servicios, cuya ley, como poste¬ 
rior a la Municipal, es indudable que no quiso hacer extensiva 
a los Diputados provinciales la incapacidad que el num. 4 - 
del art. 43 de la Ley Municipal establece respecto a los Con¬ 
cejales que directa o indirectamente tengan parte en servicios, 
contratas y suministros dentro del término municipal por 
cuenta de su Ayuntamiento, de la provincia o del Estado; por 
todo lo cual no puede conceptuarse incapacitado a un Dipu¬ 
tado aunque tenga interés indirecto en un servicio de obras 
pagadas por la Diputación. (Real orden 24 Mayo 1899.) 

—Cuando del examen del expediente instruido se obtiene 
el convencimiento de que un agente de negocios al ser elegi¬ 
do Diputado provincial, después de posesionarse de este cargo, 
realizó actos como el cobro de ciertos libramientos, propios 
de la indicada profesión y practicó gestiones como la recogi¬ 
da de cédulas personales en interés de Ayuntamientos de la 
provincia, algunos de los cuales le confirieron su representa¬ 
ción como agente para todos los asuntos de los respectivos 
Municipios, incluso para recoger valores e inscripciones in¬ 
transferibles y liquidar recargos municipales por territorial e 
industrial, es indudable que este caso está comprendido en el 
espíritu general de la incapacidad establecida tn el núme¬ 
ro i.°, porque donde hay igual razón debe haber igual disposi¬ 
ción de derecho, y siendo la razón de la incapacidad que 
recae en los contratistas y sus fiadores de las obras y servicios 
municipales la presunción legal de que éstos carecen de 
verdadera independencia para desempeñar el cargo de Di¬ 
putado provincial, habiendo de entender en negocios que se 
rocen con su propio interés, la misma razón de falta de inde¬ 
pendencia existe cuando el Diputado provincial lleva la ges- 

ión de asuntos peculiares de los Municipios de la provincia 
(Sentencia 26 Diciembre 1898.) ^ 

—El contrato celebrado por el Diputado electo transfirien¬ 
do a su hijo un depósito de valores del Estado para que pu¬ 
diera pignorarlos o afianzar la recaudación de contribuciones 
no puede reputarse como fianza constituida por dicho Dipu¬ 
do, puesto que no se obligó a pagar o cumplir por un ter- 
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cero caso de no hacerlo éste, y el desempeño de Agente eje¬ 
cutivo, en el cual cesó el electo seis años antes de la elección 

tampoco puede producir inhabilidad. (Sentencia 22 Marzo 
de 1900). 

Art. 82. Pueden excusarse de ser Diputa¬ 
dos provinciales, titulares o suplentes: 

1. ° Los mayores de sesenta y cinco años y 
los físicamente impedidos. 

2. ° Los que hayan sido Senadores, Diputados 
a Cortes, regionales o provinciales, Alcaldes o 
Concejales en los seis años precedentes. 

CAPITULO III 

DE LA CONSTITUCIÓN DE LAS DIPUTACIONES 

PROVINCIALES 


Art. 88. La Diputación celebrará sesión 
plenaria, para constituirse, el primer día hábil 
del año económico siguiente al en que se haya 
efectuado la elección para la renovación total de 
los Diputados directos. 

Asimismo se reunirá cada dos años, en igual 


fecha, para dar posesión a los Diputados corpo¬ 
rativos que deban formar parte de la Corpora 
ción durante el bienio siguiente. 

La convocatoria para estas sesiones se .P l ]P‘I" 
cará en el Boletín Oficial y se comunicara indivi¬ 
dualmente a todos los Diputados, asi titulares 
como suplentes. Estos se retirarán de la sesión 
cuando comparezcan los titulares respectivos. 

Art. 84. Cuando, a virtud de la revisión 
practicada por ia Audiencia territorial, resu en 
anuladas todas las acta- ae Diputados 
se aplazará i a constitución ue .a , ipu <■ > 

continuando nn- rm ' .-" - u - - ... 

io.tí,! h ««<-■* .i.-'.era a haber cesado, Ln este 

Igual Cldsc .;* - c ‘ / a , , sn|l p S U f , la 
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igual ciase 
caso, la < ■ 


nueva elección total, que ha de celebrarse, si 
fuere posible, en el ultimo mes del mismo ano 
económico, y a lo sn.no en el primero del en- 


í rente 

Cuando la revisión produzca nulidad de varias 
de las actas de Diputados directos, pero no de 
todas, no se aplazará la constitución de la Dipu¬ 
tación, pero tendrá mero carácter interino Se 
posesionarán los Diputados directos electos cu¬ 
yas actas hayan sido validadas; por sorteo se de¬ 
terminará cuáles de entre los del anterior perío¬ 
do han de continuar durante la interinidad, para 
completar el numero legal asignado a la Corpora¬ 
ción; sólo serán elegibles para la Presidencia y 
Vicepresídencia de la misma, los Diputados elec¬ 
tos en la última renovación; y se efectuará la pre¬ 
cisa elección parcial, bien en el último mes del 
ejercicio económico que termina, bien en el pri¬ 
mero del entrante, si aquello no fuese posible. 
Una Vez verificada esta elección, se procederá a 
nueva y definitiva constitución, conforme a lo 
preceptuado en esta ley. 

La declaración de nulidad de las actas de Di¬ 
putados corporativos, sea total o parcial, no dará 
lugar al aplazamiento de la constitución de la 
Corporación; pero sí a que la Verificada con in¬ 
tervención de Diputados corporativos del bienio 
anterior por la prórroga legal de su mandato, se 
considere interina y deba reproducirse de manera 
definitiva, una vez que se apruebe la nueva elec¬ 
ción de Diputados corporativos, que se convoca¬ 
rá en los plazos antes señalados para la de los 
directos. 

Aí*ft. 85. Cada seis años, el primer día hábil 
del ejercicio, a la hora señalada en la convocato¬ 
ria, dará comienzo la sesión constitutiva de la 
Diputación provincial, designándose una Mesa 
interina, compuesta del Diputado directo que 
tenga más edad, como Presidente, y de los dos 
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mas jovenes uno directo y otro corporativo 
Primeramente se elegirá a I Presidente, cuyo 
mandato habra de durar seis aiios. La votación 
sera secreta, y si en la primera no hubiese mayo¬ 
ría absoluta del número legal, se repetirá entre 
los dos que hubieren alcanzado cifra mayor de 
votos En la segunda será proclamado el que ob¬ 
tenga mayoría relativa, y caso de empate, el de 
más edad. 


En la votación intervendrán tanto los Diputa 
dos directos como los corporativos; pero el cargo 
sólo podrá recaer en uno de los primeros. 

En igual forma, y con sujeción a lo dispuesto 
en el párrafo anterior, será elegido inmediata¬ 
mente el Vicepresidente de la Corporación, cuyo 
mandato durará también seis años. 

Apta 86* El Presidente será sustituido por 
el Vicepresidente en cualquier caso de vacante 
transitoria o definitiva. Cuando se produzca esta 
última deberá convocarse a la Diputación en 
pleno, para proveerla dentro de los quince días 
siguientes Si vacaren la Presidencia y la Vice 
presidencia, ocupará interinamente el primer car¬ 
go el Diputado provincial directo que hubiere 
tenido mayor votación. Si hubiese habido empate 
o proclamación por el art. 29 de la Ley Electoral, 
la desempeñará el Diputado directo de más edad. 


Es muy conocido el precepto de la Ley Electoral a que 
este artículo se refiere, y por lo mismo, remitimos al lector 
a dicho texto. (Biblioteca de Códigos y Leyes anotados, de 
nuestra Editorial.) Véase la nota del art. 62. 


Art. 87- Los Diputados provinciales direc¬ 
tos constituirán la Comisión provincial peitna- 
nente, y en unión de los corporativos formarán 

la Diputación provincial en pleno. 

Unos y otros tendrán las mismas preeminen¬ 
cias y atribuciones, si bien los segundos sólo 
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podrán intervenir en las sesiones plenarias que 

determina el art. 115. ^ , 

Los Diputados provinciales se renovaran to¬ 
talmente: cada seis anos, los directos,^ y 
dos, los corporativos. Los primeros serán reele¬ 
gibles una vez tan solo, sin que puedan ejercer el 
cargo más de doce años consecutivos, ni recobrar 
la condición de elegibles mientras no transcurran 
otros seis. 


CAPITULO IV 

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS 

PROVINCIALES 

Art. 88 Las Diputaciones provinciales cele¬ 
brarán anualmente dos períodos de sesiones ple¬ 
narias: uno en el primer semestre del año econó¬ 
mico, y el otro en el segundo 

El primer período se dedicará al examen y 
censura de cuentas del ejercicio anterior; el se¬ 
gundo, a la discusión y aprobación del presu¬ 
puesto para el ejercicio siguiente. 

JURISP.—Siendo ds la competencia de las Diputaciones 
acordar el número de sesiones que ha de celebrar, sus acuer¬ 
dos justificados no pueden ser suspendidos por los Goberna¬ 
dores. (Real orden 8 Febrero 1887.) 

A»*t B 89. En las sesiones plenarias de la Di¬ 
putación tendrán voz y voto tanto los Diputados 
directos como los corporativos. 

^**1. Un Comisión provincial permanente 
se reunirá una vez al menos cada quince días, 
bus atribuciones-alcanzarán a la adopción de 
todos los acuerdos relativos a materias de la 
competencia provincial que por esta Ley no estén 
reservados exclusivamente a la Diputación en 




'FUNCIONAMIENTO 


99 


Art. 91. El Presidente convocará la Diputa¬ 
ción en pleno, citando por escrito y en su domi- 
cilio a cada uno de los Diputados, con antelación 
de cinco días de ordinario, y sólo de dos en casos 
de extremada urgencia. Cuando se trate de se 
sión extraordinaria deberá precisarse en la cita¬ 
ción su objeto. 

También se anunciarán las sesiones plenarias 
en el Boletín Oficial de la provincia, con la misma 
antelación antes indicada. 

Si el Presidente rehusare o demorase la con¬ 
vocatoria en los casos preceptivamente determi¬ 
nados por esta Ley, podrá y deberá hacerla, ya 
de oficio, ya a petición de algún Diputado, el 
Gobernador civil. 


Art. 92. El Gobernador civil de la provincia 
podrá abrir, en nombre del Gobierno, el primer 
período de sesiones plenarias de cada año. En 
tales casos ocupará la presidencia, desde la cual 
podrá dirigir la palabra a la Corporación, si bien 
estará vedado a ésta deliberar ni adoptar acuer¬ 
dos en su presencia. 

Art. 93. Las sesiones de la Diputación pro¬ 
vincial en pleno y en Comisión permanente serán 


públicas. 

Podrá celebrarse sesión secreta cuando la na¬ 
turaleza del asunto lo exija, por afectar al orden 
público, al decoro de la Corporación o al de 
cualquiera de sus miembros, y la Corporación, a 
petición del Presidente o de tres Diputados, lo 
acuerde; pero las resoluciones adoptadas en esra 
forma, deberán hacerse públicas inmediatamente. 

En ningún caso podrá ser secreta la sesión en 
que se trate de presupuestos, arbitrios provin 
dales, cuentas o asuntos con unos y otras reía- 


• i a a la 


cionados. . , . , , , 

Art. 94» Es obligatoria, la asistí-moa a 

sesiones. El Presidente impondrá ;2 • ¡u-soia-. d, 
multa cada Vez que un Diputado, sin c* ^ ¡ ".s- 
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tifie a el a. falte a la sesión de la Di P uta ^ a f °í}a ¡ a 
Comisión. La reincidencia, después de^sufrid 
primera multa, y siempre que se haya hecno 
¡asegunda o sucesivas citaciones con a P^ rc ^ 1 
miento, se reputará como desobediencia grave a 
la Autoridad «para los efectos de la responsabili¬ 
dad penal exigibleante los Tribunales ordinarios. 


El art. 66 de la Ley de 29 de Agosto de 1882, establecía 
auáloga doctrina a la que preceptúa el del Estatuto. Pueden 
consultarse las Reales órdenes de 2 r de Enero de 1888, 16 de 
Octubre de 1894, 2 r de Octubre de 1893 y 17 de Febrero 
de 1896. 


Art. 95. Para que la Diputación pueda Váli¬ 
damente celebrar sesión, en primera convocato¬ 
ria, deliberar o tomar acuerdo, será necesaria la 
presencia de Ja mayoría absoluta del número de 
Diputados que forman legalmente el pleno o la 
Comisión. En segunda convocatoria será válido 
el acuerdo que adopte la mayoría de los Diputa¬ 
dos presentes, cualquiera que sea su número, 
salvo cuando por precepto especial de ésta u otra 
ley, se requiera un «quorum» especial y extraor¬ 
dinario. Durante las sesiones necesitan los Dipu¬ 
tados, para ausentarse, licencia de la Diputación, 
y no se podrá conceder si cercena la mayoría ab¬ 
soluta necesaria para deliberar. 

Art. 96. Cuando en los acuerdos de la Di 
putación en pleno resultare empate, se repetirá 
la votación al día siguiente, o el mismo si hubiere 
urgencia. El segundo empate lo resolverá el Pre¬ 
sidente con su voto de calidad. 

Ningún Diputado, titular o suplente podrá abs¬ 
tenerse. La abstención en las votaciones, cuando 

adnútí 1 ^ 6 CaU / a Tj la Cor P° ra ción en el acto 

faít^L ° ni ? fu . ndada ’ estara equiparada a la 
art 94 stenc,a y san cionada con arreglo al 
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Serán aplicables a las sesiones de la Diputa¬ 
ción en pleno y de la Comisión provincial los ar 
ticulos 152, 155 y 154 del Estatuto municipal. 


Estatuto municipal.— «Art. 132. Los asuntos serán pri- 
mero discutidos y después votados. El Presidente podrá dar 
por terminada la discusión cuando hayan hablado dos Conce-* 
jales en pro y dos en contra en un mismo asunto. También 
podra diferir cuantos incidentes dilaten con exceso, según su 
prudente arbitrio, las resoluciones del Ayuntamiento. Los 
tramites de instrucción y discusión no servirán nunca de ex¬ 
cusa a los Ayuntamientos para dilatar el cumplimiento de las 
obligaciones que les impongan las leyes. 

Art. 133. Tienen voz y voto en las sesiones, el Alcalde, 
los Tenientes y los Concejales. Las votaciones serán nomina¬ 
les, salvo cuando se refieran a nombramientos o asuntos per¬ 
sonales de los Concejales y sus parientes dentro del cuarto 
grado. En este último caso, deberán ausentarse del salón los 
interesados. 

Si en una votación secreta no se reuniere número confor¬ 
me al articulo siguiente, deberá repetirse, y si tampoco en la 
segunda lo hubiere, se verificará, por tercera y última vez, en 
forma nojninal. 

Art. 134. De ordinario, se entenderá acordado lo que 
votare la mayoría de los Concejales titulares y suplentes en 
ejercicio que asistan a la sesión. Se exceptúan los casos en que 
la ley exija mayoría absoluta o voto favorable de número ma¬ 
yor de Concejales. 

Sí se produjere empate habrá segunda votación sobre el 
mismo asunto en la sesión próxima, salvo que mediare causa 
de urgencia, a juicio de los votantes, y si se repitiese, deberá 
decidirlo con su voto de calidad el que presida la sesión.» 


A*t. 97. Será nula toda sesión que se cele' 
bre con carácter de ordinaria fuera del día o los 
días prefijados en el comienzo de cada reunión 
semestral, salvo las prórrogas e interrupciones 
que se necesitaren y acordaren en el curso de sus 

sesiones. . 

Serán asimismo nulas las sesiones que se cele- 
con carácter de extraordinarias sin haber 
las convocado el Presidente en la forma V con las 
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circunstancias que previene el art. 91 ^' al ^ y 
¡as celebradas en local distinto del habitual, a 
menos que se hubiere fijado expresamente al con¬ 
vocarlas, considerándose en su virtud nulos tam¬ 
bién les acuerdos que en dichas sesiones se adop¬ 
ten, así como los que recaigan en asuntos no 

expresados en la convocatoria. , 

Art» 98. La Diputación en pleno deberá ce¬ 
lebrar sesión extraordinaria, aparte los casos 
obligatorios, cuando el Presidente lo juzgue pre¬ 
ciso o lo solicite la tercera parte de todos los 
Diputados, tanto directos como corporativos. 

La Comisión provincial deberá reunirse tam¬ 
bién en sesión extraordinaria cuando el Presiden¬ 


te lo juzgue necesario y cuando lo solicite la 
tercera parte de sus miembros. 

Art. 99. De cada sesión plenaria se exten¬ 
derá por el Secretario de la Diputación un acta 
en que han de constar los nombres del Presidente 
y de los Diputados presentes, los asuntos que se 
tratasen y lo resuelto sobre ellos, el resultado de 


las votaciones y la lista de las nominales. 

Siempre constará en el acta la opinión de la 
mayoría y de las minorías y sus fundamentos. 

El acta será firmada por el Presidente de la 
Dipiftación o quien haya hecho sus veces, y por 
el Secretario, y un extracto expresivo de sus 
acuerdos se publicará en el Boletín Oficial den¬ 
tro de los ocho días siguientes a la terminación 
del período semestral y, en su caso, de la o las 
sesiones extraordinarias. 


Hacemos referinda especial a la Real orden circular de 16 
de Octubre de 1894 y Sentencia de 13 de Marzo de 1903. 

* pt - l00 - D e las sesiones de la Comisión 
provincial levantará acta el Secretario de la Cor¬ 
poración en un libro de actas distinto del de la 
íputacion en pleno, haciendo constar en la de 
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cada sesión las opiniones y los Votos emitidos 
Todas las actas serán firmadas por los individuos 
de la Comisión que hayan asistido a la sesión v 
autorizadas por el Secretario. ’ y 

Los acuerdos de la Comisión provincial se pu¬ 
blicaran quincenalmente en el Boletín Oficial de 
la provincia. 

Art a 101. El libro de actas es un instrumento 
público y solemne; ningún acuerdo de la Diputa¬ 
ción o Comisión provincial será válido si no cons¬ 
ta explícita y terminantemente en el acta corres¬ 
pondiente. Las hojas de este libro llevarán la 
rúbrica del Presidente y el sello de ¡a Corpo¬ 
ración. 


Art. 102a La Comisión provincial podrá divi¬ 
dirse en ponencias permanentes, en el número y 
con la composición y objeto que determina. Ha¬ 
brá, además, en cada Diputación una Comisión 
especial para el estudio y preparación de los 
presupuestos, constituida en la forma que deter¬ 
mina el art. 195 de esta ley. 

Art. 103. El Presidente de la Diputación 
tendrá derecho a percibir la cantidad que para 
gastos de representación señale la Corporación. 
En ningún caso podrá exceder esta asignación de 
la que por sueldo perciba el Gobernador civil, ni 
del 1 por 100 del respectivo presupuesto provin 


cial ordinario. 

Art. 104. Salvo lo dispuesto en el art. 299, 
nunca podrán actuar simultáneamente como Dipu¬ 
tados un titular y su respectivo suplente. 

Art. 105. Los edificios en que estén instala¬ 
das las Diputaciones provinciales, cuando sean 
propiedad de las respectivas Corporaciones, go 
zarán de exención de las contribuciones directas 

del Estado. , , . 

Art. 106. En la fachada del Palacio de la 

Diputación provincial ondeará ¡a bandera nacio¬ 
nal los días de fiesta oficial, y en el testero del 
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ón de sesiones deberá colocarse 
del Jefe del Estado. 


el retrato 


titulo IV 

De la Administración provincial 


CAPITULO PRIMERO 

ATRIBUCIONES DE LAS DIPUTACIONES 

PROVINCIALES 

Sección primera.-De la competencia 

provincial. 


Art. 107. Corresponde a las Diputaciones 
regir, administrar y fomentar los intereses pecu¬ 
liares de la provincia, siendo de su competencia, 
por consiguiente, la creación, conservación y me¬ 
jora de los servicios e Institutos que tengan por 
objeto el estímulo o satisfacción de sus intereses 
morales y materiales, y, en especial, los si¬ 
guientes: 

A) Construcción y conservación de caminos 
y de aquellas carreteras que no estén incluidas 
en el plan general del Estado, o que, estándolo, 
se les traspasen, dejando a salvo: a), los caminos 
que tengan interés nacional; b ), lo dispuesto so¬ 
bre el particular por el Estatuto municipal, en re¬ 
lación a la Ley de 29 de Junio de 1911. 

Véase la Ley de Caminos vecinales de 29 de Junio de 1911 
(Gaceta del 5 de Julio). y 


Ip^u Construcción y explotación de ferrocarri- 

rechJ ZiTf lnt . erur ^n?s, sin perjuicio del de¬ 
ntal fv Z 1 °s A yuntam 1 e n t ° s otorga el art. 150, 

en su caUa in n “‘a- 0 mumci P a| . V con sujeción, 
su caso, a lo que dispone el art. 110 de esta Ley. 
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Estatuto Municipal. — «Art. 150, núm. 8.» Construcción o 
concesión de vus férreas, cualquiera que sea el medio de trac” 
cón, y de ineas telefoneas, con tal que ni unas ni otras £ 
basen, por la superficie ni por el subsuelo, los limites del tér¬ 
mino municipal,.y respetando siempre los derechos adquiri¬ 
dos con anterioridad a la presente Ley. Al terminar las ac- 
tuales contratas o concesiones, el Municipio respectivo podrá 
subrogarse en lugar del Estado para las reversiones o adjudi¬ 
caciones estipuladas, mediante reintegro al Tesoro de los re¬ 
cursos desembolsados o dejados de percibir, con que hubiere 
sido auxiliada su instalación o construcción. Esta facultad 
queda, sin embargo, circunscripta a las vías que el Estedo no 
considere de interés general, y nunca será obstáculo para 
que los Ayuntamientos ejerzan las comprendidas en la sec¬ 
ción quinta de este capítulo.» 


C) Establecimiento de líneas de comunicación 
telegráfica dentro del territorio de la provincia, 
entre pueblos que no las tengan a cargo del Es¬ 
tado. 

D) Desecación de terrenos pantanosos, for¬ 
mación de pantanos y construcción de canales de 
riego, salvo lo prevenido en el número 10 del ar¬ 
tículo 150 del Estatuto municipal. 

Estatuto Municipal. — «Art. 150, núm. 10. Alcantarillado, 
desinfecciones, cementerios, enterramientos, preservación o 
extirpación de epidemias o contagios, limpieza, higiene, dese¬ 
cación de lagunas o pantanos comprendidos en e . t ^ rml ^.° 
municipal y cualesquiera otros servicios de salubri a e 1- 
giene, muy especialmente los de desinfección domici íaria.» 


E) Encauzamiento y rectificación de ríos que 
nazcan y discurran dentro del territorio pro 

C1 F) < Establecimiento y sostenimiento de insti¬ 
tuciones de Beneficencia, Higiene y San • 

G) Concursos y Exposiciones par . 

los intereses morales y materiales de^ P 

y, en particular, sus industrias P r0 P 1! C' . r ¡ co ¡ a 

H) Instituciones de crédito popular, ag 
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V municipal, de ahorro, de cooperación, de segu¬ 
ros sociales y de casas baratas. , • 

/) Establecimiento de Escuelas de Ag 
ra Granjas y Campos de experimentación, cáte¬ 
dras ambulantes para difundir la ensenan ^-^‘ 
cola, Escuelas industriales, de Artes 
de Bellas Artes, de Sordomudos, de Ciegos, Nor¬ 
males y Profesionales, y cualesquiera otros esta¬ 
blecimientos e Institutos que persigan la difusión, 
la especialización o el crecimiento de la cultura 
pública. 

/) Fomento de la ganadería y de sus indus¬ 
trias derivadas y de la riqueza forestal; repobla¬ 
ción de montes; viveros de arbolado; auxilios a 
la ¿avicultura, la sevicicultura, la apicultura y la 
piscicultura. 

A) Conservación de monumentos artísticos e 
históricos. 

L) Recaudación de las contribuciones del Es¬ 
tado en la provincia, con arreglo a las condicio¬ 
nes que fija esta Ley. 

Art. 108. Son, además, funciones propias 
de las Diputaciones provinciales: 

1. ° Constitución déla Corporación, declara¬ 
ción de vacantes, incapacidades e incompatibili¬ 
dades, salvo cuando en ellas entienda la Audien¬ 
cia territorial, al revisar los escrutinios, y admi¬ 
sión de excusas. 

2. Discusión y aprobación de los presupues- 

ius provinciales, determinación y ordenación de 
arbitrios y demás exacciones y recursos, rendi¬ 
ción, examen y aprobación de cuentas y deduc¬ 
ción de responsabilidades contraídas en la ges¬ 
tión provincial. s 

tnbi°irión P ?« t , Í,nÍ ®" t0, - recaudación > cus *odia, dis- 

c Z o°nsSe!?' 1 1 e las responsabilidades 
contribuciones, derechos, tasas, prestaciones, ce- 
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siones, recargos y demás recursos provinciales. 
... Ejercicio de acciones judiciales y extraiu- 
diciales que asistan a la Provincia o a las Corpo¬ 
raciones o dependencias y establecimientos de la 
misma. 


5. Contratos y concesiones para obras, edi¬ 
ficios o servicios provinciales, y obras, instala¬ 
ciones y edificios para la Administración provin¬ 
cial. 

6.0 Adquisición, enajenación, mejora, conser¬ 
vación, custodia y aprovechamiento de los bienes 
inmuebles, derechos reales, títulos de la Deuda, 
valores y objetos de reconocido mérito artístico 
o histórico pertenecientes a la provincia o a esta¬ 
blecimientos o fundaciones que de ella dependan, 
y transacciones o novaciones sobre créditos o de¬ 
rechos de la provincia, en la forma legal estatuida 
para actos de esta índole. 

7 .° Reglamentación de servicios, dependencias 
y funcionarios de la provincia 

Ar*t. 109. La competencia provincial en ma¬ 
teria de enseñanza, conservación de monumentos, 
obras públicas, comunicaciones y beneficencia no 
obstará a la de los institutos y servicios análogos 
dependientes de la Administración central que 
tengan dotación en los Presupuestos generales 
del Estado. Los que establezcan y sostengan las 
Diputaciones serán regidos libremente por las 
Corporaciones y Autoridades provinciales, salvo 
el respeto debido a los derechos privados y a las 
condiciones q e en favor de intereses generales 
de la Nación determinen de manera expresa las 
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Art. 110 . Las Diputaciones provinciales po- 
drán construir ferrocarriles de interés provincial, 
siempre que los respectivos proyectos sean so¬ 
metidos a la aprobación del Ministerio de bomen¬ 
to, que resolverá oyendo antes al Consejo Supe¬ 
rior Ferroviario. 


ESTA r OTO PROVINCIAL 

La aprobación de los proyectos de íerroc ¡ i ! r ^ 
Ies provinciales supone la declaración de la útil - 
dad pública de las ¿bras y de la necesidad de ocu¬ 
par los terrenos a que afecten. La concesión 
los ferrocarriles que construyan con sus fondos 
les será otorgada a perpetuidad y gozaran del de 
recho de reversión respecto de aquellas concesio¬ 
nes cuya construcción auxilien con la total garan 
tía de interés del capital empleado en las mismas 

Art. Illa Las Diputaciones obtendrán la con¬ 
cesión a perpetuidad de las líneas telegráficas 
que construyan con sus fondos dentro del terri¬ 
torio de la provincia, para unir, sin rebasarlo, va¬ 
rios pueblos de ésta, conforme a lo prevenido en 
el apartado C) del art. 107. Dichas concesiones 
se entenderán otorgadas cuando el Ministerio de 
la Gobernación no resuelva sobre ellas en plazo 
de dos meses desde que oficialmente se soliciten. 

Las concesiones de líneas telegráficas que a la 
publicación de esta Ley se hubiesen hecho a fa¬ 
vor de las Diputaciones, se considerarán otorga¬ 
das a perpetuidad, salvo los derechos de los Ayun¬ 
tamientos en lo que afecta a las líneas munici¬ 
pales. 

Al terminar las contratas o concesiones de es¬ 
tas líneas otorgadas por el Estado, revertirán, 
en lo que atañe a las líneas provinciales, a las res¬ 
pectivas Diputaciones, previo reintegro al Tesoro * 
del importe de los recursos desembolsados o de¬ 
jados de percibir con que hubiere sido auxiliada 
su construcción e instalación. 

Se exceptúan de esta reversión las líneas ge¬ 
nerales o internacionales, aun cuando se las divi- 

pro^i nefas. adaptarlas a los límites de diversas 

caso > quedarán a salvo los derechos 

las lineas telegráficas provinciales, en observan- 
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cia de las disposiciones generales que regulan los 
servicios de comunicaciones. 

Art. 112. Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán optar a la recaudación de las contribuciones 
del Estado que éste no verifique directamente. 
A tal efecto, se les concederá derecho de tanteo 
en las subastas que tengan lugar para adjudicar 
la recaudación en la respectiva provincia. Las Di¬ 
putaciones podrán afectar como fianza todos o 
parte de los recursos provinciales cuya exacción 
corre a cargo de la Hacienda pública. 

Art. 113. Podrán ser traspasadas a las Dipu¬ 
taciones provinciales, a su petición, por acuerdo 
del Gobierno, las obras hidráulicas de saneamien 
to, encauzamiento y rectificación de ríos, así como 
los canales y pantanos que corren a cargo del 
Estado, cuando su trascendencia sea predomi¬ 
nantemente provincial. Asimismo, podrán ser tras¬ 
pasados los puertos que no sean de interés na¬ 
cional ni tengan transcendencia comercial que re¬ 
base los límites de la provincia, y las carreteras 
que, aunque estén incluidas en el plan general de 
las del Estado, no revistan interés nacional, te¬ 
niéndolo en cambio exclusivamente provincial 

Las obras que se traspasen a las Diputaciones 
provinciales, con arreglo a este artículo, deberán 
revertir al Estado: 

a) Cuando adquieran interés nacional. 

b) Cuando las corporaciones respectivas no 
puedan constituirlas o sostenerlas, incurriendo 
en notorio abandono o negligencia. 

El expediente que con este motivo se instruya 
será resuelto por el Consejo de Ministros, previo 
informe de los Ministerios de Fomento y de la 
Gobernación, y con audiencia siempre de la Cor¬ 
poración interesada. Al acordarse la reversión se 
determinarán la' compensaciones económicas que 
sean pertinentes para indemnizar, si procediere, 
a la Corporación de que se trate. 
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K! traspaso de las obras indicadas en este ar- 
tíru o o el de cualesquiera otras supone el de 
los correspondientes medios económ.cos^con or- 

me E?HSlSá i?S “pedios 

económicos con que contribuya al " to 

de las obras y servicios que traspase a las Dipu 

taciones. , , 

Art. 114. Las Diputaciones podran ser con¬ 
cesionarias de las obras públicas que afecten 
principal y directamente a los intereses genera- 
es de la provincia, estando exentas de la obliga¬ 
ción de constituir el previo depósito para acudir a 
los concursos y subastas que el Estado convoque 
con objeto de adjudicar su construcción. 

JURISP.—-A las Diputaciones provinciales compete el 
cuidado y conservación de todos los bienes, acciones y dere¬ 
chos que correspondan ala provincia y establecimientos que 
de ella dependan, y contra los acuerdos y disposiciones que a 
tal objeto vayan encaminadas, no pueden los Jueces y Tribu¬ 
nales admitir ni dar curso a los interdictos que los interesados 
pretendan entablar. 

Encomendado también por la ley a las Comisiones provin¬ 
ciales el resolver interinamente, cuando la urgencia del caso 
lo reclame, sobre todos los asuntos que competan a la Diputa¬ 
ción, es indudable que al acordar la Comisión provincial que 
los trabajos que se practicaban en una mina no impidieran la 
libre circulación del tranvía aereo de la mina de que era con¬ 
cesionaria aquella Diputación, tal acuerdo tenía por objeto 
cuidar de los bienes que corresponden a la provincia, y sien¬ 
do tomado dentro de las atribuciones que la ley le encomien¬ 
da, no puede ser impugnado por la vía de interdicto (Real 
decreto de 9 de Diciembre de 1884.) 

El carácter de las Bibliotecas provinciales públicas, lleva 

„ ^ _ • # las cantidades necesarias 

para su sostenimiento cuando se hallan incorporadas al Estado 
y éste satisface los gastos de personal y material, pero que las 

; 0 X r> „ a °‘" S pr0V r; >l<IS c °y ,s « sostienen con 

íf”t“‘ Í',T 0S : h * be ' s ' «riflero dicha incorporación no 

tienen obligación de verificar el referido ingreso. P 

sta doctrina no sólo se funda en la existencia de Bibliote- 
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cas que por su naturaleza e importancia no se hallan servidas 
por el Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Anticuarios v 
tienen el carácter de excepción que les atribuye la Ley de ’ zo 
de Junio de 1894, sino principalmente, en que a pesar de lo 
dispuesto en los Reales decretos de 5 de Julio de 1871, 17 de 
Julio de 1858, y 8 de Mayo de 1859, la Real orden de este 
último año reconoció la existencia de Bibliotecas sostenidas 
por los presupuestos provinciales, imponiendo la obligación 
de consignar en éstos ciertas sumas al efecto, y sobre todo en 
que, conforme al Reglamento de 18 de Noviembre de 1887, 
para que deba verificarse el ingreso en el Tesoro de las canti¬ 
dades destinadas al referido servicio, es preciso que antes se 
acuerde la incorporación de la Biblioteca a solicitud de la Cor¬ 
poración que venga sosteniéndola (Sentencia 30 Diciem¬ 
bre 1897.) 


Sección segunda. 


Atribuciones de la Diputación provincial 

en pleno. 


Art. 115. Corresponde a la Diputación en 
pleno adoptar los siguientes acuerdos: 

l.° Creación o disolución de Mancomunidades 
provinciales, e intervención en la gestión de los 
servicios coordinados, en los casos prescriptos 
por esta Ley. 

2 /' Emisión de empréstitos y consolidación o 
conversión de cualesquiera deudas de la Corpo¬ 


ración. 

3.0 Concesión de aprovechamientos especia¬ 
les sobre los bienes o derechos de la provincia. 

4. ° Adquisición, enajenación o gravamen de 
bienes de la provincia, salvo cuando la adquisi¬ 
ción, enajenación o gravamen no importe, en to¬ 
tal, más del 5 por 1ÓÜ del presupuesto anual ordi¬ 
nario de ingresos de la Corporación y cuando la 
adquisición sea a título lucrativo y pura, aunque 

rebase dicho límite. . 

5. ° Creación de arbitrios provinciales y mo- 
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i n óp su forma de co¬ 

dificación de sus tarifas o ae 

T^Creación o supresión de establecimientos 
de Beneficenda, Instrucción o San,dad provm- 

Cl 7'» Aprobación del Reglamento interior de la 

Corporación para el despacho de los asuntos y 
régimen de las sesiones plenanas. 

8. ° Aprobación del inventario de los bienes 
que constituyan el patrimonio provincial. 

9. ° Alteración de términos municipales en ios 
casos en que sea preceptivo con arreglo a los ar¬ 
tículos 18 y 19 del Estatuto municipal, y de parti¬ 
dos judiciales en el previsto por el art. 25 del 
mismo Cuerpo legal. 


Estatuto Municipal.— «Art. 18. Podrán fundirse los Muni- 
cipios limítrofes que pertenezcan a distintas provincias o re¬ 
giones cuando, además de las condiciones indicadas en el ar¬ 
tículo anterior, se obtenga la conformidad de las Diputaciones 
interesadas, por mayoría de las dos terceras partes de sus 
miembros. En este caso, el nuevo Municipio pertenecerá a la 
provincia o región que libremente hayan determinado los fu¬ 
sionados. 

Nunca se podrá incorporar por este medio a una provincia 
que tenga régimen foral en el orden económico-administrati¬ 
vo, un Municipio de derecho común.» 

«Art. 19. Para alterar términos municipaleslimítrofes, por 
agregación o segregación parcial, será menester que lo pida 
la mayoría de los vecinos de la porción que se intenta transfe¬ 
rir, o que en el expediente que en todo caso se abrirá quede 
probada la realidad de la vida común de las familias, la colin- 
dancia de las casas o el disfrute comparativo de servicios mu¬ 
nicipales. Estos acuerdos serán adoptados, según los casos, 
por los Ayuntamientos, o por éstos y las Diputaciones inte¬ 
resadas, en la forma establecida en los arts. ij y 18.» 

«Art. 25. Para hacer pasar un térmido municipal de uno a 
otro partido judicial dentro de una misma provincia, se oirá a 
os Ayuntamientos de los pueblos y de las cabezas de partido 

nrevio inf 3 res P ectiva - Adoptará ei acuerdo, 

prev o informe del Ministerio de Gracia y Justicia, el de lá 
vjobernacion.» J 
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10. Nombramiento y separación del Secreta¬ 
rio, Interventor, Depositario y Jefe de la Sección 
provincial de Presupuestos municipales, y sepa¬ 
ración, en todo caso, de los funcionarios técnicos 
y administrativos de plantilla déla Diputación. 

11. Aprobación de los presupuestos y de las 
cuentas provinciales. 

12. Designación de los Diputados que en 
nombre de la Corporación hayan de formar parte 
de Juntas, Institutos u organismos a ella extra- 
traflos. 

15. Aprobación del plan provincial de cami¬ 
nos Vecinales 

14. Constitución de la Corporación, declara¬ 
ción de vacantes, admisión de excusas y resolu¬ 
ción sobre incapacidades e incompatibilidades de 
los Diputados, sean directos o corporativos, sal¬ 
vo cuando unas y otras hayan sido objeto de pro¬ 
nunciamiento judicial al verificarse la revisión de 
los escrutinios por la Audiencia territorial en 
pleno. 


JURISP. —Las Diputaciones tienen derecho a percibir e! 
importe de los estudios de los caminos de hierro, de que son 
propietarias, de las Compañías concesionarias, las que tienen 
obligación de abonarlo, según el art. 14 de la Ley de Ferro¬ 
carriles de 23 de Noviembre de 1877. Esta obligación es de 
Índole puramnnte administrativa. (Sentencia 20 Marzo i~ 

—El Ministerio de Fomento carece de facultades parí 
poner por sí, que una parte de un Hospital provincial pase en 
usufructo permanente a la Facultad de Medicina para desti¬ 
narlo a Hospital clínico, pues aparte de que ei Código ovil 
no autoriza los usufructos permanentes, era necesario, ade¬ 
más de la intervención de la Diputación provincial, la apr 


o- 


bación del Gobierno, representado por el Mansito u 

bernación. (S. 7 junio 1895*) 

—Vigente el Decreto-ley de 14 de 
dían las Diputaciones, como Corpcr>::m 
auxiliar la construcción de obras pab¬ 
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como personas jurídicas para subvencionar a las Empresas de 
ferrocarriles, las cuales, por lo tanto, tienen derecho a la en- 
tresa de las cantidades ofrecidas, pero no a otros intereses que 
a los devengados después de la presentación de la deman a, 
o sea de la interpelación judicial, con arreglo a la legislación 
anterior al Código civil, que es la aplicable al caso. (S. civil 13 

Diciembre 1905.) . . r .. . 

— Se declara de la exclusiva competencia de las Diputacio¬ 
nes la conservación de los intereses peculiares de sus respec¬ 
tivas provincias y en particular cuanto se refiere al fomento de 
los Establecimientos de Beneficencia, a la administración de 


los fondos provinciales y a la custodia y conservación de los 
bienes, acciones y derechos que pertenezcan a las provincias o 
a los Establecimientos que de ellas dependan y, en tal concep¬ 
to, se hace obligada la revocación de la Real orden recurrida. 
(S. 14 Diciembre 1907.) 

—Los acuerdos de las Diputaciones provinciales otorgando 
pensiones de viudedad u orfandad, son declaratorios de dere¬ 
chos, no pudiendo tomar otros para alterar sus términos. 
(S. 14 Diciembre 1910.) 

—Las Diputaciones son libres para acordar la separación de 
empleados, siempre que la consideren procedente, sin que 
pueda afectar el que en el Reglamento interior por ella apro¬ 
bado exija la formación de expediente, debiendo éste preceder 
a la destitución. (S. 28 Noviembre 1910.) 

—Las condiciones exigidas para acudir a la provisión de 


cargos por concurso constituyen una norma obligatoria, sin 
que sea lícito a la Comisión el prescindir de ella. (S. 13 Fe¬ 
brero 1912.) 


Af*t« 116. Deberán adoptarse en sesión ex - 
traordinaria los acuerdos comprendidos en los 
nútns. 1° y 2.° del artículo anterior en todo caso; 
los del núm. 4.°, cuando la adquisición, enajena¬ 
ción o gravamen importe más del 15 por 100, y los 
del num. 5. , cuando la creación o modificación 
de los arbitrios pmvinciaJes no tenga lugar por 

medio del presupuesto y con motivo de su discu¬ 
sión y aprobación. 

res ^? n ^ e . s acuerdos podrán adoptarse en 
contra or< ^ lnar,a ’ sa ^ v ° precepto expreso en 
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Seccióu tercera. 



Atribuciones de la Comisión provincial. 


Art. 117. Corresponde a la Comisión provin¬ 
cial administrar los intereses de la provincia 
adoptando aquellos acuerdos que por esta ley no 
sean atribuidos expresamente a la Diputación en 
pleno. 


Cuando a virtud de lo dispuesto en Leyes o 
Reglamentos especiales deba la Diputación pro¬ 
vincial adoptar acuerdo o emitir informe en asun¬ 
tos que con arreglo al presente Estatuto no son 
de la competencia exclusiva de la Corporación en 
pleno, se entenderá suficiente el acuerdo o infor¬ 
me de la Comisión provincial, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo siguiente. 

Serán, además, facultades concretas de la Co¬ 
misión provincial: 

1. ° Redactar el Reglamento a que ha de ajus¬ 
tarse su funcionamiento. 

2. ° Nombrar, separar, suspender, corregir o 
premiar a los funcionarios de la Diputación y de 
sus establecimientos y dependencias, salvo lo 


dispuesto en el núm. 10 del art. 115. 

3. ° Regir, ordenar y vigilar la gestión del pa¬ 
trimonio y aplicación de los presupuestos y la 
ejecución de todos los servicios provinciales. 

4. ° Desempeñar las funciones que a la Dipu¬ 
tación o a la Comisión provincial encomiendan 
las disposiciones relativas a la contribución terri- 
torial 

5. ° Preparar los expedientes, presupuesto^ y 
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vamente por él o los abogados del Estado que es¬ 
tén afectos al respectivo Gobierno civil. 

Quedan derogadas, en consecuencia las leyes 
y demás disposiciones que concedían a lasComí 
siones provinciales el carácter de organo asesor, 
en cuestiones de derecho, de los Gobernadores 

civiles. 


Precedente: La Real orden de ix de Marzo de 1890 no per¬ 
mitía que las Comisiones adopten acuerdos de la exclusiva 
competencia de la Diputación, salvo los casos de reconocida 
urgencia y secundaria importancia, en los que no figura el 
arriendo de los arbitrios ni la revisión de los contratos relati¬ 
vos a los mismos. 


Sección cuarta. 

Acuerdos que exigen formalidades especiales. 

Art. 119. Los contratos de obras y servicios 
provinciales se ajustarán a lo dispuesto en los 
arts. 161 al 165 del Estatuto municipal y en el Re¬ 
glamento aprobado por Real decreto de 2 de Ju¬ 
lio de 1924, sin otra modificación que la de consi¬ 
derar eximidos de la necesidad de subasta o con¬ 
curso los inferiores a 25.000 pesetas en su total 
importe o a 2.500 pesetas en cada una de las entre¬ 
gas que deban hacerse anualmente, siempre que 
no sean más de diez. 


Véanse las disposiciones que se citan en este artículo, en 

la edición de nuestra «Biblioteca de Códigos y Leyes ano¬ 
tados». J J 


Art. 120. Los establecimientos de Benefi¬ 
cencia y los de enseñanza creados o sostenidos 
por las Diputaciones provinciales, se acomoda- 

« a l a i °. qUe las leyes de Beneficencia 

y de Instrucción publica. 

, A r*' , .? 1 * Los edificios provinciales declara¬ 
dos mutiles para el servicio a que estaban desti- 
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nados pueden ser vendidos en pública subasta 
previo acuerdo de la Diputación provincial en 
pleno. Sin embargo, cuando su valor no exceda 
del 5 por 100 del presupuesto total de ingresos 
podrá adoptar el acuerdo la Comisión provin¬ 
cial. 

Ai*t. 182. Para enajenar, adquirir o gravar 
otros inmuebles o derechos reales, títulos o ins¬ 
cripciones de Deuda pública, o valores cotiza 
bles, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
siguiente respecto a las adquisiciones a título lu¬ 
crativo; para transigir sobre bienes o derechos 
litigiosos o consentir quita o espera en créditos 
déla provincia o de establecimientos que dependan 
de ella, y para convenir arreglos o conversiones 
de deuda provincial, cuando el importe de la ena¬ 
jenación, gravamen, adquisición, quita, transac¬ 
ción o conversión sea superior al 5 por 100 y no 
exceda del 15 por 100 del presupuesto total de 
ingresos de la Corporación provincial, bastará 
el acuerdo de la Diputación en pleno requirién- 
dose la asistencia de cuatro quintas partes de 
Diputados y el Voto conforme de dos tercios de 
los que formen la Corporación 

Para adoptar los mismos acuerdos a que se re¬ 
fiere el párrafo anterior, cuando por su cuantía 
rebasen el 15 por 100 del presupuesto provincial 
de ingresos, será preciso, además de los requisi¬ 
tos allí señalados y de la sesión extraordinaria 


que exige el art. 116: , „ . .. 

l.° Que el acuerdo se publique en el Boletín 

Oficial , en que se anunciará que todos los ante¬ 
cedentes de la resolución están de mamfieo o 
público en la Secretaría de la Diputación, duran¬ 
te los treinta días siguientes, para que en 
plazo puedan redamar los Ayuntannen os < 

tantes de la provincia que 1<> deseen. 

2 o One cuando dentro det plazo send.ulo en 


2. a Que cuando dentro aa .d; . 

el número anterior as/ lo solicite la eco. !..<■« A 1 
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¿le ¡os electores inscritos en ¡os Censos munici 
pales de ¡a provincia o Ayuntamientos que co¬ 
rrespondan a Municipios cuyo Censo de pobla- 
ción suponga al menos el 30 por 100 del total de 
¡a provincia, se sometan los acuerdos de que se 
trate a ratificación o revocación en «referendum», 
ajustado a los trámites que determina el capitu¬ 
lo V del título V del libro I del Estatuto muni¬ 


cipal. • . . 

A«*t. 123. Las adquisiciones, enajenaciones y 

grávamenes que no excedan del 5 por 100 del 
presupuesto podrán ser acordadas por la Comi¬ 
sión provincial; pero siempre que importen más 
del 2 por 100 exigirán el Voto favorable de dos 
terceras parte de los Diputados que formen di¬ 
cha Comisión. No obstante, las adquisiciones a 
título lucrativo, cualquiera que sea su cuantía, 
podrán ser acordadas por la Comisión provincial, 
siempre que no tengan lugar bajo condición o con 
imposición de algún gravamen, en cuyo caso co¬ 
rresponderá acordarlas a la Diputación en pleno. 

A««t. 124. Para contratar empréstitos o cual • 
quier forma de anticipos o subvenciones a obras 
o servicios, suscribir acciones u obligaciones de 
Empresas o contratar obras públicas que hayan 
de figurar en presupuestos de cinco o más ejer¬ 
cicios, se requerirá que el total cumplimiento de 
las obligaciones contraídas esté asegurado por in¬ 
muebles, valores, créditos o recursos precisamen¬ 
te determinados, cuyos bienes no podrán tener 
después aplicación distinta, considerándose dife¬ 
rentes cuantos ingresos se efectúen en razón de 
tilos, hasta cancelar completamente la deuda ase¬ 
gurada. Sobre dichos bienes y recursos tendrán 
siempre expeditas sus acciones los acreedores y 

su jurisdicción los Tribunales ordinarios, siendo 
originaria i ente nulo cualquier acuerdo provin¬ 
cial en contrario mientras no se solvente la obli¬ 
gación asegurada. 
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• Los acuerdos a que hace referencia el párrafo 
anterior se adoptaran siempre con el requisito 
que establece el párrafo primero de art 122 v 
cuando exijan por pago de intereses y amortiza¬ 
ción inversiones anuales de cantidades superiores 
al 15 por 100 del presupuesto de la Diputación 
regirán los trámites que señala el párrafo segun¬ 
do del citado artículo. 


Lí Real orden de 8 de Julio de 1926, dice: «Las suscrip¬ 
ciones públicas de los empréstitos que emitan las Corporacio¬ 
nes municipales y provinciales, deben ser intervenidas por 
las Juntas sindicales de los Agentes de Cambio y Bolsa, o en 
su caso, por las de los Corredores de Comercio». 


CAPITULO II 


FUNCIONES DE LOS PRESIDENTES DE DIPUTACIO¬ 
NES PROVINCIALES 

•■•t. I2S. Son atribuciones de los Presiden¬ 
tes de Diputaciones provinciales: 

l.° Convocar, presidir, suspender y levantar 
las sesiones de la Diputación y Comisión provin¬ 
cial, pudiendo decidir con voto de calidad los 
empates, si leyes especiales no disponen otra 
cosa, y fijar el orden de los debates. Sólo podran 
levantar las sesiones cuando hayan sido discuti¬ 
dos todos los extremos del orden del día o cuando 
sobrevenga o pueda sobrevenir perturbación gra¬ 
ve de orden público por razón de las deliberacio¬ 
nes planteadas. El orden del día para las se ^ 1< ¿ n ^ 
de la Comisión provincial será lijado por e 
sidente, y para las de la Diputación en p en ->, P 
la Comisión provincial, aunque el Ptesi 

drá adicionarlo por sí mismo. i os 

o 0 L'Vtjr»!i*->•;r ejecutar y hacer cumplir - 

, "Y To nen Dinriol V de la DlpU- 

acuerdos de ta ( mun-uon P* OVh -' -; J , jn ¡ 

tación n )leno cuando no mediare b.^ 
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3 o Suspender los acuerdos de la Diputación 
y de la Comisión provincial cuando proceda con 

arreglo al art. 160 de esta ley. 

4. ° Ordenar todos los pagos que se efectúen 

con fondos de la Diputación provincial. 

5. ° Representar a la Diputación en pleno y en 
Comisión, y a las Corporaciones y establecimien¬ 
tos que de ella dependan en actos judiciales y gu¬ 
bernativos, conferir mandato para ejercer esa re¬ 
presentación y comunicar por conducto del Go¬ 
bernador civil con las Cortes, el Gobierno y las 
Corporaciones o Autoridades de otras provin¬ 


cias. 

6.° Cuidar de que la Diputación en pleno y 
en Comisión cumpla las disposiciones legales re* 
lativas a su funcionamiento y los deberes que las 
mismas les impongan. 

T.° Presidir remates y subastas para ventas, 
arrendamientos, suministros y toda clase de ad¬ 
judicaciones de servicios y obras provinciales. 

8 a Remitir a los Tribunales y Autoridades 
correspondientes, dentro de los plazos que fija 
esta ley, los expedientes a que se refiera cual¬ 
quiera recurso interpuesto contra acuerdos de la 


Diputación o de la Comisión provincial. 

9.o Inspeccionar los servicios de la Adminis¬ 
tración provincial como Jefe de la misma, pudien- 
do imponer a los funcionarios de la Diputación 
las sanciones que, conforme a esta ley y a los 
Reglamentos orgánicos, no correspondan a la 
Comisión provincial o a la Corporación en pleno. 

1 U. Rendir y comprobar las cuentas de la ad¬ 
ministración del patrimonio y de los estableci- 
mientos provinciales y las de gestión de los pre¬ 
supuestos de la Diputación. K 

rfl H* Cüid fr de que el presupuesto sea elabo¬ 
rado y sometido a la Corporación provincial en 
la época legal. ‘ 

12. Convocar a sesión extraordinaria de la 
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Diputación en pleno o de la Comisión provincial, 
en los casos en que proceda según esta ley. 

13. Cualesquiera otras facultades que de ma¬ 
nera privativa es atribuyan las leyes, ordenanzas 
y acuerdos de la Diputación que sean firmes y 
valederos. 

Art. 126. El Presidente de la Diputación será 
responsable como Ordenador de Pagos: 

,4) Si ordena pagos no incluidos en la distri¬ 
bución mensual. 

B) Si al ordenar un pago, el remanente del 
crédito correspondiente no es bastante para sa¬ 
tisfacerlo. 

C) Si ordena el pago de atenciones volunta¬ 
rias en detrimento de las que sean forzosas por 
disposición de ley o en virtud de título legítimo. 

D) Si ordena pagos cuya procedencia no esté 
justificada. 

E) Si dispusiese para fines distintos de aque¬ 
llos para que fuesen votados, de recursos espe¬ 
cialmente afectos a servicios de empréstitos con¬ 
certados por la Diputación. 


CAPITULO III 

OBLIGACIONES MÍNIMAS DE LAS DIPUTACIONES 

PROVINCIALES 

Art. 127. Las Diputaciones provinciales ten¬ 
drán como obligaciones mínimas, en materia de 
Beneficencia, las siguientes: 

A) Sostenimiento, por lo menos, de una Casa 
provincial de Maternidad y Expósitos. 

B) Idem de una Casa de Beneficencia hospi- 

talariB 

C) Idem de una Casa de Caridad, para reclu¬ 
sión de indigentes. 

[)) Idem de otra de reriu.sion -P en.nT-v 
pobres. 


KSTáTTi^ provincial 



1 as Diputaciones podrán, sin embargo, concer¬ 
tar con Establecimientos privados o públicos, de 
la misma provincia, los servicios expresados.. 

Estarán obligadas las Diputaciones a recluir en 
la Casa provincial de Caridad a los indigentes 
cuyo lugar de naturaleza no sea conocido y Vivan 
en la provincia, así como a los pobres que a su 
costa quieran recluir los Ayuntamientos de la 


provincia. 

Asimismo estarán obligados a recluir en el Ma¬ 
nicomio provincial, o en el que hayan contratado 
con relación a este servicio, que podrá radicar 
fuera de la provincia, los locos o enfermos pobres 
de ignorada naturaleza, que vivan en la provincia, 
y los que a sus expensas sean recluidos por los 
Ayuntamientos de la misma. 

Las Diputaciones deberán establecer un régi¬ 
men de indemnizaciones recíprocas para abonar 
el importe de las estancias que causen los alie¬ 
nados o indigentes naturales de una provincia en 
establecimientos pertenecientes a otra. No será 
exigible esta indemnización cuando los naturales 
de una provincia causen estancias en estableci¬ 
mientos de otra en cuyo territorio vengan resi¬ 
diendo durante diez años al menos. 

Art« 128. Serán obligaciones mínimas de las 
Diputaciones, en el orden sanitario, las siguientes: 

A) Incluir anualmente en sus presupuestos 
una cantidad destinada a subvencionar las obras 
de carácter sanitario que lleven a cabo los Ayun¬ 
tamientos de la provincia, preferentemente las de 
abastecimiento de aguas, evacuación de inmundi¬ 
cias y saneamiento de zonas palúdicas. 

Para, que una obra municipal de carácter sani - 
tarjo disfrute subvención de la Diputación provin¬ 
cial, será menester el informe favorable de la Co¬ 
misión provincial de Sanidad local. 

1>) Organizar, a base de los Establecimientos 
provinciales de Beneficencia, una sala de aísla* 
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miento para los que padezcan enfermedades in¬ 
fecciosas; una instalación radiográfica y radiote- 
rapéutica, para el diagnóstico y tratamiento del 
cáncer; una consulta pública, exclusivamente des¬ 
tinada a pretuberculosos y tuberculosos pobres; 
una sala para ^hospitalización de prostitutas en¬ 
fermas; un consultorio público gratuito de enfer¬ 
medades venéreas, y un servicio de puericultura, 
también público. 

C) Sostener un Instituto de Higiene, con los 
siguientes cometidos: 

a) Preparación de los sueros y vacunas pre¬ 
ventivos y curativos que necesiten los pueblos 
de la provincia. 

b ) Diagnóstico de Laboratorio en las enferme¬ 
dades infecciosas y en el cáncer. 

c) Transporte de los enfermos infecciosos y 
urgentes, desde los pueblos hasta el Hospital 
provincial. 

d) Servicios de desinfección y desinsectación. 

e) Investigación de las zonas palúdicas de la 
provincia. 

f) Cursos de ampliación de conocimientos sa¬ 
nitarios para los Inspectores municipales de Sa 
nidad de la provincia y divulgación de conoci¬ 


mientos higiénicos. 

Art. IS9. Los Inspectores provinciales de 
Sanidad tendrán a su cargo la alta inspección de 
los servicios sanitarios de la provincia, podrán 
ser Directores de los Institutos de Higiene y dis¬ 
pondrán de los elementos sanitarios de la Dipu¬ 
tación, siempre que lo precisen para el cumpli¬ 


miento de sus funciones. . . , 

Las actuales brigadas sanitarias provinciales 

refundirán sus servicios con los de. Institino du 
Higiene, conservando sus Jefaturas y o g - r 
ción, con respeto siempre de todos los dere. jos 
adquiridos. Donde no existan bri^ac a-, s,. < < • 

las Diputaciones provinciales pro< ^ - 


¡.jj B8TATUTO PROVINCIAL 

¡ 1K o () , ;1 organizar el Instituto de Higiene en la 

forma (|ue establece este artículo. , . , 

Hrt. 130. Para el sostenimiento de la brigada 

sanitaria o del Instituto de Higiene podrá girarse 
un repartimiento especial entre los Ayuntamien¬ 
tos de la provincia, sin que deba exceder del 
1 por 100 del Presupuesto municipal de ingresos 

la cuota asignada a cada uno. 

Asimismo se destinará exclusivamente a los 
fines sanitarios de carácter provincial que enu¬ 
mera este artículo, el 25 por 100 de los derechos 
sanitarios a que se refieren el Real decreto de 
24 de Febrero de 1908 y la Real orden de 13 de 
Abril de igual año. 

1:1 Real decreto que en este artículo se cita, se dictó apro¬ 
bando la tarifa de los servicios prestados por los funcionarios 
de Sanidad, que deben ser retribuidos, según los arts. 196 
y 197 de la Instrucción general de Sanidad de 12 de Enero 
de 1904 y de la Ley de 3 de Enero de 1907, 

La Real orden de 13 de Abril de 1908, publicada en cum¬ 
plimiento del art. 2. 0 del Real decreto antes indicado, fija re¬ 
glas a que han de ajustarse los funcionarios de Sanidad, para 
liquidar con el público y entre ellos mismos los derechos sa? 
nitarios a que se refieren las tarifas. 

«r 

Art. 131 Las Diputaciones provinciales esta¬ 
rán obligadas a fomentar la enseñanza técnica, 
industrial, artística o agrícola, según las necesi¬ 
dades de cada provincia, y al efecto deberán, 
cuando menos, destinar una cantidad anual para 
subvención de los Establecimientos que persigan 

bres^ reSa ^° ° ^ ara k ecas de estudiantes po- 

Enseñanzas náuticas. — Por Real orden de 4 de Julio 
de 1924 (Gaceta del 6). ^ 

das^rTaTrf Escuelas náuticas oprimi¬ 

das por Real decreto de 6 de Junio último, que si las Corno 

ner^con Y mUnÍC¡ P al 0 P rivadas ^ deseen soste¬ 

ner, con cargo a sus presupuestos, las enseñtnzas náuticas en 
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las Escuelas oficialmente suprimidas, podrán hacerlo así, con 
carácter particular, y dejando el Estado a beneficio de las 
mismas el material que debían entregar en la Comandancia 
de Marina respectiva, en virtud de lo dispuesto en el art. 4. 0 
del anterior Real decreto citado, siempre que así lo soliciten 
antes del 20 de Julio actual. 


Art. 132. Deberán también las Diputaciones 
provinciales fomentar las instituciorres de carác¬ 
ter social dé la provincia, y muy en particular las 
Cajas colaboradoras del Instituto Nacional de 
Previsión, los seguros sociales de toda especie y 
la construcción de viviendas baratas. 

Art. 133 (1) Las Diputaciones provinciales 
estarán obligadas a dotar de caminos vecinales 
su respectivo territorio, de forma que tengan co¬ 
municación todos los núcleos poblados que exce¬ 
dan de 75 habitantes. A partir de la vigencia de 
esta ley, la construcción y conservación de ¡os 
caminos vecinales correrá a cargo de las Diputa¬ 
ciones provinciales; pero el Estado subvencionará 
. el servicio durante un período de diez años, con 
una cantidad anual no inferior a la que para aten¬ 
ciones permanentes y temporales relativas a ca¬ 
minos vecinales figura en el presupuesto del 
corriente ejercicio económico, sin perjuicio de re¬ 
bajarla cuando se logren arbitrar los recursos 
necesarios para que puedan costearlo, en todo o 
en parte, las Corporaciones provinciales. La ex¬ 
presada subvención anual del Estado se prorra¬ 
teará entre las Diputaciones de régimen común, 
con arreglo a las normas que establecen e! art. 5 0 
de la Ley de 29 de Junio de 1911 y el 6 .° de su 
Reglamento de 25 de Julio siguiente. 


Ley de 2 () de junio de iyii (Gacela de! 5 de julio). —«Ar¬ 
tículo 3. 0 Reparto del crédito de subvencione- del ruado.— 
i.° La cantidad que, en virtud de los créditos legislativos auto- 


(1) Insertamos 
Julio de 1925, 


como 


M. 




» r" r- 
V- ■ i v 


Real decreto 


Je 


de 
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r/lJií ,. Ls* :ic aíKu¡niv“Lte el Ministro de Fomento para su*- 
• encionar la confracción ele caminos vecinales, se distribuirá 
entrp las distintas provincias en razón inversa de la longitud 
de carreteras de todas clases y caminos vecinales subvencio¬ 
nados, que se hallen construidos relativamente a la superítele 
v numero de habitantes de aquéllas. Si en un año no pudiera 
bastarse en una provincia la cantidad que le correspondiese, 
podría distribuirse entre las restantes, a reserva de tener en 
cuenta en el año siguiente, para compensarlas, las reducciones 
v aumentos así efectuados. 

2. 0 De la cantidad que se asigne anualmente a cada pro¬ 
vincia se destinará la parte necesaria para atender a los com¬ 
promisos contraídos en años anteriores, y la restante se dis¬ 
tribuirá en proporción a las peticiones de subvención que 
se formulen con arreglo a cada uno de los dos sistemas que 
para obtenarla establece esta ley en el artículo siguiente. Para 
los efectos de este párrafo se considerarán como peticiones de 
subvención los anticipos que las Diputaciones provinciales y 
Mancomunidades de más de 20.000 habitantes se comprome¬ 
tan a realizar, para garantizar al Estado el cumplimiento de 
los auxilios ofrecidos.» 


Reglamento de 23 de Julio de T911 (Gaceta del 28. Ex¬ 
tracto).— «Art. 6.° Reparto de créditos. — 1. Para la aplicación 
del art. 3. 0 de !a ley, la longitud de carreteras construidas, 
que servirá de base para el cálculo de reparto de crédito de 
subvención, será la que figure en la última «Estadística de 
obras públicas» impresa. La superficie y población de cada 
provincia, las que consten en el último censo publicado por el 
Instituto Geográfico y Estadístico. 

2. La subvención será repartida del modo siguiente: 

a) La mitad del crédito, en razón inversa de la longitud 

de las carreteras y caminos, por kilómetro cuadrado de su¬ 
perficie. 

b) La otra mitad, en razón inversa de la longitud de vías 
por habitante. 


, f j.^ a sum f de las dos cantidades por cada provincia, será 
el crédito que le corresponda en el año. 

Jh r f. pa ^°- de * 0S cr ®ditos será publicado en la Gaceta y 
,en el Boletín Ojicial. 3 

4 - Loque de tales cantidades no tenga aplicación, será 
distr buido por el Ministro de Fomento, atendiendo a las ne¬ 
cesidades mas imperiosas y urgentes de las otras provincias. 

*1 R *, subvenciÓQ de cada provincia se distribuirá en el 
pago de los compromisos contraidos por el Estado en años 
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interiores, para caminos vecinales, y en abonar la cantidad 
que en el propio año sea necesaria para atender a los nuevos 
compromisos. 

6. a) El Ministro de Fomento procederá a fijar las reglas 
para marcar el orden de prelación de los compromisos, así 
como su cuantía. 

b) Los contratos relativos a la construcción o habilitación 
de nuevos caminos vecinales o puentes, se ejecutarán bien di- 
rectamen, o por concurso, por el Ministro de Fomento. 

7. Fijado por el Ministro de Fomento el crédito anual para 
anticipo de fondos, y descontada la cantidad necesaria para 
atender a los compromisos contraídos, se anunciará al mismo 
tiempo que los concursos de subvención en la Gaceta y Bole¬ 
tín Oficial de la provincia la cantidad restante que ha de dis¬ 
tribuirse, 

8. Dentro del mismo plazo señalado para dichos concur¬ 
sos, se presentarán las solicitudes de anticipos». 


Subvención para caminos vecinales.— Por Real decreto de 
16 de Marzo de 1928 (Gaceta, del 17), se dispone: 

Articulo í.° De la subvención para los servicios que se 
detallan en el capítulo XX, artículo único, concepto i.° de¡ 
presupuesto vigente del Ministerio de Fomento, pueden apli¬ 
car las Diputaciones provinciales las cantidades que conside¬ 
ren necesarias a la conservación de los caminos vecinales eje¬ 
cutados o que se ejecuten, con arreglo a la Ley de 20 de ju¬ 
nio de 1911, al art. 133 del Estatuto provincial de 20 de 
Marzo de 1925 y al Real decreto de 12 de Diciembre 
ie 1926. 

Art. 2. 0 La misma autorización se concede a las Diputa¬ 
ciones provinciales para aplicar a la conservación de caminos 
vecinales subvencionados los fondos sobrantes de construc¬ 
ción que tengan en Caja procedentes de las anualidades ven¬ 
cidas, que no estén comprometidos en obras nuevas en curso 
de ejecución. 


En ei plazo máximo de un año, a partir de la 
Vigencia de esta ley, redactará cada Diputación 
provincial, con informe previo de la respectiva 
Jefatura de Obras públicas, el plan general de 
caminos vecinales de la provincia, incluyendo en 
él los que sean precisos para- 


TcJ v I!. 1 L * 1 


lar !a común 


cación (jii6 inchca o! parr*\fo antortor ios quocnu 
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mera el art. 1." del Reglamento de 23 de Julio de 
de 1911 y ios que hayan sido concursados con 
arreglo a la legislación hasta ahora vigente. 


I I art i ° del Reglamento antes anotado, dice así: «Son 
caminos'de servicio público los que enlacen un pueblo con 
otro con una estación de ferrocarril, con un puerto, cala o 
embarcadero, con un mercado o establecimiento de servicio 
o utilidad pública, o con una carretera construida o camino 
vecinal en buen estado de conservación, por los cuales se 
pueda ir a cualquiera de esos puntos; los que enlacen dos de 
éstos; los que dentro de un Municipio enlacen la cabeza del 
mismo con los suburbios, en caso de que estén separados por 
parte no edificada en más de dos kilófnetros, o los que así sean 
declarados de Real orden, oído el Consejo de Obras públicas y 
el de Estado. 

Todo camino cuya longitud exceda de 15 kilómetros, tér- 
minará en el primer punto de los indicados en el párrafo an¬ 
terior, a que llegue después de dicha longitud». 

Consúltese e! tomo de esta Biblioteca titulado Legislación de 

carreteras y caminos vecinales . 


El plan provincial de caminos Vecinales será 
aprobado por la Diputación en pleno. El acuerdo 
aprobatorio equivale a la declaración de utilidad 
pública de los caminos incluidos en el plan. No 
obstante, y al solo efecto de coordinar las comu¬ 
nicaciones de las provincias entre sí, el plan de¬ 
berá elevarse al Ministerio de Fomento, enten¬ 
diéndose aprobado definitivamente si no se dicta¬ 
se acuerdo sobre él en término de sesenta días, 
sin perjuicio de las reclamaciones que se regulan 
en el párrafo siguiente. 

t ^ , te de la provincia, con resi¬ 

dencia o propiedades en término municipal a que 
afecte un camino vecinal, podrá impugnar su de¬ 
claración de utilidad pública ante el Ministerio 
de Fomento, dentro délos quince días siguientes 
a la publicación del acuerdo de la Diputación 
que integramente debe insertarse en el -Boletín- 
Oficial La misma impugnación podrán hacer los 
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Ayuntamientos y Entidades locales menores que 
se consideren lesionados con dicho acuerdo. El 
Ministerio de Fomento resolverá la reclamación 
en plazo de sesenta días, y transcurrido éste sin 
acuerdo, se considerará desestimada tácita 
mente. 

Las Diputaciones provinciales estarán obliga¬ 
das a respetar los derechos adquiridos respecto 
a subvenciones o anticipos, subrogándose a es 
tos efectos, así en las facultades como en las 
obligaciones del Estado, sin otro límite que el 
importe de la subvención que de éste reciban. 

..as Diputaciones provinciales, Ayuntamientos 
y entidades interesadas podrán encomendar loses- 
tudios y trabajos relacionados con el plan de cami¬ 
nos vecinales a las Jefaturas de Obras públicas o 
a facultativos no afectos al servicio del Estado, 


pero éste tendrá siempre a su cargo la inspección 
técnica de las obras y la fiscalización de la inver¬ 
sión que las Diputaciones den a los auxilios o 
subvenciones oficiales. Esta inspección será des¬ 
empeñada por las Jefaturas de Obras públicas o 
por los Inspectores generales del servicio, según 
que los estudios y trabajos corran a cargo de in¬ 
genieros no afectos o afectos a! Estado. 

A propuesta de la Inspección técnica y por 
acuerdo del Consejo de Ministros, oyendo sieni 
pre a la Corporación interesada, podra . e. 1 1 1 m r 
se al Estado el servicio de construcción y con¬ 
servación de caminos vecinales en adjbehas pro ¬ 
vincias que notoriamente lo u- sanendacil 

La aprobación de un plan provuc u . 


, • ' v-- i 


nos vecinales y .de ios corresponde ¿o. o 
tos, llevará aneja, además etc • * 
utilidad publica, la de i a neo - mro ¡o 
del terreno. 


declarar •< n 


o.:-;,- 



I ^ 
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.\vuntannuitos, entidades locales menores, Cor¬ 
poraciones y particulares interesados expongan 
^ cde ( J£tCÍOneS. . 

Fl Reglamento desenvolverá estos preceptos, 

el régimen de construcción de los 
caminos vecinales y puentes económicos; el orden 
do nrelación que deba existir entre los caminos 
proyectados; la forma y cuantía mínima de jas 
aportaciones que para auxiliar la construcción 
sean exigibles a los Ayuntamientos, Entidades 
locales menores y Asociaciones o Corporaciones 
interesadas; el régimen de conservación de los 
caminos ya construidos o que se construyan, y el 
modo y grado de la intervención que el Estado 
haya de ejercer en este servicio. 


listado demostrativo de gastos efectuados en caminos vecina¬ 
les . —Por Real orden de 2 de Septiembre de 1927 (Gaceta 
del 11), se dispone: 

i.° Las Diputaciones provinciales, dentro de los quince 
primeros días de cada semestre natural, presentarán a las Je¬ 
faturas de Obras públicas un estado demostrativo de los tra¬ 
bajos y gastos hechos durante el semestre anterior en los dife- 
rertes servicios de carne os vecinales a su cargo. 

2. 0 Comenzará el estado con la subvención recibida du¬ 
rante el semestre para el estudio, replanteo, liquidación y 
obras de caminos vecinales, separando los gastos que en globo 
se hayan hecho para los tres primeros conceptos y el corres¬ 
pondiente exclusivamente a obras, expresando el número de 
kilómetros o fracciones de kilómetro, completamente termi¬ 
nados y formalmente recibidos por la Jefatura de Obras públi¬ 
cas de la provincia. 

y. Si la Diputación tuviese en conservación kilómetros 
que haya terminado, expresará también el gasto hecho en los 

mismos con cargo a la subvención a que se refiere el artículo 
anterior. 

4* Continuará el estado con la relación de subvención 
^e^ibida y gastos hechos para conservación y reparación de 
caminos vecinales, separando debidamente lo correspondiente 
a personal y a obras. 

5 * Terminara la relación con las observaciones y pro¬ 
puestas que a las Diputaciones y Directores de Vías y Obras 
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provinciales les sugiera su interés por la mejor marcha y más 
rápido desarrollo de las obras. 

6.° Estas relaciones semestrales se enviarán a la Dirección 
general de Obras públicas antes de finalizar el primer mes de 
cada semestre natural por los Ingenieros Jefes de las provin 
cias, con su conformidad o reparos, las propuestas que esti¬ 
men oportunas y loS^informes sobre las que hayan hecho las 
Diputaciones y Directores de Vías provinciales. 

7. 0 Por excepción, la relación que por primera vez han 
de entregar las Diputaciones en el mes de Enero de 1928, 
contendrá todos los datos expresados en los artículos ante¬ 
riores, pero referidos al origen, o sea a partir de la fecha en 
que se hicieran cargo de los caminos vecinales. 

Art. 134. A partir del día 1.° de Julio de 1925, 
las Diputaciones provinciales quedan relevadas 
de las prestaciones, cargas y aportaciones que 
con arreglo a las Leyes de 29 de Junio de 1887, 
29 de Junio de 1890 y 2 de Marzo de 1917, Rea! 
decreto de 5 de Marzo de igual año y demás dis¬ 
posiciones complementarias, les fuesen exigibles 
para el sostenimiento de los servicios de Institu¬ 
tos Escuelas Normales, Inspección de Primera 
enseñanza, Bibliotecas y Secciones administrati¬ 
vas de Primera enseñanza. 

Tales servicios correrán íntegramente a cargo 
del Estado desde la precitada fecha. 

CAPITULO IV 

DE LOS FUNCIONARIOS PROVINCIALES 


Sección primera. 

Del Secretario, 


Art. 135. 

sular habrá un Sec 
provinciales o insub 
de la Comisión 


En cada Diputación y Cabildo in 
retario. pagado ot¡ ios loados 


\ rt 
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4tra 
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[ iunciones (lo! Secretario son dobles: en 
, uanto forma parte de la Corporación provincial 
y ( n cnanto es Jete de !os servicios administra 
O \'o< de la Diputación. 

Cuando dos o más Diputaciones se mancomu¬ 
nen legalmente, la Mancomunidad designará su 
Secretario entre los de las Corporaciones que 
la integren, y en su defecto, actuará como tal 
el de la provincia en que radique su capita¬ 
lidad. 

Art 136. Como miembro de la Corporación 
provincia!, el Secretario tendrá las atribuciones 


siguientes: 

1. a Asistir, sin voto, a las sesiones del pleno, 
y de la Comisión provincial, dando cuenta de la 
correspondencia y de los asuntos comprendidos 
en la convocatoria u orden del día y levantando 


el acta de cada sesión, que firmará con el Presi¬ 
dente en las del Pleno y con el Presidente y Vo 
cales en las de la Comisión provincial, para leer¬ 
la al principio de la siguiente, transcribiéndola 


en el libro correspondiente, que bajo su respon¬ 
sabilidad custodiará. 


2. a Advertir a la Diputación, o a la Comisión 
provincial, y al Presidente, en su caso, la ilegali¬ 
dad, si la hubiere, de cualquier acuerdo que pre¬ 
tendiesen adoptar, consignando en acta la adver¬ 
tencia, a fin de eximirse de la responsabilidad que 
en otro caso ha de alcanzarle. 

3. a Asistir a todos los actos oficiales de la Di¬ 
putación y de la Comisión provincial. 

4 a Vigilar la ejecución de los acuerdos y ges¬ 
tionar todos los asuntos de la Corporación, siem¬ 
pre que así lo disponga el Presidente; y 

3. a Cuidar de la redacción y publicación se¬ 
mestral de los extractos de acuerdo de la Diputa¬ 
ción en pleno, y mensual de los de la Comisión 
provincial. 

Art. 137. Corresponderá al Secretario, como 
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jete de los servicios administrativos de la Corp 
ración: 

1. ° Permanecer en su despacho las horas se¬ 
ñaladas para oficina, tanto ordinarias como ex¬ 
traordinarias, salvo las ausencias que exijan sus 
restantes deberes oficiales. 

2. ° Dirigir y vigilar a los empleados de la 
Secretaría, proponiendo las sanciones que pro¬ 
cedan, según los Reglamentos de la Corpora¬ 
ción. 

3. ° Prepararlos expedientes que han de resol¬ 
ver la Diputación, la Comisión provincial y el 
Presidente, recabando los informes necesarios, y 
anotando con su firma las resoluciones y acuer¬ 
dos que recaigan. 

4. ° Cuidar de que se expida gratuitamente y 
en el acto, sin perjuicio del reintegro que corres 
ponda con arreglo a la Ley del Timbre, recibo de 
cuantas solicitudes, reclamaciones y recursos se 
presenten, con expresión de los documentos que 
los acompañen. Constituirá falta grave e! incum¬ 
plimiento de esta obligación. 

5. ° Certificar de todos los actos oficiales de 
la Diputación y Comisión provincial, y expedir, 
con el V.° B.° del Presidente, copias y certifica¬ 
ciones de los documentos y libros encomendados 
a su custodia. 

6. ° Redactar una Memoria anual dandcgcuenta 
circunstanciada de los servicios de la u 
ción; y 

7. ° Custodiar y ordenar 
existiese funcionario técnico especialmente en 
gado de este servicio. 

Para ser Secretario se nec,-o.-r, 
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español, varón, de estado regia 1 : • 
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este 


estatuto fbovj 

i hof acreditado la aptitud legal en la 
f da< ’ 1 mK determinará el Reglamento. 
f< Tn< c e a la fecha de la promulgación de e 

r V^nto ejerzan el cargo de Secretario de Dipu- 
hstatiito e er en e , Cuerpo e n concepto de 

taC, -°añtes f conservarán los derechos adquiridos, 

a8P,r , " no’uosean la condición de Letrado 

al FÍ Reglamento fijará las demás condiciones 

precisas para el ingreso, previa oposición, en el 

ruerno correspondiente, el régimen de ascenso, 
la declaración y provisión de vacantes y la regu¬ 
lación de los derechos pasivos. 

En el Reglamento se procurara fusionar los 
Cuerpos de Secretarios de Diputaciones provin¬ 
ciales y de Ayuntamientos, estableciendo reci¬ 
procidad de derechos entre los aspirantes, y ar¬ 
monizando la autonomía de las Corporaciones 
provinciales con las garantías legales de capaci¬ 
dad e inmovilidad del Secretario y el respeto a 
los derechos adquiridos. 

Art. 139. No podrán ser Secretarios en una 
Diputación: 

1. ° Los Diputados provinciales y los parien¬ 
tes, dentro de cuarto grado, del Presidente y de 
los miembros de la Corporación, salvo, respecto 
a los últimos, el caso de que el Secretario desem¬ 
peñe el cargo con anterioridad a la elección de 
sus parientes. 

2. ° Los que tengan contratas de obras, servi¬ 
cios o suministros con la Diputación, o con la Re¬ 
gión o el Estado dentro del territorio de la pro¬ 
vincia. 

3. Los que tengan pendiente contienda admi- 

nif*f a * IVa 0 - U( ^ C!a * con cua lquiera de los orga- 
n ufi P*! 0 V‘nciales o establecimientos que se ha- 

Diputadón ^ e ^ en< ^ enc ^ a 0 administración de la 

resnnncoKi ^ eu d°res de fondos provinciales o 

responsables subsidiariamente. 


bu LOE FtNOJOFAUlOS 



...H S Tj hubiesen sl ’do condenados por de¬ 
lito de falsedad o infidelidad en la custodia de do¬ 
cumentos, o por delitos electorales, así como los 
que estuviesen procesados por cualquiera de 
estos delitos, hasta que recaiga fallo absolutorio. 

Art. 140. El cargo de Secretario es incom¬ 
patible en todo caso: 


Con el de Notario y Secretario judicial, y 
con el ejercicio de todos los cargos de Justicia 
municipal. 

2. Con todo otro empleo activo o comisión 
de la Administración central, regional, provincial 
o municipal. 

5.° Con toda retribución, gratificación, comi¬ 
sión o encargo de alguna Empresa constituida en 
España o en el extranjero, ya sea industrial, co¬ 
mercial o de cualquiera otra índole, que tenga re¬ 
lación contractual con la Diputación en que preste 
sus servicios, o con los establecimientos que de 
ella dependan. 

4.° Con el ejercicio de la abogacía ante los 
Tribunales en todo asunto que tenga relación di¬ 
recta o indirecta con la administración del Estado, 
de la región o de la provincia, siempre que sea 
en contra de los intereses de ¡a Diputación en que 


sirve. 

Art. 141. El nombramiento de Secretario de¬ 
berá hacerse por la Diputación en pleno, en se¬ 
sión extraordinaria convocada al efecto y median- 
concurso, sin otra limitación que la de que el ele¬ 
gido pertenezca al cuerpo correspondiente, r.n 
cada concurso se señalarán los méritos que pue¬ 
dan determinar preferencia, debiendo considerar¬ 
se como tales la posesión del título de Doctor en 
Derecho, o de otro de carácter profesional; e. 
haber ganado oposiciones en cualquiera ae las 
Carreras que exigen la condición de ra , y 
la antigüdad en el desempeño del cargo de Sc< re 

tario, sin nota desfavorable. 



i;D 


estatuto i 


,Vf i '■ 
Ls i y. 


Art. 1^2. 


Los Secretarios 


Diputaciones 
^Lie acuerden 


oiniales disfrutarán los haberes que ac 
L Corporaciones respectivas bl Reglamento 
estabíecerá una escala de sueldos mínimos que 

iSnente tendrán derecho de jubilación con 
c¡ , oo a las Calas provinciales podiendo establé¬ 
cese prorrateo entre las de todas las Diputacio¬ 
nes etique haya servido cada Secretario. . . 

Art. 143. La Comisión provincial podra un 
noner al Secretario las correcciones disciplina¬ 
rias de apercibimiento, multa y suspensión de 
enipieo y sueldo hasta el término de un nies. Con¬ 
tra esta resolución podrá el interesado interpo 
ner recurso contencioso-administrativo ante el 
Tribunal provincial. 

Mientras no las confirme la Diputación en ple¬ 
no, por el voto favorable de las dos terceras par¬ 
tes del número legal de Diputados, no serán eje¬ 
cutivas las sanciones que imponga la Comisión 
provincial al Secretario, dentro de los tres meses 
siguientes a la fecha en que aquélla o el Presiden¬ 
te hubiesen tomado un acuerdo, a pesar y en 
contra de la advertencia expresa de ilegalidad 
que el Secretario formulase conforme a lo preve¬ 
nido en el núm. 2.° del art. 136. • 

Art. 144. La destitución del Secretario co- 
lr ? s P°j e a la Diputación en pleno. El acuerdo 
habra de adoptarse en sesión a que asistan tres 
cuartas partes de Diputados provinciales, siendo 
preciso reunir el voto favorable de dos tercios de 

caso, ha de mediar causa 
fn tpi-o'c a a 1 n S rT u 1 ** se expediente con audiencia del 
dará rprnrL ^ on ^[ a e l ac »erdo provincial sólo se 

Art lis° °° n fencioso-administratiVo. 

se concsirlprá *-' ° S e ^ ec ^ os del artículo anterior, 

se considerara causa grave: 

• ti abandono inmotivado del destino. 
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2.° La insubordinación y la desobediencia gra¬ 
ve repetidas. 6 

3 La condena firme por cualquier delito que 
lleve aparejada, cuando menos, prisión correc¬ 
cional por un año. 

4.° La ocultación maliciosa de cualquier causa 
de incapacidad o incompatibilidad. 

El Secretario destituido por resolución firme 
en derecho, no podrá obtener, en propiedad ni 
interinamente, otra Secretaría de Diputación en 
el piazo de un año. El que sea destituido por se¬ 
gunda vez será ba a en el escalafón del Cuerpo. 

La Diputación en pleno nombrará la persona 
que ha de sustituir al Secretario en caso de muer¬ 
te, enfermedad, destitución o suspensión. Ni la 
Diputación ni la Comisión provincial podrán cele¬ 
brar válidamente sesión sin la asistencia de! Se¬ 
cretario o del que haga sus veces. Sólo podrán 
desempeñar las interinidades individuos del Cuer¬ 
po de Secretarios. 

Art. 146. Si los Tribunales revocasen un 
acuerdo de destitución o suspensión, el Secreta¬ 
rio tendrá derecho a exigir el sueldo no percibido 
desde la fecha del acuerdo revocado, y deberá 
abonarlo la Diputación, sin perjuicio déla res¬ 
ponsabilidad civil reclamablea ¡os Diputados pro¬ 
vinciales que votaron la destitución o suspensión, 
responsabilidad que será solidaria. Esta obliga¬ 
ción será declarada en el fallo, que servirá al in¬ 
teresado de título para obtener, por la vía ne 

apremio, la suma que se le adeude. 

Art. 147. El Secretario, como miembro de la 
Corporación y Jefe del personal de secretaria 
pagado con fondos provinciales, quedara sujeto, 
en' el ejercicio do sus funciones, a la resprnisa- 
bilidad civil, penal y administrar! v,-i que legren- 

te proceda 





ESTATUTO ROViNCíAL 


Sección segunda. 

De los Interventores de fondos provinciales. 


Art. 848. Cada Diputación y Cabildo insu¬ 
lar tendrán un Interventor de fondos encargado 
de la cuenta y razón y de fiscalizar todo ingreso 

o gasto hecho por la Corporación. 

Cuando dos o más provincias se mancomunen 
legalmente, la Mancomunidad designará su Inter¬ 
ventor entre los de dichas Corporaciones. Si no 
lo designase, actuará como tal el de la provincia 
en que radique la capitalidad. 

Art. ¡49 Serán funciones del Interventor: 

1. ° Llevar los libros de la contabilidad pro¬ 
vincial e informar en los asuntos que tramiten. 

2. ° Dirigir la oficina de cuenta y razón y la 
intervención de fondos, y proponer a la Corpo 
ración las sanciones que merezcan los empleados 
a sus órdenes. 

3. ° Extender los cargaremes de las cantida¬ 
des que ingresen en Caja y los libramientos de 
todos los pagos que hayan de efectuarse, presen¬ 
tándolos a la firma del Presidente, previo exa¬ 
men de los justificantes. 

4. ° Preparar y conservar los presupuestos 
ordinarios y extraordinarios y formar las cuen¬ 
tas de presupuestos y de propiedades, las cuen¬ 
tas y balances trimestrales y las liquidaciones 
generales de cada presupuesto. 

5 ° Examinar y autorizar las nóminas de los 
empleados provinciales, tramitar e informar los 
expedientes de fianzas y reintegros y cumplir 
cualesquiera servicios que se les ordenen res¬ 
pecto a la contabilidad provincial. 

j Conservar una de las tres llaves del arca 

GS • 3S1Stlr a J. os arc J ueos ordinarios y 
TJ l \* «H na H? s> 5 as f r diariamente nota detallada 
de la situación de los fondos provinciales a la 
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Ordenación de pagos, rendir cuenta justificada 
de la consignación de material y tomar razón de 
los ingresos que no se realicen en la misma fecha 
de su Vencimiento. 

7.° Cumplir los deberes que impone el art. 65 
del Reglamento de empleados municipales de 
25 de Agosto de 1924 en sus núms. 9. 11. 15 14 
15 y 17. 11 

Reglamento que se cita ,—«Art. 63, núm. 9. Informa los 
expedientes de fianza y reintegros, proponiendo las medidas 
que hayan de adoptarse para asegurar la responsabilidad de 
los funcionarios o particulares a quienes se les exija.» 

(Núm. ix. Tomar razón de los ingresos que no se reali¬ 
cen en la fecha del vencimiento, impulsando las operaciones 
de recaudación y proponiendo, en su caso, a la Comisión per¬ 
manente las medidas y correcciones disciplinarias proce¬ 
dentes.» 

«Núm. 13. Dictaminar las peticiones sobre reconoci¬ 
miento de créditos, exam nando el derecho de los reclaman¬ 
tes y efectuando las operaciones de liquidación para fijar la 
naturaleza, legitimidad y cuantía de las obligaciones de pago. 

Núm. 14. Informar en los expedientes de concesión de 
ccéditos y de suplementos de los consignados en presupuesto. 

Núm. 15. Censurar los expedientes de devolución de in¬ 
gresos indebidos y de toda clase de reintegros.» 

«Núm. 17. Autorizar con su firma los talones de las 
cuentas corrientes que el Ayuntamiento tenga abiertas en 
establecimientos bancarios.» 


8.° Redactar anualmente una Memoria expre¬ 
siva del estado económico de la Corporación y 

de las reformas que procedan. . 

Art. ISO- El Interventor provincial deberá, 

bajo su responsabilidad: 

1. ° Negarse al pago de gastos que no tengan 

consignación en presupuestos o que por cual 
quier otro motivo contravengan alguna c isposi 

ción leáal vigente. . 

2. ° Oponerse a que los fondos y valores pro* 

vinciales estén en poder de particulares, agente - 



,, lM nU‘- V no en arcas provinciales. No 
o b stun te,'podrí “la Corporación contratar el ser¬ 
vicio de Tesorería con un Banco o Sociedad de 
crédito' debiendo entonces custodiarse en la Di¬ 
putación los resguardos representativos de los 
fondos provinciales depositados en la forma que 

determinará el Reglamento. 

3 J Dar cuenta oficial del retraso que obser¬ 
ven en los ingresos, exigiendo que conste en acta. 

4.0 Formular oposición ante la Corporación a 
que en los pagos sean infringidas las prioridades 
que se deriven de títulos legítimos preferentes o 
del carácter inexcusable de las obligaciones. 

En todos estos casos, el Interventor quedará 
exento de responsabilidad, que será imputable al 
Presidente y a la Corporación que haya consu¬ 
mado la ilegalidad, desatendiendo la advertencia. 

Los Interventores tendrán voz en las sesiones 


para cumplir las obligaciones que les impone este 
artículo, y para informar, cuando los Diputados 
soliciten su parecer, debiendo firmar las actas de 
ias sesiones en que hubiesen intervenido. 

Art. 151. Para ser Interventor se necesita: 
ser español, varón, de estado seglar, mayor de 
Veinticinco años, no hallarse comprendido en nin¬ 
guno de los casos de incapacidad ni incompatibi¬ 
lidad y pertenecer al Cuerpo de Interventores de 
la Administración local. 

El Reglamento fijará la escala de sueldos míni- 
mos ,y . e ® régimen de ascensos, y en cuanto a las 
condiciones precisas para el ingreso en el Cuer 
po, incapacidades, declaración y provisión de va¬ 
cantes, correcciones, recursos y derechos pasi¬ 
vos, regirá el Reglamento de funcionarios muni¬ 
cipales de 23 de Agosto de 1924. 


Consúltese este Reglamento en el tomo Repertorio de Le¬ 
gislación, correspondiente a dicho año, publicado por la Re- 

vis la de los Tribunales, 
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Ai*l. 152. Los Jefes de las Secciones de Pre¬ 
supuestos municipales serán nombrados por la 
Corporación, con las mismas solemnidades y re¬ 
quisitos que ios Interventores provinciales, y sus 
deberes y funciones serán los que determinan 
este Estatuto, el Municipal y los Reglamentos 
respectivos. 


Sección tercera. 

De los demás empleados de la Administración 

provincial. 


Ai*t. 153. Los Ingenieros, Arquitectos, Abo¬ 
gados, Médicos, Farmacéuticos, Veterinarios, Ar 
chiveros, Practicantes y demás funcionarios téc¬ 
nicos titulados de la Diputación provincial, ingre¬ 
sarán en cada caso, según la respectiva Corpo 
ración acuerde, por oposición o por concurso. 
En los concursos se establecerá una escala gra¬ 
duada de méritos por orden de preferencia. 

Respetando la autonomía de las Corporaciones 
respecto al nombramiento y separación de fun¬ 
cionarios provinciales, el Gobierno podrá dictar 
Reglamentos de carácter general para impedir 
que las Diputaciones desatiendan sus servicios 
técnicos o los encomienden a personal falto de 


garantía titulada oficial. 

Los empleados administrativos ingresarán siem¬ 
pre por oposición, y las respectivas Corporacio¬ 
nes fijarán cómo han de constituirse loe t ;o, ,. 


les y las reglas para la práctica de los ejercicios 
y para apreciar el mérito de los actuantes;; Fu 1 - 
Tribunales ha de haber siempre represen .\ícvóu 


de las Diputaciones, de los tuneé um ■ ■ pro 
cíales y del Profesorado oficial del ¡"-culo. 
Gobierno podrá imponer un m-op-emn «'* 
único, sin perjuicio del deroeJn* ■■■■ ! •■- : •• ■ 

nes a adicionar mu tenas. ! • -c. •• i 



I 

i 


, ,.) KTJ’ATUTO 1'líOVlNOIAL 

I Íj 

s ,. pr.Khueau nu podrán nunca exceder de seis 

Art. 154. Las Diputaciones provinciales es¬ 
tarán obligadas a formar Reglamentos que deter¬ 
minen las condiciones de ingreso, ascenso, sueldo, 
licencias, sanciones, separación, derectKps pasi¬ 
vos, funciones y deberes de los funcionarios pro 
viudales, y que deberán ser distintos para el per¬ 
sonal técnico, el administrativo y el subalterno, y 
habrán de ajustarse a los siguientes principios 
fundamentales: 

A ) La corrección disciplinaria del funcionario, 
salvo el caso de apercibimiento, sólo podrá acor¬ 
darse por causa grave o leve y previo expediente 
en que sea oído el interesado. 

B¡ La mitad, cuando menos, de las vacantes 
han de concederse a la mayor antigüedad dentro 
del escalafón. 

C) Todos los años publicarán las Diputacio¬ 
nes el escalafón de sus funcionarios. 

D) Deberán establecerse categorías as'mila- 
das en lo posible a las de los funcionarios del 
Estado. 

F) Las suspensiones gubernativas de empleo 
y sueldo, con carácter disciplinario o preventivo, 
no podrán exceder de dos meses y exigirán el 
Voto favorable de dos terceras partes de los Di¬ 
putados que constituyan la Comisión provincial. 

F) Los acuerdos de destitución exigirán siem¬ 
pre el voto favorable de las dos terceras partes 

de los Diputados que formen la Corporación en 
pleno. 

. ^ Será aplicable a los funcionarios provin¬ 
ciales lo dispuesto en los arts. 108 al 110 111 

párrafos l.°,2.°y 3.<; 112 a 114 y 116 del ReW 
mentó de empleados municipales, aprobado por 

Real decreto de 23 de Agosto de 1924, sustituyen¬ 
do al Alcalde, a la Comisión permanente y al 
Ayuntamiento pleno, el Presidente, la Comisión 


i 
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provincial y la Diputación en pleno, respectiva 
mente. K 


Remitimos al lector a la nota inserta al art. 151. 

Los obreros provinciales quedarán sujetos a 
las leyes reguladoras del trabajo, y las Diputacio¬ 
nes tendrán, respecto a ellos, las obligaciones que 
incumben a todo patrono. 

Art. 155. Los Reglamentos délos Cuerpos 
de funcionarios provinciales tendrán el carácter 
de Estatuto legal de los mismos, y contra los 
acuerdos que con vulneración de sus preceptos 
adopten las Autoridades o Corporaciones pro 
vinciales, se dará el recurso contencioso-adminis- 
trativo ante el Tribunal competente sin perjuicio 
del de responsabilidad cuando proceda. 

Art. 156. Las Diputaciones fijarán las plan¬ 
tillas de su personal técnico y administrativo, 
cuyo importe total no podrá exceder del 25 por 
100del presupuesto ordinario. Cualquier habi¬ 
tante de la provincia tendrá acción ante el Tribu¬ 
nal contencioso-administrativo contra los acuer¬ 


dos provinciales que vulneren este precepto. 

Las Vacantes que se produzcan desde la publi¬ 
cación de esta ley, serán amortizadas, por lo me¬ 
nos, en un veinticinco por ciento, hasta reducir 
las consignaciones al límite señalado. 

Art. 157. Los empleados provinciales con 
destino de plantilla, sean técnicos, administrati¬ 
vos o subalternos, tendrán derecho a ser inclui¬ 
dos en el Montepío Nacional que establece el ar¬ 
tículo 115 del Reglameuto de empleados munici 
pales de 23 de Agosto de 1921, y del cual serán 
patronos las Diputaciones, juntamente con los 

Ayuntamientos. , , , 

.Art. 158. Será aplicable a todos los rancio 

narios provinciales, incluso Secretarios, nter 
ventores, Jefes de Secciones provinciales de pre¬ 
supuestos municipales y depositarios, < 


Á 


1 M 


i 3T A i i 'i O rliü V IN J A 1 i 


¡; h t. ■\ i» < i i i* 1 ¿i r t 

i 

iimnioiíUil'-’S 


1 , ¿id Ke^laniento de empleados 


; préndales.- Po'R M orden de 8 Abril de 1926 

,, ' , ael J¡ se dispone: que el art. 11 del Reglamento u.e 

empicados provinciales de 2 de Noviembre de I9?S» «e en- 
jDuO redactado en el sentido de que por las ^ Diputaciones 
provinciales les sea también reconocido el derecho a quinque¬ 
nio- a los jefes de Sección provincial de presupuestos muni¬ 
cipales, eu Iss condiciones determinadas por el Raglamento 
de empleados mnnicipales de 23 de Agosto de 1924 y Real 
orden de 6 de Abril de 1925 

Disposiciones y jurisp udencia dictada referente a emplea¬ 
dos de Diputaciones que estatuía la anterior ley. 

idos Archivos, Bibliotecas y Museos de carácter provincial 
o municipal que ofrezcan verdadera importancia a juicio del 
Ministerio de Fomento, después de oír a la Junta superior fa¬ 
cultativa del ramo, serán servidos por personas que posean el 
título académico de Archiveros, Bibliotecarios y Anticuarios, 
o sean individuos del correspondiente Cuerpo facultativo, 
respetándose, no obstante, los derechos adquiridos por los 
funcionarios que anteriormente los tuvieren a su cargo. (Ley 
30 Junio 1894, art. 5,°) 

— Por vía de aclaración del Real decreto de 10 de Julio 
de 1903, se entiende que los empleados de los Archivos, Bi¬ 
bliotecas y M úseos de Diputaciones y Ayuntamientos de ca¬ 
pitales de provincia que prestaban ya servicio cuando se pu¬ 
blicó, en cumplimiento de la Ley de 30 de Junio de 1894, el 
Real decreto de 10 de Huero de 1896, tienen también aptitud 
para ascender dentro de la plantilla del Establecimiento res¬ 
pectivo. (Real orden 23 Diciembre 190? ) 

—No se prestará aprobación a los presupuestos de las Di¬ 
putaciones y de los Ayuntamientos de capitales de provincia, 
si no se consigna en ellos cantidad suficiente para el car^o de 
Archivero Bibliotecario. (Real orden 19 Julio 1906.) ° 

— La ley confiere a la Diputación la facultad de hacer las 
plantillas de empleados, y sin una disposición legal que lo 
autorice, no puede delegarse este derecho en una simple Co¬ 
misión de la misma Diputación. (Real orden 5 Agosto 1893.i 

— Los empleados que por cualquier causa hayan estado pri¬ 
vados de su destino durante cierto tiempo, carecen de dere- 

cho a los habares correspondientes a él, pues no existe dispo¬ 
sición legal que obligue al Estado, ni a la Provincia ni al 
Municipio, apagar sueldo a personal que no ha podido de 
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vengarlos en el tjerciciode sus cargos, que por una u otra 
causa desempeñaron. (Sentencia 13 Marzo roo? ) 

-Las Diputaciones provinciales en las localidades donde 
exista Facultad o Colegio de Medicina, están obligadas a nom¬ 
brar los Practicantes de sus Hospitales en alumnos de la mis- 

a* 1 J Ti* \ segundo curso. 

(Real orden 27 Julio 1903.) 


TÍTULO V 

Régimen jurídico provincial. 

CAPITULO PRIMERO 

RECURSOS CONTRA LOS ACUERDOS 
DE ORGANISMOS Y AUTORIDADES PROVINCIALES 


Sección primera» 

Suspensión de los acuerdos provinciales. 


r Art. 159» Los acuerdos adoptados por la 
Diputación en pleno y por la Comisión provin¬ 
cial, causan estado y son ejecutivos, sin que a 
ello obsten de ordinario los recursos legales que 
contra su validez se formulen y sin perjuicio do 


lo dispuesto en esta Sección. 

Art. ISO. El Presidente de la Diputación co¬ 
municará y ejecu'ará los acuerdos de la misma y 

de la Comisión provincial. 

Deberá, sin embargo, decretar por si la su.-; 
pensión de unos u otros acuerdos. 

l.° Cuando recaigan en asuntos que. se^un 
esta ley u otras especiales, no sean de ¡a compe¬ 
tencia de la Diputación o de la Conusion. respec¬ 


tivamente. 

o 0 Por delincuencia en que mayan ! 

currir los Lnpim 
o! acuerdo ai ! ‘ 1 


nod ido 


{ / ; 


A \ 


cKíOJm ;*f i< >." - 


.. i 


i n - 

1 


comunícame* 


A r » ( 


(}o ¡h \ td u mí in. 





j4< : esta n to pboVííoial 

i , e rasos la suspensión habrá de decre- 
, H S m de los tres días inmediatos a! en que 

se hubiere adop ón se aC0 rdare por delin- 

eneiída quedará sin efecto si en el transcurso 
V ,res meses no se dicta auto de procesamiento. 

flrt! 161. Ei Gobernador civil, por s., bajo su 
personal responsabilidad, podrá suspen er os 
acuerdos de la Diputación y de la Comisión pro¬ 
vincial cuando constituyan infracción manifiesta 
de las leyes y puedan producir grave perturba¬ 
ción de orden público, dentro de los cinco días 
siguientes ni en cjue le seun comunícenlos* 
facultad nunca podrá ejercerse respecto a los 
acuerdos que vengan sobre efectividad y cobro 
de exacciones provinciales. 

La suspensión gubernativa de acuerdos pro¬ 
vinciales se notificará al Presidente de la Dipu¬ 
tación dentro del plazo de tres días a contar des¬ 
de aquel en que fuese acordada, con expresión de 
las causas que la motivaren y de los fundamentos 
legales en que se apoye. 

Disposiciones y jurisprudencias recaída en análoga doctrina 
que establecía la Ley Provincial derogada: 

JURISP.—Procede la suspensión de un Diputado provin¬ 
cial, que conociendo un acuerdo de la Comisión, acerca de 
que unos medicamentos se suministren por la Farmacia de 
Beneficencia, autoriza en su calidad de Presidente, el pago de 
medicamentos a una Farmacia particular, procediendo que 
el asunto conozcan los Tribunales por si hubiese malversa¬ 
ción de fondos. (Real orden 18 Febrero 1896.) 

Procede la suspensión cuando se trate de abuso o mal¬ 
versación demostrados en la administración de los fondos, 
extremos ambos que en este caso aparecen confirmados por 
c ac a e arqueo, justificándose así que en lugar de 76.$67 

si "ntr¿T° exlstencia met ^a sólo resultan documentos 
iVr.ÍT e \ su ^yoría, evidenciándose además el he- 

referentí 10 ! ber ,Dgresado en Ia Delegación de Hacien- 
p n • , a ™P«es.o sobre descuentos y pagos. 

Conviene altamente a los intereses y administración de la 
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provincia no demorar el inmediato esclarecimiento de los he¬ 
chos, apresurando ía recta información judicial, mucho más 
tratándose de caso especial de reconocida urgencia, provecho- 
sa para la Administración, y al mismo tiempo para tranquili- 
dad de los que se encuentren en entredicho, que pueden des¬ 
de luego, ante los Tribunales, exponer con amplitud susprue- 
das y descargos adelantándose en el procedimiento. 

El Gobierno, en caso de urgencia, puede resolver por sí 
sin previas consultas,y el estado de esa administración pro¬ 
vincial impone inmediato correctivo, debiendo imperiosamen¬ 
te acudir a implantar el imperio de la ley, procurando la li¬ 
bre acción de los Tribunales, que desde luego deben conocer 
en este expediente. (Real orden 27 Febrero 1896.) 

—Procede la suspensión de los Diputados e instruir el ex¬ 
pediente cuando, formando parte de la Comisión provincial, 
dejan sin efecto, por su voto, lo resuelto por la Diputación, 
dejando de contestar una demanda entablada contra ésta, den¬ 
tro del plazo concedido por los Tribunales. (Real orden 30 
Septiembre 1898.) 

—Los acuerdos de las Diputaciones provinciales sólo son 
susceptibles de suspensión por el Gobernador o de alzada ante 
el Gobierno, cuando el asunto resuelto es de su indiscutible 
competencia, si no setometió delito al resolverlo, ni se cau¬ 
saron perjuicios directos al Estado o a otra provincia, únicas 
causas que pueden justificar la suspensión o dar lugar ala al¬ 
zada, la resolución causa estado, y no cabe contra tales acuer¬ 
dos otro recurso que la reclamación ante el Tribunal a quien 
por la naturaleza del litigio corresponda resolverlo. (Senten¬ 
cia 27 Marzo 1895.) 


Art. 162. Los acuerdos de la Diputación y 
de la Comisión provincial deberán comunicarse 
en plazo de tercero día, y por escrito, al Gober¬ 
nador civil, al solo efecto de que éste pueda imur 
del derecho de suspenderlos que le concede el ar 

tículo anterior. , . 

La comunicación ha de transcribir in~ ■ - ' , ' 

el acuerdo de que se trate, sm queju a [ - y ' 

de pedir antecedentes del mmmo ^ j . 
sjarse el plazo de cinco oía- conc.ec «o 

suspensión. ^ , í( . ,, ., )HiC!on e. del ( 
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i i i p-o^-VL-iitp de h : i Diputación decre- 
¡'"‘ ío ", S ,^'eniión de un' acuerdo provincial, 

el «if'^iSTcor 

t P en plazo de diez días, los particulare > 
poraciones interesados y la misnm Diputación. 

Si la suspensión no se conformase dentro 
los treinta días siguientes a la interposición de la 
alzada, se entenderá revocada y el acuerdo sera 

ejecutivo. 

Si se confirmase podrá interponerse recurso 
contencioso-administrativo contra la resolución 


ministerial. , 

A«*t. 864, Cuando una Diputación obre con 

notoria extralimitación de sus facultades o con 
delincuencia, y su Presidente no acuerde la sus¬ 
pensión, con arreglo a lo prevenido en el art. 160, 
el Gobernador podrá requerirle a que lo haga, y 
caso de ser desoído, acudir al Tribunal provin¬ 
cial contencioso-administrativo, solicitando dicha 
suspensión en la forma y por los trámites que es¬ 
tablece el art. 260 del Estatuto municipal. El Go 
bernador podrá utilizar la facultad que le conce¬ 
de el citado art. 260 del Estatuto municipal, cuan¬ 
do la resolución de la Diputación infrinja mani¬ 
fiestamente las leyes con perjuicio directo y no¬ 
torio para los intereses generales del Estado. 


Estaiulo Municipal. —Art. 260. Cuando las Corporaciones 
o Autoridades municipales obren con extralimitación, adop¬ 
tando acuerdos en materia extraña a su competencia privati¬ 
va, el Alcalde tendrá la obligación de suspenderlos, bajo su 
responsabilidad, comunicándolo inmediatamente al Goberna¬ 
dor civil. El Gobernador puede recabar del Ayuntamiento la 
suspensión del acuerdo cuando el Alcalde no la hubiere de¬ 
cretado por sí; pero si la Corporación municipal o el Alcalde 
desoyeran el requerimiento gubernativo, podrá remitir los 
antecedentes al Tribunal provincial de lo Contencioso-admi- 
mstrativo, para que en plazo máximo de quince días, que de- 

hubo^nnT^V 3 " t rge . ncia fuese externada, determine si 

,■» ¡¡.j,,, endi el C j SU consecuenc ¡a» mantenga 

o suspenda el acuerdo, afirmando o denegando la competen- 
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cia municipal, todo ello sin perjuicio de los recursos que, al 
amparo del art. 253, se promuevan contra la validez de los 
expresados acuerdos. Si la providencia judicial declara la 
competencia del Ayuntamiento, podrá suspender el acuerdo 
municipal, aun cuando no haya sido recurrido por particula¬ 
res o Corporaciones el Tribnnal Supremo; para esto será pre¬ 
ciso que el Fiscal se alce de aquella providencia. 

El Gobierno, aun en contra de la resolución de los Tribu¬ 
nales, podrá acordar con carácter extraordinario la suspensión 
del acuerdo que los Ayuntamientos hayan adoptado, extrali¬ 
mitándose de la competencia municipal, cuando exista alguna 
de las causas que enumera el art. 84 de la Ley de 22 de Ju¬ 
nio de 1894. 

El Real decreto de suspensión se publicará en la Gaóeta , y 
de él deberá darse cuenta a las Cortes. 

JUISP.—Las Diputaciones están sujetas a la responsabili¬ 
dad que proceda, que no son otros casos que aquellos en que 
conocen de asuntos que no les competen exclusivamente, 
ejerciendo en los demás con absoluta independencia las atri¬ 
buciones que les son propias, y no incurriendo, cuando de 
éstas se trata, en responsabilidad, sino en el caso de infrac¬ 
ción manifiesta de la ley, único caso también, el de impedir 
la infracción de la Constitución y de las leyes, en el que está 
autorizado el Ministerio de la Gobernación para ejercerla alta 
inspección que le corresponde; de todo lo cual se infiere que, 
cuando las Diputaciones obran en virtud de atribuciones pro¬ 
pias, el Gobierno no puede intervenir mientras no hayan co¬ 
metido alguna infracción manifiesta de la Constitución o de 
las leyes, principalmente de carácter político, y que el caso 
de autos, limitado a la alzada de un particular que estima le¬ 
sionado su derecho por un acuerdo de la Corporación, no es 
en modo alguno el previsto en la ley a que se acaba de aludir. 
(Sentencia 25 Noviembre 1905,) 
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dicción que tramiten recursos contra acuerdos 
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r<. ( larnado, y sólo se concederá cuando sea pre¬ 
para evitar perjuicios de reparación difícil o 

I „ m *1 _nvirílí* Qnat170- 


isa para t^viiai pe* - / c . 

• niDosible. Los Tribunales podran exigir afianza- 

iuiento suficiente cuando racionalmente quepa 

presumir que la suspensión ocasionara danos y 

perjuicios. 


Sección segunda. 

De los recursos contra acuerdos provinciales. 


Art. 166. Contra los acuerdos que dicten los 
Gobernadores civiles con arreglo a lo prevenido 
en el capítulo II, título II del libro primero de esta 
ley, se podrá recurrir en alzada, salvo lo dispues¬ 
to en leyes especiales, en el plazo de diez días y 
ante el Ministerio de la Gobernación. Dicho plazo 
se computará desde el día siguiente a la notifica¬ 
ción del acuerdo y, en su caso, desde el siguiente 
al en que se publique en el Boletín Oficial. 

Interpuesto el recurso, el Gobernador remitirá 

sus antecedentes al Ministerio, en término de 

quince días, acompañándolos del oportuno in¬ 
forme. 


El Ministerio de la Gobernación deberá resol¬ 
ver estos recursos en el término máximo de tres 
meses a partir de la fecha en que oficialmente 

rrespond.ente tanto de culpa a ios Tribunales 

la Suspensión 8 d 2 e‘l b ac nat H° S - n0 8uponen nunca 

Ministerio podfá aSrdarfa ™P u ? na t do - pfir0 el 
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JURISP.—Toda notificación de los acuerdos de las Diputa¬ 
ciones provinciales, expresará el recurso que contra los mis¬ 
mos proceda, y por no haberse llenado esta formalidad, fue 
nula la notificación y no pudo, por consiguiente, hacerse firme 
el acuerdo de la Diputacióna. (S. 6 Junio 1895.) 

— La notificación no tiene más objeto que el de dar a las 
partes el debido conocimiento de las providencias o acuerdos 
que les interesen, para que puedan ejercitar los derechos que 
estimen procedentes, y cuando no hay precepto que deter¬ 
mine los requisitos que ha de tener la notificación, se puede 
entender suplido, bien con la publicación del acuerdo, bien con 
que el interesado se dé por enterado de la providencia, según 
* el art. 279 de la Ley de Enjuiciamiento civil, o más especial¬ 
mente, ya que se trata de asuntos administrativos, con arreglo 
al párrafo 6.° del art. 7. 0 de la ley sobre el ejercicio de nuestra 
jurisdicción. (S. 23 Junio 1904.) 

—El transcurso del plazo señalado para interponer la apela¬ 
ción, había extinguido la competencia del Ministerio para co¬ 
nocer de la misma, porque cuando hay un término señalado 
para el ejercicio de un derecho, su transcurso trae consigo la 
pérdida de ese derecho. (S. 27 Junio 1908.) 

—En el expediente a que debió dar lugar la instancia no se 
ha dado audiencia a los interesados, habiéndose presentado 
directamente al Ministro y no al Gobernador, dentro del tér¬ 
mino, y omitídose también los informes y trámites que exigen 
las disposiciones del Reglamento de 22 de Abril de 1890, 
cuyas faltas originan la nulidad del procedimiento. (S. 9 Oc¬ 
tubre 1900.) 

—Terminado el plazo aquí señalado, procede desestimar la 
alzada y quedar confirmado el acuerdo del Gobernador. (S. 31 
Enero 1910.) 

—Notificada al recurrente la providencia del Gobernador, y 
formulado recurso de queja ante el Ministerio de la Goberna¬ 
ción transcurrido con notorio exceso el plazo de diez días, no 
puede menos de estimarse improcedente el indicado recurso. 
Cualesquiera que sean los motivos de aquel evidente retraso, 
no excusan el cumplimiento del precepto legal, ineludible eu 
su observancia. (S. 31 Diciembre 1909.) 


Art. 167. Salvo lo previsto en los arts. 160 
y 161, sólo los Tribunales c 
pender o revocar los ac ,,n 
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• > r r iom s sobre incapacidad, incompatibilidad o 
XXXi do 'os Diputados provinciales en el caso 
± i en el art. 81 de esta ley, solo podran ser 
•nmi'UK.dos por medio del recurso de nulidad por 
infracción de ley ante ¡a Sala de lo civil de la Au¬ 
diencia territorial, conforme a lo prevenido en el 
rilado artículo. Este mismo recurso sera el utili- 
zcable contra los acuerdos de la Diputación sobre 
declaración de vacantes, admisión de renuncias, 
elección de cargos y, en general, constitución de 


la Corporación. , , , __ 

Apt. 169. Los restantes acuerdos de las Di¬ 
putaciones provinciales en pleno y, en su caso, los 
de las Comisiones provinciales, con excepción de 
los de carácter económico-administrativo com 
prendidos en el libro II de esta ley, causarán es¬ 
tado en la vía gubernativa y contra ellos sólo se 
dará el recurso contencioso-administrativo o el 
judicial de orden civil o criminal, cuando los inte 
tesados consideren vulnerados sus derechos o 
infringidas disposiciones legales. 

Art. 110 . El recurso contencioso-administra¬ 
tivo contra acuerdos de las Diputaciones o de la 
Comisión provincial se interpondrán ante el Tri 
bunal provincial de lo Contencioso por aquellos 
interesados que hayan sufrido lesión en los dere¬ 
chos administrativos reconocidos a su favor. 

Con la salvedad consignada en el párrafo ante¬ 
rior, serán aplicables a dicho recurso los precep¬ 
tos contenidos en los arts. 253 y 256 del Estatuto 
municipal y sus concordantes del Reglamento de 

procedimiento en materia municipal de 25 de 
Agosto de 1924. 


trac ,i E f tatUt0 mun,c >pal, por su extensión, lo ex- 

adminTstr ’t vn'^X ^ Pj ece P túa el recurso contencioso- 
que causan esta X ltra acu f d °s municipales y de los Alcaldes, 

del Tribunal provincia? rCgUla Coustitución 
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Estatuto municipal. —Art. 256. Los recursos contencioso- 
administrativos y de nulidad regulados en esta ley, y los com¬ 
prendidos en el art. 254, serán siempre gratuitos, y quienes 
los interpongan podrán valerse de Abogado sin Procurador 
de Procurador sin Abogado, o actuar por sí mismos. Cuando 
la cuantía del recurso no exceda de 1.000 pesetas, podrán va¬ 
lerse de representante en legal forma, aunque no sea ni Pro¬ 
curador ni Letrado. 

En todo lo que no esté previsto en este capítulo regirán las 
leyes contencioso-administrativas vigentes. 

El Reglamento, que en este artículo se indica, forma parte 
de nuestra Biblioteca, repetidamente expresada. 


JURISP.— Las prescripciones de la Ley de 22 de Junio de 
1894 que regulan y establecen el ejercicio de la jurisdicción 
contenciosa y el procedimiento que ha de seguirse ante los 
Tribunales de este orden, constituyen la garantía que el Poder 
legislativo ha querido otorgar a la Administración y a los par¬ 
ticulares para que puedan mantener y defender los derechos 
de que se crean asistidos y que estimen vulnerados por reso¬ 
luciones de carácter administrativo. 


Las reglas consignadas en el art. 26 del Real decreto de 15 
de Noviembre de 1909 ordenando que se entable el recurso 
ante la Autoridad que hubiera dictado la resolución firme en 
la vía gubernativa y no ante el Tribunal, y que los trámites y 
plazos para interponerlo, substanciarlo, practicar pruebas, se¬ 
ñalamiento y celebración de vista y fallo del pleito, sean los 
que determina, y que alteran, restringen o modifican los es¬ 
tablecidos en la Ley de 22 de Julio de 1894, no pueden ser 
aplicadas por los Tribunales de lo Contencioso en virtud de 
expresa prohibición legal, aunque se inspiren aquellas reglas 
en el propósito de imprimir rapidez en los procedimientos. 

Es principio jurídico indiscutible y fundamental que as 
leyes sólo se derogan por otras leyes posteriores, y asi 10 
consigna el art. 5. 0 del Código civil, y no teniendo este carac 
ter el Real decreto de 15 de Noviembre ne ¿909, no pítele 


ser aplicado por los Tribunales, en cumio su art. 26 esta en 

notorio desacuerdo con la Ley de 22 de Jumóle *- 9-1 > 
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At»t. 171. Los que se crean perjudicados en 
su* derechos civiles por los acuerdos de la Dipu¬ 
tación en pleno o de ¡a Comisión provincial, po¬ 
drán reclamar contra ellos mediante demanda 

ante el Juez o Tribunales competentes, según lo 

que atendida la naturaleza del asunto, dispongan 


las leyes. ... . 

Art. 172. Un acuerdo provincial no puede 

ser impugnado simultáneamente en diferentes vías 
por una misma persona. Si el recurrente, al impug¬ 
nar la resolución hace expresa reserva del de¬ 
recho que le asiste para en el supuesto de deses¬ 
timarse la impugnación formulada, ejercitar su 
acción en la vía no utilizada, se entenderá prepa¬ 
rado en tiempo hábil el otro recurso que legal- 
mente pueda interponerse. 

Art. 173. La notificación administrativa de¬ 
berá contener la providencia o acuerdo íntegros, 
la designación de los recursos utilizables según 
la ley, citando el artículo en que se concedan, la 
fecha en que se efectúa la notificación, la firma 
del funcionario y la del interesado o representan¬ 
te de la Corporación con quien se entienda dicha 
notificación. 

Si el interesado no supiere on. quisiere firmar, 
firmarán dos testigos presenciales. 

Cuando no tenga domicilio conocido la perso 

na que haya de ser notificada, §e publicará la 

providencia o acuerdo en el Boletín Oficial de la 
provincia. 


Véase la nota inserta al art. 166. 

a Se Cünside, : ará n desestimadas por 
las Autoridades y organismos provinciales res¬ 
pectivos, las peticiones o reclamaciones de parti 
culares o entidades sobre las cuales no se dicte 

providencia o acuerdo de fondo, dentro de lo? 
cuatro meses siguientes a su presentación salón 
cuando esta ley u otras establezcan plaz¿s ma 
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yores o menores. Tales denegaciones tácitas se¬ 
rán impugnables mediante los oportunos recur¬ 
sos; si éstos prosperasen, se podrá exigir repon- 
sabilidad civil o gubernativa a las Autoridades o 
Corporaciones culpables de la demora. 

Será aplicable la doctrina del silencio adminis¬ 
trativo establecida en el párrafo anterior, a las 
resoluciones que los Gobernadores civiles y el 
Ministerio de la Gobernación deban adoptar en 
plazos taxativamente fijados por esta ley. 


CAPITULO II 


RESPONSABILIDADES DE LAS AUTORIDADES 
Y ORGANISMOS PROVINCIALES. 


Ai*t. 175, Los Gobernadores, los Presiden¬ 
tes de Diputaciones y los Diputados provinciales, 
titulares o suplentes, son personalmente respon¬ 
sables, con arreglo a las leyes, de los daños o 
perjuicios que se originen por la adopción, ejecu¬ 
ción o suspensión de los acuerdos de las Diputa¬ 
ciones y Comisiones provinciales. Igualmente se¬ 
rán responsables las Diputaciones y Comisiones 
provinciales que, aun cuando ejerzan atribucio¬ 
nes propias, cometan infracciones manifiestas de 
ja ley o incurran en negligencia u omisión de que 
resulte perjuicio a los intereses o servicios que 
les están encomendados, abuso o malversación en 


la administración de sus fondos. 

Cuando las Diputaciones o Comisiones provin¬ 
ciales incurran en responsabilidad de una u otra 
índole, se deberá exigir a los Diputados a quienes 
sean imputables, por acción o por omisión, la in¬ 
fracción legal, la lesión de derecho o cualquiera 
otra culpa o negligencia, sin que en caso alguno 
alcancen las aludidas respon-ubilidaoe' a a pro 
Vincia ni a Sos establecimientos une dependan 
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dida dd provecho que hubiesen perc . 

t:id de! acío u omisión cjue hubiese ocasionado la 
responsabilidad, , • 

Art. 176. De los acuerdos de las Diputacio¬ 
nes son responsables los Diputados que Votaren 
en pro de ellos, y ios que no habiendo concurrido 
a la sesión correspondiente, sin estar entonces 
ausentes con licencia oficial, dejaren trascurrir 
las dos siguientes sin salvar su voto. Si el acuer¬ 
do se hubiese adoptado en la última sesión de un 
período semestral, deberá hacerse esta salvedad 
ante la Comisión provincial en plazo de quince 
días; bien entendido que tal salvedad nunca afec¬ 
tará a la eficacia de los acuerdos definitivamente 
adoptados. 

Art. 177. Cualquier Ayuntamiento, particular 
o persona jurídica interesados podrá exigir la res¬ 
ponsabilidad civil del Gobernador, Presidente de 
la Diputación, Diputados provinciales y funciona¬ 
rios de la misma, por los trámites de la Ley de 5 
de Abril de 1904 y su Reglamento. A estos efec¬ 
tos no será preciso el previo recordatorio por es¬ 
crito de las disposiciones legales aplicables que 
exige el art. l.° de dicha ley. 


La ley que en este artículo se cita, acerca de la responsabi¬ 
lidad de los funcionarios públicos, publicada en la Cácete de 
6 del mismo mes y año, se inserta en la página 97, del «Re¬ 
pertorio de Legislación», tomo XXVII, de Revista de los Tri - 
bunales. 


A»*t. 178. Las responsabilidades de orden 
penal en que incurran lns Corporaciones o Auto¬ 
ridades provinciales serán exigidas ante los com¬ 
petentes Tribunales de Justicia, bien de oficio, a 
instancia del Fiscal, a quien los Gobernadores y 
Presidentes de Diputaciones comunicarán los an¬ 
tecedentes oportunos para que ejerciten su mi¬ 
nisterio, o bien por acción privada de carácter 
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popular, que se podrá utilizar por todos los habi- 
tafites y personas jurídicas de la provincia así 
como por los Ayuntamientos de la misma sin 
constituir fianza, salvo las responsabilidades que 
procedan por acusación falsa o calumniosa. 

Art. 179. Cuando a las Corporaciones o a 
los Diputados provinciales fuere imputable res¬ 
ponsabilidad de carácter administrativo, el Go¬ 
bernador elevará los antecedentes e informes 
oportunos al Ministro de la Gobernación para la 
determinación que procediere, con arreglo al ar¬ 
tículo siguiente, acompañando los descargos y 
justificantes que presentaren los Diputados pro¬ 
vinciales requeridos al efecto. 

Art. 180. Las correcciones gubernativas con¬ 
sistirán en multa y apercibimiento, y serán im¬ 
puestas en todo caso por el Ministro de la Gober¬ 
nación. Procede el apercibimiento en los casos 
de omisión, negligencia o abuso de poder, cuyas 
consecuencias no sean irreparables. Procede la 
multa cuando lo determinen las leyes, en los casos 
de reincidencia en faltas castigadas con apercibi¬ 
miento, y en los de negligencia, extralimitación o 
desobediencia graves, sin perjuicio de la respon¬ 
sabilidad criminal exigible. 

Las multas no excederán de 500 pesetas para 
cada caso y para cada persona responsable. Mas 
si ésta persistiere en la falta o culpa que le oca- 
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sanciones del Código penal ante lo 

Nunca, ni aun en expedientes sucesivos, podían 
imponerse a una misma persona, en un soio ano. 
multas cuya suma exceda de 2.500 pesetas^ 

Para el pago de ¡a inulta se concede p.m.o i e 
diez días, pasado el cual será ^ecargacm con e 
apremio. Lste no exceoora oei ,> por ' ■ , 

del duplo do la multa aunque -* P^longu- 
mora. 
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l;s requisito indispensable la consignación o 
depósito previo del importe de la multa para re¬ 
currir contra su imposición ante el Tribunal Su 

f f Art. 181. Cuando dejasen de pagar los mul¬ 
tados incursos en apremio, el Gobernador, como 
Delegado del Gobierno, oficiará al competente 
Juez de primera instancia comunicándole la orden 
gubernativa literalmente y la cuantía y liquidación 
de la multa y requiriendo su autoridad para ha¬ 
cerla efectiva. , 

El Juez procederá a la exacción por la Via de 

apremio. 

Art. 182. Las diputaciones, Comisiones y 
Diputados provinciales no pueden ser suspendi¬ 
dos ni destituidos sino por auto o sentencia del 
Tribunal competente. 

Serán de aplicación al procesamiento, suspen¬ 
sión y destitución de los Diputados provinciales 
los art. 90 y 92 del Estatuto municipal y el títu¬ 
lo VIII del Reglamento de procedimiento en ma 
teria municipal. 


Estatuto Municipal. —«Art. 90. Por ningún motivo* po¬ 
drán acordarse gubernativamente, con carácter interino o de¬ 
finitivo, nombramientos, suspensiones o destituciones de car¬ 
gos concejiles. 

Sólo los Tribunales, por razón de delincuencia, podrán des¬ 
tituir a los poseedores de dichos cargos y decretar la suspen¬ 
sión de los procesados; pero las vacantes serán cubiertas por 
los respectivos suplentes, y si éstos faltaren en el número 
que fija el art. 49, se convocará nueva elección » 

«Art. 92. Los sumarios contra Concejales no pueden ser 
incoados por Jueces municipales, aunque actúen interinamen¬ 
te como Jueces de primera instancia e instrucción. El proce¬ 
samiento de Alcalde, Tenientes de Alcalde y Concejales, por 
delitos relativos al ejercicio de sus cargos, ha de ser acordado 
por las Audiencias respectivas.» 

A r .*'í 8 . 3 ; Cuando por suspensión o destitu¬ 
ción judicial no quedaren en aptitud de funcionar 
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Diputados ni suplentes en número aue no 
el normal y legal funcionamiento Te la & 
cion, reemplazaran a los suspensos o destituidos 
los ex Diputados que en fecha más reciente hu 
biesen cesado en sus cargos, cumpliéndose lo 
prevenido en el art. 49 de esta Ley. 

El llamamiento será hecho en estos casos por 
el mismo Tribunal que haya acordado la suspen 
sión o destitución, que al efecto podrá pedir al 
Gobernador civil los antecedentes que juzgue 


precisos. 

Arta 184. Por causa de suspensión no se 
convocarán elecciones antes de la renovación 


ordinaria, pero sí en caso de destitución, con 
arreglo a lo prescrito en el art. 50. 

Art. 185. Los delegados, comisionados o re¬ 
presentantes de la Diputación, en Juntas de man¬ 
comunidad o en cualesquiera otros servicios o 
institutos, serán responsables, con arreglo a las 
leyes, ante la Corporación en el orden administra¬ 
tivo, y además, respecto de sus actos u omisiones, 
estarán expeditas de igual modo que con relación 
a las Diputaciones, las Comisiones o sus indivi¬ 
duos, las facultades del Gobierno y de los Tribu¬ 


nales de justicia. , 

Cuando aquéllos fueren suspensos o destituí 
dos, serán reemplazados por acuerdo de la Cor 


poración delegante. , 

Art. 186. Los empleados y agentes nombra¬ 
dos por la Corporación están sujetos a su o^e 

diencia y son responsables ante ella, con arreg 
a lo dispuesto en el capítulo IV, título IV , c . ^. T ’ 
libro, salva siempre ¡a competencia juci < 

cualquiera de sus órdenes. 


IU 
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titulo vi 


Del régimen de las islas Canarias (1). 

Art. 187. Ei territorio de la Nación española 
míe constituye el Archipiélago Canario, cuya ca¬ 
pitalidad reside en Santa Cruz de Tenerife, con¬ 
servará su unidad, atendiéndose sus servicios pú¬ 
blicos en la forma que establece la ley de 11 óe 
Julio de 1912, salvólas modificaciones que esta 

introduce. , , . 

Arfi. 188. Los Cabildos insulares tendrán las 

funciones, derechos y obligaciones que esta Ley 
asigna a las Diputaciones provinciales, y podrán 
mancomunarse voluntariamente para la realiza¬ 
ción de sus fines, concertando entre sí los pactos 
y convenciones que estimen precisos. 

Art. 189. Los Cabildos constarán de Conse¬ 
jeros directos y corporativos, elegidos en la for¬ 
ma establecida para ¡os Diputados provinciales 
de una y otra clase., El número de Consejeros 
será el siguiente: 14 en los de Tenerife y Gran 
Canaria, 12 en el de La Palma, 10 en los de Lan¬ 
garote y Gomera, ocho en el de Fuerteventura y 
seis en el de Hierro. En las expresadas cifras co¬ 
rresponderá la mitad a cada clase de Consejeros. 

La organización de los Cabildos se acomodará, 

en lo posible, al régimen de las Diputaciones pro- 
viciales. 

190. En cada una de las Islas Canarias 
salvo Santa Cruz de Tenerife, habrá un Delega 


U) La Ley de Reorganización Administrativa del Archi- 

pie ago canario de n de Julio de 1912 (véase inserta más 
adelante), y el Reglamento provisional para el régimen de los 
Cabildos insulares, aprobado por Real decreto de 1 ? de Oc 
tubre dd mismo año (Gaceta del 14), aparece inserto en la 
«Legislación Provincial» de nuestras ediciones. 


V 
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En el transcurso de la impresión de este 
volumen, se ha dictado el siguiente De¬ 
creto, al que remitimos al lector, en sus¬ 
titución de las págs. 160-165. 

Reforma del Título VI del Libro I—(Ha¬ 
cienda, 861). — Real decretro-ley de 8 de 
Mayo de 1928 ( Gaceta del 10). 

Artículo único. El Título VI del Libro I 
del Estatuto provincial, quedará redactado 
como a continuación se expresa: 

TITULO VI 

Del régimen de las Islas Canarias. 


Art. 187. El territorio nacional que cons¬ 
tituye el Archipiélago canario, se dividirá 
en dos provincias, con la denominación de 
sus respectivas capitales, que serán Santa 
Cruz de Tenerife y Las Palmas. 

La provincia de Santa Cruz de Tenerife 
la formarán las islas de Tenerife, La Palma, 
Gomera y Hierro, y la de Las Palmas la in¬ 
tegrarán las islas de Gran Canaria, Lanza- 
rote y Fuerteventura, con los islotes de 
Aiegranza, Roque del Este, Roque del Oes 
te, Graciosa, Montaña Clara y Lobos. 

Art. 188. En cada una de las islas de¡ 


Estatuto Provincial. 


Reforma págs* 


( 2 ‘) Ediciones »(*áii&ora>* 


ÍH0‘l6i 


Archipiélago, salvo en las de Tenerife y 
Gran Canaria, habrá un Delegado del Go¬ 
bierno, subordinado del Gobernador civil 
respectivo, que tendrá, en lo relativo a las 
cuestiones de orden público, las mismas fa¬ 
cultades que éste y a quien, como Autoridad 
superior de la provincia, dará conocimiento 
de cuanto suceda e igualmente de las me¬ 
didas que adopte relacionadas con aquellas 
cuestiones. 

Cuando los Gobernadores civiles de San 
ta Cruz de Tenerife y de Las Palmas visita¬ 
ren cualquiera de las demás islas de su ju¬ 
risdicción, continuarán desempefiando el 
cargo desde aquella en que se encuentren- 
pero los Secretarios de los Gobiernos civiles 
respectivos quedarán de Delegados en Tene¬ 
rife o en Gran Canaria, según la provincia, 
y los Delegados de dichas islas actuarán de 
Secretarios de los Gobernadores mientras 
dure la visita de éstos. 

Art. 189. Subsistirán en cada una de las 
siete islas mayores que forman el Archipié¬ 
lago canario, los actuales Cabildos insula¬ 
res, cuyas Corporaciones tendrán las fun¬ 
ciones, derechos y obligaciones que esta 
Ley asigna a las Diputaciones provinciales. 

Los Cabildos constarán de Consejeros di¬ 
rectos y corporativos, elegidos en la forma 
establecida para los Diputados provinciales 
de una y otra clase. 


1 
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El número de Consejeros será éí síguieti- 
| ^e: Provincia de Santa Cruz de Tenerife: 14 

Tenerife; 12 La Palma; 10 Gomera, y seis Hie¬ 
rro. 

Provincia de Las Palmas: 14 Gran Cana¬ 
ria; 10 Lanzarote, y ocho Fuerteventura. 
j En las expresadas cifras corresponderá la 

mitad a cada clase de Consejeros. 

Art. 190. La organización de los Cabil¬ 
dos insulares se acomodará en lo posible al 
j régimen de las Diputaciones provinciales, 

según establece el Título III de este Libro, 
salvo lo dispuesto en el artículo anterior. 

; Art. 191. Los Cabildos de las islas de 

( cada provincia constituirán una Mancomu- 

■ nidad provincial Interinsular, con el nom¬ 

bre de la provincia respectiva y que radi- 

t. 

cará en su capital. 

Estas Mancomanidades estarán constitui¬ 
das: La de Santa Cruz de Tenerife, por seis 
representantes del Cabildo de Tenerife, tres 
de La Palma, dos de Gomera y uno de Hie¬ 
rro; y la de Las Palmas, por cinco del Ca¬ 
bildo de Gran Canaria, tres de Lanzarote y 
' dos de Fuerteventura. 

Las funciones de las Mancomunidades 
Interinsulares de Santa Cruz de Tenerife y 
de Las Palmas, serán las siguientes: 

1,® Asumir la representación de las islas 
de cada provincia, pudiendo, no obstante, 
concertarse voluntariamente entre las dos 





2. a Regir y administrar ios servicios que 
voluntariamente también quieran traspa¬ 
sarle los Cabildos insulares y los de índole 
local encomendados a los mismos, cuando 
éstos no los atiendan ni sostengan debida¬ 
mente. 

3. a Repartir entre los Cabildos las pres¬ 
taciones y cargas que el Estado imponga a 
las Diputaciones provinciales, conforme a 
esta Ley, e igualmente las subvenciones y 
demás recursos que les conceda. 

4. a Atender y sostener los servicios de 
carácter interinsular, pudiendo reclamar de 
los Cabildos una aportación que no exceda 
del 6 por 100 de sus presupuestos de in¬ 
gresos. 

Art. 192. A las Mancomunidades inter¬ 
insulares de Santa Cruz de Tenerife y de 
Las Palmas, les será aplicab e, por analogía 
y en cuanto no contraríe lo dispuesto expre¬ 
samente en el presente Título, el primero, 
Capítulo II, Sección tercera de este Libro. 

Dichas Corporaciones redactarán sus rea» 
pectivos Reglamentos en forma análoga a 
la marcada por el art. 22 de este Estatuto 
para las Mancomunidades voluntarias, y una 
vez aprobados por el Pleno de la Mancomu¬ 
nidad interinsular correspondiente, deberán 
comunicarse al Ministerio de la Goberna¬ 
ción para su definitiva sanción. 
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do del Gobierno designado en la forma que pre¬ 
ceptúa la Ley de 11 de Julio de 1912. 

El Delegado del Gobierno de Gran Canaria 
aparte las facultades que actualmente posee po 
drá ejercer, cuando así lo autorice el Ministerio 
de la Gobernación, todas las gubernativas de ca¬ 
rácter reglado atribuidas a los Gobernadores ci¬ 
viles. 

Art. 191. Los Cabildos insulares constitui¬ 
rán una Mancomunidad de todos ellos, que asu¬ 
mirá la representación unitaria del Archipiélago. 
Esta Mancomunidad estará constituida por un 
representante de cada Cabildo, y celebrará sus 
sesiones en Santa Cruz de Tenerife. 

Las funciones de la Mancomunidad interinsular 
de Canarias serán las siguientes: 1. a Asumirla 
representación total del Archipiélago. 2. a Regir 
los servicios que voluntariamente quieran traspa¬ 
sarle los Cabildos insulares. 5. a Repartir entre 
los Cabildos las prestaciones y cargas que el Es¬ 
tado imponga a las Diputaciones provinciales, 
conforme a esta Ley 4. a Regir y administrar los 
servicios de índole local encomendados a los Ca¬ 
bildos, cuando ni éstos ni sus Mancomunidades 
voluntarias los atiendan y sostengan debida¬ 
mente. 

Art. 192. El Reglamento desenvolverá estos 
preceptos determinando la organización y régi¬ 
men de los servicios de índole loca!, regulados 
por esta Ley, en el Archipiélago de Cananas, asi 
como el funcionamiento de los Cabildos ¡n -ular es 
y de la Mancomunidad interinsular de < ana 
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Ley de n de Julio de 191a. _ 

Artículo i.* El_territorio de u 
titnví el Archipiélago can.Gu. ^ : TT’’ 1 ! . ¡ 


tituye el Arcicpisi^go 
Santa Cruz de Tenerife, conssr y ar¬ 
los servicios públicos en el ir o-t' 1 v 
en esta Ley. 
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Alt . 2.° H1 Archipiélago canario J ?" ; a ." 


ra su organiza- 

" v inHirial continuando como 

Ci01 , actual c loa ramos ««'«ig® , odo é ,_ ,, Capí- 

hasta aquí establea as, con ¡ jf j Audiencia terri- 

tania general en Santa Cruz de < eucinc- j 

“'“«'“••“cómpleis.rdo so or K »oiz.ción, se establecerá por 
el Ministerio de la Guerra un Gobierno militar en la s a de 

Pal'ma, qoe será desempeñado por un General de brigada. 

A rt 4 Para facilitar la más pronta y económica admi¬ 
nistración en los asuntos judiciales, por el Ministerio de Gra¬ 
cia y Justicia se creará una Audiencia provincial en Santa 
Cruz de Tenerife, en iguales condiciones que las existentes 
en las demás capitales de provincia, con facultades para el 
nombramiento de los Jueces, Fiscales y adjuntos de los Tri¬ 
bunales municipales de Tenerife, Palma, Gomera y Hierro, 
funcionando en ella el Tribunal contencioso-admimstrativo. 

Para la celebración de los juicios orales en lo criminal, con¬ 
tinuarán actuando las Secciones como hasta aquí, constitu¬ 
yéndose en las poblaciones del archipiélago indicadas por 
la Ley. 

Por el Ministerio de Gracia y Justicia se crearán Juzgados 
de primera instancia e instrucción en los pueblos de Los Lla¬ 
nos, de la isla de la Palma, en las capitales de las islas de 
Hierro y Fuerteventura, uno en Icod, de la isla de Tenerife, 
y habrá dos en Las Palmas, que se denominarán de Triana y 
de Vegueta. La creación de los nuevos Juzgados no alterará 
el número de Diputados provinciales que corresponda elegir 
en cada isla o comarca. 

Art. 5»° Se crearán Corporaciones administrativas deno¬ 
minadas Cabildos insulares en cada una de las siete islas qre 
forman el Archipiélago canario. 

El Cabildo insular tendrá un número de Vocales propor¬ 
cional a la población de su isla respectiva, siendo los de Te¬ 
nerife y Gran Canaria uno por cada 5.000; los de la Palma, 

™ 2 000 > Y l° s de las cuatro islas restantes, uno 

por cada 1.000. 

el de ,0S Voca,es se hará Por sufragio directo en 

£ dos ; T eses ' a contar desde la publicación del Re- 

«d“doÍ años 6 en^ ey ’’ reno . vá ? do , se en lo sucesivo por mitad, 
umientos ’ P ° Ca de la elección bienal <*e los Ayun- 

Las atribuciones de los Cabildos serán: 
mismos. f0PlaS ' ° SCan dC h exc,usiva competencia de los 
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Las que el art. 74 de la Ley Provincial atribuye a las Dipu¬ 
taciones provinciales, en cuanto sea propio y peculiar de cada 
una de las islas. J r a 

b) Como Corporaciones de categoría superior a los Ayun¬ 
tamientos, las que se atribuyen a las Diputaciones y Comi- 
misiones provinciales por los arts. 75 de la Ley Provincial 

y 7. 0 , 21, 76 y 165 de la Ley Municipal y Real decreto de 
24 de Marzo de 1891 

c) Funciones consultivas en materia de aguas, fomento, 
instrucción, sanidad, beneficencia y obras públicas, en todo lo 
que respecta a cada una y según se determina en el art. 102 
de la Ley Provincial. 

La Hacienda de los Cabildos insulares estará constituida: 

i.° Por los recursos que procedan, asi de rentas o pro¬ 
ductos de toda clase de bienes, derechos o capitales, que por 
cualquier concepto les pertenezcan y no formen parte hoy de 
la Hacienda provincial o de Establecimientos que dependan 
de los Cabildos, como los de obras públicas, instituciones o 
servicios costeados de sus fondos. 

2. 0 Por las subvenciones voluntarias de los Ayunta¬ 
mientos. 

3. 0 Por los arbitrios y demás recursos autorizados por la 
Ley Municipal a los Ayuntamientos, previo informe de los 
mismos. 

Los Cabildos insulares consignarán como primera partida 
de su presupuesto anual la suma que les haya sido repartida 
por las Diputaciones provinciales en concepto de contingente. 

Un Reglamento dictado por el Gobierno dentro del plazo 
de cuatro meses, a partir de esta Ley, determinará el funcio¬ 
namiento de los Cabildos insulares, el carácter de sus reso¬ 
luciones y los recursos que contra los mismos procedan. 

Por asuntos de interés común a dos o más islas, se autori¬ 
zan las mancomunidades de Cabildos. 

Art. 6.° La Diputación provincial del Archipiélago cana¬ 
rio funcionará con arreglo a lo prevenido en la Ley Orgáni¬ 
ca de 29 de Agosto de 1882 y demás disposiciones vigentes 
en todo lo que sea compatible con los Cabildos insulares. 

F.l Gobierno podrá establecer delegaciones en el Archi 


una 


o _ 


El Gobierno podrá establecer delegaciones en el .Arcmpie- 
lago canario con arreglo a las disposiciones vigentes. 

Art. 1 . a Se crearán en la ciudad de Las Palmas 
faturade Obras públicas y organismos para los servicios eco¬ 
nómicos del Estado con iguales funciones que ios estab.ec-dos 


en las capitales de provincia. 

En cada isla menor se creará una 


o sitaría [ 


Góaaum. 

r» 
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’ m distrito forestal con residencia en Las í almas 
y “S. ael Dimito forestal hoy existente, en 

s “E’L 4 ?!timlTtLLdr“áTd¿más una A Iministración-deposiuria 
JeHaden™ una oficina auxiliar de Obraspub teas, una Ad- 
ii„“ t,ación de Correos en Santa Cruz de la Palma y una Es- 

tafeta de Correos en Los Llanos. 

Se creará una oficina auxiliar de Obras publicas en Arre- 

CI Por el aMinisterio de Hacienda se creará una Administra- 
ción subalterna en Arrecife, y por el de Fomento se creará 
una Granja agrícola en Guía de Gran Canana. 

Y se creará una hijuela de la Granja agrícola de Canarias en 

el Valle déla Orotava. 

Art. 8.° Se autoriza al Ministro de Instrucción publica 
para establecer en La Laguna Centros docentes en relación 
con las necesidades del Archipiélago. 

Se crearán Escuelas de Artes y Oficios en las islas de La 
Palma, Lanzarote y Gomera y una Escuela de Comercio en 
Las Palmas. 

La Escuela municipal de Artes y Oficios que existe en San¬ 
ta Cruz de Tenerife, se elevará a Escuela del Estado, ingre¬ 
sando su Profesorado en el Escalafón oficial. 

Art. 9. 0 La provincia de Canarias elegirá tres Senadores 
como actualmente. 

En cada isla, y ante las S cciones de la Tunta provincial 
del Censo, votarán los respectivos compromisarios y Diputa¬ 
dos provinciales, y el escrutinio general se verificará en la ca¬ 
pital de la provincia. 

La división electoral para Diputados a Cortes se r á la si¬ 
guiente: 

I * ^ a ^e Tenerife formará un distrito que elegirá 
tres íputados; la de La Palma nombrará uno, como actual¬ 
mente, y as de Gomera y Hierro constituirán cada una un 
is rito, e ígiendo su Diputad^ estableciéndose Secciones in- 
j ICntes ]^ a J unta provincial del Censo, las que han 
de L 1 Tn° nar en ^ anta C ruz de la Palma, en San Sebastián 
isla de r ^ Cn ^ a ^ ver .^ e * e l censo de población de la 
dos Dirmta/ ma acusase c ^ ra mayor a 50.000 almas, elegirá 

y otro ñor *1 h’ Un ° P ,° r T d d¡StrÍto de S.nU Cruz de la Palma 
y otro por el distrito de Los Llanos. 

girá" tres Diputado^Td^Tan 3 f ° rmará UO distrito ’ <l ue en¬ 
tura otro Dimira^txi ’ de Lanzarote uno, y la de Fuerteven- 
U.puudo, consmuyéndose Secciones independien. 
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tes de la Junta provincial del Censo, que deben establecerse 
en Arrecife y Puerto de Cabras. 

Art. i©. Se autoriza al Ministro de Hacienda para que, 
promulgada la presente Ley, requiera a la Sociedad Arren¬ 
dataria de Tabacos para convenir el restablecimiento de lo es¬ 
tipulado en la base 8. a del Contrato que se celebró el 20 de 
Octubre de 1900 entre el Estado y dicha Compañía, para la 
cual se adquirirán anualmente hasta 100.000 kilogramos de 
tabaco en rama de producción canaria, y para convenir tam¬ 
bién la venta en comisión del tabaco elaborado en la citada 
provincia. 

En su virtud, quedan derogadas las Reales órdenes de 23 
de Noviembre de 1899, *9 °* e Febrero y i.° de Noviembre 
de 1903, y el tabaco en rama producido y cultivado en Ca¬ 
narias, y la elaboración del mismo por la industria del país 
se considerará como producción española, quedando, por tan¬ 
to, comprendido entre los demás productos exceptuados que 
se enumeran en el art. 7. 0 de la Ley de 5 de Marzo de 1900, 
siempre que el referido tabaco en rama sea destinado a las 
fábricas del Monopolio y elaborado a la venta en comisión por 
la Sociedad Arrendataria. Dicha comisión se fijará por el Mi¬ 
nistro de Hacienda, a propuesta de la Comisión, pues nunca 
podrá exceder del 25 por 100 sobre el precio convenido por 
la venta al público del producto elaborado. 

Art. 11. Sin perjuicio de las actuales franquicias arance¬ 
larias que disfruta el Archipiélago canario, se autoriza al Mi¬ 
nistro de Hacienda para establecer en las ciudades de Santa 
Cruz de Tenerife, Las Palmas, Santa Cruz de la Palma y 
Arrecife, zonas libres para las mercancías de tránsito o pla¬ 
zas extranjeras. . T 

Art. 12. La nueva organización determinada por esta Ley 

sólo podrá ser modificada por otra ley. 


LIBRO SEGUNDO 
De la Hacienda provincial. 


TITULO PRIMERO 
De los presupuestos provinciales. 


Art. 893. Las Diputaciones provinciales for¬ 
marán en cada ejercicio económico, que será el 
mismo que rija en la contabilidad del Estado, un 
presupuesto ordinario para atender a todas sus 
obligaciones y servicios, así como para hacer 
frente al déficit de ejercicios anteriores. Los pre¬ 
supuestos ordinarios incluirán necesariamente 
todos los créditos o cantidades precisas: l.° Para 
realizar los servicios de la competencia provin¬ 
cial establecidos o que se establezcan de entre los 
comprendidos en el art. 107 de esta ley. 2.° Para 
cumplir las obligaciones mínimas que estable 
ce el capítulo III, título IV del libro I de esta 


ley. 5.° Para satisfacer los gastos de recauda¬ 
ción de arbitrios, impuestos, tasas, derechos o 

rentas provinciales. 4.° Para el pago de material 

y personal de las oficinas y establecimientos pro- 
vicíales. 5.° Para cumplir las obligaciones que con 
relación a servicios generales del Estado pesen 
sobre las Diputaciones, una vez hecha la revisión 

a que se refiere la disposición transitoria cuarta 

esta ley 6. Para cumplir los pactos y compro* 
nn °^ ue Diputación contraiga con otras Cor- 
tfldn r , ones mu nicipales o provinciales, con el Es- 

sltíif« í í?J 1 i CUa i qui f ra P er s° na jurídica. 7.» Para 

las deudas, censos, pensiones, cargas 
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de justicia, intereses debidos y demás cantidades 
que sean exigibles en derecho a virtud de senten- 
cia contrato o cualquier otro título eficaz v obli¬ 
gatorio. 8." Para imprevistos, sin que esta" parti¬ 
da pueda exceder del 5 por 100 del total de inore 
sos ordinarios. 9.° Para las suscripciones, anun¬ 
cios, impresiones y demás gastos similares que 
sean precisos. 10. Para gastos de representa¬ 
ción del Presidente y dietas de los Diputados 
que a ellas tengan derecho. 

Los presupuestos no podrán contener déficit 
inicial. 


Ai*t. 194. Los ingresos que en año o años 
anteriores hayan dotado un presupuesto, debe¬ 
rán evaluarse en el proyecto de nuevo presupues¬ 
to en una cantidad no superior a su rendimiento, 
certificado en el último ejercicio liquidado, a 
menos que se alteren las tarifas o las condiciones 
de la recaudación, o existan causas excepcionales 
que justifiquen la previsión de un mayor importe. 

Arta 195. La formación de los presupuestos 
provinciales corresponderá a una Comisión espe¬ 
cial de seis Diputados, tres directos y tres cor¬ 
porativos, y su aprobación a la Diputación en 
pleno, requiriéndose para ésta el voto favorable 
de la mayoría absoluta de los Diputados directos 
y corporativos. A la formación de los presupues¬ 
tos será aplicable lo dispuesto en el art. 296 del 
Estatuto municipal. 

La Comisión de presupuestos será elegida en 
sesión plenaria, pudiendo votar cada Diputado 
sólo dos nombres. 


Estatuto municipal. —Art. 296. Al proyecto de presupues¬ 
to, o de prórroga, en su caso, deberá acompañarse. 

1 0 Certificación, expedida por el Secretario del Ayunta¬ 
miento, expresiva de los conceptos e importe de las deudas 
que sean exigibles al Municipio por cualquier causa; .os cen¬ 
sos, pensiones y cargas de justicia que graven los fondos mu¬ 
nicipales; los intereses debidos, contingentes, suscripciones, 
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¡uáenmizaciones, deudas, costas y cualesquiera otros gastos 

dc , D o tU r a íríificadól del interventor o del Secretario, según 
los casos~que acredite los ingresos percibidos en el ano ante- 
or v eti los meses transcurridos del comente, por cada uno 
de los recursos comprendidos en el presupuesto; los ingresos 
V créditos anulados y las transferencias acordadas. 

j ° Una Memoria que justifique la necesidad, convenien¬ 
cia^ probable rendimiento de los recursos que se arbitren 
por primera vez en el presupuesto proyectado, y la necesidad, 
utilidad y cuantía de los gastos que, además de las obligacio¬ 
nes y deudas exigibles, se proyecten para dicho año; y 

4. 0 Memoria del Interventor municipal que acredite que 
el presupuesto ha sido formado sin déficit inicial y que pro* 
ponga los aumentos de ingresos o reducciones de gastos más 
procedentes para corregirlo en su caso. 


Art. I9S En la reunión que la Diputación en 
pleno ha de celebrar durante el segundo semestre 
de cada año económico, deliberará y resolverá, a 
propuesta de la Comisión especial a que se refie¬ 
re el artículo anterior, sobre las variantes que 
convenga introducir en el presupuesto vigente, o 
acordará que subsista el mismo para el ejercicio 
próximo. 


Por ministerio de la ley regirá también el pre¬ 
supuesto v,gente, siempre que algún motivo re¬ 
tarde la aprobación definitiva del proyecto de 
variantes o del nuevo presupuesto ordinario, de 
suerte que no se haya obtenido antes del tercer 
mes del año económico en que deba regir. 

nnf . í^Vv x h a di scus ión de los pressupuestos 
me onmt l i tacií ^ n en P* eno comenzará por la de 
dt ^1 das t|ue - se P rese nten a cualquiera de 
cütird £° s ? capitulos - Después no podrán dis¬ 
ha van o¡ur. n as Var * an t es introducidas o que 

hayan Sido propuestas en los vigentes. 

previstas nlra U ? n í° para cu ^ r i r atenciones im- 
otro objeto* sa P s f a cer deudas o para cualquier 
tro objeto de importancia no determinado en el 
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presupuesto ordinario sean insuficientes los re- 
cursos consignados, se formará un presupuesto 
extraordinario, con dotación efectiva y cabal en 

el ordinario 1 " 013 ^ P ° r 6 ' m¡Smo P rocedl 'miento que 


, Q ued d a terminantemente prohibido enjugar el 
déficit de ejercicios ordinarios por medio de pre¬ 
supuestos extraordinarios y empréstitos. 

En el caso de que fuese condenada la provincia 
al pago de cantidad, la Diputación, después de 
ejecutoriada la sentencia, procederá a formar y 
dotar cumplidamente un presupuesto extraordi¬ 
nario, a no ser que el acreedor convenga en apla¬ 
zar el cobro de modo que puedan consignarse en 
presupuestos ordinarios sucesivos las sumas ne¬ 


cesarias. 

Serán personalmente responsables los Diputa¬ 
dos provinciales de los perjuicos que ocasione la 
falta o retraso en la formación del presupuesto 
extraordinario a que se refiere este artículo. 

Art. 199. Quedan prohibidos los presupues¬ 
tos adicionales. Sobre extinción de créditos no 
invertidos, resultas de ejercicios cerrados y devo¬ 
lución de ingresos indebidos, se estará a lo dis¬ 
puesto en ei art. 304 del Estatuto municipal. 


Art. 304. Al fia de cada ejercicio quedarán anulados los 
créditos abiertos y no invertidos durante su vigencia. 

Las obligaciones reconocidas y no satisfechas y los derechos 
liquidados que no se hubiesen realizado el último día del ano 
del presupuesto, se comprenderán como resultas en la cuenta 

que se abra al presupuesto nuevo. 

La devolución de ingresos indebidos y el importe de las 
multas condonadas se harán efectivos, desde luego previas 
las formalidades establecidas, considerándose como minoración 
de los valores del respectivo concepto en el ejercicio corriente 
ei día en que se verifique el pago. 

Art. 200- Los presupuestos ordinarios y 
extraordinarios de una I >iputae¡ón provmrial - 
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remitirán por su Presidente, dentro de los cinco 
días siguientes a su aprobación, al Gobernador 
civil. Asimismo, el Presidente insertara en e Bo¬ 
letín Oficial un resumen por capítulos y artículos. 

Los Diputados provinciales, los Ayuntamientos 
V cualquier particular interesado, podran alzarse 
de los acuerdos de la Diputación dentro de los 
ocho días siguientes a la publicación de los presu¬ 
puestos, formulando sus reclamaciones o recur¬ 
sos ante el Gobernador civil. 

Se podrá impugnar el presupuesto provincial: 

A) Por no haberse ajustado su elaboración y 
aprobación a los trámites que es tablece esta ley. 

tí) Por haberse omitido el crédito preciso 
para el cumplimiento de obligaciones exigibles a 
a Diputación, a virtud de preceptos legales o 
de cualquier otro título legítimo, o consignarse 
para el de obligaciones que no sean de la compe 
tencia provincial ni preceptivas. 

C) Por ser de manifiesta insuficiencia los 
ingresos con relación a los gastos presupues 
fados. 

Las reclamaciones sobre la imposición de cual¬ 
quier clase de arbitrios o impuestos provinciales, 
se tramitarán y resolverán independientemente 
del presupuesto, en 19 forma que determina el ar¬ 
tículo siguiente. 

Art. 201. Si existiesen reclamaciones o el 
Gobernador advirtiese extralimitaciones legales, 
insuficiencia de recursos o perjuicio para los in¬ 
tereses del Estado, los presupuestos, con las re¬ 
clamaciones y con las observaciones que su estu- 

,. * . i . , , ) serán elevados al 

Ministerio de la Gobernación, sin demora alguna 

para que el Ministro los revise, resuelva los re¬ 
cursos, corrija los vicios, anulando los acuerdos 
de las Diputaciones, total o parcialmente, o los 
apruebe si asi procediere. 

El Ministerio dictará resolución comunicándola 
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inmediatamente, y contra ella podrá entablarse 
recurso contencioso, si hubiere lugar ante la S 
tercera del Tribunal Supremo de Juncia SaIa 

i ^^ n,s ^ r, .° podrá exigir consignación para 
los gastos obligatorios, pero no alterar las que se 
hagan para atenciones voluntarias, salvo cuando 

estas sean ilegales o ajenas a la competencia pro¬ 
vincial. r 

En los casos en que no haya reclamaciones ni 
proceda la revisión, el Gobernador lo comunicará 
inmediatamente al Presidente de la Diputación 
para que puedan ponerse en vigor los presu¬ 
puestos. 

Art. 202. Si transcurriesen sin acuerdo se¬ 
senta días desde que las reclamaciones, y en 
todo caso el presupuesto, tuviesen entrada en el 
Ministerio de la Gobernación, se considerará 
aquél definitivamente aprobado, sin perjuicio de 
la responsabilidad exigible al Ministerio. 

Art. 203. Si fuere menester deliberar de 
nuevo para subsanar la invalidación total o par¬ 
cial de los presupuestos revisados por el Go¬ 
bierno, celebrará sesión extraordinaria la Diputa 
ción provincia! y reformará lo que hubiere moti¬ 
vado la censura, elevando de nuevo los presu¬ 
puestos reformados al Ministerio por conducto 
del Gobernador. 

Si el Ministro advirtiese que la Diputación 
reincidía en los mismos vicios antes censurados, 
podrá, con carácter preceptivo, determinar lo que 
se deba consignar en reemplazo de la parte anu¬ 
lada, publicando su resolución en la Gaceta de 
Madrid al mismo tiempo que la comunique a la 
Diputación, y exigiendo la responsabilidad legal 
correspondiente a los Diputados que hubiesen 

reincidido en el acuerdo abusivo. 

Art. 204. Los acuerdos de las Diputaciones 

míe habiliten gastos sin que para satisfacerlos 
haya crédito suficiente en el presupuesto mi cur- 
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so v sin aprobar tampoco el correspondiente 
presupuesto extraordinario, serán nulos 

Las transferencias de créditos sobrantes de un 
capítulo a otro serán lícitas siempre que los res¬ 
pectivos servicios no queden indotados y los 
acuerde, si no exceden del 5 por 100 del tota 
presupuesto de ingresos, la Comisión provincial 
por mayoría absoluta de sus miei. bros; y si exce¬ 
den de dicho límite, la Diputación en pleno por la 

misma mayoría. . . 

Art. 205. Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán acordar habilitaciones o suplementos de 
crédito en los casos y forma que determina el ar¬ 
tículo 11 del Reglamento de Hacienda municipal 
aprobado por Real decreto de 23 de Agosto 
de 1924. 


«Art. ii. Sin perjuicio de lo que se establece en el últi¬ 
mo párrafo del artículo anterior, cuando para satisfacer algu¬ 
na deuda en ejecución de fallos de los Tribunales o resolu¬ 
ción del Gobierno, o para otro objeto que no admita aplaza¬ 
miento, no exista consignación en presupuesto, o sea insufi¬ 
ciente el crédito consignado, los Ayuntamientos en pleno, 
por mayoría de las dos terceras partes de sus Concejales, po¬ 
drán acordar en el primer caso la habilitación del crédito ne¬ 
cesario, y en el segundo, del suplemento, dentro de su pre¬ 
supuesto ordinario, siempre que pueda cubrirse con el exceso 
resultante y sin aplicación de los ingresos sobre los pagos en 
la liquidación del último ejercicio. 

De no existir dicho exceso o remanente, se acordará la 
habilitación o suplemento por transferencia del total o de 
parte del crédito existente y no contraído con relación a 
cualquiera de las consignaciones del presupuesto, exceptuadas 

las que se refieren a obligaciones del núm. i.° del art. 206 
del Estatuto. 

Estas transferencias serán acordadas por el Ayuntamiento 
pleno, exigiéndose el voto afirmativo de las dos terceras par¬ 
tes del total de Concejales mediante propuesta de la Comi¬ 
sión permanente, y siendo responsables los Concejales aue 
voten la concesión. 1 * 

En los expedientes que se incoen para habilitar créditos o 
suplementos de crédito por medio de transferencias, dentro 
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del presupuesto ordinario, deberán informar los Tefes técni- 
eos o administrativos del servicio a que corresponda el crédito 
transferidle y el Secretario del Ayuntamiento, demostrando 
[2 posibilidad de efectuar la operación sin perjuicio para el 
servicio ni para el interés comunal. r 

El Interventor municipal deberá dictaminar, haciendo cons¬ 
tar que no existe liquidada, ni contraída obligación de pago 
alguna, ni infracción de especial disposición por la que pueda 
venir perjuicio al Ayuntamiento.» 


Art. 206. En lo no previsto por ésta, serán 
aplicables a las Diputaciones provinciales los pre¬ 
ceptos de la Ley de Administración y Contabili¬ 
dad de la Hacienda pública de l.° de Julio de 1911. 

TITULO II 

De los ingresos provinciales. 

CAPITULO PRIMERO 

DEL PATRIMONIO, RECURSOS Y RENTAS 

DE LAS PROVINCIAS 

Art. 207. Constituyen la Hacienda provin¬ 
cial todas las rentas, arbitrios, recargos, percep¬ 
ciones y derechos, valores y propiedades que 
pertenecen a la provincia, y con cuyo rendimiento 
se satisfacen sus obligaciones, así como los do¬ 
nativos y mandas que se hagan a las Corpora¬ 
ciones provinciales. 

Art. 208. Al constituirse las nuevas Diputa¬ 
ciones con arreglo a lo establecido en esta Ley, 
se hará y se custodiará constantemente y revisa¬ 
rá todos ¡os años un inventario genera de los 
bienes y derechos que constituyen el patrimonio 
de la provincia, con separación de los privativos 
de establecimientos que dependan ae la Diputa 
ción. 
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Son aplicables al patrimonio de las provincias 
io= arts P 510al 515 del Estatuto municipal, susti¬ 
tuyendo las Comisiones provinciales a las muni¬ 
cipales y la Diputación al Ayuntamiento en pleno 
para las funciones respectivas. 

Fstatuto municipal. — «Art. 310. Constituye patrimonio 
municipal el conjunto de bienes, derechos y acciones que per¬ 
tenecen a un Municipio, al común de sus vecinos o a estable¬ 
cimientos municipales. De un modo análogo se formara el 
patrimonio de las entidades locales menores a que se refiere 
el art. 2° de esta Ley. 

Art. 311. Las Comisiones permanentes y las Juntas veci¬ 
nales formarán, dentro del primer ano de su constitución, 
inventario general de los respectivos patrimonios, con expre¬ 
sión de los gravámenes existentes. Los inventarios serán rec¬ 
tificados anualmente, y tanto su aprobación como las rectifi¬ 
caciones, corresponderán al Ayuntamiento en pleno. 

Los Ayuntamientos de poblaciones mayores de 100.000 
habitantes tendrán tres años de plazo, a partir de su constitu¬ 
ción, para formalizar los inventarios. Siempre que sea posi¬ 
ble, habrá planos parcelarios que determinen la cabida y lin¬ 
deros de los inmuebles con referencia a vértices de triángulos 
de tercer orden o topográficos, o de los puntos culminantes y 
fijos de los terrenos. 

Art. 312. Siempre que se constituyan nuevas Comisiones 
permanentes o nuevas Juntas vecinales será revisado el in¬ 
ventario, consignándose al pie del mismo el resultado de la 
revisión, a fin de determinar las responsabilidades que corres¬ 
pondan a la nueva Corporación o a la saliente. 

Art. 313. De todo inventario se enviará copia certificada 
al Gobernador civil para su custodia en el archivo de la Dipu¬ 
tación provincial y su publicación en el Boletín Oficial. Otro 

tanto se hará con los planos y con la rectificación anual del 
inventario. 

Art. 314. Los Ayuntamientos podrár establecer, dentro 
de los limites señalados en esta Ley, reglas para la adminis¬ 
tración y explotación de su patrimonio. Cuando acuerden dar 
en arrendamiento inmuebles municipales por más de cinco 
anos no podrán prescindir del requisito de la subasta. 

tn ^ Tt ’ 3 i 15 ' V De P° s [ t .arfa municipal encargada de la cus- 
wr/í lo J re ? m ? blhar,os municipales cuidará, bajo su 

® íblMad ’ de i_ cobro P untual de los cupones y demás 
ingresos correspondientes.» 
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Art. 209. Los recursos de las Diputaciones 
provinciales serán: 

1. ° Rentas, productos o intereses que rindan 
cualesquiera bienes, títulos, créditos o valores 
pertenecientes a la provincia o a establecimien 
tos que dependan de ella, respetando siempre los 
derechos de patronato u otros análogos. 

2. ° Rendimientos de obras o servicios públi¬ 
cos, o de institutos que sean costeados u organi¬ 
zados por la Diputación. 

3. ° Subvenciones o auxilios que para obras o 
servicios determinados sean concedidos por el 
Estado o por otras Corporaciones locales con 

- cargo a sus respectivos presupuestos, y donati¬ 
vos de particulares. 

4. ° Las exacciones provinciales reguladas en 
el capítulo siguiente. 

CAPITULO II 

DE LAS EXACCIONES PROVINCIALES 

*rt, 210. Las exacciones provinciaies po¬ 
drán ser: 

l.° Contribuciones de las personas ociases 
especialmente interesadas en determinadas obras, 
instalaciones o servicios provinciales. 

Exucciones municipales y provinciales .— Reglas en oí den a 
la administración y cobranza .— Por Real orden de 21 de Julio 
de 1925 (Gaceta del 25), se dispone: 

I .—Exacciones municipales. 


«Articulo 


Exacciones provinciales. 

Art 14 De conformidad con las disposiciones del libro 
II del Estatuto provincial de 20 de Marzo de 1925- corres- 


j ICSTA'1 UTO 1 ROVíNCIAI. 

»oiDe a las oficinas centrales y provinciales de la Hacienda 

fe , s^ssr«s^ 

cíalos casos prevenidos en los artículos 238 y Estatu■ 

t0 y el pago de estos recargos; de la participación de las cuo¬ 
tas de Rústica, establecida en el art. 225, y de as cesiones 
forzosas de los recursos municipales hechas por los Ayunta¬ 
mientos a las Diputaciones en cumplimiento de lo mandado 
en los arts. 230 y siguientes del mismo Estatuto. 

Art. 15. Los recargos provinciales correspondientes a los 
impuestos del Timbre y Derechos reales, figurarán y se apli- 
cariu en cuentas con imputación a los respectivos conceptos 
que al efecto figuran en las Secciones 1. a y 2. a del presupues¬ 


to de ingresos. 

Art. 16. El producto de la recaudación obtenida por los 
recargos provinciales, a que se refiere el artículo anterior, se 
entregará a la Caja central de fondos provinciales, creada por 
el art. 246 del Estatuto provincial, realizándose los pagos res¬ 
pectivos con imputación a los conceptos, capítulos y artículos 
correspondientes de la Sección 11. a del presupuesto de gas¬ 
tos, mediante mandamiento que expedirá la Ordenación de 
pagos por obligaciones del Ministerio de Hacienda. La expe¬ 
dición de estos mandamientos y la determinación y liquida¬ 
ción de los ingresos de que procedan se ajustará, por lo que 
se refiere al recargo provincial sobre el impuesto del Timbre, 
a las prevenciones de la Real orden de 7 del actual, y por lo 
que se refiere a los recargos provinciales sobre el impuesto 
de Derechos reales, a lo que se dispone en el artículo siguien¬ 
te y en la Real orden de 27 de Junio último. 

La expedición de los mandamientos de pago necesarios para 
entregar a la Caja de fondos provinciales los ingresos que se 
obtengan por recargos provinciales sobre el impuesto del 
Timbre se verificará mediante órdenes expedidas al efecto por 
la Dirección general de Rentas públicas y con aplicación al 

concepto correspondiente de la Sección 11. a del presupuesto 
de gastos. r 

Art. 17. La Dirección general de Tesorería y Contabili¬ 
dad formará trimestralmente, según los resultados de las 
cuentas, una relación de los ingresos verificados en la Teso¬ 
rería-Contaduría Central y en las Tesorerías-Contadurías de 
as provincias por recargos provinciales sobre el impuesto 
e trechos reales. En esta relación se harán constar los in¬ 
gresos íntegros obtenidos durante el trimestre y las devolu¬ 
ciones verificadas durante d mismo período de tiempo, para 
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que, restando los segundos de los primeros, queden determi¬ 
nados los ingresos líquidos que han de servif de fundamen* 
to a la orden que dara la propia Dirección general de Tesore- 
ria y Contabilidad para que por su importe expida la Orde¬ 
nación de pagos del Ministerio de Hacienda a favor de la Caja 
Central de fondos provinciales el correspondiente manda¬ 
miento de pago imputable al respectivo capítulo de la Sec- 
cion 11. a del presupuesto de gastos. 

, Art - l8 - La realización de los pagos que han de hacerse 
a las Diputaciones provinciales en concepto de 5 por 100 de 
las cuotas de Rustica, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-* 
ticulo 225 del Estatuto provincial, se realizará con imputa¬ 
ción al capítulo correspondiente de la Sección 11. a del pre¬ 
supuesto de gastos, mediante mandamientos que expedirá la 
Ordenación de pagos del Ministerio de Hacienda, tomando 
como base las certificaciones del importe de estas participa¬ 
ciones, que expedirán, trimestralmente, las Tesorerías-Con¬ 
tadurías de las provincias. 

Art. 19. Las cesiones forzosas de los recursos municipa¬ 
les a que tienen derecho las Diputaciones, según los artícu¬ 
los 230 y siguientes del Estatuto provincial, se percibirán por 
los representantes legales de estas Corporaciones al serles 
abonados a los Ayuntamientos respectivos los recursos de que 
procedan. A este efecto, como ya se ha dispuesto en el ar¬ 
tículo 13 de esta misma Real orden en las nóminas destina¬ 
das a reflejar las partidas y a hacer las liquidaciones de los 
pagos que se han de realizar a los Ayuntamientos por recur¬ 
sos en los que tengan participación las Diputaciones provin¬ 
ciales, se adicionarán dos columnas destinadas a que se con¬ 
signe en ellas las cifras representativas de la cesión forzosa 
de cada Ayuntamiento a la Diputación respectiva, y el impor¬ 
te líquido de la partida que la Corporación municipal ceden- 
te ha de percibir, hecha deducción de la participación de la 
Diputación. La suma de las cantidades consignadas en estas 
dos columnas, que descompondrán el importe del crédito líqui¬ 
do total del Ayuntamiento por cada recurso, ha de ser consi¬ 
guientemente igual al importe de dicho crédito. Estas nómi¬ 
nas tendrán la estructura que se indica en el modelo anexo a 

esta Real orden. . . , 

La representación legal de la Diputación provincial firma¬ 
rá, en las nóminas a que se refiere este articulo, el recibí del 
total de la cantidad percibida por dicha Corporación en con¬ 
cepto de cesión forzosa de los recursos municipales a que se 

refiere la nómina. 
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• r J/as percepciones provinciales por 5 por zoo de 

¡ ’-'uTs Rústica y recargos sobre los impuestos e un- 

bre v ¡ios reales, «liü sometidas al 5 por ioo de adm,- 
bre \ •'uuuj efectivo, por formauzación 

nistración y cobranza, 4 ae se hara « eci,VÜ » R . , 

aplicando los ingresos al correspondiente concepto de la sec¬ 
ción del presupuesto de ingresos, al verificar los pagos 


respectivoSc , i ^ « 

E¡ contraído por este concepto se practicara, por lo que se 
refiere al recargo provincial sobre el impuesto de Derechos 
reales, al verificar su pago, y por lo que respecta al recargo 
provincial sobre el impuesto de Timbre, al realizar la Com¬ 
pañía Arrendataria los ingresos provis.onales que debe efec¬ 
tuar todos los meses en la Tesorería-Contaduría Central. La 
contracción del 5 por 100 de aiministración y cobranza sobre 
la participación concedida a las Diputaciones provinciales en la 
contribución territorial sobre rústica y pecuaria, habrá de rea¬ 
lizarse al efectuar el pago de estas participaciones y recaudar, 
por formalización, la cantidad correspondiente. 


III .—Disposiciones especiales. 

Art. 21. El reembolso de las anticipaciones concedidas a 
las Diputaciones provinciales a cuenta de sus ingresos, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto-ley de 9 del ac¬ 
tual, se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el ar¬ 
tículo je 0 de dicho Real decreto. A este efecto se abrirá a cada 
Diputación provincial una cuenta corriente en la que le será 
adeudado el importe de los mandamientos que a su favor ex¬ 
pida la Ordenación de Pagos de Gracia y Justicia y Goberna¬ 
ción a título de anticipación de sus ingresos, y abonados los 
ingresos que realice en la forma dispuesta en el art. 3. 0 del 
Real decreto de 9 de Julio de 1925. 

Art. 22. Para proceder al reembolso de las anticipaciones 
verileadas a las Diputaciones provinciales, en cumplimiento 
de lo dispuesto en el Real decreto de 9 de Julio de 1925, re¬ 
tendrán las Tesorerías-Contadurías de las provincias los pagos 
que hayan de veAficar a las Diputaciones por cesión forzosa 
de ¡os recursos municipales, según lo dispuesto en el artículo 
18 de esta Real orden, formalizando, con aplicación al concepto 
de la sección 4. a del presupuesto de ingresos creado por el 
artículo 3. 0 del mismo Real decreto, la recaudación que así se 
obtenga. En este caso se hará constar en las nóminas la nece¬ 
saria diligencia de compensación de créditos suscrita por el 
Jefe de Contabilidad. r 

Art. 23. La Ordenación de Pagos del Ministerio de Ha- 
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ciénda expedirá en fo^mahzación, los mandamientos precisos 
para abonar a las Diputaciones su participación en las cuotas 
ite: iCaoro en a contribución territorial sobre la riqueza rus 
tica, cuando así sea preciso para reembolsar al Tesoro de las 
anticipaciones verificadas. 

Art. 24. Las retenciones a que se refiere el art. 21 y las 
formalizaciones a que hace alusión el art. 22, se practicarán 
en la proporción precisa para que entre unas y otras queden 
extinguidos los débitos de las Diputaciones en la forma dis¬ 
puesta en el art. 2. 0 del Real decreto de 9 de Julio de 1925. 


2.° Derechos y tasas por el uso de determina¬ 
dos bienes, instalaciones o servicios provinciales 
de utilidad pública, pero cuyo aprovechamiento 
no se haga por el común, o en los que el uso pú¬ 
blico no excluya especial aprovechamiento por 
personas o clases determinadas. 

5.° Impuestos y arbitrios autorizados por esta 
ley. 

4.° Multas, en los casos y cuantía que auto¬ 
ricen esta ley y su Reglamento. 

Art. 211. Tendrán la consideración de obras, 
instalaciones o servicios provinciales a los efectos 
de esta ley: 

A) Los que sirvan directamente al cumpli¬ 
miento de los fines atribuidos por preceptos lega¬ 


les de la competencia de las Diputaciones, excep¬ 
ción hecha de los que ejecuten en concepto de 
dueños de sus bienes patrimoniales. 

B) Los que por delegación del Estado realicen 
las Diputaciones provinciales, y las obras pu¬ 
blicas que tengan a su cargo por preceptos legales. 

C) Los que mediante subvenciones u otros 
auxilios de las Diputaciones provinciales ejecuten 
el Estado, cualquiera de los Municipios de a 
provincia, la Mancomunidad a que pertenezca la 
Diputación o la Empresa concesionaria. 

Art. 212. La imposición de las exacciones 
provinciales será acordada por la Diputación en 
pleno, requiriéndoso mayoría absoluta del numero 
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Ic'jíil de Diputados. Contra este acuerdo podra 

m an irse, en plazo de quince días, ante el Minis- 
• 1 t / ^ 1 -v /-•. ¿ Ti I / \ O Í1 ^nHípnrloso connr- 


rec urrir^e, en - ' . r- 

terio de la Gobernación, entendiéndose confir¬ 
mado tácitamente cuando dicho Departamento no 
resolviera la reclamación dentro de los dos meses 
sumientes. Contra el acuerdo expreso o tácito 
del Ministerio de la Gobernación se dará recurso 


contencioso administrativo. 

Art. 213. La obligación de contribuir por 
exacciones provinciales es siempre general den¬ 
tro de los límites de la ley. En consecuencia, ni 
la Diputación provincial ni el Gobierno podrán de¬ 
clarar otras exenciones que las concretamente 
prescriptas o autorizadas en esta ley. Tampoco 
podrán celebrar pactos o contratos que tengan 
?or objeto la obligación de contribuir, la forma o 
a cuantía de las exacciones provinciales. 

Cuando las leyes otorguen exenciones a condi¬ 
ción de reciprocidad internacional, las Diputacio¬ 
nes provinciales no podrán considerarlas anula¬ 
das por falta de ella, sin previa declaración del 
Gobierno. 

Art. 214. La sola identidad del objeto, de la 
base o del contribuyente, y aun la de todos los 
dichos elementos de dos o más exacciones pro¬ 
vinciales, no ilegitiman ninguna de éstas, siempre 
que los conceptos de imposición sean distintos. 

215. Todas las reclamaciones sobre 
aplicación y efectividad de las exacciones provin¬ 
ciales, tendrán carácter económico administrati¬ 
vo a los efectos del procedimiento, debiendo enta¬ 
blarse ante el Tribunal económico administrativo 

provincial, que con su fallo ultimará la vía guber¬ 
nativa. 


La reclamación no obliga en ningún caso al 
previo pago de la cantidad discutida, pero tampo¬ 
co detendrá la acción administrativa para la co¬ 
branza. Lo dispuesto en este párrafo será aplica- 
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ble a los recursos que se entablen contra los 
acuerdos del Tribunal. 

Art. 216. Los acuerdos de las Diputaciones 
relativos a exacciones provinciales, sólo podrán 
ser suspendidos: a), por el Presidente de la Di¬ 
putación en los casos previstos en el art. 160 de 
esta ley; b), por el Juez, Tribunal o Autoridad 
administrativa que entienda en la demanda o re¬ 
clamación promovida por interesado legítimo con¬ 
tra los acuerdos referidos. 

Estas suspensiones se regirán por lo dispuesto 
en el art. 329 del Estatuto municipal. 


Estatuto municipal. —Art. 329. Extracto. Los acuerdos 
solamente pueden ser suspendidos por el Alcalde, en caso de 
extralimitación, y por el Juez, Tribunal o Autoridad admi¬ 
nistrativa que conozca de la reclamación. La suspensión 
tendrá lugar en caso de perjuicio grave, de difícil reparación; 
se podrá exigir el afianzamiento de los perjuicios que la sus¬ 
pensión pueda causar a la Corporación. 


Art. 217- Cada exacción provincial será ob¬ 
jeto de una ordenanzá que habrá de ajustarse a 
lo dispuesto en los arts. 321 al 326 del Estatuto 
municipal, con las siguientes salvedades: 

A) Su aprobación incumbirá a la Diputación 

en pleno. 

B) Serán reclainables, durante el plazo de ex- 
posición de quince días, ante el Ministerio de la 
Gobernación, quien en todo caso deberá exami¬ 
narlas, y si procede, repararlas conforme a lo 
prevenido en el art. 323 del Estatuto municipal, 
dándose contra su resolución, que se debe adop¬ 
tar en plazo de dos meses, recurso contencioso- 


administrativo. . , , r- 

C) Se aplicará al Ministerio de la Goberna¬ 
ción la doctrina del silencio administrativo que 
regula dicho art. 323 respecto a las Delegaciones 

de Hacienda. 
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La doctrina que regulan los artículos del hstatuto munici¬ 
pal, que en este precepto se citan, se refiere a las condiciones 
de contribuir, a las exacciones legalmente acordadas; bases 
de percepción; tipos de gravamen; términos y formas de 
pago; responsabilidades por incumplimiento de la Ordenanza; 
fecha de aprobación de ésta, la del comienzo de su vigencia y 


el plazo de vigor. . r 

Las Ordenanzas expuestas al público podran ser reclanaa- 

das por quienes se consideren perjudicados, cuya resolución 
incumbe al Delegado de Hacienda. 

Será motivo legal para la no aprobación de la Ordenanza, 
cualquierá infracción legal y los defectos de forma que hagan 
imprecisa la obligación de contribuir. 

La Ordenanza no puede ser modificada durante el tiempo 
de su vigencia y regirá en sucesivos ejercicios económicos, 
sin nueva aprobación. 

Se entiende por silencio administrativo a que se contrae el 
art. 323, el caso en que la Delegación de Hacienda no notifi¬ 
case resolución alguna, dentro del plazo de treinta dias, a 
contar desde la fecha en que se hubiese remitido a la citada 
dependencia el ejemplar de dichas Ordenanzas con las recla¬ 
maciones formuladas, si las hubiere. Esta aprobación tácita 
será impugnable por el recurrente, de la misma manera que 
la expresa. 


CAPITULO III 

DE LAS CONTRIBUCIONES ESPECIALES 

Art. 218. Las contribuciones de personas o 
clases especialmente interesadas en determina¬ 
das obras, servicios o instalaciones provinciales 

f acomodarán a lo prevenido en el Real decreto 
de 21 de hebrero de 1922. 

Véase el inserto en los apéndices. 


CAPITULO IV 

Dk LOS DERECHOS Y PASAS PROVINCIALES 

Art. 219 . Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán exigir derechos y tasas por la prestación de 
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servicios públicos que beneficien especialmente a 
personas determinadas o se provoquen también 
especialmente por éstas. n 


Se entenderán comprendidos en este concento- 
A) Tasas de administración por los documen- 

tos que expidan o de que entiendan la Adminis¬ 
tración provincial o las Autoridades provinciales 
a instancia de parte. 


B) Servicios de laboratorios provinciales o 
cualesquiera otros establecimientos de Sanidad, 
Higiene, Agricultura, Enseñanza, Comunicacio¬ 
nes y demás, creados y sostenidos por la Dipu¬ 
tación. 


C) Asistencias y estancias en los hospitales, 
dispensarios, manicomios y establecimientos pro¬ 
vinciales, cuando se trate de personas pudientes 
o cuyos gastos deban sufragarse por entidades 
que lo sean. 

D) Enseñanzas generales, técnicas o profe 
sionales. 


E) Visitas de Museos y Exposiciones. 

F) Cualesquiera otros de naturaleza análoga. 

Urt. 220. Las Diputaciones podrán asimis¬ 
mo establecer derechos y tasas sobre los apro¬ 
vechamientos especiales de que sean suscepti 
bles las propiedades, servicios e instalaciones de 
la provincia destinadas al uso público o de co¬ 
mún aprovechamiento,en los siguientes casos. 

A) Siempre que el aprovechamiento particu¬ 
lar produzca limitaciones o perturbaciones e 
uso público o especial depreciación de .os lene» 


o instalaciones; y , . „ n tpn(jq 

B) Cuando el aprovechamiento esp^ ^l ten 

por fin un beneficio particular aunqi P 

duzca limitaciones o períurbacioneb t L f a | a - 

blico ni deoreciación de ios mems 


ciones. 
Los are 


aprovechamientos especiales a que se re 

Jo artículo han de alw tar siempre a « 


0 este di t 



rrenos o explotaciones de carácter provir 

Se entenderán comprendidos en este articulo 
los aorovechamientos siguientes: 

4) Construcción de atarjeas y pasos sobre 
cunetas y en terraplén para carruajes en carrete¬ 
ras y caminos provinciales. ., . 

B) Construcción, reparación y ampliación de 
edificios lindantes con carreteras y caminos pro¬ 
vinciales, o que, aunque no linden con éstos, es¬ 
tén enclavaros en la zona de servidumbre, que 
podrá alcanzar como máximo 25 metros a cada la¬ 
do de la carretera o camino. 

C) Construcción de muros de contención o de 
sostenimiento de cercas, sean definitivas o pro¬ 
visionales, en terrenos lindantes con carreteras y 
caminos provinciales. 

D) Ocupación de los paseos y aceras de ca¬ 
rreteras provinciales o de la zona de urbaniza¬ 
ción de las mismas vías para la instalación de me¬ 
sas, sillas, puestos de venta y paradas fijas de 
vehículos. 

E) Apertura de zanjas en las carreteras o en 
caminos provinciales o en su zona de urbaniza 
ción, para instalación de cañerías, conducciones 
de aguas, de gas y energía eléctrica. 

F, Instalación de aparatos distribuidores de 
gasolina y lubrificantes en carreteras y caminos 
provinciales o en su zona de urbanización. 

.. am n • , , i en las mismas vías para 
reparación o determinación de averías ocurridas 
en conducciones subterráneas. 

//) Instalación en las mismas vías o en su zona 
de urbanización, cuando no sea transversalmen 

hHrs V1 - 3S , fe . rreas n P declaradas de utilidad pú- 

desitiriflH lnSta a + 1 Ón i £ !i e P ostes - cajas o aparatos 

enerdífl^ ! • tetldld .° aéreo de conducción de 

las vías n c ,- nc ? f n a zotia de urbanización de 
las vías provinciales. 
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/) Instalación de anuncios en la zona de urba¬ 
nización o de servidumbre de las mismas vías 
J) Instalación de tranvías sobre caminos o ca 
rreteras provinciales; rodaje o arrastre por vías 
provinciales de toda clase de vehículos. 

D Cualesquiera otros aprovechamientos simi¬ 
lares a los indicados. 


Las Diputaciones podrán acordar exenciones 
o reducciones de los derechos y tasas a que se 
refiere este artículo en favor de los particulares 
que cedan gratuitamente los terrenos precisos 
para la construcción de carreteras o caminos 
provinciales. 

Ai»t. 221, Será de aplicación a los derechos 
y tasas provinciales lo dispuesto en el capítulo 
IV del título IV del libro II del Estatuto munici¬ 
pal,.a excepción del art. 578. 


CAPITULO V 

DE LA IMPOSICIÓN PROVINCIAL 


Art. 222. Constituyen la imposión pro¬ 
vincial: 

A) Arbitrios ordinarios o extraordinarios que 
las Diputaciones vengan utilizando con la apro 
bación del Gobierno, siempre que conserven sus 
formas consuetudinarias o que la modificación 
obtenga el benepácito expreso o tácito de los 

Ayuntamientos. . 

B) Imposiciones o percepciones sobre la ri que 

za radicante en la provincia, que la Diputación 

establezca dentro de los límites señalados en el 

art. 84 de la Constitución. 


Constitución.- Art. 84. La organización y atribuciones de 
las Diputaciones provinciales y Ayuntamientos se tegiran pot 

sus respectivas leyes. . 

Estas se ajustarán a los principios siguientes 
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{'rimero. Gobierno y dirección de ios intereses peculiares 
de la provincia o del pueblo por las respectivas Gorpora- 

ciones • 

Segundo. Publicación de los presupuestos, cuentas y 
acuerdos de las mismas. 

Tercero. Intervención del Rey y, en su caso, de las Cor¬ 
tes para impedir que las Diputaciones provinciales y los 
Ayuntamientos se extralimiten de sus atribuciones en perjui¬ 
cio de los intereses generales y permanentes; y 

Cuarto. Determinación de las facultades en materia de 

impuestos, a fin de que los provinciales y municipales no se 

hallen nunca en oposición con el sistema tributario del Es¬ 
tado. 


C) Contribuciones e impuestos que el Esta¬ 
do ceda total o parcialmente a las Diputaciones. 

D) Arbitrios, impuestos y recursos que los 
Ayuntamientos cedan total o parcialmente a las 
Diputaciones. 

E) Recargos provinciales autorizados sobre 
contribuciones, impuestos y arbitrios del Estado 
o de los Ayuntamientos (1). 


Sección primera. 

De los arbitrios provinciales 

Art. 223. A los efectos del apartado A) del 
art 222 de esta ley, se entenderá que los Ayun¬ 
tamientos de una provincia prestan beneplácito 
tácito a la modificación de un arbitrio provincial, 
cuando la reforma haya obtenido, dentro del 
«quorum» egal, el voto favorable de la mayoría 
de los Diputados corporativos, y no se opongan 
a ella los Ayuntamientos. Para que la oposición 
de los Ayuntamientos sea eficaz, a los efectos 


(í) Sello y timbre .—La Real orden de 7 de Julio de io 2 < 
(Gaceta del 8), dicta reglas para la exacción del recargo con- 

ce ! 0 a *?. . 1 P u ^ ac * ones ) así como establece las excepciones 
y el procedimiento para su liquidación, r 


IMPUESTOS Y RECURSOS CEDIDOS 187 

constituyan' al meíos S unrdécL q a U pa?te°de U |oS 

existentes en la provincia, o correspondan a Muni 

cipios cuyos censos de población, sumados ex. 

cedan de la décima parte del total de habitantes 
que tenga dicha provincia. b 

Formulada la oposición en la forma indicada 
sera preciso obtener el beneplácito expreso dé 
los Ayuntamientos de la provincia, que se enten¬ 
derá concedido cuando presten su conformidad a 
la modificación la mayoría absoluta de ellos, o en 
su caso, cualquiera que sea su número, Ayun 
tamientos representativos de Municipios que su¬ 
men la mitad más uno de los habitantes de derecho 
inscriptos en el censo de la provincia. 

Arta 224. Se entenderán incluidos en el apar¬ 
tado B) del art. 222 de esta ley, no requiriéndose 
nueva aprobación de la Superioridad para su 
percepción, los arbitrios que al amparo de dispo¬ 
siciones anteriores o posteriores a la Ley de 29 
de Agosto de 1882, vengan aplicando las Dipu¬ 
taciones provinciales. 

Para autorizar cualquier otro arbitrio nuevo, el 
Ministerio de la Gobernación, antes de resolver, 
oirá al de Hacienda. En ningún caso podra con¬ 
cederse el establecimiento de arbitrios que sean 
incompatibles con el sistema tributario del hs 

tado. . . . . 0 

La modificación de los arbitrios provincia 

que se refiere el párrafo primero de ® st ^. ar v ’ 
se considerará como establecimiento de 
arbitrio, a los efectos de este mismo pre p 


Sección segunda, 


De los impuestos y rec 


7 tirsos cedidos 


Art. 225. Las Diputaciones 
cibirán un 5 por 1U9 


ñor el hstodo. 

provinciales per 


de las cuotas de contri! 
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ción territorial que correspondan a! Tesoro so¬ 
bre la riqueza rústica y pecuaria existente en 

Ca Esta r ces 1 ióli a será liquidada y abonada trimes¬ 
tralmente por las respectivas Delegaciones de 

Art. 226. A partir del día 1 ° de Julio de 
1925, la percepción del impuesto de cédulas per¬ 
sonales corresponderá a las Diputaciones pro¬ 
vinciales, que se ajustarán a las disposiciones si¬ 
guientes: , , . ^ , 

A) Estarán sujetos al pago del impuesto de 

cédulas personales todos los españoles y extran¬ 
jeros de ambos sexos, mayores de catorce años, 
domiciliados en la Península, islas adyacentes, 
Canarias y territorios de Africa de soberanía. 

B) Se exceptúan de este impuesto: l.° Los 
pobres de solemnidad. 2.° Las religiosas que vi¬ 
van en clausura y las Hermanas de la Caridad. 
3.° Los penados durante el tiempo de su reclu 
sión. 4 0 Los dementes recluidos en Manicomios. 
5.° Las clases de tropa del Ejército y de la Ar 
mada y sus csimilados, mientras se hallen en ser¬ 
vicio activo. 

C) Los militares y sus asimilados que no es¬ 
tén retirados, se proveerán de cédulas de cla¬ 
se 15. a , tarifa primera, siempre que sólo deban 

contribuir por el sueldo que como militares dis¬ 
frutan. 

B) Queda prohibida la imposición de recar¬ 
gos sobre las cédulas personales, salvo el regu¬ 
lado en el apartado L) de este artículo. 

E) Correrá a cargo de los Ayuntamientos la 
formación del padrón y cobranza del impuesto de 
cédulas personales, sin que por ello perciban pre- 

ÍH°hn« Un °V m? v 2 c , uaado en el ejercicio 1924 25 
dn rm, a ^ . u ^| ,zado I a facultad de imponer recar- 

^enúrá« ni a C1 ^ a r S so ^ re , * as Adulas, en cuyo caso 
tendrán derecho, por los citados trabajos, a ana 
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comisión del 5 por 100 de lo que recauden En 

este supuesto, el importe íntegro de las cédulas 

deducido el premio, corresponderá a la Diputa- 
c i o n a 


Sin embargo, las Diputaciones podrán interve- 
mr en dichas operaciones, al objeto de fiscali¬ 
zarlas. lendran, asimismo, derecho a realizarlas 
directamente, cuando todos o parte de los Ayun¬ 
tamientos incurran en notoria negligencia o mo¬ 
rosidad. En uno y otro caso sustituirán, respec¬ 
tivamente, a todas las Corporaciones municipa¬ 
les, o únicamente a las que hayan incurrido en la 
deficiencia, y podrán ejercitar las facultades que 
a las mismas otorga la legislación vigente. Cuan¬ 
do los Ayuntamientos se opongan a esta subro¬ 
gación de funciones, resolverá sobre la propues¬ 
ta de la Diputación sin ulterior recurso, y con au¬ 
diencia de ambas partes, el Ministro de la Go¬ 
bernación. 

F) Las tarifas para la percepción del impues¬ 
to de Cédulas personales serán las siguientes: 
Tarifa primera, por rentas de trabajo. Tarifa se 
gunda, por contribuciones directas. Tarifa terce¬ 
ra, por alquileres 

Estarán sujetos a tributar por la tarifa primera 
todos aquellos que perciban sueldo, haberes, 
emolumentos, gratificaciones o dietas del Estado, 
la provincia, el Municipio, entidades públicas o 
privadas y particulares, y, en general, todos los 
que se hallen comprendidos como contribuyentes 
en la tarifa primera de la contribución de utilida¬ 
des, estén o no exceptuados del pago de ésta. 

Estarán sujetos a tributar por la tarifa segun¬ 
da todos aquellos que satisfagan al c °"; 

tribuciones territorial, industrial o del o por J 
sobre el producto bruto de !as minas sal oo cuan - 
do por razón de sueldos a alquileres deban tribu- 
taroor cualquiera de las otras dos tarifas. 

Y estarán sujetos a tributar por la tercera tari 
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fa, aquellos que no deban tributar por ninguna ae 


les otras dos. A . 

Cuando un contribuyente aparezca comprendi¬ 
do en más de una tarifa, se le incluirá en aquella 
que le atribuya cédula de cuantía más elevada. 

Sin embargo, no se incluirá en la tarifa tercera, 
aunque proceda con arreglo a este apartado, a 
las personas que no inviertan en alquiler para 
vivienda más del 25 por 100 de sus rentas de tra¬ 
bajo: los contribuyentes que se hallen en este 
caso serán incluidos en la tarifa primera (1). 

Las personas que no sean clasificables por ren¬ 
tas, contribuciones ni alquileres, pagarán cédula 
de clase 13. a , tarifa tercera. 

6) Los jornaleros y sirvientes de ambos se 
xos pagarán cédula de clase 13. a , tarifa tercera, 
cuando por otro motivo no les corresponda cla¬ 
se superior, y sin perjuicio, en su caso, del recar 
go de soltería. 

H) Corresponderá cédula especial de una pe¬ 
seta a los hijos menores de edad que vivan en 
compañía de su padre, cuando éste pague cédula 
de última clase en cualquiera de las tres tarifas. 

En los demás casos no previstos por este apar¬ 
tado, los hijos menores no emancipados que vi¬ 
van con sus padres, pagarán cédula de la clase 
13. a , tarifa tercera. 


1) Las Diputaciones podrán reducir con ca¬ 
rácter general el importe de la cédula de clase 

13. a , tarifa tercera, hasta en un 50 por 100 como 
máximo. 


(i) Islevactón de la tributación por rentas de trabajo •_ 

Por Real orden de 20 de Abril de 1926 (Gaceta del 21), se dis¬ 
pone que el límite del 25 por 100 establecido en el párrafo 
penúltimo de este articulo, se entienda elevado «al 40 por 100 
de las rentas de trabajo y que en consecuencia, sólo cuando 
lo rebasen los alquileres que por vivienda pague el contribu¬ 
yente, deba pasar ésta de la tarifa primera a la tercera». 
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./) Para fijar la clase de cédala exigible a los 
contribuyentes incluidos en la tarifa primera se 
acumularan todos los sueldos, gratificaciones v 
emolumentos, asi como las demás rentas de tra- 
bajo sujetas a la contribución de utilidades, tari¬ 
fa (trímera, que en cualquier forma y por cual¬ 
quier concepto perciba el contribuyente. 

Para fijar la clase de cédula exigible á los con* 
tribuyentes incluidos en la tarifa segunda, se 
acumularán todas las cuotas de contribución te* 
rritorial (rústica y urbana), industrial y de mine¬ 
ría que cada uno pague en el Municipio de su re¬ 
sidencia o en cualquier otro de la Nación. Tam¬ 
bién serán acumulables las cuotas de contribución 
directa satisfechas por la esposa del contribuyen 
te, salvo cuando por ministerio de la ley, por 
pacto o por providencia judicial rigiere el siste¬ 
ma de separación matrimonial de bienes, sin que 
esta acumulación obste a la exacción de la cédula 
especial de cónyuge exigible en ciertos casos. 

i^ara fijar la clase exigible a los contribuyentes 
incluidos en la tarifa tercera, se computará todo 
lo que paguen por alquiler para vivienda y .por 
servicios especiales del piso o habitaciones que 
ocupen. 

Á) Del importe de la cédula que hayan de ob¬ 
tener los que no sean cabeza de familia, será és¬ 
te responsable en los casos de apremio. 

L) Los contribuyentes solteros^ varones y 
mayores de veinticinco años, satisfarán sobre el 
importe de sus cédulas el recargo que se fija en 
las correspondientes tarifas. A idéntico recargo 
estarán sujetos los viudos mayores de veinticinco 
años que no tengan hijos legítimos, legitimados, 
naturales, reconocidos o adoptivos. 

Unicamente se exceptuaran del recargo estable 
cido en este apartado los ordenados in sactis y 

los religiosos profesos. , . . 

//) L a mujer casada tributaran por el im 



^ eitatuto peovf^ciAi, 

puesl0 de cédalas personales en la siguiente 

íor ,"f Cuando no posea rentas de su trabajo ni 
satisfaga contribuciones directas, pagara cedu a 
especial de cónyuge, si así correspondiere por la 
en que su marido esté clasificado con arreglo al 
apartado siguiente, y cédula de clase 13.-, tarifa 

tercera, en otro caso. ... 

2. u Cuando perciba rentas de su trabajo o 

satisfaga contribuciones directas, si el marido 
tributa por la tarifa primera o la tercera, la mujer 
pagará la cédula que le corresponda por la tarifa 
primera o la segunda, salvo que proceda exigirle 
cédula especial de cónyuge y que la cuantía de 
ésta resulte superior a la que por sus rentas de 
trabajo o contribuciones directas pudiera asig¬ 
nársele, pues en este caso tributará por la espe¬ 
cial de cónyuge. 

3. ° Cuando satisfaga contribuciones directas 
y su marido se halle clasificado en la tarifa se¬ 
gunda, se verificará la acumulación de las cuotas 
que paguen ambos cónyuges en la formi que es¬ 
tablece el apartado J), párrafo segundo, para 
fijar la clase de cédula exigible al marido, y la 
mujer pagará únicamente cédula de 13. a clase, 
tarifa tercera, salvo que le corresponda la espe¬ 
cial a que se refiere el apartado siguiente de este 
articulo. 

4. ° Cuando perciba rentas de su trabajo y su 

marido^se halle clasificado en la tarifa segunda, 

sera aplicable lo dispuesto en el núm. 2.° de este 
apartado. 

Cuando la mujer viva en régimen de sepa¬ 
ración de bienes durante el matrimonio, por mi-' 

trfhft 10 ^ 6 3 e /’ P ac *° 0 providencia judicial, 

áe\ marido con arre- 

sns an ^ a ^ ?* ase 4ue le sea aplicable, según 
unstancias. Esta misma regla regirá en 
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los casos en que la mujer casada haya celebrado 
personalmente el contrato de inquilinato. 

M) Salvo los casos de excepción que estable¬ 
ce el apartado anterior, será exigible cédula espe¬ 
cial de cónyuge a las esposas de los contribuyen¬ 
tes incluidos en las nueve clases primeras de la 
tarifa primera, en las siete primeras de la tarifa 
segunda y en las seis primeras de la tarifa terce¬ 
ra. El importe de dicha cédula será un quinto de 
la correspondiente al marido. 

Sin embargo, las esposas de los contribuyen¬ 
tes incluidos en este apartado que tengan en su 
compañía cuatro o más hijos menores de edad, 
sólo satisfarán cédula de clase 13. a , tarifa terce¬ 
ra, a no ser que por sus rentas de trabajo o con¬ 
tribuciones directas les fuese aplicable el apar¬ 
tado LI) en sus núms. 2 °, 3.° y 4.° 

iV) Cada Ayuntamiento participará en la re¬ 
caudación que haga por cédulas personales, pre¬ 
via deducción del recargo de soltería, en una 
cuota equivalente al 50 por 100 de lo que por 
dicho concepto haya obtenido en el año económi¬ 
co 1924 25. 

O) El Reglamento determinará los casos de 
defraudación y la penalidad exigible en cada uno, 
que nunca podrá exceder del importe de la 

cédula. 

Asimismo contendrá las reglas precisas para la 
aplicación de este artículo. 


Militares no retirados .—Por Real orden de 2? de jumo de 
1926 (Gaceta del 25), se dispone: , , , . ,, 

Solicitado se dicte una disposición recorasnuo e. cun,pi¬ 
miento del precepto del art. 226 del hstatuto 
apartado C), por el que los militares no letirauo» 


obligados a proveerse de ceuuu — 

dase, tarifa primera (Rimas de traoa;#: v, por tamo, 

' a .. . v-, . . y. / ► o vHTt r r* : 


de 


J J ■' 1 J 
U. U i * 


íersonai de decimoquinta 


interesa 


iea que a 
:éduia por razói 


sus esposas do se ¿es puccic cxig>r e. 1 c -> J 


? ii a c 


■-1 

íi n m P f o n c 


** i •••♦ 


q y | y) e ti u u s ¿a c i 


singan c; io; 




i v ’ 


v r>- i • 




ir»! 


kít v» oto rROVi¡fcx¿r 


omitios, ¡cíes de las respectivas la 


lias 


cou cuya medida 


es de suponer se eviten (as reclamaciones t|us con frecuencia 
formulan los interesados a dicho Ministerio de la Guerra, se 
acuerda acceder a lo solicitado, reiterando el cumplimiento de 
los apartados C) y Ll) del art, 22 6 del Estatuto provincial. 


227. Las tarifas del impuesto de cédu¬ 
las personales serán las siguientes: 

IMPUESTO DE CÉDULAS PERSONALES 

Tarifa 1 . a Por rentas de trabajo. 


Rentas de trabaj 
60.000 pesetas 
Idem de 50.001 
Idem de 40.001 
Idem de 30.001 
Idem de 20.001 
Idem de 15.001 
Idem de 12.501 
Idem de 10.001 
Idem de 6.501 


Idem de 
Idem de 
Idem de 
Idem de 
Idem de 
Idem de 
Idem de 


5.001 

3.5 01 
2.íoi 

2.oor 

1.501 

75 1 

1 


E 

CLASE 

IMPORTE 

Ptas. 

Recargo 

de 

soltería. 

Por 100 . 

) de más de 

l 



anuales. 

i. a 

1.000 

60 

a 60.000. . . . 

2. a 

. 75 ° 

60 

a 50.000.... 

3. a 

5 00 

55 

a 40.000. . . . 

4 - a 

350 

50 

a 30.000.... 

5. a 

250 

4 S 

a 20.000. ... 

6. a 

210 

45 

1 15.000_ 

y & 

190 

40 

12.500.... 

8. a 

120 

40 

i 10.000... . 

9. a 

63 

35 

6.500.... 

10. a 

50 

35 

• 

* 

• 

0 

0 

0 

• 

\y“*v 

u. a 

40 

30 

3.500_ 

12. a 

25 

3 ° 

2.500_ 

13. a 

15 

25 

2.000..., 

14. a 

11 

25 

I.5OO.... 

15. a 

7 ; 5 ° 

20 

• 

• 

* 

O 

\v\ 

16. a 

3 

20 


Ingerto con la rectificación hecha en la Gaceta del 31 de 
Maizo, como de igual modo los arts. 263 y 305. 
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Tarifa 2. a — Por contribuciones directas. 


BASE 


Contribuyentes por territorial, 


industrial o minería, que pa¬ 
guen más de 15.000 pts.anuales 


Idem 

de 

10.001 

a 

15.000 .. . 

Idem 

de 

7.501 

a 

10.000 . . . . 

Idem 

de 

5.001 

a 

7.500 

Idem 

de 

3.001 

a 

5.000 

Idem 

de 

2.501 

a 

3.000 

Idem 

de 

2.001 

a 

2.500 .. .. 

Idem 

de 

1.501 

a 

2.000 

Idem 

de 

I.OOI 

a 

1.500 •.. . 

Idem 

de 

501 

a 

1.000 .... 

Idem 

de 

301 

a 

500 .... 

Idem 

de 

26 

a 

300 

Idem 

de 

1 

a 

25 .... 


CLASE 

IMPORTE 

Recargo 

de 

soltería. 

- -- 

Ptas. 

Por 100 . 

1. a 

1.000 

60 

2 . a 

860 

6 o 

3 - a 

430 

55 

4. a 

398 

50 

5. a 

280 

45 

6 . a 

' 1 7S 

4° 

r- 7 a 

/• 

97 

35 

8. a 

73 

35 

9- a 

55 

35 

10. fl 

35 

30 

xi. a 

17 

25 

12. a 

8 

20 

1 3 - a 

3 

20 
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Arta 228 a Siempre que una Diputación pro¬ 
vincial solicite y obtenga el traspaso de obras pú¬ 
blicas o de establecimientos de Beneficencia, Sa¬ 
nidad o Instrucción pública que hayan estado o 
estén a cargo de la Administración del Estado, 
éste, al propio tiempo que la ejecución, explota¬ 
ción o conservación y sostenimiento de las obras 
o establecimientos de que se trate, fijará los re¬ 
cursos del presupuesto que hayan de remunerar 
dichas obras o servicios, señalando las condicio¬ 
nes a que deban sujetarse sus auxilios y subven¬ 
ciones. 

Art. 229. El régimen de compensación eco¬ 
nómica entre el Estado y las Corporaciones pro¬ 
vinciales, cuando se acuerde el traspaso de obras, 
establecimientos o servicios públicos, se determi¬ 
nará en cada caso fijándose el coeficiente de 
auxilio por el Estado, en atención a los benefi¬ 
cios generales y locales que proporc ; onen dichas 
obras y servicios y en la cuantía precisa para 
asegurar la efectividad del traspaso. 

El coeficiente de auxilio por el Estado tendrá 
en los presupuestos de las Diputaciones el carác¬ 
ter de ingreso ordinario exclusivamente afecto al 
sostenimiento o realización de las obras o ser¬ 
vicios traspasados. El Estado podrá abonar dicho 
coeficiente mediante la cesión total o parcial de 
alguno o algunos de sus tributos. 


Sección 



De las cesiones de 
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KSTAlinO PBOVlNCIAli 

L . a I v d , ios Ayuntamientos en los recursos y arbitrios mu- 
úpales administrados por la Hacienda, se deducirá siempre 
obre 1 importe líquido de los mismos con lo cual la canti¬ 
dad detraída por el Estado a título de Admin.s ración y co¬ 
branza gravará sobre las mismas, cobradas por la Diputación 
v por los Ayuntamientos, en proporción a sus respectivos 

impoi tes. 


Art. 231- La aportación forzosa ordinaria de 
cada Ayuntamiento podrá alcanzar como máximo 
límite el que le corresponda según la siguiente 

0 ^ 0 Q j Q • 

A) Un 90 por 100 del contingente repartido 
en el año económico 1924-1925, cuando su cuota 
no haya excedido del 10 por 100 del presupuesto 
municipal ordinario de ingresos, en el mismo ejer¬ 
cicio. 


B) Un 85 por 100 del contingente cuando su 
cuota en el mismo ejercicio haya excedido del 
10 por 100, sin pasar del 20 por 100 del presu¬ 
puesto municipal. 

C) Un 80 por 100 del contingente cuando su 
cuota en el mismo ejercicio haya excedido del 
20 por 100 del presupuesto municipal. 

No obstante, en los Municipios que tengan más 
de 200.000 habitantes, la aportación forzosa po¬ 
drá ser igual a la cuota total del contingente que 

hayan satisfecho en el precitado ejercicio eco¬ 
nómico. 

Art. 232- Dentro del límite que establece el 

articulo anterior, las Diputaciones tendrán dere- 

c o a una aportación municipal que se nutrirá 

con os recursos y medios que a continuación se 
exponen: 


— S0 Í | Ser í parte . inte á rar >te de Ye 
tr& ir> municipal la diferencia que exista en- 

el immm«rí a a da 4;f u . ntamien to haya percibido pot 
1994 AQor; cédulas personales en el ejercicio 

yo que en los sucesivos le correpon- 


CÉBIM^KS DÉ RECURSOS 


municipales íóh 


da por igual concepto con arreglo al apartado /V) 
del art. 226 de esta ley. En los Ayuntamientos que 
no hayan percibido cantidad alguna por el im¬ 
puesto de cédulas personales durante el ejercicio 
económico 1924 1925, la aportación municipal se 
constituirá exclusivamente con los recursos que 
detallan los apartados siguientes. 

B) En defecto, o además de la anterior ce¬ 
sión, según los casos, las Diputaciones podrán 
participar en los impuestos y contribuciones del 
Estado cedidos a los Ayuntamientos y en los re¬ 
recargos autorizados a éstos sobre dichos im¬ 
puestos y contribuciones. Se entenderán com¬ 
prendidos en este apartado: l.° El 20 por 100 de 
as cuotas para el Tesoro por contribución urba¬ 
na e industrial. 2.° El sobrante de las 36 centési¬ 


mas de recargo sobre la contribución territorial, 
aplicadas a los gastos de Instrucción primaria. 
5.° Los recargos legales sobre la contribución in¬ 
dustrial y los autorizados en los arts. 390 y 591 
del Estatuto municipal (1). 4.° El recargo autori¬ 
zado en el impuesto sobre consumo de gas y de 
electricidad, salvo cuando los Ayuntamientos 
acordasen su exacción con independencia de la 
del impuesto del Estado. 5 ° El arbitrio sobre el 
producto neto de las Compañías anónimas y co¬ 
manditarias por acciones no gravadas en la indus¬ 
trial y de comercio. 6 ° El 20 por 100 de la renta 
de propios, el 10 por 100 sobre el arbitrio de pe¬ 
sas y medidas y el 10 por 100 de los aprovecha¬ 
mientos forestales que corresponden a los , yun 
tamientos con arreglo a lo prevenido en el apa 
do A) de la disposición transitoria 18/ del fc_tat i- 
to municipal (2) y en el Real decreto de ^ 


tiembre de 192 

C) Si los rec 


sos que quedan mencione 


(0 y 

blioteea 


, y p -■ ;• mu uiril'>i / de nuestra i> 

Consúltese «i • * 
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„„ ffirren suficientes para cubrir el máximo He la 
deportación municipal autorizada en ü ar iculc 
anterior las Diputaciones podran obtener la di¬ 
ferencia’ por medio de un repartimiento comple¬ 
mentario, girado entre los respectivos Ayunta¬ 
mientos. 


Anticipos por el Estado a las de régimen común a cuenta de 
,,c 'inoraos. —Rea! decreto de 9 de Julio de 1925 (Gaceta 

Artículo i.° Se concede un crédito de 12 millones de pe¬ 
setas con aplicación a un capítulo adicional del presupuesto de 
gastos del Ministerio de la Gobernación, destinado a realizar 
anticipos en el primer trimestre del actual ejercicio económi¬ 
co a las Diputaciones provinciales de régimen común, a cuen¬ 
ta de los diversos ingresos a que tienen derecho, según el Es¬ 
tatuto provincial. Estos anticipos serán abonados a las Dipu¬ 
taciones dentro de la segunda decena del presente mes, por 
medio de mandamientos de pago que se expedirán al efecto y 
con la imputación indicada, según órdenes que dictará el Mi¬ 
nisterio de la Gobernación, de acuerdo con las disposiciones 
contenidas en el art. 2. 0 de este mismo Decreto. El manda¬ 
miento de pago necesario para abonar a cada Diputación el 
anticipo a que tenga derecho se expedirá sobre la Tesorería- 
Contaduría de la provincia respectiva. 

Art. 2. 0 El Ministerio de la Gobernación fijará el importe 
del anticipo correspondiente a cada Diputación, teniendo en 
cuenta que en ningún caso podrá exceder de la cuarta parte 

de las sumas que el Estado debe abonar a dichas Corpora¬ 
ciones: 


A) Por el 5 por 100 de las cuotas del Tesoro en la con¬ 
tribución rustica, cifrado con arreglo a la recaudación obteni¬ 
da en el último trimestre liquidado del último ejercicio econó¬ 
mico. 1 


B) Por los recargos de Derechos reales y Timbre calcul 
do para cada Diputación en la cuantía del cupo que les ha 
asignado la Caja Central de fondos provinciales. 

C) Por la aportación municipal forzosa en la cuantía qi 
se haya previsto en el respectivo presupuesto provincial pa 
los impuestos, contribuciones y recargos a que se refiere 
apartado B) del art 232 del Estatuto provincial. 

rnntr >* 1 • as esorerías-Contadarías de las provinci 
contraeran el importe de los pagos que en el cumplimien 



CEblONES DE BEOOKSOS MONTClPALES 20l 


de lo dispuesto en los artículos anteriores realicen a las Dip u 
taciones provinciales, con imputación a un concepto especial 
tjue se crea al efecto en la Sección 4.* del presupuesto de in¬ 
gresos, que se denominará: «Reembolso de la anticipación 
hecha por el Estado para el primer trimestre de 1925 a 26 a 

las Diputaciones de régimen común». (Real decreto de i.° de 
Julio de 1925.) 

Los débitos de las Corporaciones provinciales así represen¬ 
tados se extinguirán progresivamente mediante aplicaciones 
hechas por retención sobre las cantidades que las Diputacio¬ 
nes hayan de percibir por el 5 por 100 de las cuotas del Te¬ 
soro de la contribución territorial rústica,'y por sus participa¬ 
ciones en los recursos municipales liquidados, de conformi¬ 
dad con el apartado E) del art. 235 del Estatuto provincial, 
haciéndose la retención en las siguientes proporciones: un 15 
por 100 del importe del anticipo con la parte necesaria de 
las cantidades que por los conceptos expresados hayan de per¬ 
cibir las Diputaciones por cuenta del primer trimestre del ac¬ 
tual ejercicio económico; otro 15 por 100 con los correspon¬ 
dientes al segundo trimestre; un 35 por 100 con los del ter¬ 
cer trimestre, y el 35 por too restante con lo que correspon¬ 
da a los del último trimestre. 

Si los ingresos disponibles de un. trimestre no cubren el 
tanto por ciento señalado, la diferencia se acumulará y hará 
efectiva a expensas de los recursos del trimestre o trimestres 
sucesivos, y si liquidado el cuarto trimestre del ejercicio ac¬ 
tual resultara un saldo pendiente de reembolso, las Diputa¬ 
ciones deberán ingresarlo en el Tesoro dentro de los quince 
días siguientes a la fecha en que sean requeridas al efecto por 

las Delegaciones de Hacienda. 

Art. 4. 0 Por los Ministerios de Hacienda y de la Goberna¬ 
ción se dictarán las reglas precisas para la aplicación de e^te 

Decreto-ley. 


Ar«. 233. Para percibir la aportación muni¬ 
cipal obligatoria, las Diputaciones deberán tener 
en cuenta las reglas siguientes; 

4 ) Cuando una Diputación torne a su cargo 
la "administración y recaudación directas del im¬ 
puesto de cédulas personales, podra suprimirse 

Fa participación de los Ayuntamientos a qjm se re¬ 
fiere el apartado ,V) del art. ¿A, de ™,i ley con,, 
putándosc <>n Ui apartación ihmiücij-.i. 




%vl 


Estatuto í kov ís t i a 


apuesto 


sim llCM .», el importe íntegro de lo que el Ayunta¬ 
miento haya percibido por aquel impuesto en el 

ejercicio 1924" 1925. , 

B¡ Las Diputaciones fijarán libremente entre 

los recargos y cesiones que enumera el aparta¬ 
do B) del artículo anterior, aquellos que hayan de 
utilizar en cada ejercicio económico, precisando 
la cuantía de su participación en cada uno de 
ellos, siempre dentro del máximo concedido a los 
Ayuntamientos. 

C) No obstante los dispuesto en la regla an¬ 
terior, la participación provincial en los recargos 
que comprende el núm. 3.° del apartado B) del 
artículo anterior y en el arbitrio que menciona el 
núm 5.° de igual precepto, será siempre uniforme 
para todos ellos en cada Ayuntamieto. 

D) Cuando los Ayuntamientos hagan uso de 
la facultad de transformar el 20 por 100 de la 
contribución urbana en un arbitrio sobre el valor 
de los solares, conforme al art. 386 del Estatuto 
municipal, quedará sin efecto el derecho de las 
Diputaciones provinciales a percibir todo o parte 
de la cesión del 20 por 100 de las cuotas del Te¬ 
soro de dicha contribución. 

E) Una vez aprobado el presupuesto provin¬ 
cial, la respectiva Diputación remitirá a la Dele¬ 
gación de Hacienda copia certificada de aquél y 
relación expresiva de los recargos y cesiones mu¬ 
nicipales sobre contribuciones e impuestos del 
Estado en que ha de participar y en qué cuantía. 
Las Delegaciones abonarán trimestral y directa¬ 
mente a cada Diputación el importe de la parti¬ 
cipación provincial en dichos recargos y cesiones 
que no será compensable nunca con débitos de 
los Ayuntamientos en favor del Estado. 

V>nn!"im 4 ; . La ?.Potaciones percibirán un 
óüpor 100 del arbitrio sobre traviesas en los 

frontones que autoriza el art. 47 de la Ley de 26 
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de Jumo de 1922 (1). A este efecto, dicho arbitrio 
tendrá carácter permanente, pesando sobre los 
jugadores a base de las sumas ganadas, y los 
Ayuntamientos podrán hacerlo efectivo por con¬ 
cierto con las Empresas, directamente de los que 
hagan las apuestas, o valiéndose de Agentes co¬ 
rredores, sean propios, sean dependientes de las 
Empresas, que en este caso percibirán el premio 
de cobranza que fije el Ayuntamiento, y respon¬ 
derán directamente de la recaudación ante la 
Corporación municipal. 

Esta cesión no entrará en cuenta al fijarse la 
aportación municipal obligatoria. 


Sección tercera. 

De los recargos provinciales. 

Ingresos y recargo .—Por Real orden de 27 de Junio de 1925 
(Gaceta del 30), se dispone: 

a ) Las liquidaciones seguirán una numeración especial, 
y se harán constar en hoja aparte y en asientos independien¬ 
tes en todas las Oficinas liquidadoras. 

b ) Se destinará un libro diario de liquidaciones especial, 
donde constarán los asientos con entera independencia de los 
practicados a favor del Tesoro, en el libro correspondiente, 
cuyo libro se encabezará con el título de «Liquidaciones para 
recargo provincial», y a continuación, sin dejar lineas en claro 
del mismo modo que se lleva el libro-diario, se irán haciendo 
los asientos. En la casilla destinada a observaciones se rela¬ 
cionará la liquidación practicada con las principales que ha¬ 
yan servido de base para exigir el recargo. 

c ) El ingreso de las liquidaciones se hará con separación 


íl) Art. 47. Extracto. Los Ayuntamientos podrán cobrar 
como arbitrio municipal, e! impuesto que incorporado a ia 

contribución industrial, grava las traviesas en los .tontones, 

exigible del jugador por medios de los corredores o agen e . 
Los Ayuntamientos cederán el 30 por 100 d*i importe hqui 
de este arbitrio a las D putacioi.es, para atenciones oene,teas. 


para atenciones oenencas. 
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de las del Tesoro, pero no se devolverán los respectivos do¬ 
cumentos mientras el ingreso no se realice. 

Por el momento toda la documentación relativa al recargo 
provincial será igual, aunque independiente de la que se usa 
en el impuesto de derechos reales. Asi, pues, las hojas de li¬ 
quidación, estados de valores y certificaciones del libro-diario 
de operaciones en las oficinas de partido, se acomodaran a los 
modelos que actualmente rigen para el citado impuesto, Pero 
el contenido de los estados y certificaciones de recargo no se 
reflejará en los relativos al impuesto de derechos reales. 

En la primera hoja del estado de valores, que ha de ren¬ 
dirse también mensualmente, por razón del referido recargo, 
se sustituirán los capitales transmitidos por las cuotas liqui¬ 
dadas por derechos reales correspondientes a aquellos con¬ 
ceptos a los que el recargo afecta, y con el fin de especificar 
bien la índole de! tributo, en la casilla de ('Conceptos», se 
consignará el título «Recargo provincial». La tercera plana 
del estado y la certificación unida a la copia del libro diario 
de liquidaciones de las oficinas de los partidos sólo conten¬ 
drán los datos que el recargo comprende (base de liquidación 
y cuota) y se encabezará con el mismo título antes indicado. 
En los estados de valores del recargo se prescindirá total¬ 
mente de llenar la cuarta plana. 

La obligación de rendir la documentación relativa al «Re- 
cargo provincial» regirá" desde i.® de Julio próximo, y, por 
tanto, el primero de dichos estados que deberá remitirse a las 
Abogacías y al Centro directivo, será el correspondiente a las 
operaciones realizadas en el mes de Julio y ha de ser enviado 
en el inmediato mes de Agosto. 

Art. 235. Las Diputaciones podrán estable- 
cer un recargo hasta del 100 por 100 sobre el ar¬ 
bitrio municipal que grave los solares sin edifi- 
car. Dicho recargo será liquidado por los respec¬ 
tivos Ayuntamientos, a quienes abonará la Dipu • 
tacion en concepto de premio de cobranza, el 2 
P° r K °°-C u f nd o algún Ayuntamiento no haya 
establecido el arbitrio sobre solares sin edificar, 
la Diputación podra percibir el recargo a que le 
autoriza este artículo, como si dicho arbitrio exis- 

mos vigen a t"s° Se ' “ efeCt °' e " los límites 
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Art. 236. Las Diputaciones podrán estable¬ 
cer un recargo hasta del ICO por 100 sobre el ar¬ 
bitrio que grava los terrenos incultos y que se 
regula en la sección séptima, capítulo V, título IV 
del libro II del Estatuto municipal, abonando a los 
Ayuntamientos un 2 por 100 como premio de co¬ 
branza 


Cuando existiendo terrenos que con arreglo a 
lo prevenido en el expresado Cuerpo legal me¬ 
rezcan la calificación de incultos, el Ayuntamien¬ 
to respectivo no establezca el arbitrio, la Dipu¬ 
tación podrá exigirlo ateniéndose a las citadas 
disposiciones legales. En este caso, la Diputa¬ 
ción podrá percibir el importe del arbitrio con¬ 
juntamente con el del recargo que le concede 
este artículo durante los cinco primeros años de 
su vigencia. Transcurrido este plazo, correspon¬ 
derá al Ayuntamiento percibir el arbitrio, si no 
renunciase a él, quedando a la Diputación única¬ 
mente el recargo. 

Art. 237. Cuando una Diputación perciba 
los recargos comprendidos en los dos artículos 
anteriores, sin. que los Ayuntamientos hayan es¬ 
tablecido el respectivo arbitrio, aquélla podrá re¬ 
caudarlos directamente o confiar la recaudación 
a la Corporación municipal, pero en este segundo 
caso deberá abonar el 5 por 100 en concepto de 


premio de cobranza. 

Art. 238. Se concede a las Diputaciones 
provinciales un recargo del 20 por 100 sobre las 
cuotas del impuesto sobre derechos reales y 
transmisión de bienes que se liquiden por los nit 
meros l.°, 5.°, 6.°, 7.°, 10 12, 13, 14, 15, 16 a m 
22, 24 V 25, 39 al 43, 44 y 45, 46, 57 al r>9, 61 y 


de la tarifa vigente. , 

Las liquidaciones de este recargo serán pr ac¬ 
ticadas conjuntamente con las del impuesto, pero 

en hoia separada, en las oficinas y por ««>* n m- 
en noja s>-P ir, .«jespon del 

cionarios qm tienen 
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mismo. 


F1 recargo recaerá sobre la cuota, exclu- 
. _ an mmnutacion a los 


sivamente,Tno%ñtra7á'en computación a los 
efectos de honorarios, multas e intereses de de 


Art. 239. El recargo provincial del impues¬ 
to de derechos reales se liquidará e ingresara se¬ 
paradamente, con imputación a una cuenta espe¬ 
cial distinta de la general del citado impuesto, y 
será exigible en los actos y contratos que se cau¬ 
sen u otorguen con posterioridad al día 30 de Ju¬ 
nio de 1925 y en los anteriores que se presenten 
fuera de los plazos reglamentarios o de sus pró¬ 
rrogas. 

Mientras no se haga efectivo el recargo pro¬ 
vincial, no será devuelto al interesado el docu¬ 
mento presentado a liquidación. 

Arta 240a No se admitirán ni surtirán efecto 
en las oficinas y Tribunales de cualquier clase 
que sean, ni podrán inscribirse en el Registro de 
la propiedad ni en el mercantil, los documentos 
en que se haga constar acto alguno sujeto al im¬ 
puesto de Derechos reales y comprendido en los 
números de su tarifa a que alcance el recargo 
provincial, sin que en aquéllos se consigne nota 
suscrita por el liquidador expresando el pago de 
dicho recargo o la exención en su caso. Las Au¬ 
toridades o funcionarios que admitan o cursen los 
documentos referidos sin cumplir dicho requisito, 
incurrirán en una multa de 50 a 500 pesetas, que 
sera impuesta en la forma que determina la legis- 
lacion vigente. Estas multas no podrán ser con¬ 
donadas sin previo informe favorable del Comité 

^ ue . se ^ e í lere e * ar t 246, y su importe ingresa- 
ra en la Caja central de fondos provinciales. 

üinniail * con f e ^ e a ^ as Diputaciones pro- 

" c e JíV ec K ai r ^° deI 10 P°r 100 sobre el im- 

os artnl J’T 5 ? qUe c o rres P°nde al Estado en 

sujetos a Sr° 8 °i d ? cume "tos que declara 
- ijetos a tributación la Ley de 19 de Octubre 
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de 1920, modificada por la de 26 de Julio de 1922 

No se exigirá ese recargo: 

A) Tratándose de derechos de inscripción de 

matrículas comprendidos en el art. 26 de la Lev 
del Timbre. y 

B) En las autorizaciones administrativas a que 
se refiere el ntím. 3.° del art. 29 de la ley. 

, C) En la correspondencia postal y telegráfi¬ 
ca incluida en el capítulo V del título II de la ley. 

D) En los documentos relativos a los ramos 
de Guerra y Marina, excepción hecha del caso 
que prevé el párrafo 1.° del art. 52 de la ley. 

E) En los documentos referentes al Registro 
civil que integran el capítulo VII del título II de 
la ley. 

F) En los títulos, diplomas y documentos aná¬ 
logos comprendidos en los arts. 70 a 75, 79, nú¬ 
meros 2.° y 3.°; 80, núms. 2.°, 4.° y 5.°; 81, núme¬ 
ros l.°, 2.°, 3 °, 5.°, 6.°, 7.o, 8.°, 9.°, 11.° y 12.°, y 83 
de la ley. 

G ) En los documentos administrativos en que 
intervengan las Diputaciones provinciales o los 
Ayuntamientos. 

H) En los casos que regulan los arts. 169, 170 
y 177 de la ley. 

I) En los billetes de espectáculos públicos 
gravados por el art. 196 de la ley. 

J) Cuando la cuantía del impuesto correspon¬ 
diente al acto, contrato o documento de que se 
trate, sea inferior a una peseta. 


Diputaciones provinciales.—Recargo del 10 pot Iu,l ‘ 

Real orden de 7 de Julio de 192$ ( Gaceta del 8 ), se esta ece 

las siguientes reglas, referente al recargo: Tmi- 

1 . a El recargo del 10 por 100 sobre el Impues 0 . • , 

bre concedido a las Diputaciones provincia es, s p 
por la Ley de ti de Mayo de 1920, y c l 11 ^ & ra , , ., 
los actos, contratos y documentos compren ' Codificaciones 
aprobada en 19 de Ocíe ore de 1920 , <.on • ^ 

introducidas e« clD ;>»>t 20 ue juu 1 
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cteto de 16 de Junio de 1921 y otras disposiciones, y con las 

excepciones que se dirán. recar a 0 - 

2 * Se exceptúan del pago de este recargo 

a) Los derechos de inscripción de matriculas comprendí- 

dos en el art. 26 de la ley. # . . , . , 

b) I as autorizaciones administrativas de las clases pasivas 

D ara percibir haberes superiores a imo pesetas de las Cajas del 

Tesoro, de las Provincias o de los Municipios, a que se re¬ 
fiere el’número tercero del artículo 29 de la ley. 

c) La correspondencia postal y telegráfica incluida en d 

capitulo V, titulo II, de la ley. 

d) Los documentos relativos a los ramos de Guerra y Ma¬ 
rina comprendidos en el capítulo VI del titulo II de la ley, siii 
otra excepción que la de los contratos de todas clases, aun 
cuando, por no exigir la intervención de Notario, se autoricen 
por funcionarios militares, a que se refiere el art. 52. 

e) Los documentos referentes al Registro civil que inte¬ 
gran el capitujo VII del título II de la ley. 

/) Los títulos, despachos y credenciales de empleos, car¬ 
gos o dignidades, cualquiera que sea la Carrera en que se con¬ 
cedan, civil, militar o eclesiástica, y se hallen remunerados 
por los Presupuestos generales del Estado, de la Provincia o 
del Municipio, así como los de empleados de la Real Casa, los 
de los Cuerpos Colegisladores, las certificaciones de declara¬ 
ción de derechos pasivos, los duplicados de dichos documen¬ 
tos, los nombramientos de empleos hechos por Empresas par¬ 
ticulares, arrendatarias de rentas o servicios públicos que de 
alguna manera necesiten ser confirmados por las Autoridades 
administrativas; los títulos que se expidan a Jueces, Fiscales y 
Secretarios municipales comprendidos en los arts. 70 a 75 de 
la ley; los de cruces de San Fernando de 3. a y 4. a clase, de 
Doctores de todas las Facultades civiles y eclesiásticas de los 
nums. 2. 0 y 3. 0 del art. 79; los de cruz y placa sencilla de 
^an Hermenegüdo y de 1/ y 2. a clase de San Fernando, ex¬ 
pe 1 os a favor de Jefes y Oficiales efectivos; los de Arquitec¬ 
tos, ngenieros. Archiveros, Bibliotecarios, Anticuarios y cua- 
esquiera otros análogos que no estén taxativamente citados o 
que pu ,eran crearse; los de Licenciados en todas las Faculta- 
j S y eclesiásticas, aunque los últimos sean por simples 

rosV° a °o’^ °o Notarios comprendidos en los nume- 
v p r V 4 y S- del art. 80; los títulos de Bachiller, Peritos 
men«n eSOr ^r me . rcar ^ t ^ es » Escribanos, Procuradores, Agri- 

*: terinar * os > Herradores, Profesores de Gimnasia, 
s y 1 aestras de Primera enseñanza, Cirujanos dentis- 
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tas, Practicantes y Matronas, Capataces de minas, certificado 
nes de práctica y capacidad minera, diplomas de capacidad que 
expide el Real Conservatorio de Música y Declamación y los 
demás títulos y documentos análogos a los que se determinan 
anteriormente incluidos en los núms. i.°, 2 .°, 3. 0 , c 0 6 0 
7. 0 , 8.°, 9. 0 , n.° y 12. 0 del art. 8r y los diploims’de Ía¡ tres 
categorías de las condecoraciones de la Orden de Beneficencia, 
en los casos que a juicio del Consejo de Estado se haya acre¬ 
ditado en el expediente de justificación de los hechos la condi¬ 
ción de pobreza, y a los que se refiere el núm. i.° del art. 58 
de la ley, según dispone el 83. 

g) Los documentos administrativos en que intervengan 
las Diputaciones provinciales y los Ayuntamientos compren¬ 
didos en los capítulos XIII y XIV del título II de la ley. 

h) El timbre de negociación o transmisión en los casos 
determinado: en los artículos 169 y 170, y el que deban satis¬ 
facer las Compañías de Seguros y cualesquiera otra asegura¬ 
doras, conforme al art. 177 de la ley. 

i) Los billetes de espectáculos públicos gravados por el 
art. 196 de la ley, y 

j) Todo acto, contrato o documento, cuando la cuantía 
del impuesto que le corresponda sea inferior a una peseta. 


Ley del Timbre del Estado .—El Real decreto-ley de ix de 
Mayo de 1926 (Gaceta del 20), en su art. 2. 0 , dice; «En el 
ejercicio económico de 1926-27, el Estado abonará a las Di¬ 
putaciones provinciales de régimen común una cantidad igual 
a la que se haya recaudado en el ejercicio corriente por el re¬ 
cargo del 10 por 100 que sobre determinados actos y concep¬ 
tos del impuesto del Timbre del Estado autorizó el art. 241 
del Estatuto provincial. Esta suma será distribuida entre as 
Corporaciones mencionadas por el Comité centra e on os 
provinciales. En la misma forma, teniendo en cuenta que la 
Ley del Timbre aprobada por este Decreto entrara en 
en 1 » de Junio próximo, abonará el Estado ejer . 

Diputaciones provinciales por el mes que re 
Cicio, y en el que ya no se exigirá el f ec "8° ^ !a mensuali¬ 
dad igual a la que se obtenga como imp 0 e n los 

dad media, computando lo recaudado p° 
once meses del ejercicio»* *. . , _ r : ae DO r el Re- 

El Comité centra! ,k toados prov,™*'« ZSl dé ,»*. 
glamento aprobado pe> ¡ ^reto-lty , n ¡ patac ¡ 0 nes provui- 


El Timbre estaba»do a : * v0J 


e las Diputaciones provin 


Est. puvwj-- 




J8STA T JJ'V 


PROViNCIAL 


2¡0 


culcs une, como dejamos indicado, se ha suprimido en cuan- 
to a ia cobranza directa por ésta, se refunde, como dice la ex¬ 
posición de la Ley del Timbre, «en los tipos que se fijan, con 
la obligación por parte del Estado de entregar a aquellas Cor¬ 
poraciones ¡ocales una cantidad idéntica a la que por el ex- 
presado concepto hayan percibido en el ejercicio económico 


en curso». , , ^ 

Lo que la Ley del Timbre estatuye en relación con las Di¬ 
putaciones provinciales, lo consigna en los artículos que in¬ 
sertamos: 

«Art. xi. Lrs oficinas provinciales en los casos en que 
les ofrezca duda la regulación del Timbre, instruirán el opor¬ 
tuno expediente, en el que seiá oído el Abogado del Estado, 
y lo elevarán a la Dirección general del ramo para que deter¬ 
mine el papel o timbre exigible, y el caso origen de la duda 
y motivo del expediente no será objeto de penalidad aun 
cuando se resuelva que debe quedar sujeto al impuesto o sa¬ 
tisfacer mayor cantidad que aquella con que hubiese tribu¬ 
tado.» 
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«CAPITULO XIIIJ 

DOCUMENTOS EN QUE INTERVIENEN LAS DIPUTACIONES 

PROVINCIALES 

Art. 95. Las actas de toma de posesión de los Presiden¬ 
tes de las Diputaciones provinciales se extenderán en papel 
timbrado de las clases y precios siguientes: 



1 TIMBRE 

P O 1 ) PACIONES 

Clase. 

Precio. 

Pesetas. 

Madrid y Barcelona .. 

r a 

! 

Las demás provincias. 

I . 

9 a 

120 



ou 

1 


do en los ÁrT P “ b ® 3 CStaS Cor P oracion es lo preceptúa- 

documento tíf, 1 y S,gme “ tes de esu Le y> en todos aquellos 
documentos, títulos, expedientes, certificaciones, instancias y 
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libros de igual naturaleza, con las modificaciones que com 
prende el articulo que sigue. “ ue com 

Art. 97. Se extenderán en papel del Timbre de 2,40 pe¬ 
setas, ciase séptima, las actas de dichas Corporaciones, /en 
el de 1,20 pesetas, clase octava, las cuentas definitivas del 
presupuesto provincial y las de Caja por ingresos y pagos.» 


Ai**- 242. La exacción de este recardo se 
hara en metálico cuando se satisfaga en esta for¬ 
ma el impuesto y por medio de timbres adiciona¬ 
les, en los restantes casos. 


El Ministerio de Hacienda determinará la forma, 
clases y cuantía del timbre provincial, que será 
expendido en los mismos establecimientos que 
tengan a su cargo la venta de los efectos timbra¬ 
dos del Estado. 

En ningún caso podrá sustituirse el timbre pro¬ 
vincial con los efectos timbrados del Estado (1). 

Art. 243. No será admitido por las Autori¬ 
dades, Tribunales y oficinas, tanto del Estado 
como de la provincia o del Municipio, ni tampoco 
por las Sociedades ni por los particulares, docu¬ 
mento alguno sujeto al timbre provincial que 
carezca del correspondiente, bajo la responsabi¬ 
lidad de la multa que proceda, y, en su caso, 
además, del reintegro. 

Art. 244. Las faltas u omisiones en el uso 


del timbre provincial serán castigadas con las 
sanciones correccionales que establece el capí 
tulo II, título IV de la vigente Ley del Timbre. 

Art. 245. No podrán ser condonadas las muí 
tas impuestas por falta u omisiones en el uso de! 
timbre provincial sin previo informe favorable 
del Comité a que se refiere el articulo siguiente, 
y su importe ingresará en la Caja centra! de 

fondos provinciales. 


,1) Este articulo y los conexos que se re,.eren 
provincial, se hallan virtuaimente modi.icados }■ 
creto ley de 11 de Mayo de 19™- 


a! timbre 
Real de*- 


ESTATUTO PROVINCIA í, % 

¿j i ^ 

ilrt 246. Con los rendimientos que prodúz¬ 
calos recargos autorizados sobre el impuesto 

de Derechos feales y el de timbre se formara una 

Caja central de fondos provinciales, cuyo gobier- 

„o corresponderá a un Comité presidido por el 
Ministro de la Gobernación y constituido por los 
Directores generales de Administración, Conten¬ 
cioso del Estado, Rentas públicas y Obras pu¬ 
blicas, cuatro representantes de las Diputaciones 
provinciales y un funcionario del Ministerio de la 
Gobernación, que actuará como Secretario, con 
voz, pero sin voto. Los representantes de las Di¬ 
putaciones serán designados por éstas mediante 
elección, que deberá verificarse en la fecha seña¬ 
lada por el Ministerio de la Gobernación y en la- 
forma que determine el Reglamento. La parte 
electiva de este Comité se renovará cada dos 
anos. 

Arta 247. Una vez constituido el Comité que 
lia de tener a su cargo el gobierno y dirección de 
la Caja nacional de fondos provinciales, procede¬ 
rá a organizar los servicios que se le encomien¬ 
den y a establecer las bases a que han de ajus¬ 
tarse la distribución de las cantidades que admi¬ 
nistre. 

Dicha distribución se hará para cada año eco¬ 
nómico en el antepenúltimo mes del anterior, con 
el fin de que las Diputaciones puedan tenería en 

cuenta al confeccionar sus respectivos presu¬ 
puestos. 

El Comité fijará los cupos de cada Diputación 
con arreglo a los criterios de distribución que es¬ 
tablezca previamente. 

Los acuerdos del Comité se adoptarán siempre 
por mayoría absoluta. Los empates obligarán a 
reproducir la votación, y si hubiere nuevo empá¬ 
ñente C ° n SU VOt ° de calidad el Presi- 

Estos acuerdos serán firmes y valederos, sin 

i 

I 

\ 
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que contra ellos se dé recurso alguno salvo o! de 
gaUdad! abl ldad Cuando con stituyesen’notoria ile- 


CAPITULO VI 

DEL CRÉDITO PROVINCIAL Y DE LOS RECURSOS 
ESPECIALES DE LAS DIPUTACIONES 


Sección primera. 

Del crédito ftrovinciaL 


848. Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán apelar al crédito público, sea emitiendo em¬ 
préstitos a largo o corto plazo, sea librando le¬ 
tras de cambio o expidiendo pagarés a la orden 
con vencimiento no superior a noventa días, con¬ 
tra la Caja provincial, sea prestando su aval a la 
emisión de obligaciones que haga la Compañía 
mercantil con quien contraten determinadas obras 
y servicios, sea conviniendo arreglos o conver¬ 
siones totales o parciales de la deuda provincial, 
sea estableciendo Cajas o Institutos provinciales 
de crédito. 

Art. 249. Las Diputaciones no podrán acor 
dar la emisión y puesta en circulación de emprés¬ 
titos si su producto no va destinado íntegramen 
te a la creación de servicios propios de la com¬ 
petencia provincial o a la realización de gastos 
de primer establecimiento para obras de la misma 


aturaleza. , , . 

Art. 250. Nunca podrá la Diputación arbi- 

-ar por vía de empréstito ni mediante uso, en 

ualquier forma, del crédito, recursos aplicables 

satisfacer obligaciones ordinarias. 

Los empréstitos, aun después del n< le¬ 

nitivo revestido de tonos los re,jn, it • h v '>■ 
3 podrán ser válidamente contraiados míen m- 


A 


¿}\ 


m fatuto 


KOVINOIAL 


Ai ( .| presupuesto ordinario de la provincia no 
haya sido habilitado, con suficiente y segura do¬ 
tación, crédito bastante para el servicio de inte¬ 
reses y amortización, según las clausulas del an- 


Serán responsables de las infracciones de este 
precepto todos los Diputados provinciales que 
votaren empréstitos no ajustados al mismo y los 
funcionarios que intervinieren en su puesta en 
circulación, sin formular en forma fehaciente la 
oportuna advertencia. 

Art. 251, Las Diputaciones fijarán libremen¬ 
te, atendiendo a la situación del mercado, las ca¬ 
racterísticas de los títulos a emitir, sin que el pe¬ 


ríodo de amortización pueda exceder por regla 
general de cincuenta años. Las Diputaciones po¬ 
drán lanzar los títulos de sus empréstitos al mer¬ 
cado empleando alguno de los siguientes procedi¬ 
mientos: venta en firme, mediante subasta públi¬ 
ca; suscripción pública, asegurada o no por Ban¬ 
cos u otras entidades, previo concurso público 
para la determinación del grupo asegurador, y 
negociación en Bolsa por medio de Agente cole¬ 
giado. 

Las Diputaciones podrán entregar directamen¬ 
te a sus acreedores, títulos de la Deuda provin¬ 
cial, por importe igual al de los créditos existen¬ 
tes contra la Corporación. Si los títulos no se co¬ 
tizan en Bolsa serán valorados a la par, y si se 
cotizan lo serán atendiendo al promedio registra¬ 
do en el semestre anterior. 

Las Diputaciones podrán poner en 
circulación letras de cambio o pagarés a la orden, 
con arreglo a las condiciones fijadas en los apar¬ 
tados A), B) y C) del art. 540 del Estatuto muni¬ 
cipal. 


Art. s40. *A) El importe total de las letras o pagarés li¬ 

brados, no excederá de la sexta parte d? los ingresos del pre¬ 
supuesto con relación al cual fueren puestos en circulación.» 
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«i») La circulación de estos efectos sólo podrá tener como 
fin cubrir un déficit momentáneo de Tesorería. Su importe 
deberá estar calculado en forma tal, que el presupuesto ordi¬ 
nario respectivo pueda cubrir el servicio de intereses, además 
del reembolso.» 

«C) Estos efectos deberán ser forzosamente recogidos a su 
vencimiento, quedando prohibida la prórroga en todo caso.» 


Art. 253. Las Diputaciones llevarán conta¬ 
bilidad separada de los presupuestos extraordi¬ 
narios cubiertos total o parcialmente por medio 
de empréstitos, a fin de que se pueda apreciaren 
todo momento si subsiste o se rompe la propor¬ 
ción que debe haber entre la parte del empréstito 
en circulación y el importe de los gastos satisfe¬ 
chos. Asimismo deberán llevar contabilidad sepa¬ 
rada de los ingresos especiales que se destinen ai 
servicio de intereses y amortización de empiésti- 
tos, a fin de que siempre pueda justificarse el 
cumplimiento de lo dispuesto en esta Sección. 

Cualquier contribuyente directamente gravado 
oor los recargos extraordinarios podrá examinar 
a documentación oficial de la Diputación, al am¬ 
paro y a los efectos de este artículo. 

Art. 254. Los títulos de los empréstitos pro¬ 
vinciales legalmente emitidos podrán ser objeto 
de cotización en las Bolsas oficiales cuando se 
cumplan los requisitos establecidos en la presente 
ley y los exigidos por las especiales vigentes. 

Af*<. 255. Regirán, con carácter supletorio 
de las disposiciones contenidas en esta sección 
los arts. 58 al 67 del Reglamento de ,Hacienda mu¬ 
nicipal aprobado por Real decreto de _o 11 : s >s 

to de 1924. 


Véase el Titulo IV, De! crédito mnmc'pal, en el que se m- 
serlan los arts. 58 al 67 del Reglamento de .a llaa.nJa 

nicipal. 

Serán aplicable- a las operaciones bursátiles o 
mercan tile 1 


i'* « ’ - * i 
t, j t i e. * 


requieran ¡a intervención de agen 
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te mediador y que hubiere de realizar la provin¬ 
cia, las disposiciones del Real decreto de 11 de 

Mayo de 1916. 


Apetites mediadores de comercio. Real decreto de n de 
Mayo de 1916, reglamentando la designación de los agentes 
mediadores de comercio, que han de intervenir o autorizar las 
operaciones bursátiles^ mercantiles, que realicen d Estado, 

la provincia o el Municipio (extracto): 

Articulo i.° En las plazas donde exista Bolsa oficial de 
Comercio, corresponderá a las Juntas sindicales de los Cole¬ 
gios de Agentes de Cambio y Bolsa, y donde la haya, a la de 
los Colegios de Corredores de Comercio, intervenir y autorizar 
las operaciones. 

Art. 2. 0 Cuando alguno de los organismos oficiales hu¬ 
biera de realizar alguna operación que requiera la intervención 
de agente mediador, se dirigirá de oficio al Presidente de las 
entidades en el artículo anterior citadas, interesando la ejecu¬ 
ción de la operación de que se trate. 

Art. 3. 0 Recibido el oficio el Presidente de la Junta sin¬ 
dical, o cualquiera de los individuos designados por la misma, 
se pondrán a disposición del Centro que hubiera ordenado la 
operación para recibir sus instrucciones. 

Art. 4. 0 Los corretajes que hubieren de percibir con arre¬ 
glo al Arancel, pasarán a formar parte del capital de la Cor¬ 
poración, destinándose a levantar las cargas de la misma. 


Sección segunda. 

De los recursos especiales para empréstitos 

provinciales. 


Con el exclusivo fin de atender al 
servicio de intereses y amortización de emprés¬ 
titos legalmente acordados, podrán las Diputa¬ 
ciones provinciales establecer los siguientes re* 

l.° Un recargo que no exceda del 10 por 100 

? or - cont ' n á e nte se haya repartido a 
2*?? Ayuntamiento en el año económico 1924-25, 
e a aportación municipal que se haya fijado 

' í 1 k 
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con arreglo a lo que dispone el art. 231 de esta 

, 2 *° Un recargo hasta del 10 por 100 sobre las 
taitas máximas aprobadas y on vidor para la 

percepción de los arbitrios provinciales vigentes 
en cada Diputación. á 

3.° Un nuevo recargo de soltería sobre el im 
puesto de cédulas personales, hasta un 50 por 100 

del recargo autorizado en el art. 227, en las tres 
tarifas. 

4.o Un recargo hasta del 10 por 100 sobre las 
cuotas del Tesoro de la contribución rústica y 
pecuaria devengadas en el territorio de la pro¬ 
vincia. 

5.° Un recargo hasta del 5 por 100 sobre el 
impuesto de cédulas personales, con la excepción 
siempre de la especial de cónyuge y de la cla¬ 
se 13. a de la tarifa tercera. 

Art. 257. No se podrá establecer el recargo 
comprendido en el núm 5.° sin haber agotado el 
máximo de los cuatro anteriores. Asimismo, tam¬ 
poco podrá acordarse el del núm. 4.° sin que se 
layan establecido en su límite máximo los de los 
núms. l.°, 2.° y 3.° 

Art. 258. La autorización de los recargos a 
que se refiere este capítulo, corresponderá al Mi¬ 
nisterio de la Gobernación, previo informe del de 
Hacienda y cumplimiento, por lo demás, de lo 
dispuesto en el art. 528 del Estatuto municipal. 


Estatuto municipal . — «Art. 528. La autorización Je los 
recargos extraordinarios a que se refiere este capítulo corres¬ 
ponderá al Ministerio de Hacienda, previa comprobación de 
que en la tramitación del presupuesto extraordinario de gas¬ 
tos V en el cálculo de la cifra del empréstito se han observado 
todas las prescripciones de la presente ley, y de que a impor¬ 
tancia de las obras proyectadas justifica e. aumento de la car¬ 
ga y excluye la posibilidad de una contracción de 



I 
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Art. 259. Serán igualmente t 
Diputaciones provinciales las reg 
en los arts 529 y 530 del mencionado Cuerpo le- 
( ¡al si bien las funciones encomendadas en ellos 
a las Delegaciones de Hacienda deberán ser ejer¬ 
cidas por los Gobernadores civiles, y a las órde¬ 
nes de éstos, por los Jefes de las Secciones pro¬ 
vinciales de presupuestos municipales. 

lisLiluto municipal .— Extracto de los arts. 529 y 5 3 °> £ l ue 
en este precepto se citan: 

Reo las: La Delegación de Hacienda comprobará que el 
rendimiento probable de los nuevos recargos no puede exce¬ 
der de la diferencia entre el importe de las anualidades de in¬ 
tereses y de amortización del empréstito, y al de los otros 
ingresos que deban destinarse a cubrir dichas anualidades. 
El aumento que en años sucesivos produzcan los recargos ex¬ 
traordinarios, podrán invertirse en ampliación de emprésti¬ 
tos. Aunque los empréstitos se emitan con garantía de los 
recargos extraordinarios, deberán afianzarse con los ingresos 
generales del presupuesto municipal. La Corporación podrá 
elevar a prorrata los otros arbitrios vigentes, en el caso de 
suprimirse o de reducirse algunos de los arbitrios gravados, 
con recargos extraordinarios afectos a la responsabilidad del 
empréstito. Todos los años, al formarse el presupuesto, será 
revisado el rendimiento de los recargos extraordinarios, y si 
excediese en más del 5 por 100 de las responsabilidades a que 
estén afectos, deberá acordase su reducción proporcional y a 
prorrata. 

Los Ayuntamientos sólo podrán establecer los recargos ex¬ 
traordinarios cuando hayan liquidado sin déficit el presu¬ 
puesto ordinario anterior. 

260 El establecimiento del recargo 
comprendido en el núm. 4.° del art. 256, debeVá 
someterse a ratificación expresa por los Áyunta- 
m entos en la forma y caso que determina el 223, 
siendo preciso, para que prospere, la conformi¬ 
dad de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos 
que naya en la provincia, o de Ayuntamientos que, 
cuakjuiera que sea sp número, tengan en sus tér- 


iplicables a las 
las contenidas 


í; 

vj 


I 


I 
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minos más de la mitad de la riqueza rústica v 
pecuaria sujeta a tributación. y 

El establecimiento del recargo comprendido en 
el num. 4.° del art. 256, se sujetará a mismo trá¬ 
mite, si Píen el segundo quorum expresado en el 

párrafo anterior se sustituirá por el de Ayunta¬ 
mientos que, cualquiera que sea su número, re¬ 
presenten dos terceras partes del total de habi¬ 
tantes inscriptos en los censos de la provincia. 

La ratificación regulada en este artículo debe¬ 
rá preceder en su caso a la autorización que exi¬ 
ge el 258. 


TITULO III 

De la recaudación, distribución, de¬ 
fraudación y prescripción de los in¬ 
gresos provinciales (1). 


CAPITULO PRIMERO 

RECAUDACIÓN 


A»*t. 261. La administración y cobranza de 
los fondos e ingresos de las Diputaciones provin¬ 
ciales estará a cargo de las respectivas Comisio¬ 
nes provinciales que, bajo la responsabilidad de 


fiJ Opción a la recaudación de las contribuciones del /:<- 

Por Real orden de 23 de Julio de 192 -; rt„ de, 

4 i’.° Se Las Diputaciones provinciales podrán optar a la recate 

ari'íSn de las contribuciones del Estado, siempre que es e 
ación ae la # , pnrnmiende a Recaudadores que 

djudique en « nendo .° I a Mlniste ,io de Hacienda, 

sean tocona,,os it ptaJ" M » 

Cuando la adjudique en arr, « nd0 * , p dH ¡; stalu m 

1 Derecho de tanteo que Ies reconoce e, art. 

trovinc al. . n .odores que tcnt;.ui 

Cuando la encomiende a Re.aUauoi.s l 




fcK 


estatuto fi 


sus individuos, y con sujeción a los acuerdos y 

realas que la Corporación haya establecido, exi- 

qirán fianza suficiente a las personas o entidades 
cuyos servicios utilicen para la recaudación, cuan¬ 
do ésta no sea efectuada por la Deleaacion de 

Hacienda. , , . ., A 

Art. 262. Los Agentes de la recaudación ae 

fondos provinciales son responsables ante la 
Comisión provincial, quedándolo ésta, en todo 
caso, civilmente para ante la provincia, siempre, 
que medie negligencia u omisión probadas. 

Art. 263. Las Diputaciones abonarán al Es¬ 
tado y a los Ayuntamientos como indemnización 
de los gastos de administración y cobranza: 

A) Al Estado, cuando en la aportación muni¬ 
cipal establecida en el art. 252 de esta ley figuren 


remuneración un determinado premio de cobranza, las Dipu¬ 
taciones provinciales tendrán preferencia sobre ellos, siempre 
que acepten el mismo premio de cobranza y ofrezcan igual 
fianza. 

2.° Las Diputaciones podrán solicitar, desde luego, la re¬ 
caudación de contribuciones en aquellas provincias en que 
dicho servicio se halle a cargo de Recaudadores que al ser 
designados no tenían la condición de funcionarios de Hacien¬ 
da; y tendrán derecho a encargarse de la recaudación cuando 
termine el plazo de la concesión otorgada a dichos Recauda¬ 
dores, y en su caso, el corriente año económico. 

3*° Asimismo las Diputaciones tendrán derecho a optar a 
la recaudación de contribuciones cuando terminen los plazos 
vigentes de los contratos de arriendo que aún se hallan en 
curso, no pudiéndose acordar en los mismos nueva prórroga 
sin previa comunicación a la Corporación provincial respecti¬ 
va, para que ésta pueda ejercitar, si le conviene, el derecho 
de tanteo que le reconoce el Estatuto provincial. 

4. 0 Cuando una Diputación encargada de la recaudación 
necesite nombrar personal para este servicio, tendrán prefe¬ 
rencia absoluta en la designación los Recaudadores que cesaren 
y los funcionarios que el arriendo tuviese a sus órdenes, siem¬ 
pre que unos y otros hayan desempeñado el cargo durante 
finco años, como mínimo, y sin nota desfavorable. 
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recargos a concesiones de impuestos cuya recau¬ 
dación corra a cargo del Estado, la parte propor- 

nistTarfífn^HA n,Z h CI ° n P ° r ,0S gastos de admi ' 

stración y de cobranza que puedan correspon¬ 
derles con arreglo a lo dispuesto en el art. 548 del 
Estatuto municipal. 

B) A los Ayuntamientos, por los recargos que 
autorizan los arts. 235 y 236, un 2 por 100, y, 

en su caso, el recargo que determina el artícu¬ 
lo 237. 

C) A los Ayuntamientos, en el caso previsto 
por el apartado E) del art. 226, un 5 por 100 de lo 
que se recaude por cédulas personales. 

Art» 264. Los ingresos que, recaudados por 
el Estado, hayan de constituir la Hacienda pro 
vincial, tendrán, mientras permanezcan en el Te¬ 
soro, salvo las restricciones legales acordadas, el 
carácter de depósito a disposición de las Diputa¬ 
ciones provinciales. El mismo carácter de depósi¬ 
to tendrán los ingresos y recursos provinciales 
recaudados por los Ayuntamientos, mientras no 
se abonen a las Diputaciones. 

Aria 265 a Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán arrendar el cobro de sus exacciones, a ex¬ 
cepción de las siguientes: 

A) Contribuciones especiales autorizadas en 

el art. 218 de esta ley. 

B i Tasas de administración. 

6) Recargo del arbitrio municipal sobre sola¬ 
res sin edificar. .... 

D) Recargo del arbitrio municipal sobre terre¬ 
nos incultos. ., 

E) Recargos y cesiones cuya recaudación co¬ 
rra a cargo del Estado. 

Hi«|' 266. La recaudación directa no excluye 
el afianzamiento de la gestión recaudatoria, que 
será formalizado con arreglo a lo depuesto en el 
art 553 del Estatuto municipal, sin que puedan 
ser nombrados gestores, ni fiadores de ios mismos. 
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;is personas enumeradas en el 554, 
cables los arts. 555 y 550. 


siendo api i 


Es ¡a¡u(o 




«Art. 553, que en este precepto se 


(Extracto.) El afianzamiento se formalizará en escritura 
pública, en !a que constará el nombre del gestor, la cantidad 
mínima de recaudación garantizada por el gestor, la naturaleza 
v cuantía de la fianza que haya de prestar el gestor, la forma 
de hacer efectivas las responsabilidades del gestor, las modi¬ 
ficaciones en la fianza, por las que sobrevengan en los gra¬ 
vámenes, las facultades otorgadas al gestor, y los premios 
que deban abonársele por la mejora de la recaudación, facul¬ 
tades de inspección, duración del afianzamiento, casos de res¬ 
cisión y las demás condiciones que las partes convengan. 


Art. 267. Las Diputaciones provinciales de¬ 
berán intentar el cobro a domicilio de los impues¬ 
tos y arbitrios cuya recaudación tengan a su 
cargo. 

Art. 268. Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán establecer en sus Ordenanzas de ingresos 
el abono recíproco de intereses de demora entre 
el Erario provincial y los contribuyentes en la 
forma que determina el art. 560 del Estatuto 
municipal. 


Estatuto Municipal. —«Art. 560. Salvo lo especialmente 
dispuesto en este libro, podrán los Ayuntamientos establecer 
en sus Ordenanzas de ingresos el abono recíproco de intereses 

de demora entre el Erario municipal y los contribuyentes, en 
la siguiente forma: 

A) Cuando el Ayuntamiento, en virtud de reclamación 
presentanda a su debido tiempo y en legal forma, acuerde 
devolver a algún contribuyente cuotas de impuestos o arbi¬ 
trios municipales ingresados ya por éste en la Caja municipal, 
deberá abonarle intereses simples al 5 por 100, computables 

desde el décimoquinto día después del de la reclamación hasta 
el de la devolución. * 

B) Los contribuyentes que por cualquier causa se retra¬ 
saren en el pago de cuotas de impuestos o arbitrios munici¬ 
pales más allá de quince días, a partir del último en que hu- 
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hieran debido satisfacerlas, según las Ordenanzas correspon¬ 
dientes, abonaran junto con la cu'ota y con independencia de 
los recargos de «premio que procedan, intereses simples al < 
por 100 a contar desde el décimoquinto día después de aquel 
en que haya vencido la obligación hasta el día del pago». 


Art. 269. Toda cuota de exacciones provin¬ 
ciales que deba hacerse efectiva por precepto de 
la respectiva Ordenanza, mediante ingreso direc¬ 
to, recibo o sello provincial, deberá quedar ingre¬ 
sada o legalmente anulada en el plazo máxim , de 
seis meses, a contar desde la terminación del ejer¬ 
cicio en que fuera impuesta. 

Art. 270* Para ei cobro de los atrasos que 
resulten pendientes por no haber abonado los 
Ayuntamientos a la Diputación los recursos o re¬ 
cargos provinciales cuya recaudación corre a 
cargo de los primeros, o en su caso, las cuotas de 
repartimiento provincial, utilizarán las Diputacio¬ 
nes el procedimiento de apremio que establecen 
las disposiciones vigentes para los débitos a la 
Hacienda pública, dirigiéndose en primer término 
sobre las rentas e ingresos de los Municipios que 
podrán retener en un 20 por 100, en la forma y 
modo prevenidos por la Instrucción de apremio de 
26 de Abril de 1900. 

El embargo se limitará al 9 por 100 de las ren¬ 
tas, cuando ¡a Hacienda, conforme a lo dispuesto 
en la invocada Instrucción, haya retenido el ob 
por 100, de suerte que en ningún caso puedan 
exceder los embargos acordados por el Estado y 
la Diputación provincial del 75 por 100 de los m 
gresos de un mismo Ayuntamiento. 


Véase la Instrucción que en este 
y con disposiciones complementarias, 

torial. 


articulo se cita anotada 
publicada por esta hiii- 


Art. 271. Acordado el procedimiento ^ e / l P rr r 
mío a que se refiere eí articulo nn.erior, o 
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dente de la Diputación lo pondrá en conocimiento 
del Alcalde respectivo. Si el Ayuntamiento se 
opusiere a la uti ización de ese medio, en el ter¬ 
mino de cinco días lo expondá así, por conducto 
del Alcalde, y dando traslado íntegro del acuerdo 
adoptado al Presidente de la Corporación provin¬ 
cial, el cual, si insiste en el apremio, dentro de los 
cinco días siguientes elevará todos los anteceden¬ 
tes al Tribunal provincial de lo contencioso para 
que resuelva la desavenencia suscitada, en única 
instancia. 

Las decisiones del Tribunal provincial se adop¬ 
tarán previo cumplimiento de las formalidades y 
con sujeción a lo establecido en el art. 85 del Re 
glamento de Procedimiento en materia municipal 
de 23 de Agosto de 1924, en el plazo improrroga 
ble de veinte días, desde que se dé conocimiento 
del caso al Tribunal. Transcurrido dicho plazo, 
sin decisión, se entenderá autorizado el apremio. 

La Gaceta cita el art. 85 del Reglamento de procedimiento 
en materia municipal; debe entenderse ccmcf error, y que se 
refiere al 84, que a continuación transcribimos: «Los Tribu¬ 
nales de lo Contencioso, previa reclamación de los anteceden¬ 
tes necesarios e informe del Fiscal, resolverán libremente y 
como arbitros las cuestiones o desavenencias a que se contrae 
el párrafo primero del art. 267 del Estatuto-. Estas decisiones 
serán inapelables y habran de adoptarse, si se trata del Tribu¬ 
nal provincial, por el Presidente, con los dos Magistrados y 
los dos Vocales, y si se trata del Supremo, por el Presidente 
y seis Magistrados de la Sala respectiva». 

Si el Ayuntamiento, en el plazo antes señalado, 
no se opusiere a la práctica del apremio, el Presi¬ 
dente de la Diputación, como Ordenador de Pa¬ 
gos, nombrará los comisionados que juzgue con¬ 
veniente para cumplimentar el acuerdo de la Cor¬ 
poración. 

Art. 272. Cualquier vecino podrá ejercitar 
la acción correspondiente, una vez acordado el 
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f^rvyrí^ 0 ^ as ren * as a 9 ue se contrae el artícu¬ 
lo 270, para que se exijan las resposabilidades en 

que hayan incurrido por dolo, negligencia o mo¬ 
rosidad, según los casos, aquellos miembros de la 
Corporación municipal que dieron lugar con sus 
actos u omisiones a la incoación del procedimien¬ 
to ejecutivo. 

Art. 273. Salvo lo dispuesto en el art. 270, 
los preceptos que regulan la recaudación de las 
contribuciones e impuestos del Estado serán apli¬ 
cables a las exacciones provinciales. 

Las Diputaciones no podrán dictar reglas so¬ 
bre los trámites y recargos de los procedimientos 
recaudatorios y las facultades de los Agentes 
ejecutivos, que excedan en rigor o amplíen la 
competencia de las que se hallaren establecidas a 
favor de la Hacienda del Estado. 

A^t. 274. Serán aplicables a las Diputacio¬ 
nes provinciales los arts. 7.° al 10.° de la ley de 
Administración y Contabilidad de la Hacienda pú¬ 
blica de l.° de Julio de 1911. En el caso del ar¬ 
tículo 9.° de la misma ley, si se interpusiese ter¬ 
cería basada en título civil, la Comisión provin¬ 
cial sustanciará y resolverá el incidente en térmi¬ 
no de veinte días, a contar desde lá fecha de la 
reclamación, y si transcurriese este plazo sin 
' acuerdo, quedará expedita la acción judicial. En 
el caso del art. 10, serán responsables los miem¬ 
bros de la Comisión provincial que hubiesen ca¬ 
lificado y aprobado la fianza. 


Ley de Administración y Contabilidad.-Arts. 7. 0 a! 10 

^«Art 7 o Los procedimientos para la cobranza de contri¬ 
buciones 7 'rentas públicas y créditos liquidados, son adminis¬ 
trativos Las certificaciones de los débitos, que expidan los 

Tefes de'los ramos respectivos, tendrán la misma fuerza e,ecu- 

Íva oue la sentencia judicial. En ningún caso se suspenderán 
lo^procedimientos dé apremio por «irtud Je recurso,, s, no 

se consigna su importe. 
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Art. 8.° Los procedimientos para el reintegro a la Hacien¬ 
da pública en los casos oportunos, serán administrativos. No 
será obstáculo para la continuación de los indicados procedi¬ 
mientos, la jurisdicción de los Tribunales competentes, para 
conocer de las cansas criminales, de cuya decisión se dara co¬ 
nocimiento a los Jefes de los alcanzados o malversadores y al 

Tribunal de Cuentas del Reino. 

Art. 9. 0 Las tercerías que se formulen con dichos proce¬ 
dimientos, u otra acción civil, por persona que ninguna res- 
ponsabiladad tenga con la Hacienda, se suspenderán los pro¬ 
cedimientos administrativos, sólo en la parte que se refiere a 
los bienes y derechos controvertidos, substanciándose este 
expediente en la vía gubernativa, como trámite previo a la 
judicial sobreseyéndose en cuanto a los bienes embargados en 
el procedimiento administrativo que estuviesen inscritos con 
anterioridad a la fecha del origen del débito a favor de perso¬ 
na distinta del deudor. Si no se admitiese la reclamación, el 
interesado, de insistir en ella, podrá acudir ante los Tribuna¬ 
les sompetentes, ejecutando la Administración su acuerdo, de 
no seguirse daños irreparables. 

Art. 10. En el procedimiento por apremio a que el ar¬ 
tículo 8.° se refiere, se aplicará el reintegro a la Hacienda, la 
fianza que tuviera prestada el funcionario responsable, y en 
el caso de no ser suficiente, se procederá contra los bienes 
muebles o inmuebles de la pertenencia del mismo, observán¬ 
dose el orden establecido en la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Si éstos no bastaren, se procederá por la diferencia de valores 

que resulte de menos, contra los funcionarios que aprobaron 
la fianza. 


CAPITULO II 

DISTRIBUCIÓN Y DEPÓSITO DE FONDOS 

275. La Comisión provincial acordará 
cada mes la distribución e inversión de fondos 
con sujección a! presupuesto y a propuesta del 
Interventor de la Diputación. Serán preferente¬ 
mente atendidas las obligaciones legítimas y re¬ 
conocidas que provengan del año anterior. 

Art. 276* Todos los fondos provinciales de- 

í®™, 1 'rüf 7 a Depositaría y ser custodia- 
dos en la Ca)a de la Diputación, cuyas tres llaves 
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guardarán el Ordenador, el Depositario y el In¬ 
terventor. Lo mismo se hará con los resguardos 

representativos de fondos provinciales si se uti¬ 
lizaren los servicios de cuenta corriente de algún 
Banco o Sociedad de crédito y otros de Tesore¬ 
ría que estuviesen concertados. 

Queda prohibida la existencia de Cajas esDe 
cíales. 


ñrtm 277» El Depositario Jefe de la Deposi¬ 
taría provincial, es el encargado de la custodia de 
los fondos de la Diputación, y como tal.deberá 
prestar la fianza que determine la Comisión pro¬ 
vincial, que nunca será inferior al 2,50por‘K0 
del último presupuesto anual ordinario de ingre¬ 
sos de la Corporación. 

El Depositario no hará pagos sino en virtud de 
mandamiento autorizado por el Ordenador y vi¬ 
sado por el Interventor, y efectuará los ingresos 
mediante la presentación de los oportunos carga¬ 
remes, extendidos y firmados por el Interventor, 
que él, a su vez, deberá firmar también, expidien¬ 
do recibo por duplicado, uno de cuyos ejemplares 
se archivará en la Intervención. En lo no previsto 
por este artículo serán aplicables los preceptos 
contenidos en el 82 y siguientes hasta el 86 de! 
Reglamento de Hacienda municipal aprobado por 
Real decreto de 23 de Agosto de 1924. 


Artículos 82 di 86 del Reglamento de Hacienda municipal 

(extracto): _ . , , 

Art. 82. >!o podrán permanecer en Depositaría, después 

de terminadas las operaciones del día, mayor surna as metanco 
que la acordada por la Comisión permanente o Presídeme de 
ÍL Juntas vecinales o parroquiales, .cuando se contrate e; ser¬ 
vicio de Tesorería con Banco o Sociedad de creuno. 

Art 8, Los documentos para retirar fondos de cuenta 

£,TY-.q>-án por <*1 interventor v d Depo- 

corriente en Banco, se n« - / t , i nHcn d» pupos 

sitario, dándose cuenta manamcm O O ■ • - 1 p J “ 

1. de las cuentas comentes > dd in.po.t.. 


la situación de las cuentas un.,,. , 

10 Art! 8 P 4. d,d Lo¡ fondos que se recauden e ingresen en L Caja, 
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será con mandamiento, expedido por el Interventor, con apli¬ 
cación a capítulo, articulo y concepto del presupuesto, sentán¬ 
dose en e! libro Diario de intervención, después de verificada 
la operación en Caja. Estos mandamientos tendrán adherida 
la carta de pago que ha de entregarse al interesado, firmando 
el Depositario el recibí en ambos documentos. 

Art. 85. Para que la Depositaría pueda efectuar un pago, 
es preciso un mandamiento expedido por el Ordenador, con la 
torna de razón del Interventor. No se expedirán mandamien¬ 
tos con aplicación a más de un concepto del presupuesto. 

Art. 86. Cuando haya de realizarse algún pago fuera de la 
localidad, se expedirá un libramiento por la cantidad necesa¬ 
ria; de su importe se hará cargo el Depositario, cuyo pago ve¬ 
rificará en el término más breve, acompañando los documen¬ 
tos que lo justifiquen. 


CAPITULO III 

DE LA DEFRAUDACIÓN Y PENALIDAD 

Art. 278. Salvo siempre los casos especial¬ 
mente previstos en esta ley, y en las que la misma 
declara vigente, la defraudación de las exacciones 
provinciales será castigada con multa del duplo al 
quíntuplo de las cantidades defraudadas, sin per¬ 
juicio de ¡o que se disponga respecto a la cuantía 
de las multas por infracciones de las Ordenanzas 
correspondientes que no constituyan defrauda¬ 
ción, las cuales serán impuestas por el Presidente 

déla Diputación, y no podrán exceder de 250 
pesetas. 

La imposición de multas no obstará en ningún 
caso a la exacción de las cuotas defraudadas y de 
sus intereses legales. 

Art. 279. Salvo las excepciones indicadas en 
el articulo anterior, cuando, antes de iniciarse el 
expediente administrativo de defraudación los 
responsables hicieren a la Administración próvin- 
cía las declaraciones necesarias para la exacción 
de las cuotas defraudadas, no podrán ser multa- 
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cuotas" Cantidad su P erlor al importe de dichas 

, *f*" 2 ®°- . En los casos de defraudación y en 
los de infracción reglamentaria, cometidas por el 
representante legal de un menor o incapacitado 
las multas recaerán sobre el representante, limi' 
tandose la responsabilidad del menor o incapaci- 
tado a las cuotas defraudadas y sus intereses le¬ 
gales, quedando siempre a salvo su derecho para 
reclamar de aquél el importe de ¡as cuotas con 
que se hubiere enriquecido indebidamente y de 
sus intereses. 

La reducción de las multas proscripta en el ar¬ 
tículo anterior será de aplicación al caso en que 
las declaraciones fueren hechas por el menor o 
por el incapacitado ai llegar a la mayor edad o al 
cesar la incapacidad respectivamente. 

Los contribuyentes que, declarando sus bases 
de imposición, consulten por escrito a la Adminis¬ 
tración provincial para que les señale la clasifica¬ 
ción o base tributaria que en lo sucesivo les co¬ 
rresponda y la acepten provisionalmente, sin per¬ 
juicio de su derecho a discutirla, quedarán exen¬ 
tos de responsabilidad, aunque la clasificación 
resultare insuficiente o errónea. 

Arta 281. En los casos de investigación de 
tributos provinciales y de responsabilidades por 
la ocultación y defraudación a que dé lugar, se 
0nt0nd.0rái 

A i Que existe mera omisión cuando el contri- 
buvent 0 haya dejado de presentar parte de ios 
documentos justificativos de sus declaraciones o 

de consignar en ellas elementos co, j trl ^ u ^ 

B) Que existe ocultación cuando el contriju 

yente, sin haber sigilado el elemento primor'; u 
de tributación, hubiere incurrido en on^.on «> m 
exactitudes accidentales o decuant.a que no pro 
duzcan en ía liquidación de la cuota J.ileruiua 

más de un tercio. 
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C) Que existe defraudación cuando el contri¬ 
buyente haya ocultado la integridad de os ele¬ 
mentos de tributación o de parte de ellos que 
exceda de la cuantía señalada en el parrato an- 


^0 1 Q y 

En el primer caso se procederá a rectificar el 
error u omisión cometidos sin exigir responsabi¬ 
lidad alguna; en el segundo, la penalidad se fijara 
en ¡a tercera parte de la multa que corresponde¬ 
ría en el supuesto de defraudación, y en el terce¬ 
ro la sanción consistirá en la totalidad de las mul¬ 
tas autorizadas en esta ley y en las Ordenanzas 


respectivas. 

mftm 282 Los interesados comprendidos en 
alguno de los casos especificados en el artículo 
anterior podrán reclamar contra la calificación 
del hecho o las liquidaciones practicadas, enten¬ 
diéndose que la reclamación de un contribuyente 
no cambia la naturaleza de su responsabilidad 
por ocultación o defraudación, según el carácter 
de la falta cometida. 

Art- 238. Para la graduación de las multas 
que autoriza el art. 278 de esta Ley, se atenderá 
a las circunstancias que fija el art. 60 del Regla¬ 
mento para el servicio de la Inspección de la Ha¬ 
cienda pública modificado por Real decreto de 30 
de Abril de 1924. 


Reglamento que cita. —Art. 6o del Reglamento que en este 
precepto se cita: «Se atenderá para la graduación de las mul¬ 
tas las circunstancias siguientes: a) En caso de ignorancia 
manifiesta del precepto legal y reglamentario, atendiendo al 
grado de negligencia que la dicha ignorancia signifique, se¬ 
gún las condiciones personales del culpable. 

b) A la mayor o m,nor probabilidad de que la omisión, 
ocultación o defraudación sean descubiertas, agravándose la 
multa con la improbabilidad del de ese descubrimiento. 

\ a .^ ec ^ a e , n 9 ue se cometiera la omisión, ocultación 
o defraudación, reduciéndose la multa a medida que sea ma- 

M“~ rrid0 desde u comis,íra " hKh ° 


I 

\ 

\ 

\ 


i 

i 
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d) El grado de malicia revelado por las circunstancias en 

que se cometiera la omisión, ocultación o defraudación. Las 

mu tas se impondrán siempre en su grado máximo si el cul¬ 
pable, ademas de la omisión, ocultación o defraudación, hu¬ 
biera realizado algún acto directamente encaminado a prote¬ 
gerse contra el descubrimiento de la responsabilidad,‘salvo 
siempre lo dispuesto en el artículo siguiente.» 


Arta 284< Sin perjuicio de la imposición de 
la multa o multas que en el caso procedan, la omi ¬ 
sión de las declaraciones obligatorias por pre¬ 
cepto de la Ley o de Ordenanza, autoriza a la 
Diputación para fijar, por estimación, las cifras 
omitidas, en cuanto fueren indispensables para la 
exacción del gravamen correspondiente. 

Art. 285. La Administración provincial tie 
ne el deber de promover la investigación de los 
tributos, a cuyo efecto puede reclamar todos los 
antecedentes y documentos necesarios de los par¬ 
ticulares, Autoridades y funcionarios de cual¬ 
quier orden. Igualmente corresponde a dicha Ad¬ 
ministración imponer las sanciones correspon¬ 
dientes en los casos de ocultación o defraudación. 

Art. 286. La acción para denunciar ía ocul¬ 
tación o defraudación es pública y se ajustará en 


su ejercicio, substancialmente, a lo dispuesto en 
el Reglamento de la Inspección de la Hacienda 
pública, modificado por los Reales decretos de 
4 de Septiembre de 1922 y 30 de Abril de 1923 (1). 

Siempre que de un fallo firme resultare que el 
denunciante había obrado con manifiesta temeri¬ 
dad, quedará obligado al pago de los gastos pro¬ 
ducidos al denunciado. 

Art. 281. Las multas que se impongan por 
incumplimiento de las Ordenanzas de 
deberán satisfacerse con el panel ci tado al 
to por la entidad provincial, correspondiendo al 



Véase inserto en 


el Apéndice. 

i. 



232 


kstaiuio provincial 


Estado con arregio a la Ley del Timbre, el1 10 
por 100 de su valor. Los residuos serán satisfe¬ 
La parte superior del papel se entregara a los 
multados, expresando la causa, la cuantía de la 
multa y la fecha en que se efectúa el abono, fir¬ 
mando estas notas al funcionario autorizado para 
este efecto, y la parte inferior se unirá al expe¬ 
diente como comprobante. 

CAPITULO IV 

* 

DE LA PRESCRIPCIÓN 

Art. 288. Los casos de prescripción, sus 
plazos y condiciones, serán los siguientes: 

A) De créditos a favor de las Diputaciones 
provinciales: 

1. ° Por exacciones provinciales. El plazo será 
de cinco años, contados desde la fecha en que 
nazca la obligación de contribuir, tratándose de 
obligaciones'no liquidadas, o, en otro caso, desde 
la fecha de liquidación. 

Este plazo será interrumpido para las obliga¬ 
ciones no liquidadas por cualquier acto de inves¬ 
tigación y para las liquidadas por cualquier re¬ 
clamación. 

2. ° Para los débitos procedentes de rentas, 
pensiones de censos, intereses de valores y aná¬ 
logos, el plazo será de cinco años, a contar desde 
la fecha del descubierto o desde que aparezca 
realizado por la Administración algún acto con¬ 
ducente a hacerlos efectivos. 

.B) De créditos contra las Diputaciones pro¬ 
vinciales: 

1. Créditos por prestación de servicios u 
obras. Prescribirá a los cinco años el derecho al 
reconocimiento y liquidación de los que no hayan 
sido instados con la presentación de los docu- 
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c m o e n n oc¡do Í s UStÍfiCa,Í '’ 0S ' y 61 de cobro * los ya re 


tar desde la fectade^terainLlóí dT^vIdo 
cadaTa LZ^" d ° ^ <"* 


• *7° intereses y capitales de deudas provincia- 
cíales. Para los primeros, la prescripción será a 
los cinco anos desde el día del vencimiento, y para 

los capitales a los seis, a partir de la fecha del 
reembolso. 


El transcurso del tiempo que para la prescripción fija este 
artículo, es el mismo que establece el Código civil en su ar¬ 
tículo 1.966. 

Art. 289. En los demás casos de prescrip¬ 
ción deberá estarse a lo determinado por la Ley 
de Administración y Contabilidad de la Hacienda 
pública. 


TITULO IV 

De la contabilidad y cuentas provin 

oíales. 


CAPITULO PRIMERO 

DE LA CONTABILIDAD DE LAS DIPUTACIONES 

PROVINCIALES 

Art. 290. Las Diputaciones provinciales lle¬ 
garán su contabilidad, por regla Ü ener J* ’ 
irreglo al sistema de partida doble y seg . 
lelación uniforme, que el Reglamen 
íará, a los efectos de la estadística. ta . 

Los libros o cuadernos ^es inados a la conta 

íilidad serán foliados, y cada ho) - firma de 
:ada con el sello de la Corporación y la f*«na de 

quien desempeñare su presiden 
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extienda el primer asiento. No se podrá raspar, 
enmendar, tachar, adicionar ni interlinear estos 

libros. r 

AH. 291. Las Diputaciones deberán llevar 

como libros principales: el de Inventarios, el de 
Balances, el Diario, el Mayor, el de Actas de Ar 
queo, el Diario de Intervención de Ingresos, el 
de Intervención de pagos, y los de cuentas co¬ 
rrientes para ingresos y gastos. Todos estos li¬ 
bros, excepto el de Inventarios, estarán dispues 
tos en forma que agrupen las operaciones dia¬ 
rias por conceptos generales o capítulos de los 
presupuestos, aparte de las cuentas y columnas 
que se dedicarán a los fondos especiales e inde¬ 
pendientes del presupuesto, por corresponder a 
depósitos u operaciones de Depositaría. 

Además llevarán las Diputaciones aquellos li¬ 
bros auxiliares que juzguen necesarios los res 
pectivos Interventores provinciales de fondos y 
siempre, desde luego, los auxiliares, por capítu¬ 
los y artículos de ingresos y gastos. 


Los arts. 33 al 49 del Código de Comercio hacen referen- j 

cia a los libros que este precepto ordena. ! 

i 

Art. 29% En el primer folio de los libros j 

obligatorios se consignará la denominación y nú- i 

meros correlativos de los mismos en la serie de | 

volúmenes destinados a cada uno, extendiéndose 1 

a continuación por el Interventor, diligencia de 
apertura que exprese la fecha en que se efectuó 
y el número de folios de que consta el libro. 

Ai*t* 293. Las Diputaciones que no impri¬ 
man sus presupuestos deberán llevar un libro 
especial para los mismos que se abrirá y autori¬ 
zará en forma igual a los restantes, y en el cual 
han de ser copiados los presupuestos ordinarios 
y extraordinarios aprobados para cada ano. 

Art. 294. Los errores u omisiones que se 
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cometan en ios libros serán subsanados inmedia¬ 
tamente que se adviertan por medio de asiento 
en el que se explique con toda claridad en qué 
consisten y se extienda el concepto tal y como 
debiera haberse consignado. Si hubiese transcu- 
rrido algún tiempo desde que el yerro se cometió 
o desde que se incurrió en la omisión, se hará el 
oportuno asiento de rectificación, añadiendo al 

margen del equivocado una nota que indique la 
corrección. 


CAPITULO II 

DE L AS CUENTAS PROVINCIALES 

Art. 295» De la administración del presu¬ 
puesto de cada año deberán dar cuenta justifica¬ 
da las Diputaciones a las provincias que repre¬ 
sentan. A este efecto se considerará a ios Ayun¬ 
tamientos del territorio como interesados en las 
cuentas provinciales, habilicados para reclamar 
contra la aprobación, y al Gobernador, como re¬ 
presentante de los intereses generales, para cen¬ 
surarlas y promover la declaración y satisfacción 
de las responsabilidades que fueran exigibles. A 
tal fin, los Gobernadores podrán recabar los pre¬ 
cisos informes del Jefe de la Sección provincia! 

de presupuestos municipales. 

Podrán, además, promover la declaración de 
responsabilidades y suscitar reparos contra la 
aprobación de las cuentas, las Corporaciones, las 
Asociaciones y los habitantes de la provincia. 

Art. 2S6> El Interventor provine a! de toa¬ 
dos formará las cuentas correspondientes a c ada 
año, V el Presidente Ins someterá, eii.ro c . ^ 

dos meses siguientes al ejercic^^°i ^-Mt'HT'tn en 
gan, al examen y aprobación de la D e-. <• . C 
pleno, poniendo los documentos jasar 11 ' ^ 
ja disposición de los Diputados. 
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Las cuentas serán tres, a saber: de ingresos, 
de gastos y de resultas y se presentaran con jus¬ 
tificaciones en forma, acompañadas de los docu¬ 
mentos que acrediten su exactitud y legitimidad, 
y guardando la debida separación entre, los. gas¬ 
tos e ingresos de ¡os presupuestos ordinarios y 
los que hayan tenido carácter extraordinario, co¬ 
mo también entre los de resultas y los correspon¬ 
dientes a ejercicios corrientes. 

Art. 297. Las cuentas se publicarán en el 
Boletín Oficial en uno de los diez primeros días 
del tercer mes del año económico siguiente al que 
comprendan, y sus originales quedarán expuestos 
al público en la Secretaría hasta que la Diputa¬ 
ción provincial en pleno celebre su primera re¬ 
unión ordinaria. 

Art. 298. La aprobación provisional de las 
cuentas provinciales corresponde a la Diputación 
en pleno, y la definitiva, previa la correspondien¬ 
te revisión, al Tribunal Supremo de Hacienda 
pública, con arreglo a lo dispuesto en el art. 6.°, 
núm. 3.° del Real decreto de 19 de Junio de 1924. 

Real decreto que cita : «Art. 6.°, núm. 3. 0 Revisar el exa¬ 
men que de las cuentas sometidas a su calificación hubiesen 
hecho la Dirección general de Tesorería :y Contabilidad y la 
Sección que en el Ministerio de la Gobernación tenga a su 
cargo la contabilidad provincial; exigir de quien corresponda 
los documentos que las expresadas cuentas requieran; poner 
los reparos que ofrezcan, oyendo las contestaciones de los in¬ 
teresados, y dictar fallo sobre ellas.» 

Art. 299. La aprobación provisional requie¬ 
re el voto favorable de la mayoría de los Diputa¬ 
dos corporativos, suplentes y titulares, y de los 
Diputados directos suplentes que durante el ejer¬ 
cicio económico a que se refieren las cuentas no 
hayan sustituido a los respectivos titulares. En 
consecuencia, tendrán voz, pero no voto, en la se¬ 
sión dedicada al examen y censura de las cuentas 



CÜEifTAS PROVINCIALES 


237 


de cada ejercicio económico, 'os Diputados direc¬ 
tos que en el mismo hayan formado parte de la 
Comisión provincial, y voz y voto, los directos 
suplentes que no sean cuentadantes, y los cor 
porativos, tanto titulares como suplentes 

Art. 300. Ante la Diputación pSífn formu- 

larse reclamaciones y protestas, las cuales jun 
tnmente con las cuentas, serán examinadas, com¬ 
probadas y discutidas por la Corporación, hasta 
acordar la aprobación provisional o la censura. 

La Diputación allegará los documentos perti¬ 
nentes y podrá llamar a su seno, para oír en in¬ 
forme, a cuantas personas hayan intervenido en 
la gestión. 

Art. 301. Cuando el acuerdo exija pruebas o 
esclarecimientos de hechos cualesquiera, podrán 
interrumpirse las deliberaciones para reanudarlas 
en el curso del mismo período de sesiones si fue¬ 
ra posible, o en sesión extraordnaria, en su caso. 
Esta sesión extraordinaria no deberá demorarse 
más que el plazo estrictamente necesario. 

Rectificará las cuentas el Interventor de fondos 
provinciales si el defecto o los vicios censurados 

fuesen subsanables, mediante aportación de jus¬ 
tificantes o rectificación de errores, debiendo de¬ 
volverse a la Diputación en reunión extraordina 
ria para nuevo examen, hasta merecer aprobación 
provisional. 

Si la censura se refiriese a responsabilidades o 
reintegros exigibles o ilegalidades cometidas o 
perjuicios irrogados que deban remediarse o ser 
indemnizados, se pasarán ^a! ^Gobernad'ir mi! 
para que éste, en representación e i() ., ' ’ 

sea ejecutor de los acuerdos de la Diputación, de ¬ 
duciendo responsabilidades, y, en su i ajo, pa 
sando el tanto de culpa a los Tr bnnale^ Do 
bernador deberá cuidar de que tales «amr ^ 

publiquen previa e integramente en el hollín 
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Oficial de la provincia^ para conocimiento de 
quienes puedan tener interés en las cuentas. 

flfít ¿02. Contra ia aprobación o censura 
provisionales de las cuentas provinciales, podrán 
recurrir ios cuentadantes o personas directa o 
subsidiariamente responsables, y los Ayunta* 
mientos de ia provincia, ante el Tribunal Supre¬ 
mo de ia Hacienda pública, quien resolverá las 
redamaciones con arregio a las disposiciones del 
Estatuto aprobado por Rea! decreto de 19 de Ju¬ 
nio de 1924. 

Los acuerdos que dicte el Tribunal, tanto en 
el caso de revisión como en el de haberse recla¬ 
mado contra los de la Diputación, serán firmes, y 
contra ellos no se dará recurso alguno. 

Art. 303. Las reglas establecidas para el 
examen provisional y censura definitiva de las 
cuentas, no obstarán a que en todo tiempo hábil 
se ejerciten, según las leyes, las acciones civiles 
o criminales que procedan, y se exijan cualesquie¬ 
ra responsabilidades por actos u omisiones. 
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titulo único 

De la Reg Íó«(l). 

Ap(. 304. Los Municipios de varias provin¬ 
cias limítrofes, cuyos términos formen territorio 
contiguo y tengan intereses comunes que propor¬ 
cionen a su agrupación fundamento económico o 
natural, podrán constituir regiones para la reali¬ 
zación: a) de los fines de carácter local que re¬ 
gula esta ley; b) de los que actualmente realiza el 
Estado, que no le correspondan con carácter in¬ 
transferible por razón de su soberanía. 

A los efectos de este artículo, se entenderán 
contiguos los Ayuntamientos pertenecientes a 
una misma provincia. 


(i) Región significa regir, gobernar. 

Regionalismo , tendencia para que se atienda por el Estado 
al modo de ser y a las aspiraciones de cada Región, compati¬ 
bles con la unidad nacional; este vínculo federativo equivale 
al reconocimiento de la personalidad administrativa de la Re¬ 
gión, enfrente del régimen de centralización; es decir, subor¬ 
dinación a la ley más que a la tutela del Poder cent al. 

La organización local, a base regionaüsta, se proyectó en 
1847 por Escosura, en 1884 por Moret y en 1891 por Silvela 

y Sánchez Toca. 

Este sistema de autonomía, el del sclf-government , se carac¬ 
teriza, según un ilustre tratadista, «por ser la Administración 
obra del Poder legislativo, no de! ejecutivo, no existir Go¬ 
bierno local jerarquizado, sino independiente, asignando com¬ 
petencia extensa a los organismos locaies con ce.dadera juris¬ 
dicción». 


Á 
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Art. 305, Para constituir una región será 
menester: 

A) Acuerdo conforme de tres cuartas partes 
de los Ayuntamientos que tengan todas y cada 
una de las provincias interesadas, y que repre¬ 
senten, cuando menos, tres cuartas partes del 
total de electores existentes en ellas. El acuerdo 
habrá de adoptarlo cada Corporación en sesión 
extraordinaria, convocada con diez días de ante¬ 
lación a este exclusivo y único objeto, y por el 
voto favorable de tres cuartas partes del número 
legal de Concejales que la formen. 

B) Designación por cada Corporación muni¬ 
cipal de un representante, en la misma sesión en 
que en principio se haya votado conforme al apar¬ 
tado anterior, sobre la propuesta de constitución 
de la Región. Dicho representante deberá reunir¬ 
se, con los designados por los restantes Ayunta¬ 
mientos de cada partido judicial, en la cabeza de 
éste, bajo la presidencia del Gobernador civil o 
del delegado que el mismo designe y previa con 
vocatoria con cinco días de antelación, para ele¬ 
gir al o a los que en nombre de todos los Ayun¬ 
tamientos del partido han de formar la Comisión 
redactora del proyecto de Estatuto regional. 

G) Redacción del proyecto de Estatuto regio¬ 
nal por la Comisión que se constituya a tenor de 
lo que preceptúa el párrafo anterior. 

* Sumisión del proyecto al examen de todos 
los Ayuntamientos, que al efecto deberán cele¬ 
brar sesión extraordinaria, convocada con diez 
días de anticipación para ese único y exclusivo 
objeto. Todos los Ayuntamientos han de reunirse 
el mismo día, precisamente. Para la aprobación 
del proyecto será preciso que emitan voto favo¬ 
rable las tres cuartas partes del número legal de 
Concejales que forman cada Corporación, y que 
el acuerdo favorable recaiga cuando menos en 
tres cuartas partes de Ayuntamientos, represen- 
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tativos como mínimo de tres cuartas partes del 

numero total de electores que tengan las provin¬ 
cias interesadas w 

, Examen del proyecto de Estatuto regional 
por el Gobierno, que resolverá, previa audiencia 

del Consejo de Estado en pleno, en el plazo má¬ 
ximo de un 3no desde que se someta a su conoci¬ 
miento, ateniéndose a lo dispuesto en el art. 308. 
El acuerdo ministerial no será recurrible. El pro¬ 
yecto se entenderá desaprobado tácitamente si 
en el expresado plazo no resolviese el Gobierno. 

Hft» SOS. La Región no podrá fraccionar 
ninguna de las provincias que hayan de inte¬ 
grarla. 

Ae*t. 307. El proyecto de Estatuto regional 
deberá especificar: a) Las funciones y servicios 
que deba tomar a su cargo la Región, b) La es¬ 
tructura orgánica de la misma, o El plan general 
de sus recursos y medios económicos, d) Su 
plazo de vida si no fuese indefinido, e) El modo 
de provocar su disolución. 

Art. 303. El Gobierno redactará en defini¬ 
tiva el Estatuto regional, tomando como base el 
proyecto sometido a su sanción, conforme al 
apartado E) del art. 305, y ajustándose a las si¬ 
guientes normas: 

A) Competencia regional. Podrán concederse 

a la Región las facultades que esta ley otorga a 
las Diputaciones provinciales y las relativas a fi 
nes o servicios del Estado que, sin ser consubs 
tanciales con su soberanía, tengan órbita regional. 

B) Estructura orgánica de la Región. Cada 
Región determinará sus órganos de gobierno y ad¬ 
ministración, así como ¡as circunscripciones terri¬ 
toriales en que haya de dividirse para la presta¬ 
ción de sus servicios y cumplimiento de sus tiñes, 
procurando adaptarlas a las actuales provincias o 
a las comarcas naturales. Siempre ha de haber una 
Corporación representativa eiegida por sufragio 
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universal, cuando menos respecto a tres cuartas 
nartes de sus miembros; la otra cuarta parte po¬ 
drá tener carácter corporativo. El sistema elec¬ 
toral ha de responder al principio de la repre¬ 
sentación proporcional. En cada circunscripción 
provincial o comarcal habrá un órgano represen¬ 
tativo designado por sufragio y acomodado en lo 
posible al régimen de las Diputaciones provin- 

ci a i es 

C) Hacienda regional. El Estado podrá otor¬ 
gar el régimen de conciertos económicos para el 
pago de todas o parte de sus contribuciones, con 
arreglo a las siguientes normas: l.° Los concier¬ 
tos no podrán durar más de diez años. 2.° El cupo 
alzado que se asigne a cada Región podrá ser fijo 
durante dicho período o sujeto a gradual aumen¬ 
to cada año. 3.° Para señalar la cuantía de los 
cupos será preciso tener en cuenta, como cifra 
mínima, el rendimiento que en el último ejercicio 
económico hayan suministrado al Estado los im¬ 
puestos o contribuciones a que afecten, y el cos¬ 
te de los servicios del Estado que se traspasen a 
la Región. 


Los conciertos económicos tienen su fundamento en un 
régimen fiscal de excepción. 

Como precedente, y referente a las Provincias Vasconga¬ 
das, véase e! Real decreto de 13 de Diciembre de 1906. Por 
Real decreto de 26 de Abril de 1909, se establecieron las re¬ 
glas para la aplicación del Timbre a documentos otorgados o 
formalizados por aquéllas. 

JURISP.—Los descubiertos de las Provincias Vasconga¬ 
das con el Estado, no tienen derecho a la rebaja del 25 por 

100, concedida a las demás provincias por la Ley de x.° de 
Agosto de 1887. 

Las Compañías de ferrocarriles de las citadas provincias 
(sentencia 24 de Diembre 1892), no deben satisfacer a la Ha¬ 
cienda ningún impuesto por la inspección y vigilancia, por 

aliarse comprendido en el concierto económico. (Sent. 19 
Octubre 1904.) El concierto económico con las Provincias 


í 
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Vascongadas, de i.° de Febrero de 1894, de los nuevos im 
puestos o contribuciones que las leyes ^cesivas ZblZcl 
j en encía 23 Diciembre 1905.) Los Ayuntamientos délas 
Provincias \ascr.s pueden establecer el impuesto de Consu¬ 
mos sobre las primeras materias que se empleen en la locali¬ 
dad y sobre los productos elaborados fuera de la misma 
cuando en ellas se introduzcan. (Sent. 24 Abril 1909.) ' 

Conciertos económicos con Navarra .—Tienen su origen en 
la Ley de 16 de Agosto de 1841. A esta ley fundamental si¬ 
guieron la de 23 de Mayo de 1845, Real decreto 19 Febrero 
1877» Ley de Presupuestos de 11 de Julio del mismo año; la 
de 5 de Agosto de 1893, de 28 de Jumo de 1898 y 31 de Di¬ 
ciembre de 1901. Además, entre otras disposiciones, se dic¬ 
taron el Real decreto de .3 de Septiembre de 1902 y 25 de 
Abril de 1911. 

D) Garantías jurídicas del ciudadano. 1.° Con¬ 
tra las decisiones adoptadas por los organismos 
ejecutivos de la Región sólo se dará recurso judi 
cial. 2.° En todos los asuntos de índole civil o 
penal ejercerá jurisdicción el Tribunal Supremo 
de la Nación. 3.° La acción para reclamar contra 
los actos administrativos de la Región debe ser 
pública, y en lo posible gratuita, pudiendo ejerci¬ 
tarla cualquier particular o Ayuntamiento. 

E) Relaciones con el Poder central. Corres¬ 
ponderá la representación del Gobierno a un Go¬ 
bernador regional que ha de tener residencia en 
la capital de la Región, pudiendo actuar a sus 
órdenes Subgobernadores residentes en las capi¬ 
tales de provincia agrupadas, y designados, como 
él libremente por el Gobierno, dentro de las con¬ 
diciones exigidas por esta ley para los Goberna¬ 
dores civiles. El Gobierno podrá acoplar sus ser¬ 
vicios administrativos a la nueva circunscripción 

^Cuando los órganos representativos de una 
Región se extralimiten en el ejercicio de ■ 
dones el Gobierno podra suspender sus acuer¬ 
dos si'de ellos pudiese derivar grave y notorio 
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neriuicio a ios intereses públicos o a la seguridad 
del Estado La decisión luibra de adoptarse por 
medio de Real decreto, publicado en la C,aceta y 

comunicado a las Cortes. 

Hrí. 309. La constitución y, en su caso, la 

disolución de unn entidad regional, podrán obte^ 
nerse por medio de referendum. Tanto para cons¬ 
tituirla como para disolverla será precisa la con¬ 
formidad de dos terceras partes de electores 
votantes, que nunca han de ser menos de la mitad 
más uno de los inscriptos en los respectivos Cen¬ 
sos. En todo caso, tratándose de constituirla, 
será preciso obtener la aprobación del Gobierno, 
en la forma que preceptúa el art. 305, apar¬ 
tado E). 

ür*. 310. El Gobierno podrá disolver una - 
Región por razones graves de orden público o de 
seguridad nacional. El acuerdo se comunicará a 
las Cortes, y se entenderá firme y eficaz si no lo 
revocasen dentro de las treinta primeras sesiones 
siguientes a su notificación oficial. 


DISPOSICIÓN FINAL 

A partir del día l.° de Abril próximo, quedan 
derogadas todas las Leyes, Reales decretos, Rea¬ 
les órdenes, Reglamentos y demás disposiciones 
que se refieran a la Administración provincial, 
con la única excepción de aquellas que en esta 
Ley se declaran vigentes. 

El día 1,° de Abril próximo se constituirán las 
Diputaciones provinciales con las personas que 
los Gobernadores civiles designen, ajustándose a 
las condiciones fijadas en esta Ley. Desde la ci¬ 
tada fecha entrará en vigor el libro primero de 
esta Ley, salvo aquellos de sus preceptos que se 
refieran a la celebración de elecciones, cuya vi¬ 
gencia se supeditará a la del nuevo Censo 
electoral. 
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Los preceptos del libro secundo de esta I ev 
regirán a partir del día l.« de Julio prLimo N^ 
obstante, las Diputaciones elaborarán el presu¬ 
puesto del inmediato ejercicio económico, ajus¬ 
tándose a ¡o prevenido en el referido libro se¬ 
gundo. 


Sin perjuicio de lo prevenido en el párrafo pri¬ 
mero de esta disposición, la gestión económica de 
las Diputaciones, en lo que resta del ejercicio 
corriente, se acomodará a la legislación en vigor 
hasta el día. 

Por el Ministerio de la Gobernación se dicta¬ 
rán los Reglamentos e instrucciones precisos para 
la aplicación de esta Ley. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Primera. Los recursos, reclamaciones y expe¬ 
dientes interpuestos o tramitados, y aún no re¬ 
sueltos, al amparo de la legislación anterior en 
materia provincial, se substanciarán y decidirán 
con arreglo a lo prevenido en aquella legislación. 

Segunda. Los acuerdos provinciales ya adop 
tados y no recurridos, y los que se adopten hasta 
el 51 de Marzo corriente, serán impugnables en 
la forma y plazo que establece la legislación vi¬ 


gente hasta el día. 

Tercera. Los recursos que se interpongan 
contra acuerdos posteriores a 31 de Marzo, se 

ajustarán a lo dispuesto en esta Ley 

Cuarta. La Comisión constituida en el Minis¬ 
terio de la Gobernación, conforme a la novena 
disposición transitoria del Estatuto mumcipal, 
procederá en el plazo máximo de seis u c-e> a 
cumplir el cometido que aquélla le enron u mía y 
además a revisar las cargas no rc an^a - '. 
trucción pública, que actualmente pesan snb... .as 
Diputaciones provinciales, determinando o- que 
deben subsistir y las que han de extinguirse por 
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traspaso al Estado. Con estas ultimas se haran 
dos grupos, de cada uno de los cuales se hara 
cargo el Estado en los presupuestos de los anos 
1926-27 V 1927-28, respectivamente. 

Quinta En aplicación de lo dispuesto en esta 
Lev queda sin vigor el Estatuto de la Mancomu¬ 
nidad de las provincias de Barcelona, Gerona, 
Lérida y Tarragona, aprobado por Real decreto 

de 26 de Marzo de 1914. 

Los servicios que actualmente están a cargo de 
la referida Mancomunidad, serán regidos hasta el 
día 30 de junio próximo por el actual Consejo 
Permanente de la Mancomunidad, que se deno¬ 
minará Comisión gestora interina de los servicios 
coordinados. 

Antes del día 15 de Abril próximo, las Diputa¬ 
ciones de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarrago¬ 
na, acordarán separadamente, y en sesión ex 
traordinaria, convocada a este exclusivo objetó, 
el régimen a que, a partir del entrante año eco¬ 
nómico, haya de ajustarse la gestión y adminis 
tración de los servicios provinciales traspasados 
a la Mancomunidad, determinando en su caso si 
han de continuar coordinados algunos y cuáles 
sean éstos. 


Para la gestión de los servicios que por acuer¬ 
do de todas o algunas de las cuatro Diputaciones 
citadas hayan de seguir coordinados, las respec¬ 
tivas Corporaciones organizarán la Mancomuni¬ 
dad con sujeción a ¡o dispuesto en esta ley. 

Con relación a los servicios que, en su caso, se 
desglosen de la Mancomunidad, la Comisión ges- 
tora interina practicará antes del 30 de junio la 
liquidación pertinente para determinar el activo y 
el pasivo que deba traspasarse a cada una de las 
Diputaciones provinciales. 

El Gobierno intervendrá en la liquidación de 
los servicios mancomúnales que se desglosen, y 
en las medidas que adopte para facilitarla tomará 

t 
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ciaí^s r nup n pn U i enta e - promedio de los Valores ofí- 
ciales^que en los seis meses anteriores a la pu- 

blicaaon de esta ley hayan obtenido en Bolsazos 

títulos de crédito emitidos por la Mancomunidad. 

Sexta. El día 1. de Abril se constituirá la 
Mancomunidad interinsular de Canarias en la for¬ 
ma determinada por esta ley. Mientras no se 
constituya el Cabildo de la isla de Hierro, ten' 
drán sus derechos y funciones los Ayuntamien¬ 
tos existentes en dicha isla, que conjuntamente 
designarán un solo representante. Hasta el 50 de 
Junio próximo, la Mancomunidad administrará el 
presupuesto corriente de la Diputación provin 
cial, que cesará en sus funciones el 31 de Marzo. 

Séptima. Los nombramientos de Secretarios, 
Interventores de fondos provinciales y Jefes de 
las Secciones provinciales de presupuestos muni 
cipales, continuarán haciéndose entre los indivi¬ 
duos de los respectivos Cuerpos. 

Octava. Por el Ministerio de la Gobernación, 
oyendo al de Hacienda, se dictarán las reglas pre¬ 
cisas para que las Diputaciones provinciales pue 
dan preparar la implantación del nuevo régimen 
de cédulas personales en el próximo año econó¬ 


mico. 


Novena. La prohibición genérica de destinar 
fondos procedentes de empréstitos al pago de dé¬ 
ficits de presupuestos ordinarios, empezará a re¬ 
gir inmediatamente. Sin embargo, las Diputado 
nes podrán acordar, antes del día 30 de jumo 
de 1926, la formación de un presupuesto extraor¬ 
dinario de liquidación, apelando al empréstito para 
cubrir el déficit del presupuesto corriente y de 

^ OS £)é c jma. Se condonan íntegramente los débi¬ 
tos de las Diputaciones a favor del Estado por 
atenciones de Enseñanza e Instrucción publica. 
Las que sean acreedoras del Estado compensa¬ 
rán sus créditos contra éste con los expresados 
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débitos, hasta el límite en que unos y otros con- 

Por el Ministerio de la Gobernación se dictarán 
las normas precisas para que las Diputaciones 
condonen los débitos de los Ayuntamientos en 
proporción al análogo beneficio que ellas reciban 

del Estado. 

Décimoprimera. Las Diputaciones Vasconga 
das conservarán las facultades que les concede 
su régimen especial de concierto económico con 
el Estado, en lo que difieran de esta ley, no sién¬ 
doles aplicables los preceptos de la misma, que 
entrañan alteración del vigente régimen tribu¬ 
tario. 

Décimosegunda. La Diputación foral y pro¬ 
vincial de Navarra conservará el régimen y la or¬ 
ganización que establece la Ley de 16 de Agosto 
de 1841. La forma de elegir Diputados, y la tran¬ 
sición en su caso del actual sistema de elección 
al nuevo que se establezca, serán objeto de dis¬ 
posiciones especiales. 

Décimotercera. Mientras el Estado no se ha¬ 
ga cargo de las atenciones impuestas a las Dipu¬ 
taciones con relación a los Tribunales provincia¬ 
les contencioso-administrativos, aquéllas consig¬ 
narán en sus presupuestos la cantidad precisa 
para su sostenimiento, con arreglo a las normas 
que oportunamente se dicten por el Gobierno. 

^ ^e .^ arzo de 1925. Aprobado 
por S M. El Presidente interino del Directorio 
militar, Antonio Magaz y Pers. 


APÉNDICES 


Real decreto Z na® ”' 0 * incií >'« (l).-Por 

Keai decreto de 13 de Julio de 1925 (Gaceta dpi 
16) se aprueba el siguiente Reglamento: 


título primero 

De los caminos vecinales (2). 
CAPITULO PRIMERO 

REDACCIÓN DEL PLAN DE CAMINOS VECINALES 

DE CADA PROVINCIA 

Precedentes legales .—Es copiosa la legislación referente a 
caminos vecinales; a modo de indice de la más importante se 
inserta a continuación: 

Ley de 3 Junio y 25 Julio 1856, Real orden de 24 Diciem- 


(1) Véase elUsrt. 33 del Estatuto. 

(2) Los caminos tienen importancia económica y social, 
por razones fáciles de comprender; y pueden considerarse en 
varios aspectos: el jurídico, administrativo, económico y po¬ 
lítico. 

Los caminos vecinales, por ser de dominio público, son im¬ 
prescriptibles, según asi lo establece la legislación especial y 

los arts. 339 y 344 del Código civil. 

La nrestación personal es el recurso má> provechoso y ie- 
comendable para la construcción de estas vías, siguiendo el 
aforismo «prefiero pedir a los pueblos brazos, o je abundan, a 
exigirles dinero, que no tienen», Doto más que aun es granee 
el número de pueblos que carecen de estas vías ue c< m única- 
ción, y únicamente tienen como medio de eni ce ,a antigua 

vereda de herradura. 
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h „ ,S62 ídem de 15 Abril 1874, Idem de 27 Diciembre ,877 
■i j. i! Agosto v <5 Septiembre 1903, Real decreto 26 
Ma^o ^ ales ^enes P i6 y 14 Noviembre 1906 Reales 
decretos de 13 Diciembre 1907 y 24 Jumo 1908, Real orden 
de 27 Octubre ídem, Reales órdenes de 6 Agosto, 28 Sep¬ 
tiembre y 22 Noviembre 1909, Reales ordenes de 4 Enero, 

4 Marzo y 23 Mayo 1910. , , ¿ . 

I a Lev de 30 de Julio de 1904 y el Reglamento de 16 de 
Mayo de 1905, y la de 29 de Junio de 1911, promovieron la 
construcción de caminos vecinales, a base de; auxiLc Ls- 
tado y subvenciones de las Diputaciones. 

Referente a ejecución de obras, el Real decreto de io de 
Septiembre y Reales órdenes de 20 Agosto de 19*4 y ] ^ 
Febrero de 1917 y 2 de Enero 1818. 

La Real orden de 31 Junio y 25 Agosto 1917, respectiva¬ 
mente, sobre subastas y aprobación de proyectos. 

El Real decreto de 24 Noviembre 1922, acerca de policía y 
conservación. 

Véanse las Reales órdenes de 7 Diciembre, 21 y 25 Octu¬ 
bre y Real decreto de 3 Marzo 1923 y las Reales órdenes de 
17 Noviembre y 14 Diciembre y el Decreto-ley de 24 Marzo 
de 1924. 


JURISP.—Se declara imprescriptible el camino vecinal. 
(Real decreto 14 Mayo 1852 y 20 Mayo 1881.) 

El cuidado y conservación de caminos y veredas vecinales 
es materia administrativa. (Real decreto 22 Abril 1868.) 

Contra la resolución de la Administración referente a cami¬ 
nos vecinales, no procede la vía contenciosa, a no versar sobre 
reprensión de las contravenciones a un Reglamento. (Real de¬ 
creto 14 Mayo 1867.) 

Procede el interdicto en la usurpación de terrenos por una 
empresa, al ejecutar la reconstrucción de un camino. (Reales 
decretos 27 Febrero 1892 y 8 Marzo de 1894.) A los Ayunta¬ 
mientos incumbe atender a la conservación y composición de 
caminos vecinales. (Ss. 18 Junio 1903 y 16 Enero 1907.) 

Artículo l.° Las Diputaciones provinciales 

confeccionarán y aprobarán, antes del día l.° de 

Abril de 1926 , el Plan de caminos vecinales a que 
se refiere el art. 133 del Estatuto provincial. Di¬ 
cho Plan comprenderá, en primer término, los ca¬ 
minos incluidos en el vigente del Estado, de todos 
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establecer comunicación Sdo^enos^lntrenos 

núcleos poblados de más de 75 habitantes exis- 
lentes en la provincia. 

Art. 2 .o El proyecto de Plan de caminos ve- 
cinales de cada provincia se insertará en el Bole■ 
tin Oficial de la misma para que en período de in- 
formación pública, que durará quince días natu¬ 
rales, los particulares y Corporaciones locales 
interesados puedan alegar lo que estimen conve¬ 
niente a su derecho, bien sea pidiendo la inclu 
sjón, bien sea solicitando la modificación o exclu¬ 
sión de cualquier camino. 

Art. 3.° Dentro de los quince días siguientes 
al período de información pública a que se refiere 
el artículo anterior, la Jefatura de Obras públicas 
de la provincia emitirá informe sobre el proyecto 
de plan. A este efecto, la Diputación trasladará a 
la Jefatura todas las reclamaciones y alegaciones 
que se formulen contra el proyecto. 

Art. 4 .° Una vez evacuado el trámite men 
cionado en el artículo precedente, la Diputación 
provincial procederá a redactar el Plan definitivo, 
publicando en el Boletín Oficial las modificacio¬ 
nes que adopte con relación al proyecto, y si no 
las hubiere, el acuerdo de ratificación del mismo 
En uno y otro caso, cualquier habitante de ia 
provincia, con residencia o propiedades en ter¬ 
mino municipal a que afecte un camino vecina , 
así como los Ayuntamientos y entidades locales 
menores que se consideren lesiona os por e 
acuerdo provincial, podrán impugnar a uikc 
pública de uno o más caminos en pla*> d £ ( i l 

días. Sin embargo, no sera n- 

t-arión de utilidad pública si se hubiere hecho un 

tes de l.° de Abril de 1925, con sujeción a las le- 
yes anteriores al Estatuto provincia 




2gv) estatuto provincial 

Urt, 5 o Una Vez publicado en el Boletín Ofi¬ 
cial el Plan definitivo á¿ caminos vecinales de la 
provincia, se elevará un ejemplar al Ministerio 
de Fomento, al solo efecto de que este pueda ve¬ 
lar por la coordinación de las comunicaciones ín- 
terprovinciales, conforme a lo prevenido en el 
párrafo tercero del art. 133 del Estatuto provin¬ 
cial. El acuerdo expreso o tácito del Ministerio 

de Fomento no será recurrible. 

Art. 6 ° Las Diputaciones determinarán el 
orden de construcción de ¡os caminos vecinales, 
estableciendo entre ellos los siguientes grupos: 

Primer grupo. —Caminos incluidos en el Plan 
vigente del Estado. Comprenderá este grupo to¬ 
dos los caminos que figuran en la relación a que 
se refiere el art. 7. a de este Reglamento, conser¬ 
vando entre sí el orden de prelación que les co¬ 
rresponde dentro de cada concurso. 

Segundo grupo -A) Caminos no comprendi¬ 
dos en el Plan vigente del Estado, para cuya 
construcción ofrecen auxilios los pueblos y enti¬ 
dades interesados. Para determinarlos, se publi¬ 
cará el correspondiente anuncio en el Boletín Ofi¬ 
cial de la provincia, concediéndose un plazo de 
treinta días para que los pueblos y entidades pe¬ 
ticionarios puedan hacer el ofrecimiento de auxi¬ 
lios conforme a las bases que cada Corporación 
provincial señale, ajustándose a lo dispuesto en 
Jf Ley de 29 de Junio de 1911 y Reglamento de 
25 de Julio do igual año. Dentro de este grupo se 
concederá preferencia: 

L ^ l° s caminos para los cuales se ofrezcan 
auxilios equivalentes a un tanto por ciento más 
elevado, si están debidamente garantizados. 

Caso de igualdad de auxilios entre varios 
caminos, la preferencia se determinará en razón 
directa del número de habitantes de los pueblos 
que enlacen, o inversa del coste de las obras 
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B) Caminos para cuya construcción no ofre¬ 
cen auxilio alguno los pueblos interesados: 

1. ° Caminos que enlacen pueblos incomunica¬ 
dos, clasificándose para su preferencia en razón 
directa al número de habitantes e inversa del cos¬ 
te de la obra. 

2 . ° Caminos de enlace de pueblos o regiones 
incomunicados entre sí. 

CAPITULO II 

TRÁNSITO DE RÉGIMEN DE LOS CAMINOS VECI¬ 
NALES Y PUENTES ECONÓMICOS DEL ESTADO A 

LAS DIPUTACIONES 

Ar*t* 7.° La Dirección general de Obras pú¬ 
blicas formulará antes del día l.° de Septiembre 
próximo relaciones, por provincias, de los cami¬ 
nos vecinales y puentes económicos incluidos en 
el Vigente Plan, dándoles la numeración que les 
correspondió en los respectivos'concursos, y te¬ 
niendo en cuenta lo dispuesto en el Real decreto 
de 24 de Marzo de 1924 sobre eliminación de ca¬ 
minos y puentes. De estas relaciones se remitirá 
un ejemplar a cada Jefatura de Obras públicas. 

JtFi. 8 ° Con su relación correspondiente 
como base, cada Jefatura de Obras públicas, en 
el plazo de quince días, redactará otras tres: una, 
con todos aquellos caminos y puentes aislados 
que se encuentren en conservación, especificando 
los que tienen aprobada su liquidación; otra, con 
los caminos y puentes que se hallen en ejecución, 
y la tercera, con el resto de los caminos y puen¬ 
tes, especificando los que tienen proyecto apro¬ 
bado y los que no tienen proyecto. 

De estas relaciones se enviará^ un ejemplar a 
la Dirección general de Obras públicas y otro a 
la Diputación respectiva. 
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Arta 9.° Inmediatamente se procederá a la 
entreda de los caminos y puentes económicos que 
están en conservación, mediante acta o actas sus¬ 
critas por el Ingeniero Jefe de Obras publicas o 
Indeniero en quien éste delegue, por el Presiden¬ 
te de la Diputación o Diputado que le represente 
y por el Director de Obras provinciales. En es¬ 
tas actas, levantadas por triplicado, se hará cons¬ 
tar el nombre de los caminos y puentes que se 
entregan y sus longitudes respectivas. Un ejem¬ 
plar quedará en poder de la Jefatura de Obras 
públicas, otro en el de la Diputación provincial y 
el tercero será enviado a la Dirección general de 
Obras públicas. Si estas actas se suscriben sin 
objeción ninguna por parte de los firmantes, que 
dará ipso fado , a cargo de la Diputación pro¬ 
vincial con los derechos y obligaciones que la 
competen, según el art. 133 del Estatuto, la con 
servación de los caminos que en las mismas se 
mencionan. Si en ellas se hiciesen constar discre¬ 


pancias entre las partes interesadas, decidirá so- 
ore ellas el Ministro de Fomento en plazo de 
treinta días y sin ulterior recurso. 

Art. 10. Por las mismas personas, y en igual 
forma que las actas a que se refiere el artículo 
anterior, se levantarán, por triplicado, las que 
sean precisas, con relación a los caminos cuya 
construcción todavía no esté comenzada, hacién 
dose constar el número de los mismos. Asimismo 
se entregará a la Diputación provincial un ejem¬ 
plar de los proyectos aprobados que existan en 

yoder de las respectivas Jefaturas de Obras pú 
bhcas. 


Art. II. El procedimiento para la entrega de 
las obras en curso de ejecución de caminos veci¬ 
nales, incluidos en el vigente Plan del Estado 
sera el siguiente: 

i Jefatura de Obras públicas pasará a 

a Diputación provincial nota expresiva de las 
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cantidades que en cada obra haya abonado el Fs- 
tado a título de anticipo o subvención. 

B) A presencia del Ingeniero Jefe de Obras 
públicas o subalterno en que éste delegue, del 
Presidente de la Diputación provincial o Diputa¬ 
do que le represente, del Director de Obras pro 
viudales, y, en su caso, de un representante de 
la entidad peticionaria de cada obra, se levantará 
acta por triplicado para hacer constar la entrega, 
especificando el nombre del camino o puente, las 
subvenciones y anticipos ya invertidos por el Es¬ 
tado, los documentos y antecedentes propios de 
la construcción, así como los proyectos corres¬ 
pondientes de que deba encargarse la Diputación, 
y la subrogación por parte de ésta en todos los 
derechos y deberes que el Estado hubiese adqui¬ 
rido con relación a la obra u obras de que se 
trate. 

C ) En el momento de levantar el acta, la Dipu¬ 
tación provincial podrá consignar los reparos que 
estime oportunos, bien con relación al estado de 
las obras que se le entreguen, bien respecto a 
los anticipos y subvenciones del Estado que se 
consignen como efectuados, o bien con referen¬ 
cia a cualquier otro aspecto de la entrega. 

D) Un ejemplar del acta se custodiará en la 
Jefatura de Obras públicas, otro en la Diputa¬ 
ción provincial, y el tercero se elevará al Minis¬ 
terio de Fomento. Si no existiese discrepancia 
alguna, la entrega se entenderá consumada, aun¬ 
que con carácter provisional, a los efectos pre¬ 
venidos en el apartado siguiente. Si existiese dis¬ 
crepancia, la entrega quedará en suspenso hasta 
que resuelva el Ministerio de Fomento, y sin per¬ 
juicio de lo que dispone el apartado b). 

E) El Ministerio de Fomento, previo informe 
de su Sección de Contabilidad, cuando el reparo 
jjfgQte a las cantidades abonadas por el Estado, 
resolverá en el plazo máximo de veinte días las 
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discrepancias que se hayan suscitado ai levantar¬ 
se el acta de entrega de las obras en ejecución, 
entendiéndose aceptados los reparos que formule 
la Diputación provincial si transcurre sin acuerdo 

aquel período de tiempo. . . 

Las resoluciones del Ministerio de Fomento 
mencionadas en este apartado, serán recurribles 
en vía contencioso administrativa. 

F) Cuando por existir discrepancias se halle 
pendiente la entrega y liquidación de las obras del 
acuerdo del Ministerio de Fomento, la Diputación 
podrá hacerse cargo de la continuación de los 
trabajos, siempre que sea posible establecer una 
separación material entre los ya realizados por 
cuenta del Estado y los que haya de emprender 
la Corporación provincial 
Urt. 12. Las normas contenidas en este ca¬ 
pítulo serán aplicables al traspaso de los caminos 
vecinales incluidos en los contratos celebrados 
entre el Estado y las Diputaciones provinciales, 
antes de la Ley de 29 de Junio de 1911. 

^ 1 * 1 . 13. Las Diputaciones provinciales están 
obligadas a continuar la construcción de las obras 
pertenecientes al Plan de caminos vecinales que 
es entregue el Estado en período de ejecución, 
con arreglo a los compromisos pactados con aquél 
por las entidades peticionarias, sujetándose en 
todo momento para su aplicación a lo preceptua¬ 
do en la ley de 23 de Julio del mismo año y Reales 

de C 1918 S ^ 27 de Marzo de 1914 ? 21 de J unio 
Iguales obligaciones han de cumplir las Diputa- 
“S a “"^«cción de los demás caminos 

d °r en el P,an Vl áente, mientras sea sub 
vencionada su construcción con fondos del Es- 
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CAPITULO III 

CONSTRUCCIÓN DE CAMINOS VECINALES 
Y PUENTES ECONÓMICOS (1) 

Art. 14. Siempre que la dirección de las 
obras de construcción de los caminos vecinales 
corra a cargo de las Diputaciones provinciales, 
corresponderá al Estado, y en nombre de éste a 
las Jefaturas de Obras públicas, la Inspección 
técnica de dichas obras y la fiscalización de la in¬ 
versión que se dé a los auxilios y subvenciones 
oficiales. 

Art. 15. Las Jefaturas de Obras públicas 
ejercerán la función inspectora a que se refiere 
el artículo anterior, practicando las visitas de 
obras que juzguen oportunas y formulando las 
observaciones que estimen pertinentes. Cuando 
hubiere desacuerdo fundamental entre ellas y la 
Dirección provincial de obras, podrán suspender¬ 
las bajo su personal responsabilidad, si conside¬ 
rasen que su continuación puede ser altamente 
peligrosa para la vida de las personas o para los 
intereses públicos. De la suspensión deberán dar 
cuenta, en término de veinticuatro horas, al Mi 
nisterio de Fomento, entendiéndose revocada y 
sin efecto cuando el Ministerio no la confirmase 
en plazo de diez días. 

Art. 16. Las Diputaciones provinciales po¬ 
drán distribuir la cantidad global que para cami 
nos vecinales figure en sus presupuestos, en Jor¬ 
nia tal, que en cada obra haya siempre crédito 
disponible por valor de un kilómetro más de lo 


(i) Por Real decreto-ley de / ; de Abril de 192S ((?acc¡¡i 
del 15), se autoriza a las Diputaciones para emitir emprésti¬ 
tos v contratar créditos* para la construcción rte caminos ve¬ 


tos y contratar 
cíñales. 
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ejecutado. Asimismo, dentro de una prudente 
administración de ios auxilios que recibar> del Lis¬ 
tado, podrán atender ai comienzo de las obras 
nuevas incluidas en el Plan provincial, si ello no 
supone demora ni traba en el cumplimiento de los 
compromisos existentes respecto a las que esten 

en período de ejecución activa. 

Art. 17- Las certificaciones de obras que 
hayan de abonarse a las entidades peticionarias o 
a los contratistas, según el sistema de construc¬ 
ción adoptado, serán extendidas por la Dirección 
técnica provincial, aprobadas por el Presidente 
de la Diputación y comunicadas a las Jefaturas 
de Obras públicas, que en el plazo de cinco días 
podrán formular los reparos que estimen opor¬ 
tunos. 


Cuando las Diputaciones provinciales constru¬ 
yan los caminos y puentes económicos por admi 
nistración directa, las Jefaturas examinarán las 


cuentas de inversión de fondos por semestres 
vencidos y en la forma que establece el párrafo 
anterior. 


Si las Diputaciones no estuviesen conformes 
con los reparos que formulen las Jefaturas de 
Obras públicas, podrán recurrir contra ellos, en 
plazo de cinco días, ante el Ministerio de Fomen¬ 
to, que deberá resolver en término de quince. . 
Transcurridos los plazos que señala este artículo 
sin que reparen las Jefaturas o sin que resuelva 
el Ministerio, en su caso, se considerarán apro¬ 
badas las certificaciones o cuentas de que se 
trate. 


Art. 18. Cuando la dirección técnica de las 
obras se halle a cargo de personal de las Jefatu¬ 
ras de Obras públicas, corresponderá la inspec¬ 
ción al Consejero Inspector del Cuerpo de Inge¬ 
nieros de Caminos designado por el Consejo de 

bras publicas, siendo aplicable lo dispuesto en 
el articulo anterior. 


I 

i 




APÉNDICES 


Una Vez concluida la construcción 
de un camino o puente económico, la Diputación 
pasará aviso a la Inspección, y ambas, en unión 
de un representante de la entidad peticionaria, 
procederán a la recepción de la obra, levantando 
de ella acta por triplicado, cuyos ejemplares se 
custodiarán en la Jefatura de Obras públicas, en 
la Diputación povincial y en el Minister o de Fo¬ 
mento, respectivamente. Formalizada la recep¬ 
ción de la obra, pasará a período de conservación. 
Si entre la Diputación y el organismo o funciona¬ 
rio inspector surgiesen discrepancias, dictará re¬ 
solución definitiva el Ministerio de Fomento, 
cuyo acuerdo será recurrible en lo contencioso- 
administrativo. 


CAPITULO IV 


DE LOS PLANES DE CONSERVACION DE 

CAMINOS VECINALES 

Art. 20. Las Diputaciones provinciales re¬ 
dactarán en el primer mes del último trimestre de 
cada ejercicio económico el plan de conservación 
de los caminos vecinales cuya construcción esté 
subvencionada por el Estado. 

Dentro del mismo mes citado, dicho plan pasa¬ 
rá a informe de las Jefaturas de Obras públicas, 
las cuales, en plazo máximo de quince días, ha¬ 
brán de aprobarlo o elevarlo, con os reparos que 
estimen oportunos, al Ministerio de Fomento, 
que, en este caso, resolverá en definitiva. Cuan¬ 
do el plan fuere aprobado por las Jefaturas de 
Obras públicas, éstas darán cuenta al Ministerio 
de Fomento de la cifra a que asciende su importe. 

El Ministerio de Fomento deberá adoptar 
acuerdo en plazo máximo de quince días, enten¬ 
diéndose que el transcurso del mismo sin resolu¬ 
ción, equivale a la aprobación tácita del plan de 
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conservación propuesto por m u. K «tacioii pro- 

* > * f - J 

A«*t a 21. Las Jefaturas de Obras públicas 
podrán inspeccionar !as obras de conservación 
de caminos vecinales y puentes económicos sub¬ 
vencionados por e! Estado, haciendo las visitas 
que estimen oportunas y formulando las observa¬ 
ciones que juzguen pertinentes. 

Las Diputaciones provinciales podran mejorar 
el servicio de conservación de estas obras con 
fondos extraños a la subvención del Estado, siem¬ 
pre que en la liquidación correspondiente espe¬ 
cifiquen debidamente este particular. 

Asimismo, al ejecutar las obras de conserva¬ 
ción, podrán variar la distribución de material y 
fondos que figuren en los planes aprobados, siem¬ 
pre que estas modificaciones no introduzcan au¬ 
mento en la cantidad global asignada a los citados 
fines y sean objeto además de la necesaria justi- 
f cación en la liquidación correspondiente. 

Art. 22. Dentro del primer mes de cada ejer¬ 
cicio económico, las Diputaciones provinciales 
practicarán la liquidación del Plan de conserva 
ción correspondiente al anterior. Las liquidacio¬ 
nes serán propuestas por la Dirección técnica de 
obras provinciales y aprobadas por la Diputación 
en pleno. Además se comunicarán a las Jefaturas 
de Obras públicas, quienes en plazo de un mes, 
podrán formular los reparos que estimen proce¬ 
dentes, los cuales, caso de ser desatendidos por 
las Diputaciones provinciales, se unirán a las 

cuentas de su gestión económica que éstas deben 
rendir. 

Art* 23a Cuando la dirección técnica de las 
obras se halle encomendado a Ingenieros afectos 
a la Jefatura de Obras públicas, corresponderá 
la Inspección al mismo Consejero Inspector de¬ 
signado por el Consejo de Obras públicas para 



apéndices 


261 


desempeñar esta función respecto de las obras 
en curso de ejecución. 

Art. 24. Las Diputaciones provinciales po¬ 
dran destinar a la adquisición de maquinaria para 
la construcción y conservación de caminos veci¬ 
nales y puentes económicos el 10 por 100 del total 
de la subvención que para estas obras reciban 
del Estado. La propuesta de adquisición y la re¬ 
cepción de la maquinaria adquirida con cargo a 
esta subvención, requerirá previa autorización 
de las Jefaturas de Obras públicas o del Conse¬ 
jero Inspector, según los casos. También podrán 
destinar al mismo fin y sin este requisito previo, 
cualesquiera otras cantidades que provengan de 
sus recursos propios. 

CAPITULO V 

REDACCIÓN Y APROBACIÓN DE PROYECTOS DE 

OBRA NUEVA Y REFORMADOS 

Art. 25. La Dirección técnica provincia! re¬ 
dactará los proyectos de obras nuevas corres¬ 
pondientes a las que figuran en el plan de cami¬ 
nos vecinales y que no tengan proyecto aproba¬ 
do en el momento de traspaso de servicios. 

Redactará también cuantos proyectos refor¬ 
mados de obra y liquidaciones sea preciso llevar 

a cabo. 

Art. 26. Estos proyectos y liquidaciones se¬ 
rán aprobados por la Diputación provincial, pre 
vio informe de la Jefatura de Obras públicas, que 
versará principalmente sobre el cálculo de la sub¬ 
vención con que el Estado ha de contribuir a la 

ejecución de d : chas obras. 

Art. 27. De las resoluciones de ¡a Diputa¬ 
ción provinc'al, las Jefaturas de obras públicas, 
si consideran lesionados los intereses del Estauo, 
podrán apelar ante el Ministerio de Fomento, que 

resolverá en definitiva. 



Fí niazo para apelar será de diez días, desde 
que se notifique eí acuerdo provincial, y el termi¬ 
no para que el Ministro de Fomento resuelva de 
veinte días, a contar desde el en que las Jefaturas 
apelen. Transcurrido sin resolución este plazo el 
acuerdo provincial se entenderá firme. Al apelar 
las jefaturas deberán comunicar su determina¬ 
ción inmediatamente a la Diputación respectiva. 

La resolución ministerial sólo será recurrible en 
la vía contencioso administrativa. 


CAPITULO VI 

RÉGIMEN ECONÓMICO DE LOS CAMINOS 

SUBVENCIONADOS 

Arl» 28. La subvención que el Estado debe 
abonar a las Diputaciones provinciales de régimen 
común para construcción y reparación de caminos 
vecinales y puentes económicos, conforme a lo 
dispuesto en el art. 133 del Estatuto provincial, 
será satisfecha en cuatro fracciones iguales entre 
sí, cada una de las cuales se entregará, en la pri¬ 
mera decena del segundo mes de cada trimestre, 
a la respectiva Diputación. 

As*t. 29» El importe de la subvención queco- 
rresponda a cada una de las Corporaciones pro¬ 
vinciales se señalará anualmente, en el antepenúl 
timo mes del ejercicio económico, por el Ministe¬ 
rio de Fomento, que lo comunicará al de la Go¬ 
bernación, para que éste a su vez dé traslado de 
las cifras a todas las Diputaciones antes de la 
confección de sus presupuestos. 

La subvención para conservación será propor¬ 
cionada al número de kilómetros de caminos cons¬ 
truidos por el Estado antes del Estatuto y par las 

iputaciones después del mismo. La subvención 
para construcción tendrá en cuenta los compro¬ 
misos adquiridos por el Estado, y una vez que 
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todos ellos queden cancelados, las necesidades de 
cada provincia, la importancia de su plan y las 
demás condiciones que para determinar la prefe¬ 
rencia establecen la Ley y Reglamento de 1911 

en armonía con lo dispuesto en este Cuerpo 
legal. v 

Art. 30. La subvención del Estado para 
construcción y conservación de los caminos veci¬ 
nales, tendrá carácter de ingreso propio de las 
Diputaciones provinciales, y estará sujeta, por lo 
tanto, en su inversión y justificación a las dispo¬ 
siciones orgánicas por que se rigen estas Corpo¬ 
raciones, y, en particular, a lo prevenido en el tí¬ 
tulo 4.°, libro II del Estatuto provincial. 

Art. 31. Se entenderá aplicable a la subven¬ 
ción del Estado para construcción y conservación 
de caminos vecinales lo dispuesto en el art. 264 
del Estatuto provincial cuando las Delegaciones 
de Hacienda demoren su pago indebidamente. 

Art. 32. El sobrante de la subvención en un 
ejercicio será acumulable a la del siguiente, siem¬ 
pre que no exceda del importe de un trimestre del 
primero. Si excediere no procederá reintegro, 
pero la Delegación de Hacienda, previo requeri¬ 
miento de la Jefatura de Obras públicas, suspen¬ 
derá el pago de los trimestres del ejercicio si¬ 
guiente, en la cuantía precisa para cubrir con la 
suma no abonada el montante de dicho exceso. 
Si éste fuese invertido, la Delegación deberá abo¬ 
nar el o los trimestres suspendidos, siempre y 
cuando no haya concluido el ejercicio económico 
correspondiente. Si el ejercicio hubiese transcu 
rrido, la suspensión se entenderá definitiva y anu¬ 
lado el crédito en la porción de que se trate. La 
Jefatura de Obras públicas hará el requerimiento 
a que se refiere este artículo cuando observe que 
el remanente de la subvención no invertido exce¬ 
de de un trimestre de la misma. ... 


sin 


y 6 4 
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perjuicio de su contabilidad general, llevarán 
siempre por separado contabilidad especial c e a 
subvención que el Estado les abone para caminos 
V puentes económicos. ., 

Art. 34* A las cuentas de la Diputación, en 
cuanto afecten a inversión de esta subvención del 
Estado, se unirán las certificaciones de obras y 
extractos semestrales, según los casos, tanto en 
el trámite de censura provisional como el some¬ 
terse a la aprobación definitiva del Tribunal Su¬ 
premo de Hacienda pública. 


TITULO II 

Oe las obras provinciales en general. 

Art. 35. Las Diputaciones podrán proponer 
el traspaso al Estado de aquellas carreteras que 
a su juicio, rebasen la órbita provincial, bien por 
su marcado carácter nacional, bien para consti¬ 
tuir solución de continuidad a otras vías del Es¬ 
tado. Asimismo podrán solicitar del Estado la ce¬ 
sión de aquellas carreteras que reputen como de 
interés predominante o exclusivamente provin¬ 
cial. 

Una y otra propuesta deberán formularse ante 
el Gobernador civil de la provincia que, en plazo 
de un mes, y con informe previo de la Jefatura de 
Obras públicas, las elevará a la resolución del 
Gobierno, que deberá adoptarla en término de 
seis meses, oyendo previamente a los Ministerios 
de Fomento y Gobernación. 

Art. 36. Para que el Estado pueda acordar 
el traspaso de obras hidráulicas en favor de una 
o varias Diputaciones provinciales, constituidas 
en Mancomunidad, será preciso que dichas obras 
tengan marcado carácter provincial o afecten es¬ 
pecialmente a una o varias provincias, y además: 

E Que si se trata de puertos, no se hallen 
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comprendidos como de interés general o de refu¬ 
gio en la clasificación existente' en la Dirección 
de Obras públicas. 

2 . ° Que si se trata de obras a realizar en cau¬ 
ces públicos, su explotación no imposibilite ni 
dañe los aprovechamientos situados aguas abajo 
en territorio de provincia ajena al traspaso. 

3. ° Que si se trata de obras aprobadas, estén 
o no en ejecución, que hayan de ser auxiliadas 
por entidades, comunidades o particulares acogi¬ 
dos a la Ley de 7 de Julio de 1911, el traspaso 
obtenga la conformidad de dos terceras partes de 
votos en la Junta integrada por los representan¬ 
tes de dichas entidades. 

Ai*t« 37. El expediente para el traspaso de 
cualesquiera obras hidráulicas será iniciado por 
acuerdo de la Diputación provincial y resuelto 
por el Gobierno, con informe previo de los Mi¬ 
nisterios de Fomento y Gobernación. 

Art. 38. ’ La subvención que el Estado conce¬ 
da para la realización de obras traspasadas ten¬ 
drá el mismo carácter que la destinada a caminos 
vecinales, considerándose, por lo tanto, como in¬ 
greso propio y ordinario de la Corporación sub¬ 
vencionada. 

Art. 39. El Gobierno, al acordar el traspaso, 
reglamentará de modo especial cuanto concierne 
a la cuantía de la subvención, forma de invertirla 
y controlarla, plazo para construir la obra y di¬ 
rección e inspección de la misma. 

Art. 40. El expediente de reversión al Esta 
do de las obras traspasadas podrá iniciarse a pe¬ 
tición de la Diputación provincial, o de oficio, a 
requerimiento del Gobernador civil, con informe 
siempre de la Jefatura de Obras públicas, 

Art. 41. Corresponde al Ministerio de co¬ 
mento, con relación a los ferrocarriles construi¬ 
dos por las Diputaciones provinciales, la misión 
inspectora que le encomienda la Ley de Obras 
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públicas de 1877 en los servicios de construcción, 
conservación, explotación y policía de caminos 

de hierro. . , , 

Art> 42. Las Diputaciones que, a tenor de 

lo prevenido en el art. 114 del Estatuto, sean ad- 

judicatarias o concesionarias de obras publicas 

estarán exentas de la obligación de constituir 

fianza, si el importe de la exigible fuese inferior 

al de la anualidad que por recargos y cesiones de 

contribuciones dei Estado deba percibir la Cor¬ 


poración. 

Art. 43. La expropiación forzosa que^ sea 
consecuencia de obras provinciales se regirá por 
lo dispuesto en los arts. 106 a 124 del Reglamen¬ 
to de Obras y Servicios municipales. 


TITULO III 

Del personal de Vfas y Obras 

provinciales. 

Art. 44. Toda Diputación tendrá una Sec¬ 
ción de Vías y Obras provinciales, con la misión 
de entender en cuanto hace relación a redacción 
de proyectos, ejecución y conservación de las 
obras enumeradas en el art. 107 del Estatuto pro¬ 
vincial y en el presente Reglamento. 

Art. Á1 frente de esta Sección habrá un 
Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos. Por 
excepción, si el número de kilómetros que la Di¬ 
putación tenga a su cargo no exceda de 100, po¬ 
drá estar al frente de la Sección un Ayudante de 
Obras públicas. 

Art. 46. El personal auxiliar de las Seccio¬ 
nes de Vías y Obras provinciales, en cuanto con¬ 
cierna a caminos, deberá pertenecer a los Cuer- 
pos auxiliares de Obras públicas. 

i * r V ^ada Diputación formará la planti¬ 
lla de funcionarios técnicos y auxiliares de la Sec- 
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ción de Vías y Obras, procurando que no corres¬ 
ponda a cada Ingeniero más de 400 kilómetros y 
teniendo en cuenta siempre las circunstancias pe¬ 
culiares de la provincia en cuanto a obras pu¬ 
blicas. 

Art» 48* Cuando la Diputación acuerde tener 
personal facultativo propio habrá de designarlo 
mediante concurso, que resolverá la Comisión 
provincial. 

También podrán las Diputaciones provinciales 
encomendar total o parcialmente los servicios de 
Vías y Obras a los funcionarios de las Jefaturas 
de Obras públicas respectivas, los cuales quedan 
autorizados a simultanear una y otras funciones, 
que entre sí serán independientes, sin que esta 
circunstancia otorgue a las Jefaturas otras atri¬ 
buciones que las que puedan corresponderles 
cuando la Diputación tenga personal técnico pro¬ 
pio. 

La propuesta de prestación de personal del 
Estado será elevada por la Comisión provincial a 
la Jefatura de Obras públicas que, salvo imposi¬ 
bilidad derivada de necesidades del servicio ofi¬ 
cial, deberá atenderla, facilitando los funcionarios 
que solicite la Diputación. 

Art. 49. Las gratificaciones fijas, dietas y 
demás devengos de los funcionarios de las Jefa¬ 
turas de Obras públicas que tengan a su cargo los 
servicios provinciales, se fijarán ateniéndose a las 
mismas normas que rigen para los servicios del 
Estado o a las que en lo sucesivo se acordaran, 
sometiendo a la aprobación del Ministerio de Fo¬ 
mento las gratificaciones fijas que se propongan 

al establecerse el servicio. , , . 

Los sueldos y emolumentos de todo genero del 
personal de Obras públicas al servicio exclusivo 
de las Diputaciones que hayan de satisfacerse en 
todo o en parte con cargo a las subvenciones del 
Estado, se regirán también por las mismas normas 
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y s-c someterán a la aprobación de i Ministerio de 
Fomento al implantarse Jos servicios. 

Todos estos emolumentos podrán hacerse efec¬ 
tivos en todo o en parte con cargo a la subven¬ 
ción del Estado. . 

Art. 50. Los funcionarios de las Diputacio¬ 
nes que al publicarse el Estatuto provincial pres¬ 
tasen servicio en ellas como subalternos o auxilia¬ 
res de los Directores de obras provinciales, con¬ 
servarán sus derechos adquiridos y serán inclui¬ 
dos en la plantilla correspondiente. 

Los Directores de obras provinciales podrán 
conservar el cargo siempre que reúnan las condi¬ 
ciones exigidas en este Reglamento. 

Arft. 51. El Gobierno podrá obligar a las Di 
putaciones a organizar personal facultativo pro¬ 
pio para el servicio de vías y obras provinciales, 
cuando la simultaneidad de funciones en los In¬ 
genieros y Auxiliares afectos a las Jefaturas de 
Obras públicas pueda redundar en daño de los 
intereses generales del Estado o de la Provincia. 
Sin embargo, las provincias que tengan más de 
400 kilómetros de caminos vecinales, deberán or¬ 
ganizar un servicio facultativo propio, compután¬ 
dose a este efecto los caminos en construcción, 
conservación o estudio. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Mientras no se formalicen las entre¬ 
gas de caminos y puentes económicos, conforme 
a lo dispuesto en este Reglamento, seguirán los 
trabajos en curso, siempre que sea posible, bajo 
la Dirección de las Jefaturas respectivas. 

Segunda. Mientras las Diputaciones provin¬ 
ciales no posean la maquinaria precisa para sus 
necesidades de Vías y Obras, se utilizará en la 
conservación y construcción de caminos y puen¬ 
tes económicos la perteneciente a las Jefaturas 
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de Obras públicas, en la forma y grado que éstas 
" en compatibles con las necesidades de su 

Madrid 15 de Julio de 1925.-Aprobado por 
b. M. Miguel Primo de Rivera y Orbaneja. 


II. — Haciendas provinciales. — Real de¬ 
creto de 21 Febrero de 1922 ( Gaceta del 22) (1). 

Artículo I.® Los recursos procedentes del 
uso de las obras públicas, instalaciones o servi¬ 
cios costeados con fondos provinciales que a te¬ 
nor del art. 117 de la Ley Provincial, deben di¬ 
chas Corporaciones utilizar para cubrir los gas¬ 
tos consignados en sus presupuestos, en cuanto 
no vengan establecidos o regulados por las dispo¬ 
siciones del subsiguiente artículo, serán determi¬ 
nados y reglamentados con entera libertad por 
las Diputaciones, sin sujeción a otro trámite, sal¬ 
vo lo previsto en los arts. 38 y 35, respectivamen¬ 
te, de las Leyes de 3 de Abril y 4 de Mayo de 1877. 

Cuando las Diputaciones establezcan y sosten¬ 
gan Laboratorios, Acondicionamientos u otras 
instituciones análogas, encargadas de practicar 
las operaciones a que hace referencia el Real de¬ 
creto de 18 Julio de 1917 (2), tendrán tales insti¬ 
tuciones carácter oficial, a tenor de lo preceptua¬ 
do en dicho Real decreto y en la Real orden de 
la Presidencia del Consejo de Ministros de 12 
de julio de 1920 (3). 


(i) Hace referencia el art. 218 del Estatuto. 

^2^ Se refiere a la protección y fomento a ía industria na¬ 
cional, y especialmente a Acondicionamientos o Laboratorios 
industriales, para el análisis de las materias que se emolean en 
la industria y en las diversas artes de la construcción {hace- 

U (X Hace relación a los Acondicionamientos de la industria 
textil, dictando normas que han de observarse en talos. 




H»*t« 2.° Los gastos de los presupuestos de 
las Diputaciones provinciales relativos a, obras, 
instalaciones o servicios que produzcan un au¬ 
mento determinado de valor de ciertas fincas o 
empresas que beneficien especialmente a perso¬ 
nas o clases determinadas, o que, aun cuando no 
existan aumentos determinados de valor se pro¬ 
voquen especialmente por las m'smas, no podrán 
ser atendidos por medio del repartimiento pro¬ 
vincial más que en la parte que no resulte cubier¬ 
ta por la aplicación de contribuciones especiales 
sobre dichas obras, instalaciones o servicios, a 
tenor de las siguientes bases: 

1. a La obligación de contribuir se funda me¬ 
ramente en la ejecución de las obras, instalacio¬ 
nes o servicios, y es independiente de hecho de 
la utilización de una u otros por los interesados. 

‘2. a El acuerdo de la Diputación relativo a 
hacer obras o instalaciones, o implantar o mejo¬ 
rar servicios en consideración a los cuales se in¬ 
tente exigir contribuciones especiales, no será 
ejecutivo mientras no lo sea también la imposi¬ 
ción de éstas, a menos que la Diputación asigne 
cantidad bastante para satisfacer el gasto en el 
caso de no prosperar la imposición. 

3. a Para determinar a estos efectos el coste 
de las obras, instalaciones o servicios, se incluirá 
siempre, además de los dispendios previstos en 
la ejecución del proyecto: 

a) El valor estimado de los trabajos periciales 
de los empleados de la Diputación, aunque no 
ocasionen remuneración especial alguna. 

b) El Valor del terreno suelo que se haya de 
ocupar renuentemente, aunque pertenezca a la 
provincia, siempre que con anterioridad no fuese 
de uso público. 

c) El interés del capital que se invierta en las 
obras, instalaciones o servicios mientras no sea 
amortizado. 
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En cambio, para la dicha determinación del 
coste se detraerá el importe de las subvenciones 

Icotdas del Estado o de otra Corporación en- 
tidad o persona que no estén sujetos a contri¬ 
buir especialmente para la obra, instalación o ser¬ 
vicio cuyo coste se evalúe. 

4. Los auxilios provenientes de Corporación, 
entidad o persona que esté sujeta a esta contri¬ 
bución, no se detraerán para determinar el coste 
total de la obra, instalación o servicio, a los efec¬ 
tos de señalar la suma de las contribuciones exi- 
gibles, sino que en cada caso serán objeto de es¬ 
pecial compensación con la cuota de la respectiva 
Corporación, entidad o persona. 

Si el valor del auxilio excediere de la cuota del 
contribuyente que lo otorga, el exceso se bonifi¬ 
cará a prorrata en las cuotas de todos los demás 
cuando el coste íntegro haya de gravar a los in¬ 
teresados. Si alguna parte del coste corre a cargo 
de la provincia, a ésta bonificará el dicho exce¬ 
sivo en primer lugar, hasta la equivalencia, y tan 
sólo el eventual sobrante del mismo aliviará las 
cuotas de los otros contribuyentes. 

Si el auxilio consiste en la cesión de terrenos, 
y éstos forman parte de un área cuyo Valor se 
mejora con las obras, instalaciones o servicios, 
la tasación de los inmuebles deberá comprender 
su valor antes de la mejora, mas el incremento 
dov razón de ésta, menos la cantidad con que de- 
?a gravarse este último por la contribución es¬ 
pecial. Si los terrenos han de ser ocup dos per¬ 
manentemente por las obras o instalaciones, el 
incremento del valor se fijará por comparación 
con el atribuido a los demás del área que tengan 

con el ocupado la máxima analogía. 

Si el interesado renuncia antes de! señalamien¬ 
to de cuotas a la compensación regulada ^ este 
base, el auxilio por aquél 


a en esta 
do, será detraído 




para determinar el coste, a tenor del último pá¬ 
rrafo de la base anterior. 

5," El presupuesto de las obras, instalaciones 

o servicios, tendrá carácter de mera previsión. 
En consecuencia, si el coste efectivo de aquéllos 
fuese mayor o menor que el calculado, se rectifi¬ 
cará como proceda el señalamiento de cuotas. 
Las modificaciones afectarán solamente al im¬ 
porte de éstas, y en ningún caso a las bases de 
imposición, de manera que el señalamiento defi¬ 
nitivo se ajuste siempre a lo que se dispone en 
este Decreto. 


6. a Las cuotas por contribuciones especiales 
para obras o instalaciones se devengarán y serán 
exigibles periódicamente en la proporción que 
vaya requiriendo y en los plazos que señale la 


Diputación. 

Las contribuciones especiales para el estable¬ 
cimiento de servicios se devengarán y serán exi¬ 
gibles desde la fecha en que se comience a pres¬ 
tarlos. Las impuestas para su entretenimiento se 


devengarán periódicamente en los plazos fijados 
en el acuerdo o la Ordenanza respectiva. 

7. a Las Diputaciones podrán anticipar las can¬ 
tidades que deban cubrirse mediante contribucio¬ 


nes especiales, concediendo a los contribuyentes 
el aplazamiento del pago de las respectivas cuo¬ 
tas en las condiciones de las bases siguientes. 
El aplazamiento lleva siempre aparejada para el 
contribuyente la obligación de satisfacer intere¬ 


ses. 


En todo caso de aplazamiento, el contribuyen¬ 
te tendrá el derecho de anticipar el pago, exi¬ 
miéndose de los intereses no vencidos. La Dipu¬ 
tación podrá, sin embargo, rehusar los pagos 
parciales que no extingan totalmente la obliga¬ 
ción. 

8. a Tratándose de solares sin edificar, el apla¬ 
zamiento será concedido a solicitud del contribu- 
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yente, y podra durar hasta que el solar sea edifi- 
cado o enajenado. Concedido el aplazamiento a 

n?,e?o,ón U? ¡ ente ' M P ? drá negarse a los demás 
que lo soliciten en idénticas condiciones. 

os intereses de la obligación se entenderán 
vencidos anualmente, y se acumularán en su caso 
al principal, devengando a su vez intereses des¬ 
de la fecha de cada vencimiento. 

Serán condiciones necesarias para otorgar el 
aplazamiento en los casos previstos en esta base: 

1. Que las contribuciones fueran impuestas para 
la ejecución de nuevas obras o instalaciones, y 

2. a Que las obligaciones por cuotas y sus intere¬ 
ses queden garantidas con hipoteca de inmue¬ 
bles, cuyo valor exceda del duplo de aquellas 
obligaciones, si no existiera hipoteca alguna an¬ 
terior, y existiendo ésta, que la diferencia entre 
el importe de las obligaciones garantidas con la 


hipoteca o las hipotecas anteriores y el valor del 
inmueble exceda del duplo de las cuotas más sus 
intereses. 


Si durante el tiempo del aplazamiento el mar¬ 
gen de garantía de las obligaciones pendientes 
oor cuotas e intereses se redujesen a menos de 
a mitad por depreciación del inmueble u otra 
causa, serán inmediatamente exigibles dichas 
obligaciones. 

9. a El pago de las obligaciones aplazadas, 
tratándose de cuotas impuestas por razón de la 
propiedad de inmuebles, incluso los referidos en 
a base anterior o de explotaciones industriales o 
comerciales, podrán hacerse mediante anualida¬ 
des cuyo número no excederá en ningún caso de 
veinticinco ni déla vida probable de la o* t a 0 
instalación, ni, en el caso de explotaciones indus¬ 
triales y comerciales, reversibles, del numero de 
años que resten de licencia a ¡as respectivas con¬ 


cesiones. 

Las anualidades se 


fijarán de modo que la su- 


Est. provincial 
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es actuales , en ia fecha en que 
aso los trabajos de instalación, 

\ 9 JL I fl # * * '*«*' '***’ * ® ~ ~ — " * r # 

sea igual al importe de las cuotas respectivas. 
Se entenderá por valor actual, a tal efecto, la 
diferencia entre el valor absoluto de la anualidad 
y su descuento matemático. 

10. La forma de anualidades será obligatoria: 
A) Siempre que la contribución especial se 
imponga por razón de alguna explotación de ca¬ 
rácter económico como tal y aparte la considera¬ 
ción de los inmuebles eventualmente ocupados 


por la misma. En estos casos la obligación de 
contribuir cesará con la explotación, y la última 
anualidad se entenderá devengada por días a los 
efectos del prorrateo. Si, estando pendientes las 
anualidades de propietarios, se abriera o reanu¬ 
dara alguna explotación industrial o comercial, 
en circunstancias por las cua es procediera im¬ 
poner contribución especial, la Empresa explota¬ 
dora estará sujeta a la obligación de contribuir. 
La obligación nace en estos casos con el hecho 
de la explotación, y se limitará a las anualidades 
no vencidas, la primera de las cuales será prorra¬ 
teare por días; y 

B) Siempre que la contribución recaiga sobre 
fincas rústicas y su importe exceda del duplo del 
líquido imponible que los dichos inmuebles tengan 
asignados a los efectos de la contribución terri¬ 
torial. 

11. La tasa de interés aplicable al cómputo de 
intereses y al de valores actuales será laJegal. 
Sin embargo, cuando la Diputación contraiga al¬ 
guna deuda para el pago de las obras o instala¬ 
ciones, o de los gastos de ampliación de los ser¬ 
vicios que den lugar a la imposición de contribu¬ 
ciones especiales, y el importe de aquella deuda 
exceda de la mitad de la parte de coste que hu¬ 
biere de sufragar y anticipar la Corporación, la 
tasa de interés aplicable será la real de la deuda 
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contraída con los dichos fines, siempre que dicha 
tasa sea conocida en la fecha en que deba practi¬ 
carse el cómputo de los intereses respectivos. 

12. La Diputación podrá concertar con las 
personas sujetas a la obligación de contribuir es¬ 
pecialmente, la ejecución directa por los intere¬ 
sados de una parte de la obra o instalación, en 
equivalencia de las cuotas correspondientes o de 
alguna parte de ellas, pero sin que en ningún 
caso el importe total de la obligación de los inte¬ 
resados pueda ser menor de lo que en cada caso 
corresponda con arreglo a los preceptos de este 
Decreto. 

El concierto no podrá extenderse a la totalidad 
de la obra o instalación, sino en el caso de que 
su coste debiera sufragarse íntegramente por los 
interesados. 

13. Están obligados al pago de las cuotas: 

Á) De las contribuciones impuestas por ra¬ 
zón de explotaciones industriales y comerciales, 
la entidad por cuya cuenta y riesgo gire el ne¬ 
gocio. 

B, De las contribuciones impuestas por razón 
de bienes, el dueño. 

Si los bienes se hallaren gravados con censo, 
estará sujeto al pago el dueño del dominio útil. 
Si la finca resultase mejorada por la obra, insta¬ 
lación o servicio, la mejora se considerará en la 
cuantía máxima de la contribución pagada, como 
hecha por el dueño del dominio útil y consentida 
por el del directo a los efectos de las indemniza¬ 
ciones que procedan con arreglo a los preceptos 


del Derecho civil. , 

Si los bienes estuviesen gravados con algún 

derecho de usufructo, uso o habitación, el pro¬ 
pietario tendrá derecho a ser reintegrado por 
usufructuario o usuario: a) De una parte uc 
cuota que guarde con el total de esta _!a mí5,i!íí1 
proporción que el valor en capital oes coree .m> 


VI i 


la 



real correspondiente guarde con el valor total de 
la finca, cuando se trata de contribuciones im¬ 
puestas para nuevas obras o instalaciones, para 
a implantación de servicios de carácter perma¬ 
nente o para la ampliación, renovación o mejora 
de aquéllas o de éstos; y b) Del total importe de 
la cuota o de las anualidades cuando se trate de 
contribuciones impuestas para dotar gastos de 
conservación o entretenimiento de las obras, ins¬ 
talaciones o servicios. Sin embargo, si los apro 
vechamientos del usuario no excedieran normal¬ 
mente de cuatro quintas partes del rendimiento 
de las fincas, el reintegro se limitará a una parte 
proporcional al valor de aquellos aprovecha¬ 
mientos. 

Para el avalúo del derecho real, en los casos 
del apartado a) del párrafo anterior, se estará a 
lo dispuesto en la legislación vigente del impues¬ 
to de Derechos reales y transmisión de bienes. 

Las cuotas de las contribuciones referidas en el 
mismo apartado a), satisfechas por el poseedor, 
tendrán el carácter de gastos necesarios, a los 
efectos de los arts. 453 y 455 del Código civil (1), 


(i) Art. 45 3* Los gastos necesarios se abonan a todo po¬ 
seedor; pero sólo el de buena fe podrá retener la cosa hasta 
que se le satisfagan. 

Los gastos útiles se abonan al poseedor de buena fe con el 
mismo derecho de retención, pudiendo optar el que le hubie¬ 
se vencido en su posesión por satisfacer el importe de los gas¬ 
tos, o por abonar el aumento de valor que por ellos haya ad¬ 
quirido la cosa. 

Art. 455* El poseedor de mala fe abonará los frutos perci¬ 
bidos y los que el poseedor legitimo hubiera podido percibir, y 
sólo tendrá derecho a ser reintegrado de los gastos necesarios 
hechos para la conservación de la cosa. Los gastos hechos en 
mejoras de lujo y recreo no se abonarán al poseedor de mala 
fe; pero podrá éste llevarse los objetos en que esos gastos se 
hayan invertido, siempre que la cosa no sufra deterioro, y el 
poseedor legítimo no prefiera quedarse con ellos abonando el 
valor que tengan en el mometo de entrar en la posesión. 
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cualquiera que sea la índole de las obras, instala¬ 
ciones o servicios que motiven la imposión. 

14. Los ingresos por estas contribuciones es¬ 
tarán especialmente asignados a la dotación de 
los gastos de las obras, instalaciones o servicios 
para que aquéllas fueren exigidas. 

Toda Ordenación de pagos que contravenga a 
lo dispuesto en el párrafo anterior, constituirá 
al Ordenador en responsable civilmente de los 
daños y perjuicios que se irroguen a los acreedo¬ 
res respectivos. 

15. Cuando el motivo de las contribuciones 
especiales consista en un aumento determinado 
del valor de ciertas fincas, por efectos de obras, 
instalaciones o servicios provinciales, se habrán 
de observar las siguientes reglas: 

Primera. El importe de estas contribuciones 
no podrá exceder del 90 por 100 del incremento 
del valor. Tampoco podrán exceder del coste to¬ 
tal de las obras, instalaciones o servicios deter¬ 
minados al tenor de la base correspondiente. 

El incremento de valor se determinará compu¬ 
tando en su caso el de los derechos patrimoniales 
que en las obras o instalaciones se concedan 
eventualmente a los poseedores de las fincas me¬ 
joradas, siempre que tales derechos representen 
un beneficio cierto, aunque futuro. Se detraerá, 
en cambio, del valor efectivo, la cuantía en capi 
tal de las prestaciones a que los propietarios 
Vengan obligados para la ejecución de las mejoras. 

Segund \. Estarán exentas de estas contri¬ 


buciones: 

Las propiedades de! Estado. 

Los inmuebles de la provincia que las estable¬ 
cen o de otra Corporación administrativa exis¬ 
tente en ella mientras se hallen afectos a un ser¬ 


vicio público 
Los inmuebles alectos 
Vicios de utilidad publica 


a la explotación de ser¬ 
ón poder de las Binare- 




< ' I 


ÜHTATUTO PHt) V I N C I A U 


,„¡ r uiiKvsioiKü ins de estos, siempre que tales 
humes iiayan de revertir sin nulemnización de su 

• • r 


valor al terminar la concesión. 

El incremento de valor de los inmuebles exen¬ 
tos no se tomará en cuenta para ninguno de los 
cómputos ordenados en las disposiciones prece¬ 


dentes. 

Tkrciíra. Una vez adoptado el acuerdo de 
hacer obra, instalación o servicio que motive con¬ 
tribución especial por aumentos de valor, se dará 
publicidad en la Secretaría de la Diputación, por 
término de treinta a sesenta días, de los documen¬ 
tos siguientes: 

a) Presupuesto y plan de ejecución de las 
obras, instalaciones o servicios, y representación 
gráfica de la zona o zonas mejoradas. 

b) Relación de los auxilios otorgados por Cor¬ 
poraciones, entidades o personas no sujetas a 
contribución especialmente. 

o Relación de los auxilios otorgados por 
quienes, estando sujetos a contribuir, no hayan 
renunciado al derecho de compensación, con más 
el avalúo de los auxilios consistentes en especie. 

d) Relación individual y Valorada de las fin¬ 
cas beneficiadas por las obras, instalaciones o 
servicios, distinguiendo en la tasación el valor 
del suelo y el de las edificaciones e instalaciones. 

e) Aumento de valor estimado a cada f nca. 

/’) Tratándose de obras o instalaciones sub¬ 
vencionadas por la provincia, relación de las pres¬ 
taciones a que por otros conceptos vengan obli¬ 
gados los propietarios, y tasación del valor en 
capital de dichas prestaciones. 

g ) Cantidad acordada repartir entre los espe¬ 
cialmente interesados en las obras; y 

h) Cuota individual asignada por razón de 
cada finca, con expresión de las compensaciones 
especiales y de las bonificaciones que eventual¬ 
mente procedan. 
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CuARfA. Durante el plazo de la exposición 
antedicha, ampliado por otros quince días, podrán 
reclamar contra el acuerdo, por escrito, ante la 
Diputación, así los propietarios designados co¬ 
mo sujetos a las contribuciones especiales, como 
los habitantes de la provincia que estén interesa¬ 
dos en el asunto por otro cualquier concepto. 

Toda reclamación contra el valor asignado a 
la finca antes de la mejora, deberá acompañarse 
del avalúo que se estime justo, el cual deberá es¬ 
tar autorizado por perito y distinguir entre el 
sueio y las edificaciones, instalaciones o planta¬ 
ciones cuando el reclamante sea el propietario. 

Así la reclamación mencionada en el párrafo 
anterior, como la que verse sobre el incremento 
del valor, será decidida finalmente dentro de un 
plazo de treinta días por la Jefatura de Obras 
públicas de la provincia, con audiencia contra¬ 
dictoria y verbal de un representante de la Di¬ 
putación y otro de cada grupo reclamante que 
sostengan peticiones iguales o análogas. 

Quinta. En vista de todas las reclamaciones 
expresadas en el párrafo precedente, la Diputa¬ 
ción acordará y publicará la Ordenanza por la 
cual se han de regir las contribuciones especiales 
motivadas por incremento de valor. 

16 Cuando las contribuciones especiales es¬ 
tén motivadas por el especial beneficio que a per¬ 
sonas o clases determinadas reporten las obras 
las instalaciones o los servicios que establezca o 
emprenda la provincia, o cuando éstas hayan sido 
provocadas especialmente por clases o personas 
determinadas, aunque no existan aumentos deter- 
minables de valor, se procederá con sujeción a ¡as 


siguientes reglas: 

Pkimera. El importe total de estas contribu¬ 
ciones no podrá exceder de ¡os cuatro quintos del 
coste de la obra, instalación o servicio. 


Segunda. Estarán exei 


el Estado, por 



los 


vicios que interesen dii 


0 


ti o n í f 


• ct! 


o o 
dó 


ectamente 

las diócesis, parroquias y 

avadas de parroquias. , , , . , , 

Tercera. Cuando se trate de obras, instala¬ 
ciones o servicios de carácter general que afee • 
ten a vanos términos municipales o a comarcas 
enteras de las Diputaciones, al determinar las zo- 
afectadas por la obra, la instalación o el ser- 
,_.o, y al gravar el interés que representen para 
cada una de aquellas zonas podrán distinguir en¬ 
tre el interés directo de ciertos empresarios y 
Empresas, y el interés que sea común en un tér¬ 
mino municipal o una comarca. 

En este caso, cada uno de estos Ayuntamientos 
afectados tendrá el carácter de contribuyente al 
efecto del pago de las cuotas correspondientes. 

Las cuotas que deben satisfacer los Ayunta¬ 
mientos en virtud de lo prevenido en el párrafo 
anterior, serán recaudadas por los mismos de 
conformidad con las disposiciones vigentes y en¬ 
tregadas a las Diputaciones. Sin embargo, si los 
Ayuntamientos incurriesen en mora, las Diputa¬ 
ciones podrán sin trámite proceder al reparto de 
las cuotas entre los contribuyentes de cada tér¬ 
mino, ateniéndose para ello a la forma estableci¬ 
da para las exacciones municipales. En este caso, 
las cuotas se entenderán, para todos los efectos, 
devengadas directamente por las Diputaciones. 

Las cuotas señaladas así a los Ayuntamientos 
en calidad de contribuyentes, nunca serán incom¬ 
patibles con las que los propios Ayuntamientos 
perciban para resarcirse de los gastos ocasiona¬ 
dos por las subvenciones, auxilios o cualquiera 
otra forma de cooperación que hayan prestado a 
obras públicas, instalaciones o servicios de las 
Diputaciones. 

Cuarta. Adoptado por la Diputación el 
acuerdo, se dará publicidad en la forma que ex- 
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presa la regla tercera de la base 15 a estos docu¬ 
mentos: 

a) Presupuesto y plan de ejecución de las 
obras, instalaciones o servicios. 

b) Relación de las subvenciones u otros auxi¬ 
lios que para la realización de aquellos hubieran 
sido otorgados por Corporaciones, entidades o 
personas no sujetas a la obligación de contribuir 
especialmente. 

c) Relación de los auxilios otorgados por quie¬ 
nes estando sujetos a contribuir no hayan renun¬ 
ciado al derecho de compensación, con más el 
avalúo de los auxilios que consistan en especie. 

d) Relación de las clases, entidades o perso¬ 
nas individualmente designadas a quienes se con¬ 
sidere sujetas al pago de la contribución espe¬ 
cial. 

é) Base del reparto, y si la base fuera múlti¬ 
ple, forma en que deban aplicarse sus distintos 
elementos. 

f) Cantidad que la Diputación acuerde repar¬ 
tir entre los interesados, y 

g) Cuotas individuales, con expresión de la 
base de la liquidación de las compensaciones es¬ 
peciales y de las bonificaciones que se acuerden. 

Quinta. En vista de todas las reclamaciones, 
la Diputeción acordará y publicará la Ordenanza 
por la cual ha de regirse la contribución especial 
a que esta base hace referencia. 

17. Indistintamente, así en cada uno de los 
casos que regula la disposición 15, como en los 
prevenidos por la 16, las personas o entidades a 
quienes afecte la respectiva contribución especial 
por este solo hecho, pertenecerán a una Asocia¬ 
ción que tendrá el cometido de amparar los dere¬ 
chos del grupo de contribuyentes y los de cada 
cual de éstos, y fiscalizar la observancia de las 
cláusulas y los preceptos a que deban sujetarse 
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la cxac. i < > 11 y líi in versión d< las eanl ¡dados pre 


lisia Asociación se rehira por la Asamblea ge- 
ru*ral de los contribuyentes y por una Junta de 
cinco Delegados, <|iie éstos elegirán. Kl Presiden- 
pídela Ifipiilación convocara y presidirá, antes 
de que se comiencen a percibir las exacciones, la 
primera sesión de la Asamblea general, publican¬ 
do la convocatoria en el Holctin Oficial con quin¬ 
ce días de antelación a la fecha en que deba cele¬ 
brarse. Pn dicha primera sesión la Asamblea 
elegirá de su propio seno la Junta de Delegados, 
y no sedará por terminada hasta dejar constitui¬ 
da esta Junta, la cual formará inmediatamente el 
listatuto de la Asociación y lo someterá a la 
Asamblea general que nuevamente convocará al 
efecto. 

(Aída contribuyente tendrá un solo Voto en la 
Asamblea general y podrá delegarlo en otro 
miembro de la misma. 

Las personas jurídicas estarán representadas 
por uno de sus admin stradores legales o por 
mandatario designado a este fin, y los menores o 
incapacitados, por sus representantes legales 
o por mandatarios de éstos. 

Presidirá la Junta, con Voto de calidad, el De¬ 
legado de más edad. 

La Diput ación designará cinco Diputados que 
formaran con la Junta de Delegados una Comi¬ 
sión especial presidida por el miembro de ésta 
que sea de más edad, y facultada para intervenir 
y revisar todos los actos y contratos concernien¬ 
tes a las obras, instalaciones o servicios que 
hayan ocasionado la contribución especial, así 
como para censurar y comprobar las cuentas. 
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de 1922*0. de0,-e ’ 0 d ‘* 4 de Septiembre 

CAPITULO VI. — Denuncia pública, compro■ 
nación, ocultaciones y defraudaciones a la 
Hacienda. 


50 . La acción de denunciar las ocul¬ 
taciones y defraudaciones a la Hacienda es pú¬ 
blica. 

Para que la denuncia produzca derechos en 
favor del denunciador, es preciso: que se extien¬ 
da^ firme en papel sellado de la clase 8. a ; que el 
que la haga acredite su personalidad mediante la 
exhibición de la cédula y, y según se determina 
en el art. 12 de la Ley de 28 de Diciembre de 
1908, habrán de garantizarse mediante la consti 
tución de un depósito, cuya cuantía será igual al 
10 por 100 del importe denunciado de la oculta¬ 
ción de los elementos imponibles o de la defrau¬ 
dación en las contribuciones, rentas, derechos y 
propiedades del Estado. 

De originar gastos la comprobación de la de¬ 
nuncia, se aplicará el importe del depósito a cu¬ 
brirlos; pero si no resultare cierta, el sobrante, 
si se ocasionaron gastos, o la totalidad del depó¬ 
sito, en su caso, se ingresará en firme con aplica¬ 
ción al concepto de rentas públicas a que se refi¬ 
riese la denuncia. 

Comprobada ésta, y obtenido el ingreso de la 
cantidad sustraída de tributar, el denunciador, 
además del premio que le corresponda, tendrá 
derecho a la devolución del depósito de garantía, 
o del sobrante, de haberse originado gastos en la 
comprobación de la denuncia, para lo cual queda¬ 
rá obligada la Inspección provincial competente a 
presentarle la oportuna cuenta. 

(i) Hace referencia ai art. 286 del Estatuto. 
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ipuesto en el párrafo segundo 
n virtud de lo preceptuado en 
> e), de ¡a Ley de 29 de Abril 
as denuncias se refieran a ele¬ 


mentos imponibles que en absoluto se hallen sus¬ 
traídos a la tributación, no figurando en los Re¬ 
gistros de la Hacienda total ni parcialmente, serán 
tramitados desde luego aunque el que las presen¬ 
te no se allane a constituir el depósito de garan¬ 
tía, pero en este caso el denunciador percibirá 
solamente la mitad del premio que de otro modo 
le correspondería, quedando el resto a beneficio 
del Tesoro. Cuando por figurar ya en dichos Re¬ 
gistros algunos elementos imponibles la oculta¬ 
ción sea parcial, se exigirá el previo depósito de 
garantía por el 5 por 100 del importe de la canti¬ 
dad presunta defraudada. 

Art> 5l a Los denunciadores que constituye¬ 
sen el debido depósito de garantía, podrán, pre¬ 
vio permiso del jefe de la oficina correspondien¬ 
te, y en los días y horas que señale, examinar a 
su presencia o a la del Oficial del Negociado res 
pectivo, el documento fiscal que guarde relación 
con la denuncia. 

La petición para el examen de tales documen¬ 
tos se hará en papel del Timbre de la clase 8. a 

Art. 52. A las denuncias se unirán las car¬ 
tas de pago que acrediten el depósito de garantía 


(i) El apartado que se cita de esta ley dice: «Las disposi¬ 
ciones por que se rige el servicio de investigación se ajusta¬ 
rán a estas normas: Primera. Cuando la declaración de la ma¬ 
teria imponible, hecha por el contribuyente con anterioridad 
al acto de investigación, estuviera sin comprobar, se conside¬ 
rará siempre acto de comprobación, y las diligencias que se 
instruyan no tendrán otro carácter. Segunda. En los casos de 
ocultación total de los elementos imponibles, se instruirá 
siempre expediente de defraudación, y no se hará deducción 
alguna en Ja penalidad aun cuando los interesados se confor¬ 
men con la clasificación y presenten el alta correspondiente.» 
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cuando sea preciso, e irán acompañadas de do¬ 
cumentos justificativos si los hechos denunciados 
fueren susceptibles de esta prueba. 

Presentada la denuncia, se procederá a su in¬ 
mediata comprobación por el funcionario que co¬ 
rresponda y en la forma que previene este Re¬ 
glamento. 

El expediente que resulte podrá ser de oculta¬ 
ción o defraudación, según las circunstancias que 
concurran y que se definen en los artículos co¬ 
rrespondientes del presente Reglamento. 

Si no fuere necesario practicar dicha compro¬ 
bación, se pondrá de maniesto el expediente, pre¬ 
via notificación al deunciado, para que, en tér¬ 
mino de cinco días, alegue y pruebe lo que pueda 
convenir a su derecho 

Cuando la comprobación sea necesaria, el fun¬ 
cionario que haya de verificarla se constituirá 
sin pérdida de tiempo en el sitio en que la oculta¬ 
ción o defraudación se verifique o haya verifica¬ 
do, y levantará acta para que en todo tiempo 
consten las circunstancias que determinen la na¬ 
turaleza de aquélla, firmándola el expresado fun¬ 
cionario y el denunciado o persona que le re¬ 
presente. 

Cuando el denunciado o su representante se 
niegue a firmar el acta, se entenderá que no está 
conforme con el Investigador, que procederá en 
la forma dispuesta para los expedientes de ocul¬ 


tación. , . 

Arta 53. Se unirán a los expedientes de ocul¬ 
tación y defraudación que se instruyan el escrito 
y documentos que presente el denunciado, los 
que posean las oficinas que puedan ilustrar e 
asunto o servir de base para la resolución del 

mismo y el acta de comprobación. 

Arta 54. La comprobación de las altas o de¬ 
claraciones de riqueza presentadas en la capital 
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posible. 

Tan pronto se roe; _ , 

dios documentos, eí Administrador dispondrá en 
ei mismo día su liquidación a los efectos de la co¬ 
branza pasándolos a la íns sec ción en plazo que 
no podra exceder de cinco días, para que, perso¬ 
nándose el inspector o Inspectores en el local que 
haya de comprobarse, y previa la exhibición del 
certificado expedido por el Jefe de la Inspección 
provincial de Hacienda que justifique están en el 
ejercicio de su cargo, y del parte de alta, se pro¬ 
ceda a la comprobación, levantando un acta que 
deberá ajustarse al modelo correspondiente, en 
que se hará constar la conformidad o disconfor¬ 
midad con la declaración. 

En el primer caso, firmarán las diligencias de 
conformidad el Inspector y el interesado, y el du¬ 
plicado se entregará al contribuyente para que 
en su día pueda justificar que la comprobación ha 
tenido efecto. 

En caso de disconformidad, el Inspector, con 
presencia de los Reglamentos y tarifas corres¬ 
pondientes, hará ver al interesado las causas que 
determinan aquéllas, debiendo entenderse que 
existe mera omisión, cuando el contribuyente 
haya dejado de presentar parte de los documen¬ 
tos justificativos de sus declaraciones o de con¬ 
signar en ellas elementos contributivos, en cuyos 
casos el referido funcionario o funcionarios o, en 
su defecto, respecto de pueblos, los Alcaldes, si 
tales deberes, con sus consiguientes responsabi¬ 
lidades, se les atribuye por ios Reglamentos tri¬ 
butarios pertinentes, se limitarán a rectificar el 
error ti omisión cometidos, señalando el plazo de 
veinticuatro horas para que acepte la clasifica¬ 
ción reglamentaria. Si aceptase el interesado, 
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firmará la notificación del acta, y, previa entrega 
del correspondiente duplicado, firmado también 
por ambos, se dará por terminado el acto. 

En caso contrario, se consignarán las razones 
en que se funda el contribuyente, quedando en 
suspenso la comprobación hasta que la Adminis¬ 
tración resuelva en el término de tres días, y su 
resolución se notificará al interesado, haciéndole 
saber que de no conformarse en el acto de la 
notificación, se le instruirá expediente de de¬ 
fraudación. 

Cuando los elementos contributivos sean prin- 
principales o necesarios para el trabajo y ejerci¬ 
cio de las industrias que se declaren, y su clasi¬ 
ficación esté bien definida en las tarifas tributa¬ 
rias, el no consignarlos en los partes de alta o 
declaración de riqueza no dará lugar a la mera 
omisión, incurriendo el contribuyente en las res¬ 
ponsabilidades que correspondan y determinen 
los respectivos Reglamentos. 

Las actas de comprobación, una vez que hayan 
surtido los debidos efectos, no eximirán para ac¬ 
tos sucesivos a los interesados a quienes afecten 
de las responsabilidades señaladas para las ocul¬ 
taciones y defraudaciones en los arts. 57 y 60 del 
presente Reglamento 

Arta 55a La comprobación de las bajas ten 
drá lugar asimismo en las capitales, dentro de 
los cinco días siguientes a su presentación, y en 
los pueblos con la urgencia posible, teniendo tam¬ 
bién en cuenta su importancia y demás circuns 
tancias atendibles. 

Si el funcionario al personarse en el local ob¬ 
jeto de la visita, comprobara la desaparición del 
contribuyente o la del elemento o base tributaria, 
certificará del hecho y quedará terminado el pro¬ 
cedimiento. 

Si la baja presentada fuera inexacta y se com¬ 
probara la continuación de ¡a industria, comercio 









o base ir 


'ocederá a instruir expediente 


de defraudación. . ., 

Art. 56. La comprobación y justificación de 

los expedientes de partidas fallidas se somete¬ 
rá a las disposiciones dictadas en los respectivos 
Reglamentos y en la circular de la Inspección 
general de la Hacienda pública de 15 de Octubre 
de 1921. 

Art. 57. El descubrimiento de la riqueza 


practicado de oficio o en virtud de denuncia pú¬ 
blica, traerá consigo la instrucción del oportuno 
expediente, que se iniciará personándose el em¬ 
pleado en el domicilio del contribuyente solicitan¬ 
do la exhibición del último recibo satisfecho del 


tributo que se investigue, o, en su caso, de la pa¬ 
tente o carta de pago correspondiente, y proce¬ 
diendo a la comprobación en la forma determinada 
en este capítulo. 

Se entenderá que existe ocultación cuando el 
contribuyente, sin haber sigilado el elemento pri¬ 
mordial de tributación para cada cuota, hubiere 
incurrido en omisión o en inexactitudes acciden¬ 


tales o de cuantía que no produzcan en la liquida¬ 
ción de aquélla una diferencia de más de un ter¬ 
cio, corrigiéndose las mencionadas faltas con la 
tercera parte de las multas señaladas en las leyes 
o reglamentos en el grado que correspondan. 

De hallarse conforme el contribuyente, se dará 
por terminado el acto, previo levantamiento de 
acta ajustada al oportuno modelo, firmada por el 
Inspector y el contribuyente, quien quedará obli¬ 
gado a presentar la rectificación o el alta, dentro 
de los cinco días siguientes, en la Inspección de 
Hacienda, si se trata de la capital, y si de pueblos 
en la Oficina del Ayuntamiento. 

En los expedientes de ocultación, el contribu¬ 
yente podrá suscribir la manifestación de su con¬ 
formidad a los efectos de presentar la rectifica¬ 
ción, el alta o la declaración consiguiente, y de 
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hacer el ingreso correspondiente en los plazos 
reglamentarios, pero reservándose el derecho a 
reclamar contra la clasificación y liquidación prac- 

tienda. 


En tales casos, y siempre que dentro de los 
plazos reglamentarios se hubiere presentado la 
rectificación, el alta o la declaración consiguien¬ 
te y hecho el ingreso que corresponda, la recla¬ 
mación del contribuyente, a que se refiere el pá¬ 
rrafo anterior, no convertirá en expediente de 
defraudación el que en su origen fuera de oculta¬ 
ción. 

Art. 58. La rebaja de las dos terceras par¬ 
tes de la penalidad exigible en los expedientes de 
ocultación no surtirá efectos definitivos si el con¬ 
tribuyente, dentro del plazo de un año, a contar 
desde el mes en que presentó el alta, se diere de 
baja o no tributase con arreglo a las bases o 
cuotas con que debe figurar, conforme a los he¬ 
chos y clasificaciones por el mismo aceptadas. 
En su consecuencia, si por cualquiera causa vo¬ 
luntaria dejara de tributar durante dicho plazo, 
con arreglo a la clasificación de que hubiera sido 
objeto, la Administración exigirá las dos terceras 
partes de la multa que reglamentariamente le co¬ 
rrespondiera. 

Art. 59. Practicada y notificada la liquida¬ 
ción al interesado en forma reglamentaria, que¬ 
dará obligado a efectuar el ingreso en el impro¬ 
rrogable plazo de diez días, y si la conformidad 
la hubiese presentado sólo a los efectos determi¬ 
nados en el art. 57, formulará la reclamación den¬ 
tro del mismo plazo de diez días ante la Adminis¬ 
tración competente, que admitirá las pruebas que 
se presenten y resolverá únicamente sobre la 
clasificación y liquidación practicada. 

En ambos casos, transcurridos que sean los 
diez días sin haberse efectuado el pago, se reali¬ 
zará el cobro por la vía de apremio, y entendien- 
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dose que en el segundo de los indicados supues¬ 
tos al contribuyente que dé lugar a que se persi¬ 
ga su débito por la vía ejecutiva, no le alcanza¬ 
rán los beneficios concedidos en el ultimo párra¬ 
fo del repetido art. 57 del presente Reglamento. 

jtrt 60. Será origen y dará lugar a instruc 
ción de expediente de defraudación: 

1." Cuando el contribuyente haya ocultado la 
integridad de los elementos de tributación o parte 
de ellos que exceda de la cuantía fijada para de¬ 
terminar la ocultación en el art. 57 del presente 


Reglamento, corrigiéndose dicha falta con la to¬ 
talidad de la multa en el grado que corresponda, 


señalada en las leyes o reglamentos. 

2.° La resistencia por parte del contribuyente 
a la visita del loca! o a exhibir los libros o docu¬ 


mentos que se conceptúen indispensables para el 
reconocimiento y fijación de la base tributaria 
correspondiente. 

5.° La negativa a aceptar la clasificación de la 
Hacienda en los expedientes !de comprobación a 
que se contrae el art. 54 de este capítulo. 

4. ° La falta de cumplimiento de cualquiera de 
los requisitos que con respecto a los expedientes 
de ocultación determina el art. 57. 

5. ° La continuación de lá base tributaria des¬ 
pués de presentada la baja de la misma. 

Art» 61. En caso de suscitarse obstáculos 
por parte de algún contribuyente a que el servi¬ 
cio de comprobación o investigación se realice, el 
funcionario a quien se le hubiere encomendado el 
mismo hará conocer al interesado su aptitud legal 
para proceder a la comprobación y las disposi¬ 
ciones del presente Reglamento, así como la res¬ 
ponsabilidad que por resistencia se impone a los 
defraudadores, y si a pesar de invitar reiterada¬ 
mente y a presencia de testigos al contribuyente 
a que se preste a facilitar el cumplimiento de su 
cometido, persistiese en negarse a que la compro- 
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bación se realice, consignará el hecho en la opor- 
tuna acta, y acudirá, por medio de oficio a la 

Autoridad local en demanda de auxilio para la 

practica de las diligencias comprobatorias po- 
niendo el hecho, caso necesario, en conocimiento 
del Delegado de Hacienda, quien, sin demora 

dara la orden oportuna al Alcalde de la localidad 
para que tenga efecto. 

Art» 62. Las reclamaciones en los expedien¬ 
tes de ocultación, y los expedientes de defrauda¬ 
ción se ajustarán en su trámite a las reglas de 
procedimiento económico administrativo señala¬ 
das en el respectivo Reglamento, debiendo tener¬ 
se en cuenta que, salvo la circunstancia de que el 
proceder del interesado motive el que se !e decla¬ 
re comprendido en el art. 60 de este Reglamento, 
dichas reclamaciones no cambian ia naturaleza de 
las responssbilidades del contribuyente por ocul¬ 
tación o defraudación, según el carácter de la 
falta cometida, de conformidad con lo que respec¬ 
to del particular advierten los apartados D) y E) 
del número segundo del art. 14 de la Ley de Re¬ 
forma tributaria de 26 de Julio de 1922.» 


El art. 14 de la Ley de 26 de Julio de 1922, en las le¬ 
ras d ye, dice: «d) La reclamación del contribuyente no 
ambia la naturaleza de su responsabilidad por ocultación o 
efraudación, según el carácter de la falta cometida. En caso 
le que el Centro o Tribunal llamado a resolver en segunda 
nstancia estimara temeridad o aibitrariedad piobada en la 
enuncia, cabeza del expediente motivo de la reclamación, la 
administración devolverá, sin perjuicio de exigir la respon- 
abilidad correspondiente al funcionario, el producto íntegro 
le los gastos estimables ocasionados por ¡a reclamación. 

e) Que en los casos de reclamación en segunda instancia, 
1 Centro o Tribunal llamado a resolver si des sumase la to- 
alidad de las alegaciones del reclamante y apreciare además 
emendad en la apelación, podrá imponer al interesado, por 
úa de costas, un recargo hasta de un 50 por 100 de la pena- 
idad en que hubiere incurrido.» 









9U9 

¿jé ij 


EBT A X'lj TO FÜO^ l AL 


IV. - Sanidad provincial. — Reglamento 

aprobado por Real decreto de 20 de Octubre 
de 1925 (Gaceta de! 24 s . 


TITULO PRIMERO 

De fa organización provincial sanitaria. 

CAPITULO PRIMERO 

DE LAS AUTORIDADES SANITARIAS 

A). —De/ Gobernador civil 

Articulo i.° De conformidad con lo dispues- 
to en el art. 42 del Estatuto provincial, los Go¬ 
bernadores civiles son los representantes del Go¬ 
bierno en las provincias, y entre las facultades 
inherentes a su cargo están la de velar muy espe¬ 
cialmente por el exacto cumplimiento de las leyes 
sanitarias e higiénicas, adoptando en casos nece¬ 
sarios, bajo su responsabilidad y con toda pre¬ 
mura, ¡as medidas que estimen convenientes, para 
preservar la salud pública de epidemias, enfer¬ 
medades contagiosas, focos de infección y otros 
riesgos análogos, dando cuenta inmediatamente 
al Gobierno. 

As*t. 2,° Para todos los efectos del artículo 
anterior reclamarán, siempre que lo juzguen pre¬ 
ciso, el asesoramiento e informes técnicos del 
Inspector provincial de Sanidad y de la Junta 
provincial de este Ramo. 

B )-~De los Inspectores e Inspecciones provin¬ 
ciales de Sanidad. 

Art.. 3.° Para la Administración y régimen de 
los fines sanitarios del Estado, y como represen¬ 
tación técnica del mismo en todos los asuntos per* 
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hX^en^ad^ur/rlf '^\ Úá * á de ias Provincias, 
naDra en cada una de estas, y en la reoión del 

Campo de Gibraltar una Inspección provincial de 

Sanidad, que dependerá del Ministerio de la Go- 

bcrnación por■intermedio de la Dirección general 

de sanidad. Su residencia estará en la capital 
respectiva. ' 1 


4." Al frente de cada una de dichas Ins¬ 
pecciones habrá un Inspector provincial de Sani¬ 
dad, al que corresponderá asesorar, informar y 
cumplimentar las órdenes y ejecutar los acuerdos 
del Gobernador respecto a los servicios de Sani¬ 
dad e higiene, régimen interior de los Institutos, 
Establecimientos, Corporaciones, funcionarios y 
Facultativos que quedan adscritos a dichos servi¬ 


cios y ordenamiento de los mismos con relación a 


otros órganos administrativos, a los administra¬ 
dos, a las Entidades ya particulares que, ora de¬ 
ban coadyuvar, ora someterse a las exigencias y 


conveniencias sanitarias. Asimismo, los Inspecto¬ 


res provinciales tendrán delegación permanente 
de la Autoridad gubernativa en todo cuanto con¬ 
cierne a los expresados servicios. 

Igualmente los Inspectores podrán sancionar 
las infracciones de las disposiciones vigentes en 
materia de Sanidad imponiendo multas hasta de 


500 pesetas. 

Contra estas sanciones cabrá recurso ante el 
Ministerio de la Gobernación, en la forma y pro¬ 
cedimiento establecido para impugnar las multas 

impuestas por los Gobernadores civiles. 

Art. 5.° Los Inspectores provinciales de sa¬ 
nidad continuarán rigiéndose, en cuanto a su or 
ganización, derechos y deberes, por la -ey y 
dlamento de Funcionarios civiles y el esp 


SU jTrt. r 6?° Los Gobernadores civiles podrán re¬ 
vocar los acuerdos o desestimar ^ 

de los Inspectores provinciales de Sanidad y Jun 
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tas del Ramo, pero tendrán que hacerlo en pro vi- 
dencia escrita y razonada y bajo su nías estrecha 
reponsabilidad. Por ¡o demás, las Autoridades gu¬ 
bernativas y sus Agentes, prestaran todo el apo- 
vo de sus medios de acción a las resoluciones que 
en el orden sanitario adopten los Inspectores. 


P&rá establecer generalidad al articulo 68 de este Reglamen¬ 
to, la Real orden de 5 de Noviembre de 1925 (Gaceta del 6), 
dispone! «i»° Los Inspectores de Sanidad de todas las provin¬ 
cias marítimas cuya capital esté dotada de Es ación sanitaria 
de puerto, serán substituidos con carácter interino, en ausen¬ 
cias, enfermedades o vacantes, por los Directores de Sanidad 
del puerto respectivo.—2. 0 Recíprocamente en caso de que 
en la plantilla de la Estación sanitaria del puerto de una capi¬ 
tal de provincia marítima no exista funcionario médico perte¬ 
neciente al Cuerpo de Sanidad correspondiente.— 3. 0 El régi¬ 
men de substitución que en los artículos anteriores se esta¬ 
blece será aplicable a todas las capitales de provincia dotadas 
de puerto, al campo de Gibraltar y a los dos grupos en que 
sanitariamente se divide el archipiélago canario». 

—La Real orden de 1 de Diciembre de 1926 (Gaceta del 3), 
establece: «i.° En los casos de substituciones de los Inspec¬ 
tores provinciales de Sanidad, por los Subdelegados de Medi¬ 
cina, cuando aquéllas sean motivadas por ausencias y enfer¬ 
medades, no tendrán derecho dichos funcionarios a percibir 
ninguna clase de haberes, emolumentos o gratificaciones, que 
por los diferentes conceptos y servicios correspondan al Ins¬ 
pector provincial.—2. 0 Los Subdelegados que substituyan a 
Inspectores provinciales que se encuentren en situación de 
excedencia forzosa, sólo disfrutarán la tercera parte del sueldo 
de estos, cuando los excedentes perciban las dos terceras par¬ 
tes que les corresponde, con cargo a la consignación estable¬ 
cida en el capitulo II, articulo único, de la sección sexta del 
presupuesto vigente, pero podrán percibir la totalidad del suel¬ 
do o haber del excedente, cuando éste perciba las dos terceras 
partes de sus haberes con cargo a las obligaciones generales 
del Estado, articulo 8.° capítulo único, sección cuarta de di¬ 
cho presupuesto. j.° En caso de vacante, el desempeño in¬ 
terino de las Inspecciones provinciales por los Subdelegados, 
ara derecho al haber o gratificación de <5.000 pesetas anuales, 
correspondiente a la última categoría de la plantilla del Cuer¬ 
po de Inspectores provinciales, así ccmo a los emolumentoso 
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gratificacione. asignadas al Inspector provincial, con excen- 
ción de las gratificaciones fijadas a las Direcciones de los Ins¬ 
titutos de Higiene; y, 4. 0 Las substituciones interinas y recí¬ 
procas de los Inspectores provinciales de Sanidad de los puer- 
tos, se entiendan sin derecho al percibo de los emolumentos 
haberes o gratificaciones que por los diferentes conceptos y 
servicios perciban los funcionarios substituidos, cuando se 
trate de ausencias y enfermedades, y que solamente cuando 
alguno de los referidos funcionarios desempeñe plaza vacante 
del Cuerpo análogo,, tendrá derecho a percibir los haberes, 
emolumentos o gratificaciones correspondientes al cargo agre¬ 
gado que desempeñan interinamente, con excepción de las 
gratificaciones fijadas a las Direcciones de los Institutos de 
Higiene». 

— La Real orden de 23 de Marzo de 1926 (Gaceta del 26), 
dispone: Que se declare incompatible el cargo de Catedrático 
con el de Inspector provincial de Sanidad. 

—Por Circular de 1 de Julio de 1926 (Gaceta del 2), se dic¬ 
tan reglas encaminadas al mejor cumplimiento de lo dispues¬ 
to, especialmente sobre servicios en fondas, vagones, etc. 

Sello sanitario .—Por Real orden rectificada de 20 de Agos¬ 
to de 1926 (Gacela del 26), se dispone lo referente a su ex- 
pendición y contabilidad. 

—(Véanse las Reales órdenes de 1 de Octubre (Gaceta del 5) 
y de 13 de Septiembre (Gaceta del 14) de 1926). 

CAPITULO II 


DE LAS JUNTAS PROVINCIALES DE SANIDAD 

Art. 7.0 En cada capital de provincia residirá 

una Junta provincial de Sanidad, cuyo cometido 

y funciones serán las siguientes: , , 

a) Redactar, en el plazo de seis meses desde 

la fecha de su constitución, un Reglamen o g _ 
nico, en el que, además del regunen ,n ^ 
la propia Junta, se. detalle v precise el modo de 

cumplir las atribuciones y deberes q á 
indican. Este Reglamento sera remitió a la 
rección general de Sanidad para s p 
por el Ministerio de la Gobernación. 
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h) La vigilancia, consulta y complemento de 
los cometidos asignados a la san.dad e higiene 
municipal, informando, ante ~JL d ® sü aprobación 
por los Ayuntamientos, los Reglamentos délas 
Juntas municipales. 

c) Informar todo proyecto de carácter sanita¬ 
rio municipal que reclame subvención del Estado. 

d) Asesorar en asuntos de su competencia a 
la Diputación provincial y demás entidades que 

reclamen su informe. . . 

e) Velar por la higiene de los servicios de 

Vías públicas provinciales y de suministro y con¬ 
ducción de aguas, y por la constitución, repara¬ 
ción y régimen sanitario de los establecimientos 
de todo orden que dependan de la Administración 
provincial o sean sostenidos o subvencionados 
por fondos provinciales. 

f) Cuidar del cumplimiento de todas las dis¬ 
posiciones sanitarias y de protección a la infancia 
muy especialmente, respecto a las primeras, las 
que se refieren a la defensa de las enfermedades 
evitables, y de un modo singular, en cuanto a las 


segundas, las que atañen a la mujer embarazada, 
vigilancia de los expósitos y de su lactancia, y 
régimen dentro y fuera del Establecimiento. 

g) Vigilar e intervenir en la organización téc¬ 
nica y administrativa de la profilaxis pública con¬ 
tra las enfermedades venéreo-sifilíticas. 

h) Conocer de los derechos sanitarios que se 
obtengan en su respectiva provincia, informando 
siempre los proyectos o presupuestos de aplica¬ 
ción de la parte de aquellos que se destinen a 
fines sanitarios de carácter provincial. 

/) Fiscalizar la gestión sanitaria que realicen 
las Juntas municipales de Sanidad de la respec¬ 
tiva provincia y la de todos los demás organis- 
mos de carácter sanitario en ella existentes. 

J) Proponer al Gobernador la designación de 
Comisiones inspectoras extraordinarias en el in- 
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terior de la provincia, exponiendo 
motivo que las justifique. 


y razonando el 

“ -' ' j n i l 

k) Declarar oficialmente las epidemias de las 
enfermedades no exóticas, e informar al Real 
Consejo de Sanidad, por medio de la Dirección 
general del Ramo, para las exóticas o de natura¬ 
leza aun no conocida, pero de gran mortalidad 
cuya declaración corresponda al Gobierno. ’ 

Art. Las Juntas provinciales de Sanidad 
se constituirán del modo siguiente: 

I. Presidente nato: El Gobernador civil de la 
provincia. 

II. Vicepresidente: El designado, cada seis 
años, por mayoría absoluta de la Junta en pleno, 

III. Secretario general: El Inspector provin¬ 
cial de Sanidad. 

IV. Secretario de actas: El Subdelegado de 
Sanidad, Vocal de la Junta, que designe el Ins¬ 
pector provincial de Sanidad. 

V. Vocales, que serán: 

a) El Presidente de la Diputación provincial. 

b) El Alcalde de la capital. 

c) El Médico de Sanidad Militar, Jefe del 

Hospital Militar de la plaza. 

d ) El Director técnico del Instituto de Hi- 

giene. 

ej El Jefe Médico de la Sección de Epidemio¬ 
logía del mencionado Instituto. 
f) El Decano o Jefe Médico de la Beneficen¬ 
g) El Inspector de Higiene y Sanidad pecua 

T] % Un Catedrático de Quíniiea de la Univer¬ 
sidad, si la hubiere, o, en su defecto, en _ 

o Química del Instituto provincial de á 

senanza. , , •« ipííciiltad 

i) El Catedrático de Higiene de la baculta 

de Medicina, si la hubiere. 
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j) El Ingeniero jeie deObíns publicas de la 

El Arquitecto Jefe del^ Catastro. 

/) El íefe provincial de EsEkIisíích 
//) El Inspector provincial de Primera ense- 
ñanza (el de mayor categoría donde hubiere va- 


-i /->* O | 

///) El Vicepresidente de la Junta provincial 

de Beneficencia. t . . , . 

/; ) El Vicepresidente de la Junta provincial de 

Protección a la Infancia. 

ñ) El Abogado del Estado (Asesor del Go¬ 
bierno civil). . ,. 

o) El Inspector provincial del Ii abajo. 

p) El Subdelegado de Medicina, el de Farma¬ 
cia y el de Veterinaria que acrediten mayores 
méritos en materia sanitaria, donde hubiere va¬ 
rios. 

q) El Médico Director de la Estación sanita¬ 
ria del puerto en las poblaciones marítimas. 

Art. 9.° Para su mejor funcionamiento, la 
Junta se dividirá en tantas Comisiones (1) o Sub¬ 
comisiones como estime conveniente, considerán¬ 
dose de inexcusable y constante funcionamiento 
una, que se llamará Comisión permanente, la cual 
estará encargada de dictaminar en todos los asun¬ 
tos que no requieran informes de la Junta en 
pleno y de actuar como Ponencia en el seno de 

esta, siempre que no haya designada Comisión 
especial. 

Esta Comisión permanente estará compuesta 


(i) Comisiones provinciales de Sanidad .—Por Real decr 
o ey e 16 de Febrero de 1926 (Gaceta del 19), se dispoi 
que pasaran a ser Subcomisiones especiales que forman 

Mrrnll e - a í UDta P rovincial t,e Sanidad, .dentro de la que d 
les comet 'dos y funciones que les asignan los Re 

t»to. V h"t 14 de Ju “ io y M de Julio de ,9,4. y los Es. 
y g amentos municipales y provinciales. 
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de siete Vocales de la Junta, a saber: El Vice- 
presidente de la misma, el Inspector provincial 
el Abogado Asesor del Gobierno civil, y otros 
cuatro Vocales, elegidos por la misma Junta de 
entre los más especializados en las materias en 
que han de entender. 

Art. 10 El Inspector provincial de Sanidad 
como Secretario general de la Junta, lo será 
igualmente de todas las Comisiones que se for¬ 
men, a las cuales asistirá con voz y voto. 

Art. If. Las Juntas provinciales se reunirán 
cuantas veces lo acuerden el Gobernador o la 
Comisión permanente, y siempre que lo soliciten 
tres Vocales. Tanto la junta como cualquiera de 
sus Comisiones podrán requerir el informe de 
personas extrañas de notoria competencia. Las 
oersonas consultadas no tendrán voto en las deli¬ 
beraciones. La información reclamada podrá tam¬ 
bién hacerse por escrito. 

Art. 12. De conformidad a lo preceptuado en 
el art. 53 de la Ley de Sanidad, la Diputación 
provincial consignará en sus presupuestos una 
cantidad no menor de 750 pesetas para gastos de 
escritorio de la Secretaría de la Junta provincial 
de Sanidad. 


Ley de Sanidad piiblica de 28 Noviembre de i8yy. —Artícu¬ 
lo 53. Extracto. Desempeñará el cargo de Secretario de estas 
Juntas uno de los Vocales facultativos, a quienes se abonarán 
3.000 reales para gastos de escritorio. El Secretario sera ele¬ 
gido por las mismas Juntas. 


Comisiones [provinciales de Sanidad local. Real decreto de 

14 de Julio de 1924 (Gaceta del 13). 

Artículo i.° En cada capital de provincia funcionara una 
Comisión provincial de Sanidad local, bajo la Presidencia del 
Gobernador civil respectivo. Serán Vocales natos de estas 
Comisiones: el Ingeniero Jefe de Obras públicas, un repre¬ 
sentante de los organismos médico, farmacéutico y veterina¬ 
rio existentes en la provincia; otro de la Pacultad de Medici¬ 
na,’si la hubiere; el Arquitecto provincial y el municipal, y 
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si hubiere más de uno, el Decano; el Abogado del Estado y 
el Comandante de Ingenieros de la plaza. Serán ta ™ >en Vo¬ 
cales natos: en Barcelona, los Directores de las Escuelas de 
Arquitectura e Ingenieros industriales; en Bilbao, el de la Es¬ 
cuda de Ingenieros industriales, y en todas las poblaciones en 
que exista Sociedad de Higiene, oficia mente reconocida su 
Presidente. Actuará como Secretario de estas Juntas el Ins- 

pector provincial de Sanidad. . 

De cada Comisión formarán parte, como Vocales electivos, 

un Ingeniero, un Arquitecto y un Medico, designada por el 
Ministerio de la Gobernación, previa propuesta en teína que 
elevará la repectiva Comisión. Estos Vocales se renovarán 
cada dos años, pudiendo ser reelegidos. 

En la plaza de Ceuta se constituirá una Comisión local in¬ 
tegrada por el Comandante de Ingenieros, el Arquitecto y el 
Ingeniero municipal, el Subdelegado de Medicina, el de Far¬ 
macia y el de Veterinaria, y el Gobernador de la plaza como 
Presidente. 

La designación de los Vocales natos que no sean funciona¬ 
rios taxativamente designados por este Decreto, será hecha 
por los organismos respectivos. 

En caso de ausencia o enfermedad de cualquier Vocal nato, 
actuará el suplente que haya designado el organismo repre¬ 
sentado, o el que substituya al funcionario de que se trate. 

Art. 2. 0 Las funciones de las Comisiones provinciales de 
Sanidad local, en cuanto atañe a esta última, consistirán: 

a) Examinar los proyectos de ensanche, extensión, sa¬ 
neamiento y urbanización en que este trámite es preceptivo 
con arreglo al Estatuto y al Reglamento de Obras y Servi¬ 
cios municipales. 

b) Informar en los que deban ser examinados por la Co¬ 
misión central a tenor de lo prevenido en el art. 182 del Es¬ 
tatuto. 

c) ' Reconocer los salones de espectáculos públicos como 
tramite previo para su apertura. 

d) Velar por el cumplimiento de las disposiciones sanita¬ 
rias re¿atj?as al saneamiento urbano, denunciando las infrac¬ 
ciones que observen a las Autoridades locales. 

e ) i^ a ? uar l° s informes que soliciten la Comisión ren- 
rai, e Gobernador civil o los Ayuntamientos de la provin¬ 
cia en cuanto concierna a las disposiciones sanitarias relacio- 

rurales° n ^ saneam i e nto de las aglomeraciones urbanas o 
Art. 3 ° La Comisión central de Sanidad local será presi- 


A 
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d da por el Ministro de la Gobernación, formando parte de 
ella, como Vocales natos, el Subsecretario de dicho Ministe¬ 
rio, un representante Medico de la Real Academia de Medid- 
na y otro de la Sección de Arquitectura de la de Bellas Artes 
de San Pernando; los Directores generales de Administra- 
cion, Sanidad Re it.is publicas y Obras públicas; los délas 
Escuelas de Arquitectura e Ingenieros industriales de Madrid 
y el de la Escuela de Ingenieros de Caminos, Canales y 
Puertos, los Inspectores generales de Sanidad interior e Hi¬ 
giene pecuaria; el Presidente de la Sociedad Española de Hi¬ 
giene y el Inspector general del Trabajo. 

Los Vocales electivos, renovables cada dos años y reelegi¬ 
bles, serán seis, libremente elegidos por el Ministro de la Go¬ 
bernación entre las personas especializadas en los estudios del 


urbanismo. Tres de estos nombramientos deberán recaer en 
un Ingeniero, un Arquitecto y un Médico. 

Serán Vicepresidentes de esta Comisión el Subsecretario de 
Gobernación y los Directores generales de Administración y 
Sanidad, y Secretario, un Jefe de Administración del Minis¬ 
terio de la Gobernación. 

Art. 4. 0 La Comisión central de Sanidad local funcionará 
en pleno y en Comisión permanente. Esta será presidida por 
el Director general de Sanidad, formándola el representante 
de la Real Academia de Medicina, los Vocales electivos y el 
Secretario. 


Art. 5. 0 Corresponderá al pleno déla Comisión central 
de Sanidad local: 

a) Examinar los proyectos de ensanche, extensión, sa¬ 
neamiento y urbanización que estén sujetos a este trámite, 
conforme al Estatuto y Reglamento de Obras y Servicios 

municipales. . 

Resolver las apelaciones contra acuerdos de las Comi¬ 
siones provinciales en los casos en que taxativamente conceda 
esta segunda instancia el Reglamento de Obras y Servicios 


municipales. t , . 

c) Estudiar y proponer las'^disposiciones legislativas o re¬ 
glamentarias que sean necesarias para el mejoramiento técni¬ 
co-sanitario de los Municipios. . 1. 1 

Art. 6 .° Corresponderá a la Comisión permanente de la 

Central de Sanidad local: 

a ) Evacuar las consultas que eleven las Comisiones pro- 
vinciales o Ayuntamientos, salvo en los casos de es P ec ' a 
trascendencia que juzgue oportuno someter . considerad,on 

del pleno. 




302 


estatuto provincial 


b) Informar en el ordeu técnico-sanitario siempre que so¬ 
bre cualquier proyecto o propuesta de carácter municipal lo 
estime preciso el Ministerio de la Gobernación. 

c) Archivar las (Ordenanzas técnico-sanitarias que se ha¬ 
llen en vigor en los Municipios españoles, clasificándolas y 

publicando extractos de su contenido. 

d) Redactar Ordenanzas e Instrucciones modelo en mate¬ 
ria de saneamiento y urbanización municipales. 

e) Fiscalizar a las Comisiones provinciales de Sanidad lo¬ 
cal, proponiendo al Ministro las destituciones o sanciones que 
consideren precisas en caso de negligencia notoria. 

Art. y." Por el Ministerio de la Gobernación se dictarán 
las reglas precisas para la aplicación de este Real decreto. 

CAPITULO III 

DE LOS INSTITUTOS PROVINCIALES DE HIGIENE 

Art. 13. Las actuales Brigadas Sanitarias, 
Laboratorios provinciales e Institutos provincia¬ 
les de Higiene organizados y sostenidos por Man¬ 
comunidades municipales, refundirán sus servi¬ 
cios en los Institutos de Higiene que están obli¬ 
gados a organizar y sostener las Diputaciones 
provinciales, conforme al apartado C) del art. 123 
del Estatuto. 

Estas Corporaciones consignarán en sus presu¬ 
puestos los créditos necesarios para completar 
los servicios sanitarios que tuviesen establecidos 
dichas Mancomunidades, en el grado que impone 
el Estatuto. 

A«*t« 14. Al fusionarse unos y otros organis¬ 
mos se respetarán los derechos adquiridos por el 
personal facultativo y auxiliares técnicos, siem¬ 
pre que los nombramientos se deban a oposición 
o concurso de méritos ratificados mediante exa¬ 
men de aptitud. En este caso los interesados con- 
servarán sus cargos y jefaturas dentro de las 
lecciones correspondientes del nuevo Instituto 
de Higiene, cuya alta inspección estará atribuida 
en todo momento al Inspector provincial de Sani- 
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dad, como Jefe técnico de los servicios sanitarios 

de la provincia y del personal adscrito a os 
mismos. 1Ub 


Este mismo funcionario será el encargado déla 
dirección efectiva del Instituto, siempre que cum 
plidainente acredite ante la Diputación provincial 
mediante actas de la Comisión administrativa dé 
la disuelta Brigada Sanitaria y certificaciones de 
servicios personalmente prestados, que ejercía 
dicho cargo en la mencionada Brigada. 

Contra el acuerdo negativo de la Corporación 
provincial, podrá el interesado recurrir en alzada 
ante el Ministerio de la Gobernación, quien re¬ 
solverá en definitiva, oyendo previamente a la 
Dirección general de Sanidad y a la de Adminis¬ 
tración local. 

En ocasión de vacante de una Inspección pro¬ 
vincial de Sanidad que lleve inherente la vacante 
de la dirección técnica y efectiva del Instituto de 
Higiene, no se cubrirá ni anunciará a oposición 
esta última plaza hasta la toma de posesión del 
nuevo Inspector provincial de Sanidad, quien 
tendrá a ella preferente derecho si en la provincia 
de que procede hubiere estado encargado igual¬ 
mente de dicha dirección en el Instituto de Higie¬ 
ne correspondiente. 

En todos los demás casos de Vacante se estara 


a lo dispuesto en el art. 16 de este Reglamento. 

Art. 15. Las Diputaciones provinciales, al 
cumplimentar los servicios estatutarios del Insto 
tuto de Higiene, podrán, sin embargo, aumemar 
en el grado que estimen conveniente dicho perso¬ 
nal facultativo y auxiliar, y designar también, en 
tre el de nuevo ingreso o el que tuviere y 
Brigada, a! que haya de desempeñar las funciones 
de Médico Subdirector inmediatamente responsa¬ 
ble del buen funcionamiento del Instituto provm 
cial de Higiene, si considerasen conveniente la 

creación de este cargo. 
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Art. 16 Los nombramientos del nuevo per¬ 
sonal facultativo y técnico auxiliar, deberán na¬ 
cerse mediante ejercicios prácticos de oposición, 
nue se celebrarán en Madrid en la forma y ante 
el Tribunal que determine la Dirección general de 

Sanidad. 

Art. 17. Una vez fusionadas las Brigadas en 
los Institutos de Higiene, las Diputaciones pro¬ 
vinciales redactarán el Reglamento a que ha de 
acomodarse el régimen interior de los Institutos, 
con audiencia previa de los Inspectores respec¬ 
tivos, señalando sus servicios y el modo de rea 
lizarlos, deberes y derechos del personal adscrito 
a los mismos y obligaciones de la Diputación y de 
los Ayuntamientos en cuanto a los medios econó¬ 
micos precisos para su sostenimiento. Dicho Re 
glamento será aprobado por el Ministerio de la 
Gobernación. 

Art. 18 , Gu indo no hubiere Brigada ni ser 
vicio sanitario análogo establecido por Mancomu¬ 
nidades municipales, la Diputación provincial pro¬ 
cederá inmediatamente a organizar el Instituto de 
Higiene en la forma y con los cometidos prescri¬ 
tos en el Estatuto provincial. 

Art. 19. El régimen administrativo de los 
Institutos de Higiene estará a cargo de las Dipu¬ 
taciones provinciales. Su dirección técnica, cuan¬ 
do proceda, y siempre la alta inspección, corres¬ 
ponderá a los Inspectores provinciales de Sani¬ 
dad, quienes podrán disponer libremente y en 
todo momento de los elementos sanitarios y de 
transporte del Instituto que estimen precisos para 
el cumplimiento de sus funciones oficiales. 

, t; 20b Al hacerse la fusión de las Brigadas 
en los Institutos de Higiene, se llenarán cuantas 
ormahdades escriturarias se acuerden entre las 
íputaciones provi..cíales y Junta administrativa 
i - <l. ue *Ias, inventariando detalladamente todos 
lenes, material, dinero en caja y créditos 
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pendientes de cobro y pago y haciéndose cons¬ 
tar igual,nenie ei material gue tuvieren en calidad 
de deposito procedente del Estado. dQ 

Art. 21, Las Diputaciones provinciales po- 
dran conceder intervención en el régimen admi. 
mstrativo de los Institutos de Higiene a los Avun- 
tarnientos de la provincia por medio de los Alcal¬ 
des o Concejales que ellos designen. 

Art. 22. Por ningún concepto se utilizarán 
ingresos procedentes de la extinguida Brigada o 
del Instituto provincial de Higiene para pago de 
servicios o atenciones qiu no sean las de propio 
organismo sanitario. 

Los sueldos o gratificaciones que se asignen al 
personal facultativo del mencionado organismo 
no serán nunca inferiores al que disfrutasen en la 
Brigada Sanitaria de que proceden. Igualmente 
los Inspectores provinciales de Sanidad que sean 
nombrados Directores efectivos de los Institutos 
oercibirán en concepto de gratificación, compati¬ 
ble con su sueldo, la que ya les tuviese asignada 
la Mancomunidad municipal o acuerde señalarles 
la Diputación provincial respectiva. 

Art. 23, En ningún caso, no siendo por mo¬ 
tivo excepcional, se destinará el personal facul¬ 
tativo del Instituto, procedente de las Brigadas 
Sanitarias, a otros servicios sanitarios o benefo 
eos distintos de aquellos para los cuales ingresa¬ 
ron en dichas Brigadas. 

Art. 24. La Comisión designada por la Dipu¬ 
tación para entender en el régimen admimstrati o 
del Instituto provincial de Higiene, . 

anualmente el proyecto de presupuestos e 
Centro, asesorada por el Director tecn • p.. 
aprobación del presupuesto correspon 

p umció n provincia'. Dignaciones podrán hacer 

efectivos los créditos de las extinguidas Brigadas 
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Sanitarias contra los Ayuntamientos, conforme al 

art. 270 del Estatuto provincial. 

Art. 26. Los Institutos provinciales de Hi¬ 
giene constarán, cuando menos, de las siguientes 
Secciones i 

1. a Epidemiología y desinfección. ^ 

2. a Análisis (clínicos, higiénicos y químicos). 

% a \7iirHinpipinnPS 

De la Sección de Epidemiología y desinfec¬ 
ción dependerá cuanto se relacione con el diag¬ 
nóstico y la profilaxis de las enfermedades infec¬ 
ciosas e infectocontagiosas, investigación epide¬ 
miológica de sus causas y medidas de todo géne¬ 
ro que deben adoptarse, como asimismo será la 
encargada de practicar las operaciones de desin¬ 
fección y esterilización precisas en cada caso y 
de aislamiento y transporte de los enfermos infec¬ 
ciosos y de los de grave urgencia, completando y 
supliendo las necesidades de los Municipios en 
cuanto a estos servicios se refiere. 

Todos los servicios de esta Sección tendrán el 
carácter de urgencia inexcusable. 

En las provincias en que exista una endemia 
palúdica de consideración con focos importantes 
o repartidos en grandes extensiones de terreno, 
se establecerá en esta misma Sección un servicio 
destinado al estudio del paludismo y lucha anti¬ 
palúdica. 

Cuando en una provincia existan zonas decla¬ 
radas palúdicas, este servicio obrará en relación 
directa con la Comisión provincial antipalúdica, 
y en todo caso, cuando la Comisión central de 
esta especial lucha organice servicios en la pro¬ 
vincia o verifiquen trabajos de cualquier natura¬ 
leza en relación con sus fines, el servicio del 
paludismo de la Sección de Epidemiología y des¬ 
infección del Instituto provincial de Higiene, ten¬ 
drá la obligación de cooperar y trabajar de acuer- 
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do con los técnicos de dicha Comisión central 
antipaludica. ^ clurdl 

De la Sección de análisis dependerán todos los 
de orden Ingenie,) y en especial, los bacterioló¬ 
gicos, serologicos, histológicos y clínicos, los de 
alimentos, bebidas, condimentos, productos in¬ 
dustriales, drogas, medicamentos y materiales 
que se consideren peligrosos o sospechosos de 
producir perjuicios a la salud. 

La Sección tercera, o de Vacunación, organiza¬ 
rá debidamente los servicios de vacunación e 
inoculaciones preventivas, de un modo preferente 
los antirrábicos, antivariólicos y antitíficos, sin 
perjuicio de ir extendiendo su acción profiláctica 
o curativa a otras enfermedades igualmente in¬ 
fecciosas, a medida que lo consienta el desenvol¬ 
vimiento económico y científico del propio Insti¬ 
tuto y la organización del personal pericial y 
dotación del material adecuado. 

Será misión del Instituto en conjunto organizar 
una propaganda activa y adecuada y ordenar las 
estadísticas que juzgue convenientes, evitando 
en este punto la duplicidad de servicios. 

Publicará una hoja mensual en que consten los 
servicios prestados durante el mes y cuantas no¬ 
tas y datos crean beneficiosos para la sanidad de 
la provincia. Dicha hoja establecerá intercambio 
con los demás Institutos de Higiene, siendo obli¬ 
gatoria su remisión a la Dirección geneiai t 

Sanidad. . , , 

Art. 27. El Instituto provincia! de nig.cne 

tendrá relaciones oficiales e intercambio Cl ^p 1 
co con los organismos sanitarios de su c ■ 
con el Nacional de Alfonso^XHL d lie L eqía . 
dos de Centro consultivo. _ i amblen deberá 
blecerlas con las Delegaciones prov óJC a j 

Cruz Roja Españolo, para cuanto s wj ( i ns 
; 1 ' interinos y de nerums 


traslado y transpor 
graves. 
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28. E! Instituto de Higiene, de acuerdo 
con el Inspector provincial de Sanidad, organiza¬ 
rá anualmente cursillos de ampliación de cono¬ 
cimientos sanitarios y de divulgación de conoci¬ 
mientos higiénicos para los Inspectores munici¬ 
pales de Sanidad de la provincia, siendo tal fun¬ 
ción docente una de las que con más celo e inte¬ 
rés deberá atender el Instituto. Los cursillos de 
estas enseñanzas, así como las conferencias y de¬ 
más trabajos de vulgarización y de propaganda 
sanitaria que realice el Instituto, estarán a cargo 
del personal técnico de toda su Sección. 

Art. 29, Cada Instituto de Higiene dispon¬ 
drá como mínimum del material que los Inspec¬ 
tores provinciales de Sanidad juzguen indispen¬ 
sable. 

Art. 30* Serán funciones y atribuciones in¬ 
herentes al Inspector provincial de Sanidad, des¬ 
empeñe o no la dirección técnica del Instituto 
provincial de Higiene, las siguientes: 

a) Ordenar y dirigir los trabajos de profilaxis 
de las enfermedades transmisibles, efectuados por 
el Instituto en toda la provincia. 

b) Acordar el orden de prelación de los ser¬ 
vicios sanitarios de urgencia que soliciten al Ins¬ 
tituto dos o más Ayuntamientos simultáneamente. 

c) Informar sobre la adquisición, reforma, re¬ 
paración, etc., del material técnico sanitario, así 
como también acerca de las condiciones que re¬ 
únan los locales y dependencias del Instituto. 

Art, 38* Las Subbrigadas o equipos sanita¬ 
rios creadas en las cabezas de distrito judicial 
o pueblos de mayor vecindario por las Brigadas 
sanitarias pasarán a depender de los Institutos 
de Higiene, respetándose, sin embargo, la orga¬ 
nización técnica que tuvieran y los derechos del 
personal facultativo que hubiese acreditado su 
suficiencia mediante pruebas de aptitud. 

La Diputación provincial procurará organizar 
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Subbrigadas sanitarias en todas las cabezas de 
partido judicial y poblaciones de la provincia de 
alguna importancia, procurando siempre que el 
personal adscrito a sus servicios obtenga su nom¬ 
bramiento en virtud de concurso-oposición 

En el concurso-oposición que se verifique para 
proveer la Jefatura técnica de ¡as Subbrigadas 
sanitarias, serán méritos preferentes los de ha¬ 
ber seguido algún cursillo de práctica de labora¬ 
torio o de desinfección en el Instituto Nacional de 
Higiene de Alfonso XIII o en las propias Briga¬ 
das provinciales, y los de ser o haber sido Sub¬ 
delegado de Medicina en propiedad o Inspector 
municipal de Sanidad. 

Cuando esté en funciones la Escuela Nacional 
deSanidad, el mérito más sobresaliente, a estos 
efectos, será el poseer un diploma de aptitud ex¬ 
pedido por dicho Centro. 

Art. 32. La Diputación provincial de Cádiz 
establecerá una Subbrigada sanitaria en el campo 
de Gibraltar. Será su inmediato Jefe el Inspector 


regional de Sanidad que tiene su residencia oficial 
enAlgeciras. 

Art. 33. Los Ayuntamientos de capital de 
provincia y de poblaciones mayores de 20.000 al¬ 
mas que tengan bien organizados los servicios 
sanitarios a que les obliga el Estatuto y Regla¬ 
mento de Sanidad municipal, podrán ser releva 
dos de contribuir con el 1 por 100 de su presu¬ 
puesto ordinario de ingresos al sostenimiento del 
nstituto provincial de Higiene, siempre que se 

demuestre ante la Junta provincial de Sani a , 
en pleno, que disponen de material y or ^ a ^!^ 
ción sanitarias suficientes para por si so os g 
nosticar y combatir las enfermedades 
tagiosas que aparezcan en su termino m' , P ’ 

. _ I _ _ s de aisla 


presenten, y que enema.. — *---- , de des 
miento, medios de asistencia y apar 
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infección en la medida proporcionada a sus ne¬ 
cesidades y recursos. 

Será ademas necesario cjue el presupuesto to 
tal de estos servicios importe, cuando menos, el 
1 por 100 del de gastos de la Corporación. 

Relevados los Ayuntamientos en este caso del 
pago de dicha cuota, no lo estarán, sin embargo, 
de su obligación de cooperar con el instituto pro¬ 
vincial de Higiene a los fines sanitarios a éste en¬ 
comendados, coordinando a tal fin los servicios 
que tuvieren y prestando su personal y material 
la ayuda que, caso necesario, les fuere reclama¬ 
da por el Inspector provincial de Sanidad, a cuya 
inspección técnico-sanitaria quedarán igualmente 
subordinados. 

Art. 34. La Administración central se reser¬ 
va el derecho de intervenir y de completar con 
con sus servicios propios los que, en el orden sa¬ 
nitario, pudieran tener organizados las Diputa¬ 
ciones provinciales. 

Art. 35. Todo proyecto de Mancomunidad 
interprovincial de servicio sanitario precisará an¬ 
tes de su aprobación por el Ministerio de la Go¬ 
bernación, informe previo de las Juntas provin¬ 
ciales de Sanidad respectivas y de la Dirección 
general de Sanidad. 

Art. 36. De la Comisión gestora de las obras 
y servicios sanitarios a que afecte dicha Manco¬ 
munidad formará parte, como asesor técnico, el 
inspector provincial de Sanidad de la circuns¬ 
cripción en que aquéllos han de establecerse. 

CAPITULO IV 

DEL RÉGIMEN SANITARIO DE LOS ESTABLECI¬ 
MIENTOS BENÉFICOS PROVINCIALES 

Art. 37. Las Diputaciones provinciales dis¬ 
pondrán que en cada uno de los Establecimientos 
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provinciales de Beneficencia haya un pequeño lo¬ 
cal o pabellón de aislamiento para los primeros 
casos de enfermedades infecciosas o infecto-con- 
tagiosas que pudieran presentarse entre los asi¬ 
lados de los respectivos establecimientos. 

También establecerán en cada uno de éstos los 
medios de desinfección y de desinsectación ne¬ 
cesarios para evitar la difusión de posibles con’ 
tagios. 

Ar>t. 38. Sin perjuicio de estos medios pre¬ 
ventivos, propios y obligatorios para todos los 
establecimientos y con independencia de ellos, la 
Diputación provincial, oyendo al Inspector pro 
vincial de Sanidad, organizará los mismos servi¬ 
cios de aislamiento de enfermos infecciosos y de 
desinfección, con carácter general, para preve¬ 
nir y complementar las deficiencias de que ado¬ 
leciesen los servicios municipales en orden a la 
profilaxis contra las infecciones y epidemias. 

A tales efectos deberá contar con un pabellón 
general de aislamiento para enfermos infecciosos, 
con el consiguiente personal facultativo y hospi¬ 
talario y de asistencia, medios de transporte sufi¬ 
cientes y adecuados y todo el material de desin¬ 
fección y desinsectación fijo y móvil que fuese 
necesario. 

Art. 39. Siendo actualmente elemento indis¬ 
pensable para el diagnóstico y tratamiento del 
cáncer una buena y completa instalación de ra¬ 
yos X, la Diputación provincial procurará contar 
con ella en sus servicios hospitalarios, de forma 
que pueda ser igualmente utilizada, no sólo en 
beneficio de los enfermos que estén hospitaliza 
dos sino también de los que acudan a las con>ul- 
tas de los Dispensarios antituberculosos y anti¬ 
cancerosos que vienen obligadas a crear, por vir¬ 
tud del Estatuto, dichas Corporaciones provin- 

C1 Art. 40. Estarán obligadas las Diputaciones 
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a destinar una sola sala del Hospital provincial o 
un departamento o pabellón adecuado para la 
hospitalización de las meretrices enfermas. # 

Áct. Todo Hospital provincial o sosteni¬ 
do con fondos provinciales, tendrá una sala es¬ 
pecial o un pabellón aparte para enfermos avan¬ 
zados de tuberculosis pulmonar, con el fin de pro¬ 
curar su mayor aislamiento. 

Ai*t. 42. Todos los servicios de Laboratorio 
y de análisis clínicos podrán centralizarse en el 

Instituto provincial de Higiene. 

Art. 43. La vigilancia sanitaria de todos es¬ 
tos servicios y el régimen higiénico de toda clase 
de Establecimientos benéficos de la provincia, 
aunque sean de fundación particular, correspon¬ 
de a Inspector provincial de Sanidad, el cual 
cuidará en todos ellos del cumplimiento de las 
prescripciones de higiene que no se refieran al 
tratamiento particular de cada asilado, dando 
cuenta al Gobernador, a la Junta provincial de 
Sanidad o a la Dirección general del ramo, según 
los casos, de las faltas que notare y cuyo reme¬ 
dio intentado no consiguiere. 

Los servicios de los Establecimien¬ 
tos benéficos provinciales se organizarán en su 
aspecto técnico con audiencia previa del respec¬ 
tivo personal facultativo, de cuya Jefatura médi¬ 
ca dependerá cuanto afecta a la disciplina, orden 
de los servicios, régimen de alimentación, etc. 

Sera de la exclusiva competencia de la Admi- 

mstración provincial y de la respectiva de dichos 
Establecimientos cuanto haga referencia a los 
medios económicos precisos para realizar sus 
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CAPITULO V 

DE LAS ORGANIZACIONES SANITARIAS DE 

CARÁCTER SOCIAL 

I. — De los Dispensarios. 

Art. 45, Las Diputaciones provinciales or¬ 
ganizaran Consultorios públicos gratuitos de en¬ 
fermedades generales y, especialmente para pre- 
tuberculosos y tuberculosos pobres y enfermos 
de afecciones Venéreo-sifilíticas. 


Véanse las Reales órdenes circulares de 31 Marzo de 1914 
(Gaceta del 26 de Abril) y 21 de Mayo de 1915 {Gaceta del 
22) y las Reales órdenes de 9 y 18 de Septiembre de 1916. 


Los servicios y el funcionamiento de estos Dis¬ 
pensarios tendrán lugar en locales distintos y, de 
no poder ser, en días u horas diferentes, adscri¬ 
biendo a cada uno de ellos personal técnico y 
auxiliar debidamente especializado. 

Art. 46. En el Dispensario antituberculoso 
no se admitirá en consu ta ni se dispondrá trata 
miento a otra clase de enfermos que los pro 
píamente tuberculosos, si bien podrán estable¬ 
cerse dentro del propio dispensario las consultas 
correspondientes a las diversas localizaciones de 
la tuberculosis. 

Art. 47. La principal misión del Dispensario 
antituberculoso consistirá en el diagnóstico pre¬ 
coz de los enfermos tuberculosos que a él acu¬ 


dan, en la educación higiénica de estos misinos 
enfermos y en la mayor propaganda posible de 
toda acción profiláctica contra esta dolencia. 

La vigilancia sanitaria e investigación dornici 
liaría de los propios enfermos que asistan al Dis¬ 
pensario y de las demás personas que les rodean, 
será también objeto preferente de la tunción 
médico-social encomendada a estos Centros. 
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Animismo, se* procurará adscribir a los Dispen¬ 
sarios enfermeras visitadoras u otras personas, 
técnicas o no técnicas, pero de reconocido al¬ 
truismo, debidamente preparadas en cuestiones 
de higiene antituberculosa, para la investigación 

profiláctica domiciliaria, ... 

Art. 48. El Dispensario provincial antitu¬ 
berculoso estará en relación constante con los 
demás de su dase que existan en la capital o en 
pueblos de la provincia, estableciéndose entre 
todos ellos, y con los de otras capitales, un 
intercambio científico social de los diversos fac¬ 
tores que integran el complejo problema de la 
lucha contra la tuberculosis. 

Art. 49. El Dispensario antivenéreo de ca¬ 
rácter provincial realizará su misión médico-so¬ 
cial extendiendo su acción curativa y profiláctica 
no sólo al segmento prostibulario, sino igualmente 
a cuantos hombres y mujeres se hallen afectos de 


enfermedades venéreo sifilíticas; para lo cual, y 
en primer término, no se hará inscripción nominal 
alguna, debiendo llevarse únicamente un Registro 
de fichas numeradas con los indispensables datos 
clínicos. 


Será función principal de este Dispensario el 
diagnóstico y tratamiento gratuito de dichas en¬ 
fermedades, procurando realizar preferentemente 
la esterilización terapéutica de los portadores de 
gérmenes. 

Art. 50. De igual modo que el Dispensario 
antituberculoso con los de su clase, el antivené¬ 
reo establecerá relaciones oficiales de servicios 
con los demás que de su género existan en la 
capital y pueblos de la provincia, e incluso con 
‘os de otras, y muy singularmente con el de Azúa, 
de Madrid, que por depender del Comité Central 
contra la enfermedades venéreas, deberá servir a 
todos de Centro consultivo. 

Si alguno de los Dispensarios anti - 
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venéreos existentes en capitales de provincia 
dependientes de las Juntas de Sanidad respecti¬ 
vas, no contase con medios o recursos suficientes 
para su buen funcionamiento, la Diputación pro¬ 
vincial podrá tomarlo a su cargo, completando 
con sus propios recursos los de la Junta. 

Se respetará, sin embargo, en estos casos, el 
personal facultativo que estuviese nombrado en 
Virtud de oposición, así como la Jefatura técnica, 
confiada por las disposiciones vigentes al Inspec’ 
tor provincial de Sanidad, con las gratificaciones 
que unos y otros disfruten. 

Arta 52a Por ningún concepto que se refiera 
al reconocimiento y tratamiento de las prostitutas 
enfermas se abonará derecho alguno. Estos reco¬ 
nocimientos se harán siempre en el Dispensario y 
serán gratuitos. 

Art. 53. En aquellas provincial del Mediodía 
o de Levante en que el «tracoma» tiene por su 
extensión e intensidad los caracteres de verda¬ 
dera plaga social, sus Diputaciones estarán obli¬ 
gadas a crear Dispensarios antitracomatosos y 
Escuelas especiales para esta clase de enfermos, 
destinando igualmente en los Hospitales provin 
cíales alguna sala o departamento especial para 
su aislamiento y tratamiento. 

Art. 54. Será asimismo obligación de las 
Diputaciones provinciales aislar y cuidar a los 
enfermos de «lepra» que hubiere en sus respec 
tivas provincias, recluyéndoles en las leproserías 
que tuvieren o con las que hubiesen contratado 
este servicio, a cuyos respectivos Establecimien¬ 
tos oficiales o privados abonarán el importe de 
las estancias que causen estos enfermos. 

Art. 55. Todos estos Consultorios o Dis¬ 
pensarios se establecerán en locales míe reúnan 


hidieli 


,as condiciones adecuadas y las 
pias de su destino; estarán dotados de lo- mea 
precisos, y su organización deberá atenerle a 


pro- 
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prescripciones, reglas y fines especiales a cada 
uno de ellos. 


Dispensarios provinciales y municipales. Tuberculosis. 
Real orden de 5 de Septiembre de 1926 (Gaceta del 4). Se 
aprueban y se publican en la Gaceta y Boletines Oficiales los 
acuerdos propuestos por la Comisión asesora permanente con¬ 
tra la tuberculosis, cuyo más exacto cumplimiento se enco¬ 
mienda a los Gobernadores civiles y se establece la obliga¬ 
ción del Médico de dar cuenta de su asistencia a la Autoridad 
sanitaria. 


11. —De los Sanatorios. 

Art. 56. Las Diputaciones que por sí solas 
no puedan establecer un Sanatorio provincial 
para enfermos curables de tuberculosis, deberán 
concertarse con las que le tuvieren, abonando el 
importe de las estancias que causen dichos en¬ 
fermos. 

Podrán asimismo organizar, en las épocas opor¬ 
tunas, colonias de niños enfermos o predispuestos 
de dicha dolencia que hubiere en sus estableci¬ 
mientos benéficos para llevarles a los Sanatorios 
marítimos o de montaña, oficíalos o particulares, 
abonando igualmente los gastos de su viaje y 
estancia. 

Dos o más Diputaciones podrán concertarse 
para establecer, con cargo a sus presupuestos, 

un Sanatorio antituberculoso de carácter re¬ 
gional. 

III- Institutos de Puericultura y de asistencia 

infantil. 

Art. 57. Las Diputaciones provinciales or¬ 
ganizaran un Instituto de Maternología y de Pue¬ 
ricultura que sirva de enseñanza higiénica a la 
mujer en todo cuanto se refiere a los cuidados 
4el embarazo y crianza de los hijos. 
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Estos Institutos constarán, principalmente de 
los siguientes departamentos o Secciones- ’ 

a) Comedor de embarazadas y de madres lac- 
tantes. 


b ) Gota de leche* 

c) Casa-cuna. 

Al frente de cada una de estas Secciones ha¬ 
brá el personal técnico y auxiliar necesario de¬ 
biendo estar dotadas de los elementos y auxilios 
propios. 

Ai*t. 58. Los Inspectores provinciales de Sa¬ 
nidad, auxiliados por los de distrito y por los mu¬ 
nicipales, vigilarán atentamente cuanto hace re¬ 
ferencia a la lactancia de niños confiados a no¬ 
drizas mercenarias, efectuando las visitas de ins¬ 
pección que estimen convenientes, y denuncian¬ 
do, ante quien corresponda, las infracciones a la 
Ley de Protección a la Infancia y Reglamentos 
de ella derivados. 


Véanse la Ley de 23 de Julio de 1905 (Gaceta 2 Agosto); 
Real decreto de 24 de Febrero de 1908 (Gaceta del 25 ; Rea¬ 
les decretos de 8 de Febrero de 1911 (Gaceta del 9), 14 de 
Junio de 1915 (Gaceta del 15) y 17 de Octubre de 1916 {Ga¬ 
ceta del 18). 


Esta misma vigilancia se hará más extremada 
respecto a las nodrizas y niños procedentes de 

Maternidades y Hospicios. 

Art. 59. Será cometido de las Diputaciones 
provinciales prestar gratuitamente el debido asilo 
o asistencia hospitalaria a tobo niño pobre, üsiu 
do o impedido, cualquiera que sea la cau>a de mi 
invalidez, aplicando a su corrección o curación 
posible cuantos medios terapéuticos sean pre¬ 
cisos. . . , ¿ 

Art. 60. Para el sostenimiento de toda> e- 

tas organizaciones sanitarias, las Diputación» 
provinciales estimularán la acción soca, 


tomen- 
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hiera en la provincia. 


este carácter que hu- 


TITULO II 

De las obras sanitarias 
subvencionadas. (1) 

Art. 61. Las cantidades consignadas en los 
presupuestos provinciales para subvencionar 
obras de carácter sanitario que realicen los Ayun¬ 
tamientos de la provincia, se destinarán preferen¬ 
temente a las que tengan por objeto abasteci¬ 
miento de aguas, evacuación de excretas o in¬ 
mundicias, saneamiento de zonas palúdicas y de 
viviendas Después de éstas, cualesquiera otras 
que de modo evidente tiendan al mejoramiento 
sanitario e higiénico de las poblaciones. Lo pre¬ 
supuestado para tales fines no será nunca menor 
del 2 por 100 del presupuesto provincial. 

Art, 62. Cuando dos o más Ayuntamientos 
soliciten a un mismo tiempo subvención de la Di¬ 
putación provincial para obras sanitarias com¬ 
prendidas en e! artículo anterior, la preferencia 
para la concesión guardará el mismo orden de 
importancia que el de las obras enumeradas, y 
dentro de la igualdad de estas obras merecerá 
mayor preferencia el Municipio cuya estadística 
de mortalidad arroje mayor cifra proporcional y 
disponga de menores recursos económicos. 

63. Las Diputaciones provinciales no 
acordarán concesión alguna de este carácter sin 
el previo informe de la" Comisión provincial de 
Sanidad local. 


(i) Por Real orden 28 de Mayo de 1925 (Gaceta del 29), 
referente a los servicios indicados en el art. 128 ftl prece¬ 
dente Estatuto provincial, se establecen normas para subven¬ 
cionar las obras de carácter sanitario. 
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La Diputación provincial podrá encargar a los 

nspectores provinciales de Sanidad de la vigi¬ 
lancia y fiscalización de las obras sanitarias mu¬ 
nicipales por ella subvencionadas. 

. Siempre que la Diputación provin- 

cial proyecte obras de saneamiento higiénico o 
agrícola en zona de paludismo endémico, proce- 
derá de acuerdo con los servicios correspondien¬ 
tes de la Sección de Epidemiología del Instituto 
de Higiene y con la Comisión central antipalúdi¬ 
ca. Del propio modo atenderá cualquier indica¬ 
ción o propuesta de los indicados servicios anti¬ 
palúdicos que se refieran a obras de saneamiento 
del terreno. 

Campaña contra el paludismo .—Real decreto de 14 de Ju¬ 
nio de 1924 (Gaceta del 17). 

Artículo i.° Para organizar y llevar a cabo los trabajos 
dirigidos a combatir el paludismo en España, se constituirá 
una Comisión Central y las Comisiones provinciales y loca¬ 
les que sean necesarias, a propuesta de la Central. 

Formarán parte de esta organización los auxiliares faculta¬ 
tivos y los subalternos que en el art. 4. 0 se especifican. 

Art. 2. 0 La Comisión Central de trabajos antipalúdicos 
estará formada por el Subsecretario del Ministerio de la Go¬ 
bernación, Presidente; el Director general de Sanidad, Vice¬ 
presidente; el Catedrático de Parasitología de la Facultad de 
Medicina de Madrid, un Ingeniero de Caminos nombrado por 
el Ministerio de Fomento, un Representante o Delegado de 
la Cruz Roja, el Inspector general de Sanidad interior, un 
Inspector provincial especializado en la materia, un Farma- 
céutico designado por el Colegio de Madrid, \ ocales, v el 
Jefe de la Sección de Parasitología del Instituto de Alfon¬ 
so XIII, que actuará de Secretario. 

Art. 3. 0 Las Comisiones provinciales y locales estarán 

constituidas: las primeras, por el Gobernador deja provincia. 

i la Diputación, nn Ingeniero jete piovmuu!, 

un Médico de alto prestigio pro- 
’a ( lomis'-ón ( len tí al, 


el Presidente de 

un Farmacéutico establecido 
fesional, estos dos últimos elegidos por 
y el inspector provincial de Guindad, que cp ^ 
nes de Secretario; y las segundas por e: A can¬ 
tor municipal de Sanidad, el ,>1. J’-c o 
ración se solicite, y un Fat macé 
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r t. 4 i. os e. amentos auxiliares, eventualmente, los for 
niaran: el facultativo, con ios Médicos de la brigada Sanita¬ 
ria Central, los de la Sección de Parasitología y de Epidemio¬ 
logía del Instituto de A.fonsc XIII, los Médicos e Ingenieros 
del Parque de Sanidad y los Médicos de las Brigadas provin¬ 
ciales; y el subalterno, con todos los dependientes de los Cen¬ 
tros antedichos y los grupos que se formen en cada localidad 
con personal de las mismas. 

Cuando las necesidades del servicio lo requieran, p3drá 
nombrarse otro personal facultativo o subalterno con carácter 


exclusivamente transitorio o temporal. 

Art. 5Las Comisiones provinciales y las locales se cons¬ 
tituirán a requerimiento de la Central, a medida que ésta vaya 
estableciendo, por etapas sucesivas y con arreglo a sus me¬ 
dios, la acción antipalúdica en las distintas regiones. 

Art. 6.° Será de competencia exclusiva de la Comisión 
Central la declaración oficial de las zonas palúdicas, cuya de¬ 
claración deberá hacerse gradualmente, a medida que sea fac¬ 
tible la aplicación de las medidas profilácticas y curativas ne¬ 
cesarias para combatir el paludismo. 

Art. 7. 0 Toda zona declarada palúdica quedará sujeta a 
los derechos y debeles siguientes: 

a) Será obligatorio someterse a las medidas de tratamien¬ 
to y de profilaxis general que las Autoridades sanitarias dis¬ 
pongan (petrolizaciones, protección mecánica, etc.). 

h) La Comisión Central organizará en cada zona uno o 
más dispensarios dotados de los elementos indispensables 
para el examen hemático, ia destrucción de los anofeles y el 
tratamiento de los enfermos. 

c) Los braceros y obreros habitantes de dichas zonas, lo 
mismo que sus familias, tendrán derecho al suministro gra¬ 
tuito de la quinina, al cual contribuirán, en la parte ¡que se 
estipule, el Estado, los Municipios y los patronos, en las con¬ 
diciones que indicará el Reglamento. 

d) Los propietarios de terrenos palúdicos tendrán la obli¬ 
gación de sanearlos en la form* y por los medios de más fá¬ 
cil realización que las Comisiones técnicas señalen, y deberán 
proporcionar, gratuitamente, a los trabajadores empleados en 
la explotación de dichos terrenos, la quinina necesaria para el 
tratamiento profiláctico y curativo. 

e) A fin de evitar la formación de múltiples viveros de 
mosquitos, queda terminantemente prohibida la ejecución de 
excavaciones y hoyas supérfluas capaces de recoger y mante¬ 
ner encharcadas las aguas pluviales o de otro origen. Si algu- 


APÉNDICES 


321 


na vez fueran indispensables, se establecerán en pleno cam¬ 
po, a tres kilómetros de poblado y en forma que impida el 
encharcamiento duradero de las aguas. Las aguas útiles que¬ 
daran sometidas a las reglas higiénicas que las Comisiones es- 
tablezcan. 


Art. 8. La Comisión Central podrá suministrar a los Mu¬ 
nicipios quinina a precio de coste en los casos que determine 

el Reglamento a que se refiere el artículo adicional de este 
Decreto-ley. 

Art. 9-. Sera obligatoria la organización de la profilaxis 
antipalúdica en los cotos arroceros, campos de lino y cultivos 
análogos, debiendo contribuir equitativamente a los gastos 
los propietarios de las explotaciones. 

Artículo adicional. En el plazo de tres meses, desde la fe¬ 
cha de su constitución, la Comisión Central redactará y ele¬ 
vará al Gobierno el Reglamento para la ejecución del presen¬ 
te Decreto-ley. 


TITULO III 

Del régimen sanitario de las islas 

Canarias. 


Art. 65. Los Cabildos insulares, en virtud 
de lo dispuesto en el art. 188 del Estatuto provin¬ 
cial, tendrán las funciones, derechos y obligacio¬ 
nes que dicha ley asigna a las Diputaciones pro¬ 
vinciales, y aislada o mancomunadamente, cum¬ 
plirán las obligaciones mínimas enumeradas en su 
capítulo III, en materia de Beneficencia, Higiene 
y Sanidad. 

Art. 66. A los efectos de orden sanitario y 
de organización de servicios de este carácter, se 

dividirá el Archipiélago i' * . i ■ 

l.° Occidental, que comprende las islas de 1 ene- 

rife, La Palma, Gomera y Hierro, y cuya capi¬ 
tal será Tenerife; y 2.° Oriental, a! cual pertene¬ 
cerán Gran Canaria, Lanzarote y f-uerteventuia. 

y cuya capital será Las Palmas 

Por consiguiente, todo cuanto sobre h>> licua¬ 
dos servicios se exige a la- Diputaciones P roVltl 
Cíales y queda reseñado en el presente Keglaniji- 

„ „,. T -¿\ 

Est. provincial 
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to será aplicable a cada uno de estos dos grupos 

insulares. . 

Art 67. Para la mejor organización y reali- 
nación de servidos, habrá en Las Palmas un Ins¬ 
pector del grupo insular oriental, con los mismos 
derechos, atribuciones y deberes que el residente 
actualmente en Tenerife, el cual no tendrá, en lo 
sucesivo, mayor jurisdicción sanitaria que la co- 
respondiente al grupo occidental de dichas islas. 
De igual modo que éste, el designado para el gru- 
po oriental pertenecerá al Cuerpo de Inspectores 
provinciales de Sanidad. 

Art. 68. En caso de vacantes, ausencias o 
enfermedades de estos funcionarios, serán substi¬ 
tuidos, respectivamente, por los Médicos Direc¬ 
tores de Sanidad de los puertos de Tenerife y 


Las Palmas. 

Art. 69. En la capital respectiva de estos 
dos grupos residirá y funcionará una Junta de 
Sanidad con análogos elementos técnicos señala¬ 
dos a las provinciales, y en los que tendrán, des¬ 
de luego, representación proporcional los Cabil¬ 
dos de las islas de cada grupo. 

Las funciones, atribuciones y deberes de estas 
Juntas de Sanidad serán iguales a los de las Jun¬ 
tas provinciales. 

. Art. 70. Quedan derogadas cuantas disposi¬ 
ciones se opongan al cumplimiento de este Regla¬ 
mento. 


y■ Funcionarios y subalternos pro¬ 
vinciales. Reglamento aprobado por Real de¬ 
creto de 2 de Noviembre de 1925 (Gaceta del 7). 

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES Y COMUNES 

Bajo la denominación de funcio- 
arios provinciales se comprende a todos los 
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empleados de las Diputaciones, Cabildos insula¬ 
res y Mancomunidades (administrativos y técni¬ 
cos), que con nombramiento de las mismas Cor¬ 
poraciones realizan funciones permanentes, fbju- 
ran en plantillas o escalafones v perciben sueldos 
o asignaciones fijas, con cargo a os presupuestos 
provinciales. 

Art. 2 .° Los funcionarios provinciales, por 
razón de la naturaleza de los servicios que desem¬ 
peñan, tendrá el carácter y condición de funcio¬ 
narios públicos a todos los efectos legales. 

Ar*f» 3 «° Las Corporaciones provinciales, 
dentro de los seis meses siguientes a ia publica¬ 
ción de este Reglamento, y teniendo en cuenta la 
naturaleza, clase e importancia de los servicios a 
a su cargo y la cuantía de sus presupuestos, for • 
triarán y aprobarán las plantillas y Reglamentos 
aplicables a sus funcionarios, con la debida sepa¬ 
ración de clases y servicios, distinguiendo en las 
plantillas los cargos comunes y especiales y de¬ 
terminando los Reglamentos, con la mayor clari¬ 
dad y detalle, los derechos, deberes, responsabi¬ 
lidades y sanciones. Al formar ias plantillas se 
respetarán los derechos adquiridos, reconociendo 
a los funcionarios que ingresaron por oposición 
o concurso los derechos a la inamovilidad, suel¬ 
dos, ascensos y demás que se deriven de la con¬ 
vocatoria; a los de libre nombramiento ios úne¬ 
se determinen en los precedentes Reglamentos i 
la Corporación, y si ésta no los tuviere^ 
to a los derechos adquiridos solo supone 
sueldos que en la ncíuah 
dos y dependientes pagad 
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bados por la Corporación no podran ser modifi¬ 
cados en un período de cinco años, salvo que lo 
demanden las leyes por la creación o modifica¬ 
ción de los servicios, o que la conveniencia y la 
necesidad de la reforma se justifique en expedien¬ 
te instruido con audiencia de los interesados, in¬ 
formes de Letrados y Jefes de servicio, aproba¬ 
do en sesión extraordinaria por cuatro quintas 


partes de! número total de Diputados que consti¬ 
tuyan la Diputación plena. 

Art. 5.° Asimismo vendrán obligadas las Cor¬ 


poraciones, en los dos meses siguientes a la apro¬ 
bación de las plantillas, a formar los Escalafones 
de las distintas clases en que se distribuya a los 


empleados pagados de sus fondos que teniendo 
la condición de funcionarios no ocupen cargos es¬ 


peciales. 

Redactados y publicados los proyectos de Es¬ 
calafones, los funcionarios interesados podrán 
reclamar, en un término no menor de quince días, 
que para ello se fije, y previa resolución de las 
que se formulen, se redactarán, aprobarán y pu¬ 
blicarán igualmente los Escalafones definitivos en 


el mes siguiente. Estos habrán de ser revisados 
con idénticas formalidades cada año en los dos 


primeros meses del ejercicio. 

6.° Dentro de cada Corporación, los 
funcionarios provinciales se dividirán, por razón 
de la función, en dos grupos, a saber: adminis¬ 
trativos y técnicos. 

Los administrativos son los que desempeñan 
funciones de esta clase, y formarán un solo Cuer¬ 
po independientemente de la oficina a que se ha¬ 
llen adscritos, tendrán una sola plantilla y Esca¬ 
lafón y se regirán por el propio Reglamento. Los 
técnicos serán los que para su ingreso y ejerci¬ 
cio necesiten aptitud y título facultativo o profe¬ 
sional, subdividiéndose en tantos grupos o clases 
como sean las profesiones a que pertenezcan, y 
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ngiéndcíBe los de cada uno por su Reglamento 
plantillas y Escalafón. * ient0 ’ 

AP V 7 "° k OS sitemos (Porteros y Orde- 
nanzas), se refundirán en una sola plantilla v Es¬ 
calafón, ya sirvan en las oficinas centrales va en 
otras dependencias y establecimientos de ía Pro¬ 
vincia o Cabildo. 

Los Peones camineros, con sus dos categorías 
de Peones y Capataces, formarán una plantilla 
especial dentro del personal subalterno. 

. 8.0 En la plantilla de cada grupo, servi¬ 

cio o clase, se distinguirán los cargos comunes 
y los especiales. 

Serán comunes los que motiven la formación 
de Escalafones y se ha len comprendidos en una 
escala que conste de dos o más categorías, a las 
que corresponda distinto haber en presupuesto 
y requieran para su desempeño el mismo título o 
grado de aptitud, y especiales , los que por su 
naturaleza y función tengan tal carácter, cons¬ 
tando de una sola categoría y sueldo, sin opción 
a figurar en Escalafón ni a ocupar otros destinos 
y que por su servicio requieran título o aptitudes 
determinadas. 

En los comunes , se ingresará en lo sucesivo 
por la última e inferior categoría, y las vacantes 
de las superiores se proveerán por Escala leu y 
en el turno reglamentario, en tanto que las va¬ 
cantes de los cargos especiales se proveerán di 
rectamente con el haber señalado en pianti la \ 
con las solemnidades legales y reg!mm mari.m 
Serán especiales los cargos de Secretario, Inter¬ 
ventor, Depositario, Jefe de la Sección de re¬ 
supuestos municipales. Archivero 1 enedor ;.<• li¬ 
bros, Ayudante de caja, ( roter, .a ■ i<> p ro. i.lci 
tricista, Escultor anatómico. Cortador de carnes, 


Masajista, Barbero, Sacristán. < armo. Ja) date¬ 
ro y otros análogos que, requiriendo conocimien¬ 
tos o condiciones adecuadas, sean anuos en ai 
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( ¡;,s.. y t.mgau o! sueldo y categoría peculiar. Se 
(•óíisiderarán extrníimiiacióu legal a ios efectos 
,ir ín aprobación del presupuesto la creación y 
<¡,dación de un nuevo cargo especial sin justifi- 
( íicirai de su necesidad y conveniencia y sin au¬ 
torización de la Presidencia del Gobierno, cuan¬ 
do se i rule de destinos que correspondan al ramo 
de (iiu.rra. 

Art 9.” Los sueldos de los empleados pro¬ 
vinciales serán lijados en plantillas respectivas y 
se procurará, dentro de lo posible, éstas conten- 
ana las categorías y haberes de sus similares en 
ia Administración central. 

Los ascensos serán por rigurosa antigüedad, 
dentro del escalafón, por lo menos en la mitad de 
las vacantes. 11) 

Art. 10. Los funcionarios y empleados pro¬ 
vinciales serán inamovibles y no podrán ser se¬ 
parados de sus destinos sin causa justificada en 
expediente instruido en los casos y con las for¬ 
malidades que se marquen en este Reglamento y 
en los de régimen interior de la Corporación. 

Los servidores que tengan la condición de obre¬ 
ros temporales o eventuales, sin nombramiento 
de la Corporación ni título administrativo, y que 
no f guren en las plantillas y escalafones, no ten¬ 
drán carácter de empleados ni gozarán de la ¡n 
amovilidad, derechos y deberes inherentes a los 
mismos. 

Art. II. Sólo para el Secretario e Interven¬ 
tor sera obligatoria la concesión de quinquenios, 
y su cuantía será de 500 pesetas 

— l’or Real orden de 8 de Abril de 1926 (Gaceta del 9), se 
dispone que el art. ri del Reglamen'o de empleados provin¬ 
ciales de 2 de Noviembre de 1925, se entienda redactado en 


(r) Así rectificado por Real orden de 26 de Noviembre 
de 1925. Por error se publicó «la tercera parte» al dictarse el 
Reglamento. 
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el sentido de que por las Diputaciones provinciales les sea 
también reconocido el derecho a quinquenios a los Jefes de 
Sección provincial de presupuestos municipales, en las con¬ 
diciones determinadas por el Reglamento de empleados mu¬ 
nicipales de 23 de Agosto de 1924 y Real orden de 6 de Abril 
de 1925. 


Ai*ft B 12c Las asignaciones de ios empleados 
provinciales podrán ser fijas o eventuales, según 
se consigne en presupuesto con uno u otro ca¬ 
rácter. 

Las fijas, distribuidas en doce partes, percibi¬ 
das por nómina, reconocidas en un título adminis¬ 
trativo y correspondientes a servicios permanen¬ 
tes, pueden ser sueldos o retribuciones, según se 
consignen, en pago de servicios burocráticos con 
expropiación de la actividad del funcionario, den¬ 
tro de la jornada de trabajo reglamentario o en 
pago de honorarios, por tanto alzado y corres¬ 
pondientes al ejercicio de una profesión libre. En 
general, y sir. perjuicio de lo que dispongan las 
leyes del Reino, los sueldos serán incompatibles 
entre sí y las retribuciones compatibles. Las even¬ 
tuales son las asignaciones que se destinan al 
pagó de salarios o jornales y a gratificar ser¬ 
vicios extraordinarios o especiales y por una 


sola vez. 

Art. 13. Será obligatorio para las Corpora¬ 
ciones el pago de seguro y retiro obrero, para 
los empleados eventuales, con arrogio a la legis¬ 


lación del ramo. 

El pago de haberes de todos los funcionario-; 
provinciales, activos y pasivos, serán preferentes 
y el Ordenador no podrá librar los gastos diteri- 
bles o voluntarios sin tener satisfechos los oei 
personal de todas clases. .. .. 

Art. 14, En los casos de supresión uiodin- 
cación de servicios, los organismos Anulares .ce¬ 
la Administración activa provincia! Vendrán "mi¬ 
gados a realizar dichos servicio-, con ei propio 
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nersonal, V si se adoptasen resoluciones en con¬ 
trario habrá de ser con respecto de los derechos 
adquiridos y en forma reglamentaria, concedién¬ 
dose derechos pasivos o la excedencia, según 


^Erffos casos de reducción de plantillas, el per¬ 
sonal sobrante gozará de los derechos preceden¬ 
tes y el de reingreso en caso de vacante 
Art. 15. Las Corporaciones que creen plazas 
de taquígrafos habrán de proveerlas por oposi¬ 
ción ante Tribunal competente, del que formarán 
parte dos taquígrafos oficiales, cuando menos, 
y dotarlas decorosamente. Este servicio será 
obligatorio para las Diputaciones con presupuesto 
mayor de cinco millones. La misión p incipal en¬ 
comendada a los funcionarios que desempeñen 


estos cargos especiales será la de copiar los dis¬ 
cursos que se pronuncien en las sesiones públicas. 
Art. 16. Cuando vacare o hubiese vacado 


por destitución uno cualquiera de los cargos es¬ 
peciales y únicos pagados con fondos provincia- 
es, y mediante concurso ajustado a las disposi¬ 
ciones legales vigentes, se proveyese la vacante 
en persona perteneciente al Cuerpo correspon¬ 
diente, si la jurisdicción competente dejase sin 
efecto la resolución provincial, la Corporac ón 
podrá acordar que siga en su puesto el funciona¬ 
rio últimamente designado, pero tendrá que res¬ 
petar íntegramente al destituido el disfrute de los 
haberes y emolumentos, o, en su caso, derechos 
pasivos que legalmente sean anejos al cargo, uti- 

izando o no sus servicios en otra dependencia de 
la provincia. 

Este acuerdo sólo podrá adoptarse por la Cor¬ 
poración dentro del plazo de un mes a partir de 
la fecha en que se le notifique la resolución o fa¬ 
llo recaído, y para que sea valedero será preciso 
el^cumplimiento de los dos requisitos siguientes: 
1. , el voto favorable de dos terceras partes de 
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los Diputados que formen la Corporación n\e>na- 

2.°, que en la destitución hubiesen concurrido 
motivos, a juicio de la Corporación, subsistentes 
que impliquen falta de moralidad ó determinen 
notorio desconcepto público. 

CAPITULO II 

DEL SECRETARIO 


Sección primera. 


De los Secretarios de las Diputaciones pro¬ 
vinciales.—Organización, provisión de vacan¬ 
tes , funciones , deberes y atribuciones. 


Art. 17. Cada Diputación y Cabildo insular 
tendrá un Secretario, pagado de sus fondos, 
nombrado en sesión extraordinaria por el Pleno 
de la Corporación y mediante concurso entre los 
individuos que pertenezcan al Cuerpo. En las 
Mancomunidades de Diputaciones y Cabildos, 
será el Secretario el que se designe, o, en otro 
caso, el de la provincia o isla en que radique la 
capital. 

Art. 18. Pertenecerán al Cuerpo de Secre¬ 
tarios de la Administración provincial: 

A) Los que actualmente ejerzan estos cargos 
en propiedad en las Diputaciones, Cabildos in 
sulares y en la Mancomunidad interinsular do 


Canarias. 

B) Los aspirantes que por virtud de examen 
de aptitud y conforme a os anteriores Regla¬ 
mentos figuren en las relaciones de los do su 
clase, publicadas en ¡a Gaceta de Madrid, y po¬ 
sean el certificado correspondiente de la Direc¬ 
ción general de Administración; y 

(}) Los Oficiales mayores, Jefes de Sección o 
funcionarios que en cada Corporación desompo 
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,.¡ y 'dr ( J,o inmediatamente inferior al de Secre» 
tono v ejerzan jefatura de servicio o dependen- 
ua .Aempre que eL cargo se haya ejercido sin 
■ iota desfavorable y en propiedad desde fecha 
iuiterior a ¡a publicación del Estatuto provincial, 
durante diez años o durante cinco, si se obtuvo 
por oposición, y que el interesado posea el título 
de Abogado. 

Art. 49. Desde la publicación de este Regla¬ 
mento formarán un solo Cuerpo los Secretarios 


de Diputaciones y los de Ayuntamiento, enten¬ 
diéndose asimilados aquéllos a los de primera ca¬ 
tegoría. Sin embargo, sólo podrán concursar Se¬ 
cretarías de Ayuntamiento de esta categoría, los 
de Diputación que posean título de Letrado, y a 
la inversa, no podrán aspirar a Secretarios de Di¬ 
putación los de Ayuntamiento de igual categoría 
que carezcan de dicho título. En consecuencia, 
no será aplicable ala Administración provincial 
el art. 19 del Reglamento de Empleados munici¬ 
pales, y los actuales miembros del Cuerpo de 
Secretarios de Diputaciones que no sean Aboga¬ 
dos, sólo podrán optar a Secretarías de Diputa¬ 
ción o Cabildo. 

Art. 20. Las oposiciones que en lo sucesivo 
se convoquen para Secretarías de Ayuntamiento 
de primera categoría, se considerarán extensivas 
a Secretarías de Diputación, y deberán ajustarse 
a lo establecido en el Reglamento de Empleados 
municipales de 23 de Agosto de 1924. 

Art. 2i. Vacante una Secretaría de Diputa¬ 
ción, el Presidente dará cuenta, dentro de terce¬ 
ro día, a la Dirección general de Administración, 
por conducto del Gobernador civil, comunicando 
todos los datos necesarios para su anuncio por 
concurso. No podrán acreditarse haberes al Se¬ 
cretario interino, en tanto no se justifique el cum¬ 
plimiento de aquel requisito. La Corporación po¬ 
drá señalar los méritos que determinen preferen- 
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cia, con arreglo a lo establecido en el art 141 doi 
Estatuto provincial. 

Art. 22. La Dirección general, en los diez 
días siguientes, anunciará el concurso por treinta 
días hábiles, y durante este plazo, los aspirantes 
podrán presentar sus instancias ante la Dirección 
o en la Corporación respectiva, expidiéndose en 
el acto a los interesados el correspondiente reci¬ 
bo. Expirado el plazo de presentación de instan¬ 
cias, la Dirección general, en término de cinco 
días, remitirá a la Corporación las que haya reci¬ 
bido, y la Corporación, en igual plazo, elevará 
relación de las que en ella se hubiesen presentado 
directamente. 

Art. 23. Los concursantes habrán de acre¬ 
ditar las condiciones siguientes: 

1. a Ser español y mayor de veinticinco anos, 
con la certificación de nacimiento o de ciuda¬ 
danía. 

2. a De estado seglar, con manifestación ex¬ 
presa del aspirante. 

5. a Hallarse en pleno goce de sus derechos ci¬ 
viles y políticos, con manifestación jurada del 


m’smo. 

4. a Buena conducta, con certmcacion del 

Ayuntamiento de su residencia. 

5. a No tener antecedentes penales, con certi¬ 
ficación de la Inspección general de Prisiones 

6. a No estar comprendido en^ ninguno délos 
casos de incapacidad o incompatnujidad que mat ¬ 
ea! esta ley, con declaración jurada dei eon- nt- 

sante. , . , . ,,. 

7:' Ser Licenciado en Derecho, con h titui.. o 

el testimonio notarial nol mismo. _ 

8 a Certificación o titulo oe aptitud e\pmluios 


lo nir/s-rión denei a! do Adimm-í rucrni 


por la Dirección ge; 
demás circunstancia 


. ) t ; 

' . V i ‘ 1 


cid ¡d 0>hd »r; h';* >n ' jx d ¡:¡ o 


í Kriildo ut , . 

méritos y servicios que D ¡nt. ív-u.v* ah. une. 

Art. 24. L t Diputa.- -m > t ■ dm . * i.a a 
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nombramiento dentro de los treinta días siguien¬ 
tes a la fecha en que se reciban las instancias 
presentadas en Gobernación o al recibo del. cer¬ 
tificado negativo. Transcurrido sin nombramiento 
dicho plazo, el Ministerio de la Gobernación re¬ 
clamará el expediente y lo resolverá publicando 
la designación en la Gaceta e n los ocho días si¬ 
guientes. Si en los treinta días posteriores al 
nombramiento el designado no se posesiona de su 
destino, se entenderá que lo renuncia. En este 
caso, la Corporación podrá hacer un segundo 
nombramiento, sin necesidad de nuevo concurso, 
entre los que hubiesen acudido al primero. Con¬ 
tra el nombramiento, los concursantes que juz- 
gen lesionados sus derechos podrán promover el 
recurso contencioso-administrativo. 

Art. 25. Los Secretarios que tengan menos 
de sesenta y cinco años de edad podrán permu¬ 
tar sus cargos si media conformidad expresa de 
las Corporaciones interesadas. Esta permuta cabe 
entre Secretarios de Diputación y de Ayunta¬ 
miento de primera categoría, siempre que los in¬ 
teresados posean título de Abogado. 

Art. 26. Las interinidades se desempeñarán 
forzosamente por individuos que pertenezcan al 
Cuerpo de Secretarios, si los hubiere o concu¬ 
rran al llamamiento; entendiéndose por interini¬ 
dades las que se produzcan a virtud de vacantes 
naturales, suspensiones o destituciones. 

Art. 27. Los Secretarios de las Diputacio¬ 
nes provinciales disfrutarán los siguientes suel¬ 
dos mínimos: En Madrid y Barcelona, 15 000 pese¬ 
tas anuales. En las Corporaciones cuyo presu¬ 
puesto de ingresos exceda de cinco millones, 
12 000 pesetas. En las que exceda de tres millo¬ 
nes, hasta cinco, 11.000 pesetas. En las restantes, 
10.000 pesetas. Los Secretarios de Cabildos insu¬ 
lares disfrutarán el sueldo que les corresponda, 
aplicando a cada Cabildo la escala fijada en el 
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art. 57 del Reglamento de Empleados municipa¬ 
les según la población de la isla respectiva P 

Art. Z», Las funciones de los Secretarios 

como miembros de la Corporación, serán las sb 
guientes: 

_ i * ... . sesiones del Pleno 

y de la Comisión provincial, dando cuenta de la 
correspondencia, expedientes y demás asuntos 
pendientes de resolución en el orden prevenido 
por la Presidencia, pudiendo ser auxiliado por los 
funcionarios provinciales que estime necesarios 
para el mejor servicio. 

2. a Formular la advertencia que autoriza y 
exige el número 2.° del art. 136 del Estatuto pro¬ 
vincial, cuando estime ilegal el acuerdo o trámite 
que se trate de adoptar o seguir, advertencia que 
consignará en acta para eximirse de la responsa 
bilidad que, en otro caso, debe alcanzarle. La ad¬ 
vertencia podrá formularse directamente a la Cor¬ 
poración previa la venia de la Presidencia, o por 
conducto del Presidente, sin que pueda suscitar¬ 
se discusión sobre el cumplimiento de este trá¬ 
mite. Si la Presidencia no admite o impide que se 
consigne en acta dicha advertencia, el Secretario 
dará cuenta a la Dirección general dentro de las 

Veinticuatro horas siguientes. 

3 a As stir y dar cuenta como tal Secretario, 
a la Comisión de Presupuestos y a cuantas Co¬ 
misiones V Ponencias especiales o auxiliares -e 
formen en la Corporación, sin perjuicio de del* - 
gar en empleados competentes de la Secretaria. 

4 a Asistir a todos los ac tos cute celebre !a 
Corporación y a ¡os que ésta concurra como tal 
usando las insignias del Diputado y Indurando el 
último de ellos, sin poder excusarse, a no ser pot 
causa justificada. 

ú a Preparar ¡a relación délos a-unte^ pon- 

■o ' * 1 ‘ - r , . ✓ n • • ' _ . , t ! 1 J I , . n , i 


5 a 


1)0 

m r ¡; 

»or 

mi 


‘ M * 

del 

M ci 


de 

U i o 

) 11 - 


para la formación, por la Presidencia, ce la con- 
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„ (>í atona y orden de! día, cuioanao de que esta 
se VeDarta V las citaciones se circulen con la an¬ 
ticipación oportuna. También se ocupara de que 
en la convocatoria se cumplan las solemnidades 

prevenidas. 

pa Redactar el acta de cada sesión, consig¬ 
nando el nombre de Presidente y Diputados que 
asistan y de ios que se excusen, ñoras en que co¬ 
mience y termine, exposición sintética y razona- 
da de los acuerdos que se adopten, fundamentos 
de los votos de la minorías, cuando se hagan pú¬ 
blicos; expresión de las votaciones que se verifi¬ 
quen, y si fuesen nominales, nombré de los Dipu¬ 
tados y sentido en que emitan su voto, a más de 
cuantos incidentes ocurran y sean dignos de men¬ 


ción. 

De asistir taquígrafos a la sesión éstos, ade¬ 
más de las notas precisas para la redacción del 
acta, tomarán las necesarias para formar y publi¬ 
car el Diario de Sesiones públicas de las Cor¬ 
poraciones provinciales. 

7. a Leer al principio de cada sesión el acta de 
la anterior, transcribirla en el libro correspon¬ 
diente, sin enmiendas ni raspaduras, que, de exis¬ 
tir, se salvarán al final, y firmarla, con firma en¬ 
tera con el Presidente las del Pleno, y con el 
Presidente y Vocales las de la provincial. Tam¬ 
bién firmará el Interventor en los casos en que 
éste formule la advertencia prevenida en el ar¬ 
tículo 150 del Estatuto. El acta es un documento 
público que produce efectos legales desde que se 
extiende y firma por el Secretario que la autori- 
za, con las garantías y responsabilidades inhe¬ 
rentes al Depositario de la fe pública administra¬ 
tiva, sin que con motivo de su aprobación quepa 
más que aclarar su contenido en la siguiente No 
obstante, todo Diputado tendrá derecho a cono¬ 
cer los términos en que se vota el acuerdo adop- 
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tado y a que se redacte en el curso de la sesión en 
que aquel se tome. 

* ^i^i C i reíarÍ ? cu *dará d e que se firmen con pun¬ 
tualidad las actas, sin que la falta de firma excu¬ 
se la responsabilidad de los Diputados, si la hu¬ 
biere. 

Tanto el libro de actas del Pleno como el de la 
Provincial, que separadamente se llevarán, serán 
reintegrados con el timbre del Estado que corres¬ 
ponda, debiendo consignar en la diligencia de 
apertura de cada uno de ellos el número de sus 
. hojas, que serán rubricadas por el Presidente y 
estarán foliadas y selladas por el de ¡a Corpo¬ 
ración. 

El Secretario custodiará los libros de actas 
bajo su responsabilidad, y no consentirá que sal¬ 
gan de la Casa Palacio bajo ningún pretexto, ni 
aun a reclamación de Autoridades de cualquier 
orden. 

8. a Vigilar la ejecución de los acuerdos de la 
Corporación, previo el «cúmplase» de la Presi¬ 
dencia y de los decretos de la misma, así como 
su notificación, en forma debida, a los interesa 
dos, a quienes advertirá el recurso, en su caso, 
procedente. 

9. a Gestionar todos los asuntos de la Corpo¬ 
ración, en unión y de acuerdo con el Presidente, a 

cuyas instrucciones ha de sujetarse. 

10 Cuidar de la redacción y publicación pe¬ 
riódica en el Boletín Oficial , de los extractos de- 
acuerdos adoptados en el Pleno y la i t ov m< a . 

11. Informar previamente y por " y' 1 ’ l '"' 
expedientes en que el Presidente de C -ra¬ 
ción haya de decretar la suspensión e<1 a >et<.o 
adoptado por el Pleno pCo.msio., provuu ,«iL , ■ ■« 
arreglo al art. 100 de! h-datn! » 

Art. 29. 10 Secreta 

miembro de b>. un.-! 


como 


Je la 
• - ei íelr- 


las dependí-neja? proVinc-ait ■ 


t a¡ i- >n. 
toda? 
v como tal dictara 


de 
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las disposiciones de régimen interior precisas 
para el mejor funcionamiento de las oficinas, sm 
perjuicio de las funciones y atribuciones técnicas 
que correspondan a cada uno de los Jefes de los 
servicios provinciales. .' 0 

Corresponde al Secretario, como Jefe de Ser¬ 
vicios administrativos de la Corporación: 

l.° Permanecer en su despacho las horas de 
oficina, tanto ordinarias como extraordinarias (1), 
salvo las ausencias que sus demás deberes oficia- 
les impongan, durante las que será substituido 
por el empleado de la Secretaría a quien reglamen¬ 
tariamente corresponda. 

2.o Dirigir y vigilar a los empleados de las ofi¬ 
cinas provinciales, y, especialmente: 

a) De acuerdo con el Presidente, fijar las ho¬ 
ras ordinarias y extraordinarias de oficina en las 
distintas dependencias oficiales. 

b) Distribuir el personal administrativo y su¬ 
balterno dependiente de la Corporación. 

c) Distribuir los trabajos entre los funciona¬ 
rios adscritos a la Secretaría. 

d) Procurar en todas las oficinas provinciales 
el cumplimiento de los acuerdos del Pleno y de 
la Comisión, así como también la reglamentaria 
tramitación de los expedientes. 

é) Cumplir las órdenes de la Presidencia; y 

/) Dar cuenta al Presidente o Comisión pro¬ 
vincial, según proceda, de las faltas que cometan 
los funcionarios provinciales, proponiendo la 


( J ) P° r Real orden-circular de 20 de Diciembre de 1925 
(Cruceta del 27), se dispone que todos los funcionarios civiles 
y militares a quienes se asigne gratificación sobre sus haberes, 
están obligados a un aumento de trabajo de dos horas sobre 
las que normalmente se señalen en las oficinas del Estado 
para los demás empleados, y a prestar el servicio de guardia 
donde, por la continuidad de la función, convenga estable- 
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sanción oportuna o la instrucción del exDedient» 
en los casos y en la forma que determina el pÍ 
tatuto y el Reglamento de la Corporación cuan" 

imponerla ™ 6 “ le ^ 

. 3 .-° Abrir y decretar la correspondencia ofi¬ 
cial a presencia del Presidente, cuando éste lo 
disponga asi, y recibir las solicitudes y documen 
tos de todas las dependencias provinciales, lle¬ 
vando el Registro de entrada y salida de comuni¬ 
caciones, de instancias y documentos. 

4 ° Preparar los expedientes que han de re¬ 
solver la Diputación, Cabildo o Comisión y el Pre 
sidente, y para ello cuidará de que se cumplan 
las prescripciones siguientes: 

a) De que todo expediente que se incoe "se 
encabece con la instancia que lo motiva, con la 
certificación del acuerdo que lo origina o con el 
Decreto del Presidente, si éste constituye su pri¬ 
mera diligencia. 

b) Recabar los informes necesarios de los 
Oficiales y Jefes correspondientes. 

c) Elevar la propuesta hecha por las distintas 
Secciones a Ja Corporación o al Presidente, con 
nota de conformidad o disconformidad, razonan¬ 
do, en su caso, esta última. 

d) Emitir informe cuando la Corporación o el 
Presidente se lo ordene, y siempre que el asunto 
tenga importancia o requiera interpretación de un 

texto le^fcil* V 

e) Anotar en cada expediente y firmar con el 
Presidente la resolución del Pleno o 
expresándola con la claridad y amp i uc j , ' i 

tes para que no pueda suscitar- c IK , ‘ n . r ¡. 

5.o Expedir gratuitamente, y en el aa >. 
Miat-ifciQ instancias V docmm uto 


bo de cuantas n 
ten, 

correspond 


<C | >rcscii ‘ 

previo ei reintegro 0,0 lin.l.re .pie leV.ilm-mv 
penonda Esta obligación sera < ampiele p 
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el Jefe o empleado que tenga a su cargo el Regis¬ 
tro general. r . . , . 

6 ° Certificar de todos los actos oficiales de 

la Diputación. Cabildo y Comisión provincial, asi 
como de los libros y documentos de la Corpora¬ 
ción, expidiendo en el papel correspondiente, y 
en virtud de acuerdo de la Comisión o Decreto 
de la Presidencia, las copias certificadas a que 
hubiere lugar, con el visto bueno del Presidente 
y sello de la Corporación. 

7. ° Cuidar y exigir al Archivero provincial o 
al funcionario que haga sus veces que en el plazo 
máximo de un año proceda a la clasificación y ca¬ 
talogación de cuantos documentos y expedientes 
estén confiados a su custodia, formando el inven¬ 
tario de papeles y documentos por año, y dentro 
de cada año por materias, colocando los respec¬ 
tivos legajos foliados, numerados y rotulados, 
con referencia exacta al índice del Registro. 

Igualmente, y en los mismos términos, exigirá 
que se ordenen y cataloguen los tomos y volúme¬ 
nes de la Biblioteca provincial, estimulando su 
desarrollo y utilidad y proponiendo su apertura 
al público, cuando el catálogo e índices estén 
conclusos. 

8. ° Comunicar a las diversas dependencias y 
Secciones provinciales las resoluciones y decre¬ 
tos que les conciernan, y promover el trámite co¬ 
rrespondiente a los expedientes de que aquéllas 
conozcan, sirviendo de lazo de unión entre ellas 
y la Corporación y su Presidencia. 

9. ° Cuidar del uso y custodia de los sellos ofi¬ 
ciales de la Corporación, pudiendo delegar este 
deber en un funcionario, si así lo estima conve¬ 
niente. 

10. Asistir a las subastas, concursos, sorteos 
y actos análogos, dando fe de su celebración 
cuando a ellos no concurra Notario. 
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11. Dar posesión de sus cargosa todos los 
empleados provinciales. os 

, 1*0 * a conservación, ornato y policía 

del Palacio provincial y de sus enseres, muebles 
y objetos. 


ló.. Redactar una Memoria, dentro del primer 
cuatrimestre del año económico, dando cuenta cir¬ 
cunstanciada de la gestión provincial relacionada 
en el año anterior, estado de los servicios, estadís¬ 
tica de trabajo, proyectos y asuntos pendientes. 
De dicha Memoria dará cuenta a la Comisión pro¬ 
vincial, y con el visto bueno del Presidente se 


elevará al Ministerio de la Gobernación y Direc¬ 
ción general de Administración, directamente por 
el Secretario que la suscribe. 

14. Evitar que los asuntos provinciales tengan 
otra publicidad que la derivada de la legal ejecu¬ 
ción y publicación de los acuerdos. 

15. Recibir al público en las horas de audien¬ 
cia que previamente se anuncien; y 

16. Cuidar de que en el tablón de anuncios se 
fijen los edictos y resoluciones provinciales de 
interés general. 


Sección segunda. 

Motivos de incopacidcid e incotnpnithiltdades. 

Art. 30. No podrán ser nombrados Secreta¬ 
rios de una Diputación o Cabildo, en propiedad 
ni interinamente: 

l.° Los Diputados provinoale 1 ? y 
tes dentro del cuarto 
segundo de afinadme 
miembros de la Cor por--a . 

los últimos, que el Seco m a. 
con anterioridad a la eleoc on 
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riorMad p l OBT^hIPSCO 6H g! ¿VñdO ÍÍIÜÍCBuO líTl® 
pedirá ei nombramiento del Presidente. j 

q ° Los contratistas o concesionarios ug obras^ 
servicios y suministros de la Diputación, Cubil- 
do, Región, Estado y Juntas oficiales, dentro del 

territorio de su demarcación. 

Cuando se trate de la propia Corporación, no 
podrá ser miembro ni accionista de Sociedad li¬ 
gada con la contrata, concesión o suministro. 

3. ° Los que tengan contienda pendiente admi¬ 
nistrativa, judicial o contenciosa con la Corpora¬ 
ción o con los establecimientos y organismos que 
de ella dependan, salvo los casos de reclamación 
en defensa de derechos inherentes al cargo. 

4. ° Los deudores a fondos provinciales y sus 
responsables subsidiarios, siempre que contra 
uno u otros se hubiese expedido mandamiento de 
apremio; y 

5. ° Los condenados por delitos de falsedad, 
infidelidad en la custodia de documentos o elec¬ 


torales en todo tiempo; los procesados por cual 
quiera de estos delitos hasta que recaiga fallo ab¬ 
solutorio, y los condenados por cualquier delito 
o pena que implique privación de libertad o inha¬ 
bilitación de derechos políticos, mientras no se 
cumpla la condena. 

Art* 31a El cargo de Secretario es incompa¬ 
tible! 


L Con todo otro cargo activo o en comisión 
del Estado, Región, Provincia o Municipio. 

. Con el de Notario y Secretario judicial y 
municipal. 

.y * Con toda retribución, gratificación, comi- 
sión o encargo de alguna Empresa de cualquier 
índole que tenga relación contractual con laCor- 
poración en que preste sus servicios. 

, L Con e ) erc * c ‘° de la abogacía cuando se 
.rate de asuntos que tengan relación directa o 
indirecta con la Administración del Estado, Pro- 
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vincia o Municipio, pero no cuando abogue en de- 
Viudal 6 ,ntereses de la Administración pro- 

Art. 32. El Secretario cesará inmediatamen¬ 
te en el cargo, anunciándose la vacante en la for¬ 
ma prevenida, cuando se pruebe documentalmen¬ 
te, y con su audiencia, que está comprendido en 
alguno de los casos de incapacidad, o en el cuar¬ 
to de los de incompatibilidad, señalados en este 
Reglamento. En los restantes casos de incompa¬ 
tibilidad se concederá al Secretario un término de 
ocho días para optar entre cualquiera de los dos 
cargos. 


Sección tercera. 

Derechos , licencias, responsabilidades 

y recursos. 

A«*t. 33- Las Diputaciones y Cabildos acor¬ 
darán la jubilación de sus actuales Secretarios a 
solicitud de! interesado: 

1. ° Cuando éste tuviese sesenta y siete años 
de edad o cuarenta de servicios, y sin llegar a 
uno y otro límite, cuando justifique hallarse físi¬ 
camente impedido para el servicio; y 

2. ° De.oficio potestativamente, cuando cum¬ 
pla los setenta años o exista imposibilidad física 
notoria, que se comprobará en el 

se instruya por certificación de dos Médicos nom¬ 
brados por la Corporación. 

La jubilación de oficio ha de acordarse por las 

dos terceras partes de los Dipútanos qm 1)11111 
la Corporación provincial en pleno. 

Si al cumplir los setenta anos oh \U>_ ' D ; 

cretario con más de diez '• ,m ' nos ( 


y mono 

,m 


servicios podrá continuar d^omponamm 

go hasta completar eso -«M ’ 11 •' , ¡ 

r , „ .... u ?,, , \ . v n ¡ v í h ru 1 1 •' 1 u 
‘ÍPíl favorable * í • M' 1 u 


sea favor a bu 
instruirá todo; 


i ,• i <» t ■ i ;; i r 
(] I! r i 1 ' 

; ] I! r --(• 


ios año-c 
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Art. 34. Cuando la 1 ^ j a 

concedido el haber pasivo en mayor limite dicho 
haber será de dos quintos del mayor sueldo acti- 
vo percibido durante dos años por el Secretario 
míe cuente veinte años de servicio; de tres quin¬ 
tos si cuenta veinticinco, y de cuatro quintos si 
alcanzó treinta y cinco, computándose los servi¬ 
cios prestados en otras Corporaciones provincia¬ 
les o, en su caso, municipales, entre todas las 
cuales se prorrateará la carga, si bien de su pago 
responderá la Corporación que declare la jubila¬ 
ción. Siempre servirá como regulador el sueldo 
mayor, cualquiera que sea el tiempo de su disfru¬ 
te, cuando la jubilación sea forzosa por edad. 

Jubilaciones . — Acumulación de años de servicios .—Por Real 

orden de i de Diciembre de 1925 ( Gaceta del 3), se dispone 
que la acumulación de años de servicios en materia de jubila¬ 
ciones, pensiones y socorros, se haga extensiva recíproca¬ 
mente y en la misma forma a los Secretarios, Interventores 
y Jefes de Sección de los Ayuntamientos, así como a las pen¬ 
siones y socorros que se conceden a las familias de éstos, es¬ 
tableciéndose igualmente el mismo prorrateo entre las diver¬ 
sas Corporaciones en que unos y otros hubiesen prestado ser¬ 
vicios. 

A»»t. 35. Las pensiones de viudedad y orfan¬ 
dad se regularán, en su caso, por lo prevenido en 

el art. 47 del Reglamento de Empleados munici¬ 
pales. 

Art. 36. Las licencias y permisos de Secre¬ 
tarios se regularán por el Reglamento de servi¬ 
cio interior, siempre que la concedida por enfer¬ 
medad justificada no le prive de sueldo en los dos 
primeros meses; que para asuntos propios, sin 
sueldo, no exceda de dos; que la excedencia lleve 
consigo la declaración de vacante; que a la Pre 
sidencia se le reconozca la facultad de conceder 
permisos anuales por quince días con todo el 
sueldo; que no se reputen como licencia las comi- 
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de"n S aflo. SerVÍCÍ0 ' y qUe ' a ausencia »° exceda 

Art. 87. Los Secretarios de las Corporacio- 
ties. provinciales están sujetos a responsabiE 
civil, administrativa o penal, según la naturaleza 
de la falta, omisión o causa que la motive. 

La civil le será exigida ante los Tribunales or 
díñanos, por los que se crean perjudicados en 
sus derechos de esta clase, por los actos u omi¬ 
siones del Secretario. La administrativa, por la 
Corporación, y la penal, con sujición al Código 
y disposiciones vigentes. 

También responderá como miembro de la Cor¬ 
poración, solidariamente con ella, de los acuer¬ 
dos que se adopten con delincuencia o infracción 
grave, cuando no haya formulado la oportuna ad¬ 
vertencia. 

Art. 38. La responsabilidad administrativa 
puede dar lugar a faltas leves y graves, que se 
calificarán y serán castigadas en los casos y for 
mas que previenen los arts. 237 del Estatuto mu¬ 
nicipal, 50 a 53 del Reglamento de Empleados mu¬ 
nicipales, aprobado por Real decreto de 23 de 
Agosto de 1924. y art. 6.° (1) del Real decreto de 
16 de Septiembre de 1925, substituyendo al Al¬ 
calde, Comisión permanente y Ayuntamiento pie 
no, el Presidente, Comisión provincial y Diputa¬ 
ción en pleno, respectivamente. 

Art. 39. La notoria negligencia, la justifica¬ 
da incompetencia y la existencia de vicios o actos 
reiterados que le hiciesen desmerecer de coin cp 
to público, serán también causas de destituc ión, 
con las solemnidades establecidas. 


(i) El art. 6." del Real decreto que se indica dice - A <>s 
efectos del art. ^7 de! Estatuto ntuntctpal. se consid.ra, 

falta grave, tratándose ue 
do eti el t n .«¡ p u p or opo n o 


reiterada eu ' 


: '• O 


d C S U 


rétanos que no hayan ingresa- 
i, la incompetencia notoria \ 
í (o ncionesv. • 
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Art. 40, Las sanciones que imponga ia Co¬ 
misión provincial al Secretario en los tres meses 
siguientes a la sesión en que dicho funcionario 
formule la advertencia que autoriza el núm. 2. 
del art. 162 del Estatuto, no serán ejecutivas 
mientras no se confirmen por el Pleno y con el 
voto de las dos terceras partes del número de 

Diputados que lo formen. 

Art. 41. Contra los acuerdos condenatorios 
del Pleno o de la Comisión provincial, podrá el 
interesado interponer el recurso contencioso-ad- 
ministrativo ante el Tribunal provincial. Si los 
Tribunales revocasen el acuerdo recurrido en los 
casos de destitución o suspensión, el Secretario 
tendrá derecho a exigir a la Corporación los suel¬ 
dos no percibidos, sin perjuicio del reintegro sub¬ 
sidiario y solidario de los que votaron el acuerdo. 
Esta obligación será declarada en el fallo, que 
servirá al interesado de título para obtener la 
suma adeudada en vía de apremio. 

CAPITULO III 

DE LOS INTERVENTORES DE FONDOS 

Art. 42. En cada Diputación o Cabildo insu¬ 
lar habrá un interventor de fondos, encargado de 
la cuenta y razón y de fiscalizar los ingresos y 
gastos de la Corporación. 

Art. 43. En todo lo relativo a organización, 
ingreso, provisión de vacantes, concursos y nom¬ 
bramientos, licencias, incapacidades e incompati 
bilidades, sueldos, jubilaciones, derechos pasi¬ 
vos, funciones, responsabilidades y recursos de 
estos funcionarios, se aplicarán los arts. 62 a 93 
del Reglamento de Interventores y Empleados 
municipales de 23 de Agosto de 1924, y 148 y 151 
del Estatuto provincial y los Reglamentos de la 
Corporación, salvo lo dispuesto" en contra por 
este Reglamento. ■ 
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Oficiales mayores de intervención. —Como aclaración de 
este articulo se dispuso por Real orden de i de Diciembre 
de 1926 (Gaceta del 2), «que las Diputaciones, Cabildos y 
Mancomunidades provinciales se consideren autorizados para 
designar oficiales mayores de sus intervenciones cuando así 
lo deseen, siempre que el nombramiento recaiga en indivi 
dúos pertenecientes al Cuerpo de Interventores de fondos de 
la Administración local». 


Ai*t, 44. La escala de sueldos mínimos será 
la siguiente: 

Madrid, Barcelona, 12.000 pesetas anuales. 

Corporaciones en que el Presupuesto exceda 
de cinco millones, 11.000 pesetas. 

En las que exceda de tres millones y no pasen 
de cinco, 10.000 pesetas. En las restantes Corpo¬ 
raciones provinciales, 9.000 pesetas. 

El sueldo de los Interventores de Cabildos se 
fijará en la forma establecida para los Secre¬ 
tarios. 

Art. 45, Serán funciones y deberes de Inter¬ 
ventor los enumerados en los arts. 149 y 150 del 
Estatuto provincial, además de los que a conti¬ 
nuación se relacionan: . . 

Primera Residir en la capital de la provincia, 
de la que no podrá ausentarse sin licencia y pre¬ 


vio el oportuno arqueo. . 

Segunda. Asistir a la oficina en los días y hu¬ 
Tercera. No dar publicidad a los asuntos de 

que conozca. , , .. 

Cuarta. Formar las cuentas de pres i ^ ^ 

y propiedades y las liquidaciones,,. , V , , s 
cada Presupuesto, más las cuenta, y iM.a"., 
trimestrales de acuerdo con el '' ' 

Quinta. Elevar a la Dirección 

el primer cuatrimesti e uel e ■ . (;, 

reglamentaria, en la q; | ( ^ or v n 

situación tina ! cíe.a u«.. ia 1 


y 


formas q 




na 

O ; 


r-1 ? H 


nfpxluo 1 r 
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) 


S(:Xtfl. 
hicnc:s, Vci 


i orinar el inventario descriptivo de 
ores y derechos de la Corporación y 


sus reedificaciones anuales.* 

Séptima. Formular la oportuna advertencia en 
cuaFjuieru de los dos casos t|ue menciona el ar¬ 
tículo 2ó() del Hstatuto provincial. 

Art. 46. Los Jefes de las Secciones de Pre¬ 
supuestos municipales tendrán la misma catego¬ 
ría y sueldo que los Interventores provinciales 
respectivos. 

Además de las obligaciones que les impone el 
Fstatuto municipal tendrán a su cargo la gestión 
administrativa de los Institutos de Higiene, sin 
derecho a percibir gratificación de ningún género 
por este servicio. También podrán los Goberna¬ 
dores encomendarles la tramitación de las recla¬ 
maciones contra los Presupuestos provinciales. 


CAPITULO IV 


DE LOS EMPLEADOS DE LA ADMINISTRACIÓN 

PROVINCIAL 


Sección primera. 

Del Depositario. 

Art. 47. Al frente de la Depositaría, y encar¬ 
gado de la custodia de los fondos y valores de la 
Corporación, habrá un Depositario nombrado por 
el P eno, previo concurso anunciado en el Boletín 
Oficial de la provincia y Gaceta de Madrid , por 
plazo de treinta días hábiles, entre los aspirantes 
que justifiquen ser españoles, mayores de veinti¬ 
cinco años, de buena conducta y sin antecedentes 
penales, y que además ofrezcan constituir la 
fianza que la Corporación señale en la cuantía y 
límite que autoriza el art. 277 del Estatuto pro¬ 
vincial 


I 


r 
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. S *? 1 nombrado por la Diputación o Cabildo no 
justifica, dentro del plazo posesorio de treinta 
días, haber constituido en la Caja general de De¬ 
pósitos, a disposición de la Corporación, la fianza 
exigida, en metálico o valores públicos, al tipo de 
cotización, y por su valor nominal, si fueran de la 
propia entidad, perderá todo derecho a ocupar la 
plaza para que fué nombrado, y la Corporación, 
sin nueva declaración, podrá optar, entre elegir 
a otro aspirante de los presentados al misino 
concurso, si los hubiere, o anunciar nuevo con¬ 
curso. 


No se admitirán las solicitudes que no retinan 
las condiciones exigidas en la convocatoria o que 
se presenten fuera de plazo. 

Art. 48. Serán obligaciones del Depositario: 

Primera. Pagar los libramientos autorizados 
por el Ordenador y visados por el Interventor. 

Segunda. Firmar los cargaremes e ingresar en 
Caja su respectivo importe, entregando las co¬ 
rrespondientes cartas de pago. 

Tercera. Llevar el libro de Caja y los auxilia¬ 
res que la Corporación disponga o la práctica 
recomiende. 

Cuarta. Custodiar los fondos, valores y do 


cumentos que reciba 

Quinta. Administrar los bienes de todas cla¬ 
ses que posea la Corporación, rindiendo cuentas 
trimestrales. 

Sexta. Cuidar de ingresar en la cuenta < o 
rriente, de llevar a la Caja del Banco y do retirar 
de una'y otra las cantidades que requiera el mo¬ 
vimiento de la Caja provincial, cuando este servi¬ 
cio se establezca por la Corporación y se contra¬ 
te con un Establecimiento oficial de medito, 
dejando en la Depositaría la suma pr<; ^ 1 
las atenciones diarias o la auton/ada por m noe 
nación de acuerdo con el Interventor 

Séptima. Firmar con el Presidente e aie-rv.m 
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tor los 


tcilonGS y liquidaciones de la. cuenta co¬ 


rriente. 

(''ctav'a Recaudar los impuestos legales y sa¬ 
tisfacer las contribuciones y arbitrios que corres¬ 
pondan a la Corporación o a sus Establecí- 


mi entos. 

Novena. Llevar al corriente el libro de ar¬ 
queos ordinarios y extraordinarios. 

Décima. Conservar una de las tres llaves de la 


Caja provincial. 

Undécima. Asistir a la oficina y tener abierta 
la Caja durante las horas que especialmen se 


fijen. 

Duodécima. Formalizar y documentar las cuen 


tas anuales. 

Art. 49. Además de lo previsto en este Re¬ 
glamento y art. 277 del Estatuto provincial, el De¬ 
positario será oído para la designación del perso¬ 
nal de su dependencia, y con su propuesta se hará 
el nombramiento y acordará la separación del 
Ayudante de Caja. 


Sección segunda. 

Personal facultativo. 

A»*t. 50. Los Abogados, Archiveros, Arqui¬ 
tectos, Capellanes, Farmacéuticos, Ingenieros, 
Veterinarios y demás técnicos, serán nombrados 
por concurso, en el que se exigirá el título que 
justifique la capacidad profesional y buena con¬ 
ducta. Se consignarán también en la convocato¬ 
ria la escala de méritos y servicios que determi¬ 
nen preferencia para el nombramiento. 

Los Médicos, Practicantes o internos ingresa¬ 
rán por oposición o examen ante los Tribunales 
nombrados por la Corporación, con las garantías 
que marcael art. 153 del Estatuto provincial y 
con programas que contengan las materias que 
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4> í | ^ i t ^ que a propuesta de sus 

técnicos determine la Corporación y fije el Tri¬ 
bunal, programas que habrán de publicarse an¬ 
tes de la convocatoria, detallando en ésta el suel¬ 
do, emolumentos y demás condiciones del cargo 
o cargos que se proveen. No será válido calificar 
a mayor número de opositores que el de vacantes 
anunciadas ni alterar las condiciones de la con¬ 
vocatoria. Para el pago de asistencias y gastos, 
podrán cobrarse derechos de examen que no ex¬ 
cederán de 30 pesetas por opositor. Los técnicos 
tendrán el carácter de funcionarios provinciales y 
gozarán como los administra ivos de todos los 
derechos asignados a los de su clase, rigiéndose 
por los Reglamentos especiales que se sancionen 
y por los preceptos que en éste y en los de la 
Corporación les sean aplicables, comunicándose 
cada grupo con la Corporación por conducto del 
Secretario. 

Art. 51. El ingreao en el Cuerpo Médico se 
Verificará por oposición directa al grupo o sec¬ 
ción correspondiente. 

Cuando el número de Profesores exceda de H>, 
el servicio de guardia se organizará con indepen¬ 
dencia y estará a cargo de Médicos internos ad¬ 
mitidos por examen o concurso, y por tiempo que 
no excederá de cinco años, sin derecho a ingre¬ 
sar en el Cuerpo Médico de la Beneficencia pro¬ 
vincial. . , . 

Art. 52. Los funcionarios técnicos e-tan su¬ 
jetos a responsabilidad civil y penal, qm- -< m 
exigible por los procedimientos y leyes r.-speci:- 
vas, y administrativa por las faltas que en el cu ¡ 
cicio del cargo cometan, pediendo e-ta- ^.t.m.o 
ser leves o graves, según su iutturaic/u \ * (< L ^ 
tidad o cuantía del perimno qm- al - f ■ o 

los intereses provinciales can - '• - ‘ " ■ 

es necia luiente como falta, dr ' - I;»;'-» 

diento y audiencia, y con m o. !( .,i ■ p. 
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del caroo, el abandono déla guardia o de servi¬ 
cio, de no mediar fuerza mayor, la negligencia 
inexcusable y la omisión temeraria que sea causa 
de daño irreparable a las personas o de perjuicio 
manifiesto a las cosas, reconocido o apreciado 
con dictamen técnico. En los demás casos se 
aplicarán los preceptos de este Reglamento y los 
de régimen interior. 


Sección tercera. 

Personal administrativo y subalterno. 

Art. 53. El ingreso en el Cuerpo administra¬ 
tivo será siempre por oposición y por la última 
categoría, ante Tribunal presidido por el de la 
Corporación o su Delegado, y del que formen 
parte Catedráticos del Estado, Jefes y funciona¬ 
rios provinciales, y con sujeción al programa que 
se publique por el Gobierno y al que forme el 
propio Tribunal, con las adiciones aprobadas por 
la Corporación. Antes de la convocatoria se pu¬ 
blicará el programa, y en aquélla se fijarán las 
condiciones que han de acreditarse por los aspi : 
rantes y las del cargo que se anuncia, dando co¬ 
nocimiento de ella a la Junta calificadora del Mi¬ 
nisterio de la Guerra. No será válida la amplia¬ 
ción del número de -plazas ni la calificación de 
más opositores que los propuestos para ocuparla, 
y el procedirmento de la oposición se determina¬ 
rá por el Tribunal, pudiendo, para los gastos y 
asistencias, percibirse como derechos de inscrip¬ 
ción cantidad que no excede de 50 pesetas por 
aspirante. 

Art. 54. La Corporación, cuando se trate 
de proveer cargos de Jefe de Sección o Servicio 
y las Direcciones o Administraciones de sus es 
tablecimientos, podrá determinar en sus Regla¬ 
mentos la forma de su provisión y exigir condi¬ 
ciones especiales para su ejercicio. 
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,.. A rV **•" Reglamento del servicio interior 
lijara las Secciones y servicios de cada Corpora¬ 
ción, numero de Negociados y funcionarios a 
ellos adscritos, asuntos que las están encomen¬ 
dados, deberes y derechos, premios y castigos 
licencias y excedencias, con sujeción a lo preve¬ 
nido en el art. 114 del Reglamento de Empleados 
municipales de 23 de Agosto de 1924. 

El Oficial de mayor categoría prestará servi 
ció a las inmediatas órdenes del Secretario, al 
quejayudará en sus funciones, substituyéndole ac 
cidentalmente en los casos de enfermedad y au¬ 
sencia temporal. 

Art. 56. En cuanto a interinidades, vacantes, 
licencias y retenciones, se aplicarán losarts. 101, 
102, 114 y 118 del Reglamento de 23 de Agosto 
de 1924. * 

Arta 57. El personal subalterno necesario 
para el servicio de las oficinas y establecimientos 
provinciales ingresará por la última categoría, 
salvo cuando se trate de destinos y servicios es¬ 
peciales por su naturaleza, ascendiendo aquéllos 
por antigüedad, con los derechos y deberes que 
se consignen en los Reglamentos, y serán pro¬ 
vistas las vacantes en la forma y turnos que es¬ 
tablece el art. 99 del citado Reglamento de Em¬ 
pleados municipales. 


Sección coarta. 

Responsabilidades y recursos. 

Art. 58. Los funcionarios y empleado-: pro¬ 
vinciales podran incurrir en responsabilidad civil 
administrativa o pena!, se «¿un la natma¡e/.a c.t < 
falta, omisión o causa pe- la ur-nvt . „ 

Art. 59. Se reputaran * <m.o ; ra , . 

leves, las enumerabas >-i\ u «u' d íÍLl ' 1 
Reglamento municipal- 
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Las l<: - es serán castigadas por el Presidente 
con apercibimiento y multa de uno a quince días 
de haber, y las graves con suspensión de empleo 
y sueldo de uno a dos meses y con la destitución, 
según la gravedad de los hechos. La suspensión 
sera ac ordada por la Comisión provincial, y la 
destitución por el Pleno. También serán causa de 
destitución la incompetencia notoria, la negligen¬ 
cia manifiesta y la realización de actos que le 
haga desmerecer el concepto público. 

Art. 60. Las correcciones expresadas, salvo 
e! apercibimiento, se justificarán por expediente 
con audiencia por cinco días al interesado. 

Ei acuerdo de suspensión de empleo y sueldo 
exigirá el voto favorable de las dos terceras par¬ 
tes de la Comisión provincial, y el de destitución 
el voto de ¡as dos terceras partes del Pleno, cuan¬ 
do se trate de expedientes comprendidos en el 
número 10 del art. 115 del Estatuto provincial. 


Siempre será resuelto el expediente en el plazo 
de dos meses, a contar desde su incoación. 

A*»t. 61. Cuando el instrutor del expediente 
considere delictivos algunos hechos, pasará el 
tanto de culpa a los Tribunales, dando de ello 
cuenta al Presidente y a la Comisión provincial; 
sin embargo, no se interrumpirá la instrucción del 
expediente gubernativo para exigir la^esponsabi- 
lidad administrativa, imponer el correctivo disci¬ 
plinario y determinar la situación del funcionario 
encartado, con independencia de la actuación de 
los Tribunales y aunque el fallo de éstos fuera ab¬ 
solutorio. Sólo la incomunicación acordada por 
la Autoridad judicial será causa de interrupción 
en la instrucción del expediente. 

Apt. 62 . Contra los acuerdos de destitución 
o suspesión procederá el recurso contencioso- 
administrativo ante el Tribunal provincial, y en 
caso de revocación, tendrá el interesado derecho 
a pago de los haberes no percibidos, si el Tribu- 
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nal así lo declara, y los cobrará de la Coroora- 
cion, sin perjuicio del reintegro y de la respon a 

acuerdo;^ 80 " '° S Diputados <1“ votaran el 

Art- 63. Los empleados provinciales tendrán 
derecho a los beneficios del Montepío Nacional 
de Funcionarios de la Administración local que 
actuara bajo el Patronato de las Corporaciones 
provinciales y municipales. 


DISPOSICIÓN OFICIAL 

Quedan derogados los preceptos que se opon¬ 
gan a este Reglamento. En lo no previsto por 
éste regirá como supletorio el de Secretarios, In¬ 
terventores y Empleados municipales, aprobado 
por Real decreto de 23 de Agosto de 1924. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Los sueldos y derechos que se con¬ 
ceden en este Reglamento empezarán a regir en 
el presupuesto de 1926-27 (1). 

Segunda. La Dirección general de Adminis¬ 
tración formará la relación oficia! de aspirantes a 
Secretarios de Diputaciones, indicando los que 
tengan la condición de Abogados y de los que in¬ 
gresen en tal concepto por consecuencia de lo 
prevenido en el apartado c) del art. 18 de este 
Reglamento, dictando las normas precisas para 

su aplicación. . . . „ 

Tercera. Los actuales depositarios continua¬ 
rán ejerciendo el cargo con las fianzas constitui¬ 
das en tanto las Corporaciones provincia!»-- no 
acuerden aumentarlas. 


(r) Así rectificada por Rea! orden de 26 de Lov-emb 
de 1925 (Gaceta del 30). 

y¡ 
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Cuarta. Los beneficios que hubieren sido re¬ 
conocidos por anteriores acuerdos, especialmen¬ 
te con relación a derechos pasivos y otros emolu¬ 
mentos, subsistirán a favor de los empleados pro¬ 
vinciales, que continuarán en su disfrute. 

yj _Defraudación* — Real decreto de 50 

de Abril de 1925 Gaceta de 4 de Mayo) 2 . 

Artículo l.° Los Directores generales y el 
Tribunal gubernativo del Ministerio de Hacienda 
se ajustarán a los preceptos del presente Real 
decreto en el ejercicio de las funciones que en 
materia de condonación de multas les fueron de¬ 
legadas en virtud de la Real orden de 4 de Enero 
de 1904 y del art. 2 ° del Real decreto de 20 de 
Diciembre de 1921, respectivamente. 

Art. 2.° A los contribuyentes incursos en 
defraudación, ocultación, omisión o infracción re¬ 
glamentaria sancionadas con multas, que antes de 
que se presente denuncia o se inicie procedimien¬ 
to contra ellos hiciesen ante la Administración 
las manifestaciones o declaraciones necesarias 
oara la exacción de las cuotas o la corrección de 
a falta, le será condonado: 

a) El importe íntegro de las multas que les 
hubieren de ser impuestas por razón de actos u 
omisiones de los respectivos administradores le¬ 
gales, a los menores, incapacitados o ausentes 
declarados tales legalmente, que al llegar a la 
mayor edad o al cesar la incapacidad o la ausen¬ 
cia produjeren aquellas declaraciones y satisfi¬ 
ciesen las cuotas correspondientes. 

b) De una a cuatro quintas partes de la multa, 
a las Sociedades, Asociaciones, Comunidades de 
bienes y demás entidades morales; y 


(2) Hace referencia al art. 286 del Estatuto. 
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R e uaa a íres cuartas partes de la multa 
en los demas casos. muirá, 

En los límites de los apartados b) y c), la can- 
ídad P oa donada se graduará en razón inversa de 
la probabilidad racional de que el fraude, oculta 
cion, omisión o infracción fuesen descubiertos. 
Los preceptos anteriores de este artículo no obs¬ 
taran en ningún caso a la imposición de la parte 
no condonada de la multa a los administradores 
legales cuya culpa o negligencia causara el frau¬ 
de, ocultación, omisión o la infracción reglamen¬ 
taria cuando las disposiciones vigentes declaren 
la responsabilidad solidaria correspondiente. 

Art. 3.° Siempre que se probare plenamente 
la buena fe de los legalmente responsables de una 
acción u omisión constitutiva de fraude, oculta¬ 
ción, omisión o infracción reglamentaria, les será 
condonada total o parcialmente la multa corres¬ 
pondiente, en cuanto no estuviere exceptuada de 
condonación por las leyes. La cuantía total de la 
multa que se delare subsistente se regulará por 
el grado de negligencia que suponga la acción o 
la omisión, teniendo en cuenta las circunstancias 
particulares del caso y las personales de los le 
gaímente responsables. 

A**t. 4.° Cualquiera que fuere el grado de 
malicia o de negligencia en la comisión del frau¬ 
de, de la ocultación omisión o infracción regla¬ 
mentaria cuando afecten a contribuciones direc¬ 
tas de! Estado, y salvo lo preceptuado en las le¬ 
yes y en las especiales disposiciones reylanieniu- 
rias de la Contribución industrial V d<- comercio, 

será siempre condonada aque 
cualquiera que sea su cuantía. < uva c 
vase aparejada la ruina del ( ontribuyi 


vase aparejada 

sación del negocio que motivare m un,»-* 
Tratándose de Compañía-' * !; ‘ ■ 


1 y (f 

a parte de la multa, 
tía. cuya exacc mi lie 

nte o ¡a ce- 
-icii’m. 

lll! le- no ~e 


entenderán nunca compn adida- en 'y' 1 ' l ' ; i-o - 
la suma de las cuota-, mt- n-e- y mima- no < >• 
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cediere de la suma de los beneficios y de las re¬ 
servas en el último balance cerrado antes de la 
fecha en que se impusiere la multa o multas, com 
putados aquéllos en la forma prevista por la ta¬ 
rifa 3. a de a contribución sobre las utilidades de 
la riqueza tnobiliaria, y entendiendo por reservas 
a este efecto la suma de los beneficios acumula¬ 
dos y de las primas de emisión de las acciones o 
participaciones en el capital social, que hubieran 
sido negociadas por un valor superior al nominal 
y luzcan en cuentas como tales reservas efec¬ 
tivas. 

A los efectos del párrafo anterior se acumula¬ 
rán todas las multas que apareciesen impuestas 
y no condonadas a la persona o entidad de que 
se trate, tanto en concepto de primer contribu¬ 
yente como de segundo, y las cuotas que directa 
y definitivamente deban recaer sobre ella, ya sea 
por precepto de la ley o por pactos cuya vigen¬ 
cia conste de modo indubitable al Tribunal y que 
hubieran sido establecidos con anterioridad al 
hecho o a la omisión que motivaron la multa 

Art. 5.o En los casos de los apartados b) y 
c) del art. 2.° y en todos los del 3.°, cuando com¬ 
petan al Tribunal gubernativo, no podrá otorgar¬ 
se a un mismo contribuyente, y por preceptos 
tributarios comprendidos en un solo artículo del 
presupuesto de ingresos, más de una condona¬ 
ción en un quinquenio, a no ser por acuerdo uná 
ni me del Tribunal. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no es apli 
cable a las multas impuestas por omisiones o ac¬ 
tos calificados en las leyes como meras infrac 
dones reglamentarias. 

Art. 6.° Los preceptos de los artículos pre¬ 
cedentes se aplicarán a todos los casos de que 
entiendan reglamentariamente los Directores ge¬ 
nerales o el Tribunal gubernativo, desde el día 
inmediato siguiente al de la publicación del pre- 
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sente Real decreto en la Gaceta de Madrid cual- 

muTta 3 qUe 863 9 feCha dG la im P os ' c ’ón de la 


VII. — Disposiciones adicionales. (1) - 
Cédulas personales. —Por Real decreto 
de 10 de Enero de 1928 (Gaceta del 20), se dis¬ 
pone que el art. 29 de la Instrucción de 4 de 
Noviembre de 1925, quede redactado así: «Del 16 
al 31 de Enero resolverán las Comisiones pro¬ 
vinciales las reclamaciones de que queda hecho 
mérito, contra estos acuerdos cabrán las que au¬ 
toriza el art. 215 del Estatuto provincial.» 

Por Real orden de 25 de Abril de 1928 (Gaceta 1 Mayo', 
se dispone: «que el Cuerpo de Seguridad, lo mismo ¡os Jefes 
y Oficiales que las clases y guardias, está comprendido en el 
apartado C) del artículo 226 del Estatuto provincial.» 


VIII. — Tribunales provinciales de lo 
Contencioso-administrativo. — Sosteni¬ 
miento por las Diputaciones.— Real orden 
de 16 de Enero de 1928 (Gaceta del 20>. 


1. ° En ejecución de la disposición décimoter- 
cera transitoria del Estatuto provincial, y mien¬ 
tras el Estado no se haga cargo de las atenciones 
impuestas a las Diputaciones, con relación a los 
Tribunales provinciales de lo Contencioso-admi¬ 
nistrativo, aquéllas consignarán en sus presu¬ 
puestos la cantidad precisa para su sosteni¬ 
miento. 

2. ° Para cumplir lo dispuesto en el numero au 
terior se dividirán las provincias sujeta-a! redi¬ 
men común en cinco grupos: 


(i) Dictadas durante ¡a impresión d 
mos, coma en todos ¡o*! volúmenes ue i 
tando esta obra con cuantas dism oc-oue. 

cesivo. 
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A) Provincias en que se incoan 25 asuntos al 
año o un número menor: Albacete, Baleares, Qua* 
dalajara, Las Palmas, Logroño, Orense Santa 
Cruz de Tenerife, Segovia, Soria y Tarragona. 

B) Provincias que pasan de 25 sin exceder de 
50 - Alicante, Almería, Avila, Cáceres, Cádiz, 
Ciudad Real, Córdoba, Gerona, Huesca, Jaén, 
Lérida, Murcia, Palencia, Salamanca, Teruel, To¬ 
ledo, Valladolid, Zamora y Zaragoza. 

(!) Provincias que pasan de 50 sin exceder de 
100: Badajoz Burgos, Castellón, Coruña, Cuen¬ 
ca, Granada, Huelva, León, Lugo, Málaga, Ovie¬ 
do, Pontevedra, Santander, Sevilla y Valencia. 

D) Provincias que pasan de 100 sin exceder 
dé 200: Barcelona. 

E) Provincias en que se incoaron más de 200: 
Madrid. 

3.° Que por lo que al personal y gastos de 
material afecta, y con objeto de atender con más 
exactitud el precepto del art. 253 del Estatuto 
municipal, que atribuye a los funcionario-* que se 
adscriban al Tribunal provincial las funciones de 
Oficiales de Sala, y de garantir mejor el trabajo 
mecánico de los Auxiliares, y teniendo en cuenta 
la clasificación en los cinco grupos a que se refie¬ 
re el número anterior, procede asignar: 

A) A las Audiencias de las provincias del 
grupo A): 

Pesetas. 

Un Oficial con la gratificación de 2.500 

pesetas anuales .. 

Un Mecanógrafo con la de _ ..’' .* 

Otro para la Fiscalía con la de. 

Material de Secretaría . . .. . 

Idem de Fiscalía.... 

Total .. 6.000 


2.500 

1.500 
1.000 

750 

250 


i 

I 
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B) A las Audiencias de las 
grupo B): 


provincias 



Pesetas. 


Un Oficial con la gratificación de 5.000 
pesetas anuales .... 

Un Mecanógrafo con la de 2.000.’.... 
Otro para la Fiscalía con la de 1.500.. 

Material de Secretaría. 

Idem de Fiscalía. 


3.000 

2.000 

1.500 

1.500 

500 



8.500 


C ) A las Audiencias de las provincias del 
grupo C): 

Pesetas. 


Un Oficial con la gratificación de 3 000 


pesetas anuales. 3.000 

Otro con la de 2.500... 2.500 

Un Mecanógrafo con la de 2.000 . 2.( 00 

Otro para la Fiscalía con la de 1.500 . 1.500 

Material de Secretaría. 2.000 

Idem de Fiscalía. 500 


Total . 11 -500 

D) A las Audiencias de las provincias del gru 
po O): 

■ 7 Pesetas . 

Un Oficial con la gratificación de 3.000 

pesetas anuales. \ rnn 

Otro con la de 2.500. i “" ) 

Un Mecanógrafo con la de 2.000 . f U 

Otro con la de 1.500 . ...... •*j • 

Otro para la Fiscalía con la de 2.000. . 2Jio 

Material de Secretaria . -' z'l ,. 

Idem de Fiscalía . 



14.010 
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B) Y a las Audiencias de las provincias del 
grupo E)\ 

Pesetas. 


Un Oficial con la gratificación de 3.500 

pesetas anuales . 

Otro con la de 3 000.. 

Otro con la de 2.500. ••••••• 

Dos Mecanógrafos con la de 2.000 cada 

uno .... .*. * • • • 

Uno para la Fiscalía con la de 2.000 . • 

Material i.e Secretaría. 

Idem de Fiscalía. 

Total ... 


Las dotaciones de las referidas plantillas ten¬ 
drán el carácter de mínimas, pudiendo ser mejo¬ 
radas voluntariamente por las Diputaciones pro¬ 
vinciales; debiendo estas Corporaciones satisfa¬ 
cer las expresadas dotaciones puntualmente y por 
dozavas partes, para que todo sea atendido nor¬ 
malmente, sin molestia para ninguna de las enti¬ 
dades interesadas con cargo a las cantidades 
consignadas en los presupuestos provinciales, 
sin necesidad de que se entreguen, y a justificar 
a los Presidentes y Fiscales de los respectivos 
Tribunales. 

4 ° La designación de los Fiscales y Auxilia¬ 
res al servicio de los Tribunales provinciales de 
lo Contencioso-administrativo corresponderá, 
según los casos, al Presidente de la Audiencia o 
al Abogado del Estado que ejerza las funciones 
de Fiscal, con carácter de temporeros y sin dere¬ 
cho para ser nombrados Oficiales o Auxiliares 

de las Diputaciones provinciales o de dichos Tri¬ 
bunales. 

ó.° Los individuos que sin ser Magistrados de 
a Audiencia formen parte del Tribunal provincial 


3.500 
3.000 

2.500 

4.000 

2.000 

3.000 

1.500 


19.500 
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de lo Contencioso-administrativo, tendrán dere¬ 
cho, en los días en que constituyan Sala, a asis¬ 
tencias por cada uno, al respecto de 25 o 50 pe¬ 
setas, según se trate de Audiencias provinciales 
o territoriales. 

6. ° Queda sin efecto la Real orden de 23 de 
Mayo de 1925, y relevadas las Corporaciones pro¬ 
vinciales de satisfacer otras cargas, relacionadas 
con la jurisdicción contencioso administrativa, 
ínterin el Gobierno no disponga lo contrario 

7. ° Las Diputaciones provinciales que no hu¬ 
bieran facilitado al respectivo Tribunal de lo Con¬ 
tencioso administrativo máquina de escribir, que¬ 
dan obligadas a su adquisición, con cargo al pre¬ 
supuesto en curso; y 

8. ° La presente disposición comenzará a regir 
desde 1 de Febrero próximo, y las dudas y recla¬ 
maciones que produzca serán resueltas por el 
Ministerio de la Gobernación, oyendo al de Gra¬ 
cia y Justicia. 


IX. —Reos dementes o exentos de res- 
ponsabiiidad.— Destino. Real decreto de 5 
de Febrero de 1928 (Gacela del 7). 


1 t i t J - 


Articulo l.° Las órdenes de la Dirección 
general de Prisiones para el ingreso en los Maní 
cornios provinciales, conforme al Rea decreto 
de 1 de Septiembre de 1897, de los reos exentos 
de responsabilidad por declaración de los 1 riba- 
nales de Justicia y de aquellos cuyas cauc¬ 
han suspendido por haber caído en deiin-m < 
pués de cometido el delito, serán de cara--' ’-r ■ p 
cutivo y urgente, siempre que !as|ip»mp<n'.-i pp 

timonio de la resolución dictada en m ;j-n- p> p 

hoja de filiación prevcigua. qj- -■*' ^ op ¬ 

ciones provinciales pueuan oo un > n., -a 
diato cumplimiento de dicha - - p ! - - 

Art. 2.° En el caso de* qm ' ' p 

provincial entienda que no le cono-pon-..- 


n 


O ^ 
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npr q¡ demente, fundándose en que sus familiares 
ob ¡¿dos no sean pobres o en que el demente 
bava dañado vecindad en otra provincia, le in¬ 
cumbirá la prueba de elio en un expediente ad- 
ministrativo, que una vez concluso se elevará a 
la Dirección general de Prisiones para su resolu- 
cíón, sin que sus trámites puedan ser nunca obs 
tácalo para el ingreso del demente en el Manico¬ 
mio donde se haya ordenado. 

Art. 3.o El traslado de esos demente a los 

Manicomios se hará por Oficiales dfel Cuerpo de 
Prisiones y los gastos serán a cargo del presu¬ 
puesto del Ministerio de Gracia y Justicia. 

Art. 4.° El penado que durante la extinción 
de su condena en el Establecimiento penitencia¬ 
rio correspondiente presente síntomas reiterados 
de enajenación mental, a juicio del Médico de la 
Prisión, será reconocido por el Médico forense 
que designe el Presidente de la Audiencia o el 
Juez de instrucción del partido, según el lugar 
donde se halle sito dicho Establecimiento, y en el 
caso de estar conformes ambos facultativos, la 
Dirección general de Prisiones ordenará, dando 
cuenta al Tribunal sentenciador, el traslado del 
recluso al Manicomio penitenciario del Puerto de 
Santa María para someterlo a observación. En 
caso de discrepancia entre las opiniones de los 
indicados facultativos, la expresada Dirección 
general decidirá lo que estime más conveniente, y 
una vez efectuado el traslado, el Médico Director 
Je aquel Manicomio procederá a instruir el expe¬ 
diente prescrito en el art. 991 de la Ley de En¬ 
juiciamiento criminal, caso de que proceda, para 

remitirlo al Tribunal sentenciador oportuna¬ 
mente. K 

V 1 ! 5*° , 9 Liedan subsi 3tentes las disposicio¬ 
nes del Real decreto de 1 de Septiembre de 1897 

establece° n ° SG a ahora se 
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48 ;—permanente, 87 . 

Comisionados, 271 . 

Comité de la Caja nacional, 247 ;—nacional de fon¬ 
dos provinciales, 247 . 

Compensación económica, 229 . 
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Competencia en materia de enseñanza, 109;-quién 
la promueve, 45. 

Concesión de líneas telegráficas, m. 

Concesionarias de las obras públicas 114 

Concesiones gubernativas, 180. 

Concierto de obras, 19. 

Condonación de multas, 245;—informe, 245. 

Consejeros de los Cabildos, 189. 

Constitución de la Diputación, 85;—de la mesa 
electoral, 64;—de región: Requisitos, 305. 

Consultorios. y dispensarios: Condiciones de insta¬ 
lación, R. S., 55;—públicos gratuitos, R. S., 45. 

Constitución de la Diputación: Aplazamiento, 84; 
de 1 as Diputaciones, 74, 83 a 85; - de regiones: 
Requisitos, 304, 305 y 306. 

Construcción de ferrocarriles, no;—de líneas tele¬ 
gráficas, ni. 

Contabilidad^ 253;—de empréstitos: Libros, 253, 
290,291 y 292;—libros, 290;—libros auxiliares, 
291; libro especia! de presupuestos, 293:— libros 
principales, 291;—por partida doble, 290. 

Contratos de obras y servicios, 119. 

Contribuyentes: Clasificación errónea, 280. 

Contribuciones especiales, 218. 

Contribuyente: Facultad de examinar cierta docu¬ 
mentación, 253. 

Convocatoria a sesión, 91; — de elección, 7 - ! 

destitución, 184; —de sesiones. 83. 

Correcciones gubernativas, 180. 


Cotización en Bolsa, 254 . 

Créditos de las extinguidas Brigar a.-» 

Cuentas: Adíenlos firmes de! 1 nbun *.l ^ ( 
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ciamaciones, 3 °°> _ rectificación por el Interven¬ 
tor, 301; — responsabilidades: Reparos, 295- 

Cuerpo de Secretarios, R. S., 19! de seguridad y 
Vigilancia: Recompensas o correcciones, 40. 

Cuotas de contribución territorial: Tanto por ciento 
de percepción, 225. 

Crédito público: Empréstitos, 248. 

Cursillos de ampliación R. S., 28. 

Custodia de fondos, 277. 


Déficit de ejercicios ordinarios, artículo 198. 

Defraudación délas exacciones, 278. 

Delegación de Hacienda: Suspensión del pago de 
las subvenciones, R.O. V., 32. 

Delegaciones'de Hacienda: Dem'ora en el pago de 
las subvenciones, R. O. V., 30. 

Delegado de Gran Canaria, 190;—del Gobier¬ 
no, 190; - de los arbitrios, 223 y 224. 

Delegados; Comisiofiados o representantes: Respon 
sabilidad, 185. 

Denegaciones tácitas, 174. 

Denuncia, 286;—pública, 272. 

Depositarios Deberes, 276 y 277. 

Depósito, 264. 

Derechos y tasas, 219 a 221. 

Desavenencia por el apremio, 271. 

Desestimación de reclamaciones, 174. 

Designación de Mesa interina, 85. 

Destitución por resolución judicial, 182. 

Devolucióu de ingresos indebidos, 199. 

Diligencias sumariales, 43. 

Diputación: Diputados de que consta, 57;—en 
pleno, 86, 91, 98, 133 y 212;-en pleno: Acuer 
dos, 1151 en pleno: Aprobación de liquidaciones 
de obra, R. O. V., 22; —extralimitaciones, 164; — 
en pleno: Sesión extraordinaria, 98;—interini¬ 
dad, 84;—mesa interina, 85. 
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Diputaciones: Competencia: funciones: constitu¬ 
ción, 4. , 83 a 87 y 107 a i 14;—agrupación, 18- — 
competencia, 107; funciones, 107 y 108:—oblF 
gaciones mínimas, 127 y 128. 

Diputado: Gratuidad dei cargo, 77 . 

Diputados: Caso de responsabilidad personal, 198- 
corporativos, 49 y 58: nulidad de las actas, 84; 
duración del cargo, 60; elecciones, 6i;-direc¬ 
tos, 53; elección, 54: aptitud, 77 y 78; excu¬ 
sas, 82;—incapacidades, 81;—Incompatibilida¬ 
des, 79 y 8o; directos: Reducción del manda¬ 
to» 531 —directos titulares: Su número, 57; - elec¬ 
ción parcial, 50; -excusas, 82; - quiénes pueden 
serlo, 78;- quiénes no pueden serlo, 80; —suda¬ 
se, 49;—suspensión o destitución, 182. 

Directores de obras provinciales, R. O. V., 50. 

Dirección de seguridad: Facultades, 48; - general 
de Obras públicas, R. O. V., 7. 0 

Discusión del presupuesto, 197. 

Disolución de entidad regional, 309 y 310;—de la 
mancomunidad, 28 y 30;—de una Región: Cau¬ 
sas, 309 y 310. 

Dispensario antituberculoso: Misión, R. S., 40 
a 48; - antivenéreo: Función, R. S., 49 a 55. 

Dispensarios: «Tracoma», R. 53 - 

Distribución e inversión de fondos, 275. 

División del Territori , i.° y 2. 0 

Documento sujeto al timbre provincial- Inadmi¬ 
sión, 243. 

E 

Edificio de la Diputación: Exención de tributo.-. 

Edificios provinciales declarados mutiles, - 

Eficacia de los acuerdos, 15 9 ; . 

Ejercicio de los derecho# ponticos ir. ( .^ 

Elección: Convocatoria, 5 3 - cle _ 
cunscripción, 54 - pan.¡a b i 
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Elecciones: Aplicación del Estatuto municipal, 56; 
certificación del resultado, 65;—computación de 
votos, 52;- época, 53;-Mesa, 64; por desti¬ 
tución, 184;—votos: Régimen de Concejo abier¬ 
to, 66. 

Elector: Número de votos que puede emitir, 67. 

Electores: Ratificación de la carta intermunici¬ 
pal, 14. 

Embargo, 270 a 272. 

Embargos: Tercería, 274. 

Enfermos de «lepra», R- S., 54. 

Enfermedades infecto contagiosas: Medios para 
combatirlas, R. S., 33. 

Empate, 86 y 96. 

Empleados: Asignaciones, R. F., 12; -y agentes: 
Obediencia: Responsabilidad, 186; — inamovili 
dad, R. F., 10; Reglamento, 153 a 156 y 158; - 
vacante, R. F., 16. 

Empréstitos, 124, 248 a 250; —contabilidad, 253; - 
destino: Fondos para su .pago, 250; forma'de 
emitir los títulos, 251;—ilegales: Responsabili¬ 
dad, 250. 

Enajenaciones: Adquisiciones: Gravámenes, 122 

y I 3 3 ’ 

Enseñanza, 131;—-técnica, industrial, agrícola o 
agrícolas, 131. 

Errores u omisiones en los libros, 294 

Entidad regional: Disolución, 309. 

Escalafones: Reclamación, R. F., 5. 0 

Escrutinio: Certificación del resultado, 65; - defini¬ 
tivo, 70; - general, 69; -revisión por la Audien¬ 
cia, 70, 72, 75, 76 y 84; -y revisión: Plazo, 53; - 
vista ante la Audiencia, de las reclamaciones,72. 

Espectáculos: Permisos y presidencia, 44. 

Establecimientos benéficos: Organización de los 
servicios, R. S., 44; -de Beneficencia y Ense¬ 
ñanza, 120. 

Estatuto definitivo regional, 308. 

Exacción de las cuotas defraudadas, 279;—de muí* 
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tas, 181, legitimidad, 214; - ordenanza, 217- de 
contribuciones, 105;-de fianza, R. O V 

Exacciones, 210, 2.2 y 213; arrendamiento 26^ 
defraudación, 278; -de reciprocidad, 213; iden¬ 
tidad, 214, — reciprocidad internacional, 213;— re 
clamación, 215;— obligación de contribuir, 213; 
suspensión del acuerdo, 216. 

Ex*Diputaiios substitutos, 183. 

Expediente de defraudación, 279. 

Expropiación forzosa, R. O. V., 43. 

Extinción de créditos no invertidos, 199. 



Faltas del timbre provincial: Correcciones, ar¬ 
tículo 244. 

Ferrocarriles provinciales: Inspección del Esta¬ 
do, R. O. V., 41. 

Fomento de enseñanza técnica, 131;—de institu¬ 
ciones benéficas, R. S., 60; — de instituciones socia¬ 
les, 132. 

Formación de la Hacienda provincia!, 230. 

Función asesora, 118; —asesora de los Gobernado¬ 


res, 117. 

Funcionarios, 153 y 156; a quienes comprende, 
R. F., i.° y 2/'; derechos adquiridos, R. O. V. 50: 
clases, R. F.,6.°; de Obras públicas, R. O.V., 48; 
Estatuto legal, 155; — pago de haberes, R. F., 13. 
plantilla, 156 y 157;-reglamentos, 154 y 

técnicos: Nuevos nombramientos, R. S., 16: tec 
nicos titulados: Forma de ingreso, 15 3 - 
Funcione» de las Diputaciones, 108. ^ f 

Fusión de las Brigadas Sanitarias: Reg lamen a>. 

R. S., 17 y 20. 
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Gobernador civil: Asesoramiento, R. S., 2. 0 ;—Atri 
buciones, 3. 0 , 29 y 37 a 46; Ausencias, 34;-Ca¬ 
tegoría: Condiciones, 32 y 35;-Deberes, 38, 39, 
41, 42 y R. S. i.°; Designación de Delega¬ 
dos, 34;—Diligencias por delitos o faltas, 43; — 
ejecutor de los acuerdos, 301;—Facultad para 
suspender acuerdos, 161; — Función asesora, 118; 
Haberes pasivos, 36;—Incompatibilidad, 33; — 
Instrucción [de las primeras diligencias, 43; — 
Nombramiento, 31 y 32;—representante del Go¬ 
bierno, R. S., i. 0 ;—Requisitos, 32; - Responsabi¬ 
lidad, 47;—civil: Revocación de acuerdos, R. S.,6.°; 
substituto, 34. 

Gobernadores: Acuerdos: Alzada, 166; — Competen 
cias, 45; - Entrega de delincuentes a los Tribu¬ 
nales, 43: —Facultades, 37 y 39; —Funciones, 46; 
Gastos de [representación, 35; —Permisos para 
espectáculos: Presidencia, 44. 

Graduación de las multas, 283. 

Gratificaciones: Dietas, R. O. V., 49. 

H 


Habilitaciones o suplementos de crédito, artícu¬ 
lo, 205. 

Hacienda provincial, 207. 


I 

Identidad de las acciones, artículo 214. 

Imposición de las exacciones, 212; —provincial, 222. 

Impuesto de cédulas personales, 226;—del Tim¬ 
bre: Recargo, 241. 

Impuestos sobre derechos reales: Recargo, 238 
y 239; —y arbitrios: Cobro adomicilio, 267. 

Impugnación de declaración de utilidad públi¬ 
ca, 133;-particular, 172. 

Información pública, 15;—pública, R. O. V., 3. 0 

Informe de la Diputación, 15;—de las Jefaturas de 
Obras públicas, R. O. V., 20. 
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Ingeniero Ayudante, R. O. V., 45;-Jefe de la Sec- 
cion de Vías y Obras, R. O. V., 45. 

Ingresos, 194; provinciales, 207Administra¬ 
ción y cobranza, 261;- que tienen el carácter de 
depósito, 264. 

Inspección de las obras, 133;—provincial de Sani¬ 
dad: Funciones, R. S., 2. 0 a 5. 0 

Inspecciones: Visitas: Observaciones, R. O. V. 21. 

Inspector del grupo insular oriental, R. S., 67; — 
ingeniero, R. O. V., 18;—provincial de Sanidad: 
Funciones, R. S., 29;—Vigilancia de los servi¬ 
cios, R. S., 43. 

Inspectores de Sanidad, 129. 

instalación de rayos X, R. S., 39 

Instituciones de higiene, R. S., 13; - sociales, 132. 

Instituto de Higiene, 130; organización, R. S., 18; 
Régimen administrativo/R. S., 19 y 21;—Servi¬ 
cios estatuarios, R. S., 15;- de Maternología y 
de Puericultura: Secciones, R. S., 57; —provin* 
cial de higiene: Intercambio, R. S., 27; Proyec¬ 
to de presupuesto, R. S., 24. 

Institutos provinciales de higiene: Secciones, R.S., 

art. 26. 

Intereses de demora, 268. 

Intervención de Agentes de bolsa, 255. 

Interventor: Atribuciones, 15°; Condiciones. 
Sueldos, 15 1; — Deberes, 150; — de fondos, 14 > 
Formación de cuentas, 296;“ Funciones, 149- 

Inventario, 208. 

Investigación de tributos, 281 y 2 < i- 
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Juntas: Comisiones: Subcomisiones, R. S., 9.°; — 
provinciales: Reunión, R. S., II. 

L 

Lactancia de niños: Vigilancia, R. S., artículo 58. 
Legitimidad de la exacción, 214. 

Letras de cambio y pagarés, 252. 

Libro de actas, 100 y 101; de presupuestos, 293. 
Libros de contabilidad: Sistema, 291;—subsana 
ción de errores u omisiones, 294. 

Liquidaciones: Reclamación, 282; —Reparos, R. 
O. V., 22. . 


IVl 

Mancomunidad, artículo 18; - R. O. V., 36; — 
Acuerdo, 19;- a plazo fijo e indefinido, 27; — 
Aprobación, 20; — Comisión gestora, 21;—de ca* 
bildos, 191 y 192;—de servicio sanitario, R. S., 
art. 35; Disolución, 27, 28 y 30; - Cuándo no 
puede disolverse, 27; Presupuesto: Aprobación, 
art. 24. 

Mancomunidades, 18 a 21 y 27. 

Médicos-Directores de Sanidad: A quién substitu- 
yen, R. S., 67. 

Mejora del servicio de conservación, R. O. V , 21. 

Meretrices enfermas, R.S., 40. 

Mesa electoral, 64. 

Ministerio de Fomento, R. O. V., 31. 

Modificación del régimen provincial, 6.°; — de un 
arbitrio: Requisitos, 223 y 224. 

Montepío de empleados, 157;-- nacional, 157. 

Multa, 41, 240, 243 y 284;- cuantía, 180;- depósi¬ 
to para recurrir, 180; exacción, 180 y 181; — 
forma de pago, 287; — graduación, 283; — no 
pueden ser condonadas, 245;—plazo para el pago, 
art. 180;-por defraudación e infracción, 280;— 
por incumplimiento de Ordenanzas, 287;-por 
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lidadlT, 65 ' 278: P roce dimiento para su efecíi- 
art. 280: - reduTción Ca 2 e 8 n o. SObre 61 representante - 


IV 

Nodrizas: Vigilancia, R. S., artículo t¡8 
Notificaciones, 173. 5 

Nueva elección, 71 y 72. 

Nulidad de acuerdos, 204;—de sesiones, 97. 

O 

Obediencia y responsabilidad, artículo 186. 

Obligación de la exacción, 213. 

Obligaciones mínimas, 127 y 128. 

Obras: Con cesión del traspaso: Reglamentación, R 
-O. V., 39; —de saneamiento, R. S., 64;— en curso, 
R. O. V., 23: — procedimiento de entrega, R. O. Y., 
art. 11; — Gobernador civil, R. O. V., 35; - hidráu¬ 
licas: Expediente de traspaso, R. O. V., 37: - 
traspasadas, 113;—Traspaso, R. O. V., 36; nue¬ 
vas: Proyectos: Apelaciones, R. O. V., 25 a 27: - 
públicas: Concesión, 114; - provinciales: Expro¬ 
piación forzosa, R. O. V., 43: - públicas: Releva 
ción de fianzas, R. O. V., 42; suspensión, R. O. 
V., 15: — traspasadas: Expediente de reversión. 
R. O. V., 40, Subvención, R. O. V., 38. 

Obreros, R. F , 10. 

Omisión de declaraciones obligatorias. 284. 

Operaciones electorales: Reclama» :on, -1 y 

Ordenador de pagos, 277: - respom.mdi hd 

Ordenanza de ingresos, 268 y 260: de 
ción, 217. 

Organismos infermnni' males, 10. 

Organización de servicios- A qu-en ¡tu 
v 4, 0 : - de servicio facultativo, R. < >. \ 
dependiente de servicios Reqim-ito- 7. 
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Pabellón de aislamiento, R. S., artículos 37 y 38; — 
para tuberculosos, R. S., -I < * 

Pago de intereses, 124. 

Papeletas de votación, 64. q 

Patrimonio de las provincias, 5. 

Peones camineros, R. F., 7. 

Percepción de la aportación municipal, 233. 
Período de conservación, R. O. V., 19. 

Períodos de sesiones, 88. 

Permiso de espectáculos, 44; para funciones pú¬ 
blicas, 44. 

Personal auxiliar, R. O. V., 46; de plantilla, 17; 
Derechos adquiridos, 17;- facultativo: Concurso, 
R. O. V., 48; - Destitución por motivo excepcio¬ 
nal, R. S., 23; y auxiliares técnicos: Derechos 


adquiridos, R. S., 14. 

Personas jurídicas, 5. 0 

Petición de aportación municipal obligatoria: Ite* 
glas, 233. 

Plan de caminos, 133; vecinales, R. O. V., i.° 
y 2. 0 ; — de conservación: Liquidaciones, R. O. V., 
art. 22; —general de caminos vecinales, 133. 

Plantilla de cada grupo: División. R. F., 8.°;- de 
empleados, R. O. V., 47. 

Plantillas de personal, 156; — y Reglamentos: De¬ 
rechos adquiridos, R. F., 3. 0 y 4. 0 

Ponencias permanentes, 102. 

Posesión de los Diputados, 83. 

Premio de cobranza, 236. 

Preparación de otro recurso, 172. 

Prescripción de créditos, 288 y 289. 

Presidencia del Gobernador, 92. 

Presidente: Atribuciones, 125; —de la Comisión 
gestora, 21;— de la Diputación: substitución: pro¬ 
visión de vacante, 86;— ejecución de los acuer* 
dos, 160;— facultad para suspender los acuerdos) 
art. 160;-Responsabilidad, 126. 
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Prestación personal, R. O. V., 48. 

Presupuestos adicionales: Prohibición, 199; apro¬ 
bación, 201; —censura: reforma, 203;—Consigna¬ 
ción para gastos obligatorios, 201;—de la Man¬ 
comunidad, 24 y 25; Discusión, 197; - Extrali¬ 
mitaciones ilegales: Recursos, 201; extraordina¬ 
rios y ordinarios: Formación, 193, 195 a 198; — 
impugnación, 200; — no puede contener déficit 
inicial, 193; recurso contencioso-administrativo, 
art. 201; - reincidencia en el acuerdo: Responsa¬ 
bilidad, 203; - rendición de cuentas, 295;- requi¬ 
sitos en los acuerdos, 122; - resumen, 200;—re¬ 
visados: Sesión extraordinaria, 203; revisión por 
el Ministro,art. 201; variantes: Quién las acuer¬ 
da, 196; - vigencia, 201. 

Primera convocatoria, 95. 

Procedimiento de apremio, 270. 

Proclamación, 51 y 62. 

Prohibición de presupuesto adicional, 199. 

Promoción de investigación de los tributos, 285. 

Proposición de recompensas y correcciones, 40. 

Piopuesta de presupuesto, 196; --de prestación del 
personal del Estado: Comisión provincial, R. O. 
V., 48. 

Prostitutas enfermas, R. S., 52. 

Protestas de las operaciones electorales, 71. 

Provincias, i.° 

Proyecto de caminos vecinales: Publicación, R. 
O. V., 2. 0 ; de Estatuto regional, 307; - definiti¬ 
vo, 307 y 308. 

Proyectos de obras nuevas, R. O. V., 25; -de re 


formas de obras, R. O. V., 
Pruebas en las reclamacione 
Publ icación de fas cuentas, 2 
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s de cuentas, 301. 
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tos: recursos; plazos 202. 
Puentes economices, R. O \ .. 
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Quinquenios. R. h ■, articmo 
«Quorum», 95; de electores 


11. 

y Ayuntamientos, 6.0 


fiel impuesto del Timbre. Exacción, ar" 
tRuíos 241 y 242; sobre Derechos reales, 238 

a 240. 

Recargos o recursos. Embargos, 2701—0 recur¬ 
sos provinciales: cobro de atrasos, 270; para 
amortización de empréstitos: autorización, 258; 
que precisan la ratificación de los Ayuntamien¬ 
tos,' 260. 

Recaudación, 261;— de arbitrios, 237;—de con¬ 
tribuciones, 112; -directa: afianzamiento de la 
gestión recaudatoria, 266. 

Recepción de la obra, R. O. V., 19. 

Reclamación contra las liquidaciones, 282; —par¬ 
ticular, 171; sobre la exacción, 212 a 215. 

Reclamaciones al Presupuesto, 201 y 202; de las 
cuentas, 300 a 302;—electorales: modo de hacer¬ 
se, 71;-procedimiento gratuito, 74; en las ope¬ 
raciones electorales, 72. 

Recompensas: correcciones, 4. 0 

Recurso contencioso-administrativo, 144, 169 y 170; 
contra los acuerdos de las Diputaciones, 209;- 
de alzada contra acuerdo del Gobernador: plazo, 
166; - de los cuentadantes, 302;— denulidad, 168. 

Recursos, 29;— contra las multas, 41; ^— contra 
el acuerdo de aportación municipal, 232; —con 
tra los acuerdos, 166, 168 a 170; — de amorti¬ 
zación de empréstitos; 256 y 257;—de la Comi¬ 
sión gestora, 29; - de obras públicas y servicios, 
228;-—de las Diputaciones, 209; procedentes del 
uso de obras públicas, R. H., i.° 

Reducción de las multas, 280;-de plantillas, R. 
14. 
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Reelección, 52. 

Referendum, 309. 

Régimen de compensación económica, 229;-elec¬ 
toral, 56;—de las islas, 187; —provincial: modifi¬ 
cación, ó.o 

Región: Cómo se constituye, 305;—disolución por 
el Gobierno, 310;- no se pueden fraccionar las 
provincias, 306. 

Regiones: Constitución, 304 y 305:-objeto, 304. 

Reglamento de Cabildos y Mancomunidades, 192, 
de la Comisión gesiora, 22. 

Relevación de prestaciones, 134. 

Remanente de la subvención, R. O. V., 32. 

Renovación de las Diputaciones, 87. 

Reparos: Recursos, R. O. V., 17 v 20. 

Repartimiento provincial, R. H., 2. 0 

Responsabilidad: Acuerdos, 176 a 179; — civil del 
Gobernador, 177; cuentas, 303; — penal, 178: 
personal, 175; — por acción u omisión, 175 a 303, 
por dolo o negligencia, 272; — quién puede exi¬ 
girla, 177. 

Responsabilidades civiles y administrativas, 174. 

175 , 177 y 179 - 

Resalta de ejercicios cerrados, 199. 

Retrato del Jefe de Estado, icó. 

Reunión de la Comisión permanente, 9 0 ; e» ple¬ 
no de la Diputación, 196 y 197. 
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advertencias generales 


1.a bv!o s© servirá pedido alguno que no 
venga acompañado de su importe en letra de 
fácil cobro, carta-orden, giro postal, etc. 

2 » Para provincias regirán los mismos pre¬ 
cios consignados en este Catálogo para Madrid, 
con el consiguiente aumento de los gastos de 
franqueo y certificado, que está consignado á 
razón de 0,26 ptas. kilogramo, más otros 0,30 
de certificado, por paquete que no puede exce¬ 
der de 4 kilos para provincias. 

Los envíos á reembolso , que pueden hacerse á 
todos ¡os pueblos con estafeta autorizada para 
giros postales, llevarán el recargo consiguiente 
de 0,25 por paquete. 

3 . a La venta de obras se hace en firme, es 
decir, que la Casa no admite, en ningún caso, 
devoluciones de obras pedidas por los señores 
Corresponsales ó Libreros. 
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Emaia COMO «a loa dot»M palees, y las cada 

r 8 la tr¿r, Umbié?eS?« ™ 

L ee ra a ¿B y continentes distintos, exigen á su yaz la 
transformación evolutiva de las publicaciones que 
han de hacerse eco de las necesidades y reflejar el 
n^resivo desenvolvimiento de las sociedades en la 
-mí de la ciencia á que sirven de órganos. 

No es menos necesario para una Revista que pre¬ 
tenda abarcar en sus páginas, en forma sintética, el 
cuadro entero de la actividad jurídica del país en 
que ve la luz, procurar la relación incesante entre 
todos sus órganos de expresión, llámense Tribunales, 
Academias de Jurisprudencia, Universidades, Cáma¬ 
ras legislativas, Colegios de Abogados y Notarios, 
libros, folletos y periódicos; y la comunicación cuo¬ 
tidiana con cuantos profesan las ciencias jurídicas en 
todas las provincias, regiones y comarcas del terri¬ 
torio nacional; tendiendo á la vez á la concentración 
y á la difusión ó expansión de ideas y energías, en 
una obra doble como el ritmo cardiaco en la admira¬ 
ble función circulatoria. 

A este propósito esta publicación seguirá exten¬ 
diendo su radio de acción y aumentando el número, 
ya que no el mérito, de sus colaboradores y dando 
á conocer trabajos jurídicos y documentos legislati¬ 
vos del mayor interés posible para cuantos en la 
Corte, en la capital de provincia ó en el último rin¬ 
cón ó lugarejo consagren su vida al estudio y apli¬ 
cación del derecho y oficie en sus altares en las más 
elevadas ó más humildes jerarquías. 

Consecuencia de este concepto acerca de lo que, en 
nuestro tiempo, debe ser una Revista jurídica, si ha 
de satisfacer la triple exigencia de la propaganda y 
universalización de los principios fundamentales del 
, 0 re ®h°? de su traducción en leyes y Códigos, y de 
ia aplicación é interpretación de los Cuerpos legales, 
oieron las leiormas introducidas en las primitivas 

pu icaciones, dividiendo la Rtviata en las rs artes y 
secciones que se indican. 

órgano de los funcionarios judicia- 
’ü se . ma “almente, en forma de boletín en- 
e-ioRRs firm 9 ’ mteresante s trabajos de las más prestí- 

^ las JfeuiVFte.r 11 ' 1S as I uraci ' >nM 
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PARTB PRIMERA 


Número semanal: contiene 16 náginas en 4.’ mayor 
publicando en cada numero todas 6 la mayor nart 
de las siguientes secciones: y ^ 1 

1. * Artículos de carácter doctrinal ó práctico de no 

lémicas jurídicas, etc., de la Redacción ó suscritos por 
jurisconsultos y escritores autorizados; v 

2. Consultas ó dictámenes acerca de cuestiones so¬ 
metidas á resolución de la Redacción ó de juriscon¬ 
sultos eminentes Para los señores suscriptores regi¬ 
rán honorarios convencionales, siempre módicos tra¬ 
tándose de los emitidos por la Revista. 

3. * Crónica legislativa universal , en la que se ha¬ 
cen sucintas indicaciones acerca de las leyes y dispo¬ 
siciones de carácter general que se publiquen en los 
diarios oficiales ó de que se ocupen las Cámaras de 
los principales Estados de Europa y América; 

4. * Nota jurídica de la semana. 

5. * Crónica de Tribunales , con noticias ó reseñas de 
los juicios más notables, tanto civiles como crimina¬ 
les, que se celebren en las Audiencias territoriales y 
provinciales, para lo cual cuenta la Revista con ex¬ 
celentes colaboradores en todas ellas; 

6. * Quejas y reclamaciones , siempre bajo la respon¬ 
sabilidad de los que firmen las cartas en que se re¬ 
mitan, cuando la firma sea conocida de la Redacción 
ó nos den referencias que garanticen su autenticidad; 

I.’ Variedades, noticias jurídicas, movimiento del 
personal dependiente del Ministerio de Gracia y Jus¬ 
ticia, anuncio de vacantes, etc.; 

8 .’ Movimiento científico-jurídico. — Crónica de re¬ 
vistas jurídicas, bibliografías de los libros de Dere- 
cno que se nos remitan, y, si los autores ó editores 
envían dos ejemplares de sus obras, se harao reseñas 


más extensas; 

9.* Anuncios que puedan ser de Ínteres para los 
suscriptores, por ejemplo, los Abogados y Procma- 
dores en ejercicio en ¡as capitales donoe baja u* 

diencia territorial, etc. 


PARTE SEGUNDA 


Jurisprudencia.— Se publica en máximas concisas, 
que contienen con exactitud la doctiina ^ • hí>cl 8 
en la parte dispositiva de las sentencias cm-es, p*- 









a&le3 y contencioso-administrativas, resumen de las 

, • y „ 0 miVuarnativas y de la Dirección de los Re- 

decl f° n H Dane va disidida en las secciones co- 

Trespondfentes, se distribuye semanalmente con el 
número, para poderla encuadernar aparte, y se publi¬ 
carán al final del año minuciosos índices cronológi¬ 
cos y alfabéticos de cada sección. 


PARTE TERCERA 


Legislación española. —Compren de todas las leyes y 
disposiciones de carácter general, repartiéndose tam¬ 
bién con el número semanal, para encuadernar en 

tomo aparte. 

Los Códigos y las leyes demasiado extensas se 
publican además en tomitos separados y anotados, en 
tamaño igual al de la Biblioteca de bolsillo. 

Con las anteriores indicaciones podrán formar los 
lectores idea aproximada de la importancia y utilidad 
de nuestra Revista . Vean ahora las ventajas y condi¬ 
ciones de la suscripción en la página 3 

En la suscripción independiente á nuestras Seccio¬ 
nes de Legislación y Jurisprudencia, se encontrará la 
ventaja indiscutible, sobre otras publicaciones de ín¬ 
dole semejante, de que daremos todos los sábados 
(siempre que tengamos original suficiente para com¬ 
pletar pliegos de 8 ó 16 páginas) las que hayan apare¬ 
cido durante la semana en el periódico oficial, rega¬ 
lando al final de cada ano útilísimos índices y elegan¬ 
tes cubiertas para la encuadernación de los dos volu¬ 
minosos tomos que vienen formando estas materias. 

En las Colecciones completas de Legislación, Ju¬ 
risprudencia y Revista, concedemos á los señores 
suscriptores Isnpartantislifiia® rebaja®. 


-C/#lecciene® de la publicada ceiue 
«Resista de lo® Tribunales >, 

Boletín y parte doctrinal van publicados 
tomos siguientes: ^ 

4 “ZvJ 1 ?, í«' 929 í amb0s 64 tomos en 

4. mayor, 1.116 pesetas en Madrid. 

tan ano S n a .P U , eden encu *J er “ ara « en 50 tomos v cues- 

viñciLn’S ,? «Are dichos prestos. En pro- 
mcias 0,50 más cada tomo» * 


7 


S,— De Repertorios. 


!• Repertorio de Legislación. —Van publi¬ 
cados 49 tomos, correspondientes á cada uno de los 
años 1818 a 1929, siendo su precio 686 pesetas y pu- 
diendo encuadernarse en 41 volúmenes, que aumenta 

el costo en 188 pesetas. Cada volumen, 0,50 más 
en provincias. 


2.° ^ Repertorio de Jurisprudencia civil 
española. — Consta de veinte tomos en 4.° ma¬ 
yor á dos columnas, y comprende desde 1839 hasta 
l.° de Enero de 1894; su precio es el de 240 pesetas 
en Madrid y 252 en provincias. Empastados en 10 to¬ 
mos cuestan 35 pesetas más. 


8.’ Repertorio-Diccionario de Jurispru¬ 
dencia criminal .—Dos tomos, que comprenden las 
sentencias del Tribunal Supremo desde 1810 hasta 1.* 
de Enero de 1880: 26 pesetas en Madrid y 21 en pro¬ 
vincias; 4 pesetas más encuadernado en pasta en un 
solo volumen. 

Apéndices 1.* al 12 del mismo Repertorio: compren¬ 
de las publicadas desde l.° de Enero de 1880 á la 
misma fecha de 1894; 113 pesetas en Madrid y 118 en 
provincias; 36 pesetas más en pasta en ocho volú¬ 
menes. 


4.® Repertorio «le Jurisprudencia admi¬ 
nistrativa. —Tomos 1.® al 12: comprendeu desde 
l.° de Enero de 1880, á fin de Diciembre de 1894: 112 
pesetas en Madrid y 114 en provincias. 

Puede encuadernarse en cinco tomos, v su coste 
aumenta 11,50 pesetas. 


5 ° Repertorio de Jurisprudencia hipo¬ 
tecarla.—Tomo l.° Comprende todas las Resolucio¬ 
nes de la Dirección de ¡os Registros de i» p r "p:e- 
dad, desde 1814 á fin Diciembre «Je 1819' 8 oesetas 
Tomo 2.° al 5 Ü , las de 1880 y it*1 4 «.mo- Pe¬ 
setas en Madrid y 2 i en provecías, l'-mo o. • , 

. A a - . . a. _ . . Oi '•* vn 4 3 "4 


oy v/ ytw wm v * ^. u i \ j 1 O 

las de 1888 á 1890:8 pesetas Tomo 9 y ; 0 ' 

1891 y 92; 5 pesetas. Tomo i i, tas *''•■‘9. o [■*- 
Estos once'tomos pueden eoeoMernarsv ^ ;o b 7 

su coste es 55 pts. en pasta y 50 p-ov:uc.\«. 







Repertorio de Jurisprudencia española.— 

Continuación de los anteriores Repertorios. Com¬ 
prende la doctrina de las sentencias dictadas por el 
Tribunal Supremo y por el de lo Contencioso—admi- 
nisírativo; las decisiones adoptadas por ios departa¬ 
mentos ministeriales en materia gubernativa y las 
acordadas por la Presidencia del Consejo de Minis¬ 
tros y la Dirección general de los Registros y del 
Notariado y publicadas en la Gacela desde l.° de Ene¬ 
ro á fin de Diciembre de cada año, desde 1894 á 1929. 
Consta la colección de 35 tomos, siendo su precio 425 
pesetas. Encuadernados en pasta, 12T pesetas más. 
En provincias, 0,50 más cada tomo. 

El pago de suscripciones puede hacerse en libran¬ 
zas corrientes ó de la Prensa, sobre monedero ó letra 
de fácil cobro a nombre de D. F, Góngora, ó por Giro 
postal, que es el procedimiento que resulta más eco¬ 
nómico. 


REVISTA. RE LOS TRIBUNALES 

es la más leída de las publicaciones españolas entre 
funcionarios judiciales y fiscales, Abogados, Secre 
tarios, Notarios y Registradores. 


OBRAS DE FONDO 


del Centro Editorial de Gónyorá 


Pesetas 


Accidentes del trabajo. —Manual jurídi- 
co-práctico, con formularios, etc., por T. 

Callej r de Blas; en tela. 

Aeronáutica.— (V. Derecho aeronáutico). 
Aguliar y García (Antonio). — Cuesticnes de 
Derecho civil español minero. Un volumen de 

136 páginas ea 4 "menor. 

— El Contrato y el Derecho real de Foro —In - 
teresantísimo y concienzudo estudio de esta 
institución. Un voluminoso tomo en 4.° ma¬ 


yor . 

— La Crisis de la Justicia ... 

* Alojamientos y bagajes.— Guía práctica 
de Legislación y Jurisprudencia, anotada y 
seguida de útilísimos índices. Un volumen. 

(0,25 más en provincias). 

* Almanaque judicial, publicado por la Re¬ 

vista de los Tribunales. Años 1903, 905. 906, 
908, 909, 910, 911, 912, 913, 914, 915, 916, 
917, 918, 919, 920, 921, 922, 923 924, 925, 
926, 927, 928 929 y 1930. Obra de gran utili¬ 
dad para Abogados, Jueces, Registradores, 
Notarios, etc. Cada año forma un tomo en 8.° 
de más de 200 páginas... 


• Apremios administrativos. — «Estatuto 
de Recaudación», de 18 de Diciembre le 
1928, anotado con las concordancias y refe¬ 
rencias legajes, indi es, etc. 

(En rústica).. ...• • • 

Aragonés (Pascual).—• Modificación de algu¬ 
nos artículos de la Lev Hipotecaria vigente, 
por la de 22 de Abril de 1909 Texto y co¬ 
mentarios. Un volumen en 4 “ menor de 
páginas... 


36 


5 


2,50 


8,50 

8.50 

2.50 


4 


2.5<i 
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— Compendio de Legislación hipotecaria. Dos 

tomos . 

Í 1 peseta más en provincias,. 

o Aranceles de Importadora y ©xporta- 

. Aranceles vigentes en la Península y Ta- 
rifas de honorarios* Completísima obra que 
contiene los da todas las profesiones, judi 

cíales, etc. .. v .. • • ... —. *1 

(en provincias 0 ? 25 mas). 

* Arancele® uotarlale® * En forma de cua¬ 
dro, para despacho..... 0 , *75 

® Analícele» ¿0 iK&eCreturlU» judiciales* 

En coadro, buen papel, ¡ ara despacho. 0,^5 

Aranceles de I^rucuradores# En cua 
dro, para despacho.... .. ... 0,1(5" 

* Arancele» de Juagad©» imiiiicipale» 

con la Ley municipal .... ®........ o .. 1, 50 

— — Idem en cuadro.. 0,75 

* Arreudamieet© de fincas urbana»* — 

Reales decretos con tedas las (deposiciones 
complementarias, doctrina, etc. 2 

* Auismcwiles.—Reg amento de circulación 

di 16 de Junio de 1926. 1,50 

— Patente nacional. .. 1,50 

— P'ireu'aoión u b^-na e interurbana. 2 

— Transportes por carreteras*—Regla¬ 

mento de 22 de Jui io de 1929 y disposicio¬ 
nes compleme? tarias. 1 ? 50 

— V. Guía Jurídica del Automovilista. 

Auxilio» a la» industria»* — Reales de¬ 
cretos de 80 de Abril y 24 de Mayo de 1924, 

con las reformas posteriores. 1 50 

Baltzer. — Elementos de matemáticas. — Pri¬ 
mera parte: Aritmética vulgar. 2 50 

La segunda parte está agotada. * ’ 

Bashkirtseff (María). — Memorias inéditas. 

Volumen VII de la Colección «Verdad» 1 50 

Biiiard (Máximo). — Un hijo de Napoleón I ’ 
Volumen VI de la Colección «Verdad» ... 1 50 

Bernaldo de Quir*s (Constancio).— Figu- ’ 

*■“* delinquen tes Un vol. en 4.® menor 1 50 

Jane* Martines (Emilio).— Legislación *$. ’ 

pteial de Ensanche de poblaciones.— Contiena 
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Peseta» 

la Ley y el Reglamento; la ley de Sanea¬ 
miento y reforma interior de poblaciones . i 

Blnntsckli (J. Q.) — Derecho público univer¬ 
sal.—Versión española por la «Revista de los 
Tribunales». Dos tomos en 4.°. 18 

Boza (José). — Derecho Judicial común. Pró 
logo de D. Juan de la Cierva y Peñafiel.... io 

Caballero y Monteo (José María).— 
sobre el procedimiento contencioso adminis¬ 
trativo.... 4 

Cadalso (Fernando). — Instituciones peniten¬ 
ciarias y similares en España. Obra laureada 


y reconocida de notable mérito. Un volumen 
en 4.° de 818 páginas . „.20 

(0,T5 más en provincias). 

Capltant (Henri) »—De la causa de las obliga* 
dones Importantísimo estudio doctrinal y 

práctico, con notas de Tarragato... 16 

Calvo (Ismael).— Los poderes del Estado , sus 

conflictos y manera de resolverlos ... ..,.. 1,50 

Car rara ,—Teoría sobre la tentativa y la com 
plicidad Ó el grado en la fuerza física del delito; 


versión castellana, anotada y con un prólogo 
de D. Vicente Romero Girón. Un tomo en 4.°. 1 

(0,50 más en provincias y 3 más en pasta). 
(Vol. IX de la Biblioteca de Derecho, Socio¬ 
logía y Política). 


• Casas baratas y económicas* — Com¬ 
prende todo lo legislado, profusamente 
anotado y concordado, con bs disposicio¬ 
nes anteriores y las vigentes. Encuaderna- 


Castellar*— D# codificación civil , con un re* 
sumen de las legislaciones forales. 

Cansa de Arcbldona.— Defensa de D* Ri- 
cardo Peris hecha anta el Supremo Tribunal. 


por D. Vicente Romero Girón * - • ‘ * * ' ‘ * ; * 

Clases pasivas del lEstado Tvdatu <» 

22 de Octubre de 1926, coa disposiciones 


complementarias y concordancias^ 

Cédulas personales* 1 1 ^troc 

Noviembre 1925, con notas, 
concordancia?? - - - « 


i ó r t d e 4 
aclaraciones 


i 


2 



2 


ai 










Pesetas 


«El error en los con- 

... 10 




• • ® • 




Cálice (Rajmouí 
. clrcalaclóñ de vehículos coa motor 


mecánico por las carreteras 

paña.~R‘'gl ! - iroe nto aprobado por Real de^ 


creto de 16 Junio 1926 • - . 

. Circulación urbana e Interurbana de 
vehículos con motor mecánico.—Re- 

glameato de 1*7 de Julio de 1928. 2 

• Codificación Peni tenciaria^ anotada por 

la Redacción de la Revista de los Tribunales , 
con un prólogo del Exorno. Sr. D. Francisco 
Lastres; un volumen en 8.°, en tela. .... 5 

• Código civil (11. 1 edición de 1926), corregida 

con arreglo al texto de la mandada publicar 
por R. D. de 24 Julio 1889, en cumplimiento 
de la ley de 24 Mayo del mismo año, el Real 
decreto de 31 de Julio de 1889, etc.j con 
multitud de referencias de unos artículos con 
otros, las leyes procesales y complementa¬ 
rias del mismo, jurisprudencia del Supre¬ 
mo, disposiciones aclaratorias, índices, etc. 
Jontiene también varios apéndices, entre 
ellos el de Derecho foral de Aragón, y va 
precedido de un prólogo de D. Víctor Covian 
y Junco. Un voluminoso tomo en 8.°, en tela 9 
(0,50 más en provincias y 2 más en pasta). 

Código civil español. Volumen I de la Co¬ 
lección escolar de Leyes y Códigos. Edicio¬ 
nes económicas de la Revista délos Tribunales. 

Un vol. en 8.° de buena lectura. 2 

• Código judicial.—Colección completa de 
disposiciones orgánicas y complementarias 
sobre la Administración de justicia, por la 
jurisdicción ordinaria y por las especiales 
de Marina, Guerra, etc , con jurisprudencia, 

ormularios, notas y varios índices, por 
G. La Iglesia. Tres voluminosos tomos, tela 

Código de comercio (segunda edición re¬ 
formada y considerablemente ampliada hasta 
n de 1901), concordada con nuestra legis¬ 
lación anterior y la vigente, precedido de 
una introducción por D. Vicente Romero y 


1,50 


18 
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Pesetas 


Girón, y seguido de treinta y seis Apéndice? 
Un voluminoso tomo en 4.°. P . 

* Código de comercio (décimoctava edi¬ 
ción, 1930), anotada con la jurisprudencia 
del Supremo, numerosas referencias, tanto de 
unos artículos á otros cuanto á los reglamen¬ 
tos y demás disposiciones vigentes y útilísi¬ 
mos Apéndices y varios índices analíticos; 
en 8.°, encuadernado en tela .. ptas. 

Código de comercio. Volumen II de la 
Colección escolar de Leyes y Códigos. Edi¬ 
ciones económicas de la Revista de los Tri» 
tunales. Un volumen en 8.° de buena lec¬ 


tura ... 

Código del Trabajo , de 23 de Agosto 
de 1926, profusamente anotado, con formu¬ 
larios, etc. 

• Código penal (Edición de 1929), profusa¬ 
mente anotado con la jurisprudencia esta¬ 
blecida por el Tribunal Supremo al Código 
anterior, concordancias, índic* s, etc., con un 
Prólogo del Excmo. Sr. D Diego M.* Crehuet 
Código penal. Volumen III de la Colección 
escolar de Leyes y Códigos. Ediciones eco¬ 
nómicas de la Revista de los Tribunales . 

Colección de trabajos forenses y noti¬ 
cias biográficas délos reputados juris¬ 
consultos Alonso Martínez, Alvarez Ossorio 
(D. Florencio),Carvajal, Cortina(D. Manuel), 
Dato, Díaz Cobeña, Fernández Villaverde, 
Gamazo, Groizard, Labra, Lastres, Martos, 
Maura, Montero Ríos, Pérez Hernández, Pí y 
Margall, Romero Girón, Sánchez Román, 
Salmerón, Silvela (D. Francisco y D. Manuel) 
y otros.—Un tomo en 4.° mayor de 552 pá¬ 


ginas .. • • • •• •; * 

Comités paritarios. — Recopilación de m 
legislado sobre esta importante materia, 
anotado y concordado . 

* Condena condicional. ^ o . 

zo de 1908, con legislación comparada, ante- 
cadentes parlamentarios, etc. .. ...,.»»••>• 

* C onsejo Judiclah . -' abe 


Fiscai.). 

Constitución de la SSon&rquía espa™ 


12 


8 


2,50 


9 

3,50 


8 


2 










Pesetas 


£í«Ia* —Con tiene ésta: me je jes de Asocia- 
“*« w-rtraniería, Orden púoiico, Detención 
61 °*í«ión fl J v referencias ílí * edición).. 
Josej® de Es¿do (Cey orgánica del). 
Texto refandido de 21 de Junio ue. 1929 y 
Reglamento para el régimen interior del 
Consejo de Estado, con carácter definitivo, 

de la misma fecha ... .. 

i «rusto ).-—üectierdos de wa Diploma- 


tiao. Tres tomos... 

Contestaciones al Programa de opo¬ 
siciones á Secretarios de Ayunta¬ 
miento (1* categoría), por D José Zara¬ 
goza, Magistrado, y D. Antonio Saborido, 
Jefe de Negociado del Ayuntamiento de 
Madrid. Las más prácticas y concisas. 

-Idem id. (2.* categoría), por Saborido y 

Fraile (incluso para el ejercicio practico)... 

* Contrabando y defraudación. — Ley 
para la represión de estos delitos, con t«das 
las reformas introducidas hasta el día (1929) 

* Contribución Industrial, de Comercio 

y Profesiones. —Real decreto de 11 Mayo 
de 1926 y las Tarifas reformadas con arreglo 
a las Reales órdenes de 22 Mayo y 30 Julio 
de 1926, adicionadas y completadas. Un vo¬ 
lumen encuadernado en tela . 

* Contribución sobre las utilidades de 

la riqueza mobiliarla. —Texto refundido 
de la Ley reguladora en 22 Septiembre 1922, 
anotado y concordado y seguido de apéndices 
y modificaciones al día. Uu vol. en 8.*. 

Encuadernado en tela. 


--Reforma de la Tarifa Rea 

decreto - ley de 15 de Diciembre de 192' 
e Instrucción de 8 de Majo de 1928. 

Contribución territorial. — Cc-mpilaciói 
anotada y concordada de lo legislado sobr< 
Amillaramient 08 y Catastro; comprende ade 
mas el Reglamento de Servicios Catastra 

ms, de 30 de Mayo de 1928. 2.* edic. 

• Corridas de toros, novillos y bece¬ 
rros. Reglamento y disposiciones poste 
ñores. r 

T J"nco (Víctor).— El Derecho civi 
frutado de Navarra y su Codi /, < < (t 


3 


1,50 

12 


50 

28 

2,50 


1 


4 

5 

1,50 


n 

1,50 


• • 







15 


Pesetas 


Cuestiones prácticas 4c Derecho civil 

resueltas por la Redacción de la Revista de 
¡os Tribunales , bajo la dirección del Excelen¬ 
tísimo Sr. D. Francisco Lastres. Unica obra 
en su clase, que constituye un verdadero Va¬ 
demécum del Abogado en ejercicio... 

Cuestiones prácticas de procedimien¬ 
to civil, resueltas por la Redacción de la 
Revista de los Tribunales , bajo la dirección 
del Excmo. Sr. D. Francisco Lastres y Juiz, 
Senador vitalicio, Vocal de la Comisión ge¬ 
neral de Codificación, etc., etc. Resolución 
inmediata de todos los casos difíciles y dudas 
que pueda suscitar la aplicación de la Ley 

de Enjuiciamiento civil..... 

Cuestiones prácticas de Derecho pe¬ 
nal (substantivo v procesal), resueltas por 
la Redacción de la Revista de los Tribunales. 
De utilidad inmediata en todo bufete. Un vo¬ 
lumen encuadernado de 600 paginas. 

(0,50 más en provincias). 

Cuestiones prácticas (Complementos). 
V Varias ... 

Derecho aeronáutico. — Compilación de 
disposiciones legales sobre AVIACION, or¬ 
denadas por Francisco Górgora, Redactor- 
Secretario de la «Revista de les Tribunales», 


con un prólogo de D. Constantino Vázquez 
Giménez, Delegado en España del «Comité 
Juridique International de l’Aviation» Un 
tomo encuadernado en tela... 

* Derechos reales (Legislación de), por L. 
González Echenique. Completísima recopi¬ 
lación de todo lo legislado sobre tan impor¬ 
tante materia (1926), con las reformas intro 
dncidas por Real decreto ley de 
1926 Un tomo en tela .. 

Derechos y deberes de i ©¡ 


Abril 


públicos, del Estado, do la provincia y dei 
Municipio en los diverso i ramos de la Aomi- 

~ E. Mhartín y Guíx. O ora 

tomo en 8.' J mayor 




(5, encartonado á la Br&del). _ 

Deseaos® dominical.— Ley ds 8 de Junu 

de 


1925, Reglamento H Diciembre 1926, dis 
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88 € 




y muíanos. . 

I VHíit-Rí A ifto d8-S68 

R. B. 6 


* . T- • L'/a r <a t.i-o-oa v asimilados. —k. u. 
e mchvm o 1 qo ce », 0 . 6 Febrero 1928 .. 

Septiembre 19-o íf ¿ -a ■ o 

* ® 95 W8>w; ¿r.¿ 


¥ 


1 Sena- 


* • • • * 


¿s* .? 


i? 

fúá 


ñor Mario J¡m*íaez Laá - * -. • • * , 

^ |í »,c¡ aiiSCHtai*! a Ae! Codigo 

discursea pronunciados en el 

de- durante la legislatura de 1888 a 89 

isiaiOy según las fnenles sue« 
tranjeras 5 por F. Lindholm. 
prácticos de Arllíiiética , 

dispuestos por J. Calafat. 

«apañóla.—Ensayo de una psi- 

íh nacional, por Gustavo La Iglesia... 
Procos® dota Mano i^iegra,—Infor¬ 
mes de los Exornes. Sres. D. José Carvajal y 

D. Manuel Pedregal. .. 

1 jurado.—Discursos pronunciados por don 

Vicente Romero y Girón. 

Ulero (Pietr >).—Sobre la pena de muerte — 
Vertida del italiano, por D. Antonio Gómez 
Torfcosa. Un vol. en 8.® mayor de 180 págs. 

Empleados municipales. — Reglamento 
de 14 de Mayo de 1928... 

Epizootias.— Real decreto-ley de 1 de Marzo 
de 1929 y Reglamento aprobado por Real or¬ 
den del día 6 siguiente.. 

• Espectáculos públicos.—Reglamento de 

policía, c LStrucción, reforma y condiciones 
de los locales destinados a los mismos. 

• Estatuto del Ministerio Fiscal y Con¬ 

sejo Judicial.. 

• Estatuto de las Clases pasivas del Es- 


1.50 
3 

12 

2.50 
2,50 
2,50 


1.50 

2.50 
1 


2 


2,50 

2,50 

2 


Estatuto de Recaudación —Real decreto 
de 18 de Diciembre de 1928, anotado cou las 
concordancias y referencias legales, índi¬ 
ces, etc ..... . 5 

Estatuto Municipal. — Real decreto-ley de 
8 de Marzo de 1924, con todas las disposi¬ 
ciones complementarias, concordancias, etc. 
Precedido de un Prólogo por D. José Calvo 
o elo. Tercera edición. Un volumen en tela 1 
- Reglamentos para su aplicación .. 8 
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Pesetas 

Rcylftiucnto de Empleados mnnicU 
pales, de 14 de Mayo de 1928. 1 

• Estatuto provincial.—R, D. de 20 Marzo 

1925 sobre organizsción y hacienda de las 
entidades provinciales y constitución de las 
regiones, con toda clase de disposiciones 
complementarias, referencias legales, índi¬ 
ces, etc., y los Reglamentos publicados,pre¬ 
cedido de un preámbulo por D. José Calvo 

Sotelo. Un vol. ene. 0 en tela. 7 

Estudio crítico del Código civil español, por 
el Excmo. Sr. D. Vicente Romero y Girón.. 2,50 

Estudio práctico sobre el delito de estafa 
en las Sociedades por acciones, por Mr. G. 
Grandjean, traducida por D. Antonio Soto. 

Un volumen en 8 0 mayor.. 5 

* Exención del servicio militar.— Real 


decreto-ley 24 Marzo y Regto. 17 Junio 1926 

* Exención del servicio militar. —Real 

decreto ley da 25 Octubre 1927 y Reglamen¬ 
to del 28 del mismo mes... 

* Expropiación forzosa por causa de 

utilidad pública. —Ley de 10 de Enero 
de 1879 y Reglamento de 13 de Junio de 1879 
con notas, doctrina de la jurisprudencia, 
índices, etc. (2,* edición, encartonada). 

Falcón (Modesto). — Código civil español ilus¬ 
trado con notas, referencias, concordancias, 
motivos y comentarios, con un estudio crítico 
del Código, por el Excmo. Sr. D. Vicente 

Romero y Girón. Cinco tomos en 4.“.. 

(2 más en provincias y 15 más en pasta). 

— La futura legislación civil de España. — Exa¬ 
men de las bases para el Código civil... 

— Organización de los Tribunales: su relación 
con la Administración de la justicia penal.. 

Eerri (Enrico), -—Sociología criminal. — Edición 
española, antecedida de un prefacio escrito 
expresamente por Ferri, con un prologo de 
González do! Alba. Versión castellana, por 
Soto y Hernández. Dos tomos en 4. J . . • • • • 
(1 pta. más en provincias y 6 mas en pasta) 

— «Proyecto preliminar de un Código pena, 

para Italia» Introducción y notas por C. 
Jiménez Escribano. (Vol, II de la Biblioteca 
de Derecho, Sociología v Política). 


1,50 


1,50 


3 


40 

2 

1 



i 











r^arrsílol — Cuentos filosóficos. 

F V„"T" !? “ .0o!,,c.i6 c Verdad» de 

109 p;<p., encuadernado... i 

Finot (Juan ).—Da agonía y la muerte de las 
rasas Volumen I de la «Colección Verdad» 
d@ 183 n>»gs s encuadernado.. 1. 

Flore .—Derecho internacional privado , ó prin¬ 
cipios para resolver los conflictos entre las 
leyes civiles, comerciales, judiciales y pe¬ 
nales de los diversos Estados.—Versión es¬ 
pañola anotada por D. A. García Moreno, con 
un prólogo del Exorno. Sr. D. Vicente Ro- 
mero y Girón. 2.* edición. Seis tomos en 4.°. 48 

_ Derecho internacional público. Versión cas¬ 
tellana de A. García Moreno.—La nueva 
edición, refundida y considerablemente au¬ 
mentada, consta de 4 tomos en 4.° mayor: los 
tres primeros tratan del Derecho internacio¬ 
nal público en tiempo de paz, y el 4.° en 
tiempo de guerra... 84 

— El Derecho Internacional codificado y su san¬ 

ción jurídica, seguido de un resumen histó¬ 
rico de los principales tratados internacio¬ 
nales; versión castellana anotada y conside¬ 
rablemente aumentada con ampliaciones 
comparativas y críticas y varios apéndices, 
por D. A. García Moreno; dos tomos. 18 

Foguiet Mar «al (José) —Etica y crítica jurí¬ 
dica. Estudio clínico-jurídico. Un volumen 
de 260 páginas. g 

Formularios municipales, adaptados al 
nuevo Estatuto y Reglamentos. 5 

4*1 ner. — Estudios filosóficos y religiosos; un 
tomo en 8.®. 4 

• Góngora (Francisco). — Derecho aeronáutico 1 
Manual de la Propiedad intelectual .—Segunda 
edición, con disposiciones complementarias, 
referencias, Tratados internacionales, etcé¬ 
tera. Ene. en tela. 4 

— Guía Jurídica del Automovilista. — Manual 

completísimo con todas las disposiciones le¬ 
gales; en tela... g 

Gong-ora Küchenlque (Manuel).— El wroble- 
ww # l& tierra* con opiniones é iniciativas 
sobre tan compleja cuestión... g 


1,50 


1,50 
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Gong-ora Echenique (Manuel).- Angel Ba¬ 
rrero y las Posesiones españolas del Golfo de 
Quinta . Un tomo. 1 

González (Anse 1 mo).-'«¿ufe' de 'técnica psY- 
co judicial: El problema de la Responsabili¬ 
dad». (Vol. X de la Biblioteca de Derecho 
Sociología y Política). ’ ^ 

González del Alba (Primitivo).' -Estudios 
jurídicos. Colección de notables trabajos . 3 50 

González Rejilla (Leopoldo).— La Justicia ’ 


y el Foro en las legislaciones comparadas con 
una carta-prólogo de D. José Canalejas. Obra 
declarada de relevante mérito. 

Gracia y Parejo*— De las Fundaciones como 
personas jurídicas. .. 

Granjean (G.) — Estudio práctico del delito 
de estafa. Trad. de A. Soto. Un vol. 4 .* menor 
* Guía Jurídica del Automovilista.— Le¬ 
gislación especial, complementaria y Fiscal 
sobre automovilismo, circulación por carre¬ 
tera, carruajes de lujo, transportes, servi¬ 
cios públicos, Importación y Aranceles, Con¬ 
venios y Tratados internacionales, formula¬ 
rios, etc., compilados y anotados por Fran¬ 
cisco Góngora. 

— En rústica. 

Hericourt (Dr. J.)— Los 86 mandamientos de 
la Higiene. Volumen II de la «Colección 

Verdad» de 120 págs., encuadernado. 

Historia de los Romanos bajo el Im¬ 
perio. —Véase Mebivalb. 

Imposición municipal y exacción del 
impuesto de Consumos. — Real decreto 

de 6 de Septiembre de 1918.... . 

Impera taris lustiniani InstltutlouuiM 
Libri quatuor. Adjecta sunt aliqua ex cons- 
titutionibus fragmenta et ex Digestís Ti 1 1 1 as 
de regulis iuris. Con la traducción al care¬ 
liano por D. Ismael Calvo y Madroño, Cate¬ 
drático de la asignatura en la Umvers 1 . a 
central..... 


4 

1,50 

5 


8 


1,50 


1,50 



O 


4 


(0,50 más en provincias,. 

Kmpii&sto dta (Véase bgis 

IaAOIÓN del 

finipuesto Jp y 
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¿ey. 
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nerai vigente para su exacción, • ..* * ' 

• Impuesto sobre ios bienes de las per¬ 

sonas jurídicas»—Legislación, Jurispru¬ 
dencia, disposiciones complementarias, etc., 
etcétera. Un volumen encartonado- .. * • 2 

• Industrias y Comunicaciones maríti¬ 

mas.— Ley de 14 de Junio de 1900 y Regia- 
mentó definitivo de 13 de Octubre de 1913, 
con Modelos, Anexos, Notas, Indices, etc. Un 
volumen en 8.°, encuadernado en tela ...... 3,50 

Inspección sanitaria municipal. Re¬ 
giamente para la de establecimientos, edifi¬ 
cios, vehículos de^ servicio público, etc., 1,50 

• Instalaciones eléctricas . — Ley de 23 

Marzo 1900 y Reglamento de 27 Marzo 1919. 1,50 

Jado Ventades (Rodrigo).—Derecho civil de 
Vizcaya. Comentarios á las leyes del Fuero 
de Vizcaya, con la jurisprudencia del T. S. 
etcétera. Un volumen en 4.° de 672 páginas. 12 
Jiménez Escribano (Cristino).—V. Fbebí: 

Jiménez Laá (Mario). —Diccionario jurídi- 
co-administrativo. Indice legislativo de dis¬ 
posiciones dictadas sobre la Administra 
ción de Justicia, desde 13 de Septiembre 

de 1923 al 31 de Mayo de 1927. 3 

Jimeno 4gius.— El suicidio en España . 1,50 

— • La criminalidad en España . 1,50 

• Jornada mercantil.— Ley de 4 Julio y Re¬ 

glamento de 16 Octubre de 1918, anotado y 
concordado por Trifón Calleja de Blas. Se¬ 
gunda edición... 2 

• Jurado (Eey del). V. Manual del Jueado. 
Justieia municipal*—(Véase Zaragoza). 

Función judicial, por D. Carlos López 
de Haro, Registrador de la propiedad, con un 
prologo del limo. Sr. D. Primitivo González 
del Alba... . 2 50 

Ea Iglesia (Gustavo).— El Alma española ’. *' 

Ensayo de psicología nacional. 2 50 

¡La Justicia y el Foro en las legisla¬ 
ciones comparadas*— V. González Re- 

VILLA. 

—Ensayo de solución 
tiva. Original de Brunetiere, France, 
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Pautas 

Nordau, Sully-Prudhomme, etc., etc. Volu¬ 
men V de la «Colección Verdad*. i 5fl 

Legislación de Aguas, con una intróduc- * 
cion histórico-crítica, notas, referencias ju¬ 
risprudencia, modelos, formularios é índi¬ 
ces. Encuadernado en tela. Edición 1928.,. 10 

Legislación de carreteras y camines 
vecinales, con notas, interesantes apén¬ 
dices con todas las leyes y reglamentos de 
aplicación, incluso el de obras y vías provin¬ 
ciales, de 15 Julio 1925, índices. En tela, 6 
Legislación de caza. Pájaros y Uso de 
armas.— Contiene la Ley de Caza, el Re¬ 
glamento para la aplicación de la misma, 
comentados y anotados profusamente; con 
todas las Disposiciones vigentes sobre las 
varias materias, formularios y varios inte¬ 
resantes Apéndices (9.* edición) (1926). 8 

Encuadernada.. 4 

Legislación de Ferrocarriles —Compi¬ 
lación de todas las disposiciones legales vi¬ 
gentes en la materia. Un voluminoso tomo 

en 8.° mayor, encuadernado en tela. 10 

Legislación del Impuesto de Consu¬ 
mos* —Colección completa de disposiciones 
legales y reglamentarias, compiladas y ano¬ 
tadas con la jurisprudencia, notas, modelos 

oficiales de repartimientos, etc. ^ 

Legislación notarial. -Ley de 23 de Mayo 
de 1862 y novísimo Reglamento de 1 de No¬ 
viembre 1921, extensamente anotados y re- 
ferenciados entre sí. Un vol. ene. 0 eD tela.. 
Legislación Provincial.— Edición com¬ 
pletísima, con útilísimos índices, notas, con- ^ 
cordancias, etc. (V. Estatuto.) ' 

(0,25 más en provincias). 

Legislación obrera* — Véase Loa go 
del Trabajo, con anotaciones, concor¬ 
dancias, formaiarios, etc ,, ., . 

Legislación de SÍlnas (2. edición;, c„ . 
todas las disposiciones referente» a ot-uas ma 
terias, perfectamente anotada y toncon q 

da. Un voluminoso t uno er.'..° en te.a .. 

(0,50 m áa on pr' vi ■ ci < s,. ,. * . 


anotada y coceo 
p r r 0 gil t€-la. • 


uíu 







Y ~ liB. hbíc8 . compil&ciou ¿6 

todas cuantas disposiciones, tarifas, cuadros 
de cálculos, etc., etc., existe an España Un 
grueso vol en 8.°, encuadernado en tela. .. 9 

(0,50 cnás en provincias). 

• Legista-clon ele«5t®*natl para Diputados á 

Cortes y Concejales Contiene las Leyes de 8 
de Agosto de 1901, con las reformas intro¬ 
ducida s por el Estatuto Municipal, etc.. 9 . •. 3 

• Lcgf&l&^ioift eléctrica* —-Recopilación de 

disposiciones legales sobre tan importantes 
materias, concordadas y anotadas por don 
Carlos María García Rodrigo, Juez de pri¬ 
mera instancia. Un volumen.. 10 

• Legislación del Timbre del Estada^ 
según el texto de la nueva edición oficial 
de 11 Mayo 1926 y Real orden de 14 Junio 
siguiente, revisada y anotada, con disposi¬ 
ciones complementarias. 1.* edición, en tela. 5 

* ¡Legislación hipotecarla, según el texto 
del Real decreto de 16 Diciembre 1909 y Re¬ 
glamento de 6 Agosto 1915, anotada con ju¬ 
risprudencia del Supremo y Resoluciones de 
la Dirección general de Registros hasta 1926, 
notas y referencias con el Código y la Ley 

de Enj civil. Un voluminoso tomo en tela... 15 
(0,50 más en provincias). 

9 Legislación del Servicio militar. -Ley 
de Bases de 8 de Marzo de 1924 y Regla¬ 
mento de 2*7 de Febrero de 1925, perfecta¬ 
mente 8notados y concordados. *7 

* Legislación y Jurisprudencia sobre 
clases pasivas, civiles y militares.— 
Manual enciclopédico de disposiciones apli¬ 
cables para la declaración de derechos pasi¬ 
vos, compiladas y seguidas de útiles índices, 
por G-. La Iglesia. Un grueso tomo en tela.. 9 

(0,50 más en provincias). 

Levy-Huiman (H.)—«La definición del De¬ 
recho». Versión española de César Camargo. 
(Vol. V de la Biblioteca de Derecho, Sociolo¬ 
gía y Política).. 

* Ley de Enjuiciamiento civil (décima 
edición), arreglada á las reformas introdu- 
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cidas en la misma por la de 11 de Mayo 
de 1888 y posteriores hasta 1928, anotada 
con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
concordada con el nuevo Código de comercio 
y seguida de interesantes Apéndices con toda 
la legislación vigente sobre procedimiento 
en io civil y un minucioso índice alfabético. 

Un tomo de unas 900 páginas, en tela. 9 

(0,50 más en provincias). 

Ley de Enjuiciamiento civil.—Volu¬ 
men IV de la Colección escolar de Leyes y 
Códigos. 2,50 

* Ley de Enjuiciamiento criminal (quin¬ 

ta edición), anotada con la jurisprudencia 
del Supremo, Circulares de la Presidencia y 
Fiscalía del mismo y con cuantas disposi¬ 
ciones relacionadas con el procedimiento cri¬ 
minal se bailan vigentes y aumentada con 
las leyes del Jurado, explosivos y represión 
del anarquismo; encuadernada en tela..... 1 

(En provincias 0,50 mas) 

* Ley de Justicia municipal de 5 de Agos¬ 
to de 1901, coo >os Aranceles, notas, etc.... 1, 50 

* Ley de 'Tribunales Industriales de 22 
Julio 1912, anotada y seguida de las de Con¬ 
ciliación, Arbitraje industrial, Huelgas y 

coligaciones, á la rústica. 1>§0 

Ley de Reclutamiento y Reemplaza 

de la Armada, con Apéndices . 2 


administrativo, reformados por Real de¬ 
creto de 22 Junio 1894 y Ley de 5 Abril 1904 
y disposiciones posteriores, con profusas no* 
tas de referencias, abundante doctrina de la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo hasta 
Junio de * 926, y varios importantes apéndi¬ 
ces complementarios, 6 pías. Ene. en te¡a . 

• Leyes pelitiesas de España, (V. Cons¬ 


titución, hto. i r . „ 

Lioy. —Déla Filosofía- Di^tcko, \CiSion 
castellana de D. Luis de Moya, con una certa 
prólogo del Excm ». Sr. l> Vicente ;-:oa.ero 

Girón: do* tomos en 4.". •••>•* . 

(1 más «;« nrovs-i. y 8.50 n>*s en P R8ta )- 
Lapes de Rara {Cn.r. ¡os). •— V, La función 


JUDICIAL. 






Pesetas 


(Antonio M.)—«Ua etrnojo 

\ V W T4 Jí ... . »> ^ !-' 
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lin&tG»* w 

' r ‘ ! o.rííI b ofeisiiBO tomo @b 4* 
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15 


’sHidios de De.rt.eno romano-, un 


tomo en 4. 

(0,50 más en. provincias). 

* Manual del flí®4artad®' 


e e 


® • 


Véase Lbgus 


h 


6,50 


!© la fali»©4eca «a- 
J. Comentarios y texto de la ley de ¿i de 

; concordada con las corres¬ 
pondientes extranjeras y con la jurispruden¬ 
cia análoga, por D. Leopoldo González Revi- 

lía. Ua tomo de 844 páginas en 8.°... 8,50 

(0,50 más en provincias). 

Hannal de la Prepiedaá Industrial.— 
Contiene la Ley y Reglamento, más varios 
Apéndices con Tratados internacionales, Le¬ 
gislación complementaria y Jurisprudencia 
civil, penal y contencioso-administrativa; un 

y en tela (edición, 1929). 5 

~®.—Texto de la Ley 
de Abril de 1888, con jurisprudencia 

1922, notas, índices, etc. 2 

üanual de jurisprudencia penal ó Dic¬ 
cionario recopilador de la doctrina de las 
sentencias dictadas por el Tribunal Supremo 
sobre aplicación del vigente Código penal, 
desde su publicación basta 1892. Un tomo 

en 8.° de 448 páginas. 5 

(0,50 más en provincias). 

Manual de jurisprudencia procesal.— 
Diccionario recopilador de la doctrina de las 
sentencias del Supremo sobre aplicación del 
Enjuiciamiento criminal; un tomo de 282 

páginas. 4 

(0,50 más en provincias). 

Mellas! (Vincenzo).— Del amor al delito. De¬ 
lincuentes por erotomanía psico-sexual. Dos 
tomos en 4.” de la «Biblioteca Jurídica» .... 16 
(1 peseta más en provincias), 
erltrale. Historia de los Romanos bajo el 
Imputo.—Traducción y notas de A. García 
Moreno. Cuatro tomos en 4/. 26 

estre (Archilles).— Las personas morales y 
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el problema de *m responsabilidad criminal. _ 

Versión española de César Camargo. Intro¬ 
ducción del Profesor Quintiliano Saldañs,.. 
Hiñana Víllagrasa (Emilio). — Algunas 
Leyes mercantiles escandinavas , traducidas 
directamente del noruego, sueco y danés, v 
precedidas de ligeras indicaciones de De¬ 
recho mercantil comparado. 

Hommsen. — Historia de Roma. — Versión 
castellana por A. García Moreno, con un 
prólogo y notas de la parte relativa á España, 
por F. Fernández y González. 9 tomos en 4.° 
(3 más en provincias y 15,*75 más en pasta). 

* Montes.—Instrucciones para adaptación del 

régimen de los de los pueblos al Estatuto 
municipal. R. D. de 1*7 Octubre 1625, con 

notas y aclaraciones. 

Oliver (Enrique). — Vocabulario jurídico-legal. 
Interesantísimo Diccionario de vocablos con 

anotaciones. Prólogo de A Posada. 

Oltver y Eüsteller .—Breve sumario del Pro¬ 
yecto de Código de Alemania y del proyecto 

de ley para su planteamiento. 

Ortells (Z.) — Matemáticas al alcance de todos; 

un tomo en 8.°. 

Orné (J. Ramón de).—Xa Sociedad di Nacio¬ 
nes . Prólogo de R Altamira. Yol. YI de la 
Biblioteca de Derecho, Sociología y Política. 

* Patente Nacional sobre C/irciilación 

de Automóviles.. 

Pedregal (Manuel). — Estudios sobre el en¬ 
grandecimiento y decadencia de España: un 

tomo en 4.° de más de 300 páginas. 

Perrler (Edmundo). —La vida en los planetas. 
Volumen III de la «Colección Verdad»... 


Pesca fluvial. — R°,al decreto de *7 de Sep¬ 
tiembre de 1929, con notas, aclaraciones, 

Tratados, etc. 

•Pesas y Medidas. —Ley, nuevo Reglamen¬ 
to, Tablas de equivalencias, etc., etc., pro 
fusamente anotados. En prensa .. . 4 


Pisa Paj aren. —Derecho romano , acerca de 
la validez y subsistencia del testamento otor¬ 
gado por los ascendientes y descendientes. 
• Pósitos. —Protectorado y reorganización. „. 


15 

1.50 

60 

1, 50 

3.50 

1 ,50 

1.50 

7 

1,50 

4 

1 

2 

1,50 
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rilando i a Ley y 6i _ , . 

y disposiciones co ío p 1 e iX' catanas, juri 
de acia Tratados internacionales, y A?j 
ces con el Reglamento de Policía de Espec- 


tácalos, Ley de 


iHrSí 


. etc., concordados 

i.ai,uiuu, uv^ -- - r - 1 Z~, ' 

y anotados por Francisco Gongora, 8 ptas. 

rústica; en tela...*. ^ 

Quiebras.—(Véase Suspbnsióm de paros) 
tt apallo y Orts ¡¡Angel).—«Prontuario Le¬ 
gisla! vo Agrícola». Obra declarada do utili¬ 
dad pública. Un volumen en 8 mayor.,.. 15 

* Recaudación, apremios e inspección 
de la Hacienda Pública.—Manual 16- 

motado, encuadernado en tela .. 6 

lento y Reemplazo del S£jér- 
clto. (Y. Legislación del servicio militar.) 

* Redención de Foros y otros gravóme • 

nes de análoga naturaleza* —Real de¬ 
creto de 25 Junio y Reglamento de 23 Agos¬ 
to de 1926, anotado. 2 

* Régimen obligatorio del Retiro obre¬ 

ro.— Reales decretos vigentes con acuerdo 
del Instituto Nacional de Previsión, etc.... 1,50 

* Régimen de la minería. —Reglamento 

general, con carácter definitivo, de 16 de 
Junio de 1905. 1,50 

Regimen de montes. —Adaptación del de 
los montes de los pueblos al Estatuto muni¬ 
cipal, Real decreto de H Octubre de 1925 .. 1,50 

* Registro civil.— Legislación dictada des¬ 

de su creación, con todas las disposiciones 
referentes á esta materia, escrupulosamente 
ordenada y anotada; en tela. 5 

* Registro de arrendamientos.-Real de¬ 

creto-ley de 1. a Enero y de 80 Marzo 1926, 
anotados y concordados. 2 

* Registro mercantil. -RegiámenVo’ de 20 

de Septiembre de 1919 y Aranceles. 2 

* Reglamento para la circulación dé 
vehículos con motor mecánico de 16 

Jumo 1926. . j 10 

* Reglamento de las corridas de toros ’ 

novillos y becerros. Un folleto * ' 1,50 











Pesetas 


• Reglamentos del Estatuto municipal. 

Con notas, referencias, índices, todas las 
disposiciones complementarias del Estatuto 
etcétera, etc. Un vol. encuadernado en tela. 8 

• Reglamentos de Policía de espec¬ 
táculos y Corridas de toros. 2 50 

Resolución de cien cuestiones de Re- ’ 
reche..25 

• Retiro obrero. —Ley y Reglamento, ano 


tsdos con acuerdos del Instituto Nacional de 

Previsión, referencias legales, etc.. 1, 50 

Rodríguez Camuñas (Luis). «El problema 
de ias clases medias como principio de 're¬ 
generación nacional. 8 

Rodríguez Martín (Antonio).—Loa vicios 
irremediables del Jurado. (Es preciso supri¬ 
mirle). Interesantísimo estudio sociológico 

forense; 180 paga. en 4.°. 8,50 

Saborldo' y Soler (Antonio).—«Formula¬ 
rios municipales adaptados al nuevo Estatu¬ 
to y Reglamentos». 5 


Saldana (Quintiliano). •— «La Defensa social 
universal. (Conferencias de París, Roma y 
La Haya)». Yol. VIII de la Biblioteca ae De¬ 
recho, Sociología y Política. 

• Sanidad exterior. —Reglamento orgánico 
de 3 de Marzo de 1917 é Instrucciones com¬ 


plementarias posteriores. Un vol., rústica. 

• Sanidad Municipal.— Reglamento de 17 

dé Febrero de 1925,.. 

Savfgny.— Sistema de Derecho romano; ver¬ 
sión castellana de los Sres. D. Jacinto Mesía 
y D. Manuel Poley, con una introducción 
crítica de D. Manuel Duran y Bas; 6 tomos 60 
(3 más en provincias y 18 más en pasta.) 
Sumario del RacfelHerato ó Resumen 
de las asignaturas d« segunda enseñanza 
necesario para ¡a preparación ue ¡os ejercicios 
del Grado'de Bachiller, por Gonzalo C'-¡«o 

y Antonio Tabú*--" 1 ; í - eU . 

Sully Prudho»*m« v -«P^ria v tí'- 

inanidad.. v • i -i u.- > • '• Mi y i>- >r ;H ,wl) 

ieccióu Ve ‘' 

• Suspendió» én y »in¡' , bra«.- e 

lleto Cniil-rr 


1,50 


W 

V-/ 


3 


VI íj 













Tarraga*® (Eugemo).-«isi uiyom« «** *« 
Legislaciones comparadas» , l Y° ' a Bl 

blioíeca ds Derecho, Sociología y Poufcca.. 
_ <La afinidad», Vol. IV de la tmsma Biblca. 
• Trabajo de mujeres y ñiños. — Ley, 
Reglamento y disposiciones concordantes . . 


la Bi~ 


gisiaeión vigente común y forai, interpretada 
por el Tribunal Supremo y la Dirección de 
los Registros, seguida de una exposición 
de casos prácticos, resolución de dificulta 
des, modelos, formularios, índices generales, 
etcétera, por D. A. Soto y Hernández; (2. a edi¬ 
ción); 2 voluminosos tomos en 8.° mayor.... 

Telmo Vega. —Derechos de la madre bínuba. 

Tibergbten.— Generación de los conocimientos 
humanos en sus relaciones con la moral, la 
política y la religión Versión castellana.— 
Cuatro tomos en 8.°..... 


Tissot.— Derecho penal , estudiado en sus 
principios, en sus aplicaciones y legislacio¬ 
nes de los diversos pueblos del mundo.— 

Tres tomos en 4.® mayor. 

Torres Campos. —La pena de muerte y su 

aplicación en España . 

— Nociones de Bibliografía y Literatura jurídi¬ 
cas de España; un tomo en 8.°... 

Torres Roldan. — «Bl Juez español». Lo 
que ha sido —Lo que es. — Lo que debe ser. 

* Trabajo a domicilio. — Real decreto ley 

de 26 Julio 1926 y Reglamento de 20 Octu¬ 
bre 192*7, concordados y anotados con for- 
mu arios y aclaraciones legales. 

Transportes por carretera. — Real de¬ 
creto de 22 de Junio de 1929, con los prece¬ 
dentes y eoap ementos.. 

* Tribunales económico-administrad- 
vos y Reglamento de Procedimien¬ 
to» aprobados por RR. DD. de 16 de Junio y 
29 de Julio de 1924, anotados y concordados. 

* Tribunales tutelares para ñiños.—Ley 

y Reglamento, con todos los apéndices y dis- 

poaiciones legales complementarias. 

Uso de armas. —Fabricación, comercio, uso 
y tenencia. — Real decreto 4 Noviembre 1929. 


7 

7 

2 


17 
1,50 

18 

26 

1.50 
4 

2.50 

1.50 

1.50 

2.50 

8.50 

1.50 
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Varias cuestiones prácticas de Dere¬ 
cho.— Tomo-complemento de los tres a&te 
riores publicados, con interesantísimos ca¬ 
sos nuevos y curiosos. Un volumen de 1.000 
páginas, encuadernado." ^ jg 

Varios autores (France, Berthelót,*No’rdau, 
Brunetiere, etc .)—La Moral sin Dios. Ensayo 
de solución colectiva. Volumen V de la «Co¬ 
lección Verdad* . 1 50 

Vecchlo (Giorgio del).—«La Justicia» Tra- ’ 
ducción de Luis Rodríguez Camuñas y César 
Sancho. Vol. I de la Biblioteca de Derecho, 

Sociología y Política. .. 1 

• Vinos y alcoholes. -Real decreto-ley de 29 
Abril 1926, corccrdado y anotado con otras 
disposiciones legales, por T. Calleja de Blas 2 
Vocabulario jurídlco-legal ó Lenguaje 
de las Leyes, por D. Enrique Oliver, y un 
prólogo de D. Adolfo Posada. Un tomo en 8.° 


prolongado.... 4 

Weber . —Historia contemporánea de 1830 á 
18*72. Versión castellana, aumentada con tres 
apéndices y anotada por A. García Moreno. 
Cuatro tomos en 4.°... 26 


(*7 más en pasta y 2 más en provincias). 
IVornis (René).—«La Sociología». Vol. VII 
de la Bibl. de Derecho, Sociología y Política. 7 
Zaragoza y Guijarro (José).— Justicia mu • 
nicipal, —Verdadera enciclopedia legal de 
cuanto puede ser necesario o de utilidad a 
Jueces y Fiscales municipales. Un volumi¬ 
noso tomo que comprende todo lo legislado, 
con aclaraciones, notas, formularios, encua¬ 
dernado en tela, 16 ptas. En pasta española. 17 


Modelo* de aplicación 
en la Inspección del Trabajo* 

Horario de trabajo para la dependencia. 

Cuadro de compensación del trabajo. 

Horario de trabajo. 

Relaciones de personal y turnos.. 

Horario de apertura y cierre de estableci¬ 
mientos... 

Horario de jornada, descanso y comida. 

Libro do vlsltu» —Modelo oficial, en exce** 

lente papel.. 


0, Ib 
0 , lf> 
0, 15 
0 , 15 

0,15 

0,15 

1 
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41 cíqo non D 


arsenal técnico exclusi¬ 


vamente dedicado á tener siempre perfec¬ 
tamente vigentes los tomos cíe nuestras 
Bibliotecas d© Bolsillo y de Manuales 
teórica-prácticos, podemos ofrecerlos en 
cualquier momento adicionados con todas las 
reformas y disposiciones legales referentes a 
las diversas materias, con cuyo especial 
cuidado tratamos de corresponder al gran 
público que nos favorece, y que ha señala¬ 
do como uno de los mayores éxitos edito¬ 
riales el obtenido por nuestras «Bibliotecas 
de Códigos y Leyes anotados». 


Si es V. Abogado p 

si es V. Funcionario Judicial, 
si es V. Registrador, 
si es Va Motarlo, 

si es V. Procurador^ 
si es V. Banquero, 

si es V. Negociante, 

si quiere usted vivir en su siglo, en su épo¬ 
ca, estando al tanto del movimiento jurídi¬ 
co mundial y conociendo al día la 

Legislación española y la 


Jurisprudencia del Supremo, 

SUSCRÍBASE a la 



82 pesetas anuales. 

Ap. de Cornos 153. MADRID San Bernardo, 50. 


Imprenta Góngora.—San Bernardo, 85.— Madrid. 
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